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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristian Larroulet Vignau; de Educación, señor Joaquín Lavín Infante, y del Medio Ambiente, señora María Ignacia Benítez Pereira.

Actuó de Secretario subrogante el señor José Luis Alliende Leiva, y de Prosecretario subrogante, el señor Mario Labbé Araneda.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:13, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Las actas de las sesiones 54ª, especial, y 55ª, ordinaria, ambas en 28 de septiembre, y de la 56ª, ordinaria, en 29 de septiembre, todas del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor LABBÉ (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Doce de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los tres primeros retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el sistema de justicia militar y establece un régimen más estricto de sanciones tratándose de delitos contra los miembros de las policías (boletín N° 7.203-02).



2.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, en materia de fiscalización ambiental (boletín N° 7.213-12).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre aumento del subsidio nacional transitorio al transporte público remunerado de pasajeros (boletín N° 7.101-15).



Con el cuarto retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “suma”, con relación al proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, referido a las personas jurídicas sostenedoras de establecimientos educacionales (boletín N° 7.068-04).


Con los siete siguientes hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que sanciona el acoso sexual a menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil (boletín N° 5.837-07).



2.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las asociaciones municipales (boletín N° 6.792-06).



3.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y la Corporación Andina de Fomento (CAF), para el desarrollo de las actividades de la CAF en Chile”, suscrito el 15 de julio de 2009 en Santiago de Chile (boletín N° 7.096-10).



4.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables señores Espina, Allamand, Chadwick, Larraín y Prokurica, relativo a las facultades de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones para practicar, sin orden previa, las primeras diligencias de investigación de un delito (boletín N° 7.050-07).



5.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización (boletín N° 5.083-04).



6.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.327, que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (boletín N° 4.864-29).



7.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Quincuagésimo Tercer Protocolo Adicional al Acuerdo de Complementación Económica N° 35, sobre el Comercio de Servicios, celebrado el 27 de mayo de 2009, en Montevideo, entre los Gobiernos de los Estados Partes del MERCOSUR y el Gobierno de Chile (boletín N° 6.690-10).



Con el último retira la urgencia que hizo presente al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la tributación específica de la actividad minera (boletín N° 7.170-05).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que comunicó su ausencia del territorio nacional entre los días 30 de septiembre y 1° de octubre del presente año para participar en la reunión extraordinaria de Jefes de Estado y de Gobierno de UNASUR en la ciudad de Buenos Aires, República Argentina.



Informó, además, que durante su ausencia lo subrogaría, con el título de Vicepresidente de la República, el Ministro titular de la Cartera del Interior, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg.



--Se toma conocimiento.



Ocho de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha dado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley relativo a las conductas terroristas y su investigación (boletín N° 7.211-07).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con los cuatro siguientes indica que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto que modifica la Ley de Matrimonio Civil para establecer que será el ministro de la Iglesia quien envíe al Servicio de Registro Civil el certificado de matrimonio religioso (boletines números 3.536-18; 3.551-18; 3.659-18; 3.731-18; 3.732-18; 3.972-18; 4.602-18; 4.745-18; 5.104-18; 6.008-18; 6.277-18, y 6.638-18, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y se manda comunicar a la Excelentísima Corte Suprema.



2.- Proyecto de ley que modifica el sistema de justicia militar y contempla un régimen más estricto de sanciones tratándose de delitos contra los miembros de las policías (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 7.203-02) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Defensa Nacional, y se manda comunicar a la Excelentísima Corte Suprema.



3.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y la Corporación Andina de Fomento (CAF), para el desarrollo de las actividades de la CAF en Chile”, suscrito el 15 de julio de 2009 en Santiago de Chile (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 7.096-10) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.



4.- Proyecto de ley sobre aumento del subsidio nacional transitorio al transporte público remunerado de pasajeros (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 7.101-15) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y a la de Hacienda, en su caso.

La señora RINCÓN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

La señora RINCÓN.- Solicito que la iniciativa recién mencionada sea analizada por ambos órganos técnicos unidos, dada la calificación de la urgencia.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se procederá de esa forma.



--Así se acuerda.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Continúa la Cuenta.

El señor LABBÉ (Prosecretario subrogante).- Con el sexto, la Cámara de Diputados informa que rechazó la idea de legislar en relación con el proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Tuma, Cantero, Quintana, Navarro y Walker (don Ignacio), sobre las personas jurídicas sostenedoras de establecimientos educacionales (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 7.068-04), y comunica la nómina de los Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse conforme al artículo 70 de la Constitución Política de la República (Véase en los Anexos, documento 5).


--Se toma conocimiento y, en virtud de lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento del Senado, se designa a los miembros de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología como integrantes de la referida Comisión Mixta.



Con el séptimo comunica que tomó conocimiento del rechazo efectuado por el Senado, en el tercer trámite constitucional, a la enmienda propuesta en el segundo trámite con relación al proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Horvath, Prokurica y Sabag y de los entonces Senadores señores Vega y Viera-Gallo, que permite establecer condiciones de resistencia y mitigación de los efectos de maremotos en las construcciones costeras (boletín Nº 3.880-14), e informa la nómina de Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse en conformidad a lo determinado en el artículo 71 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 6).


--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el último envía el mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual inicia la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos de la Nación para el año 2011 (boletín N° 7.226-05) (Véase en los Anexos, documento 7).


Asimismo, para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Constitución Política de la República, hace presente que el texto fue recibido en esa Corporación el día 30 de septiembre recién pasado.



--Pasa a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.



De la Excelentísima Corte Suprema, con el que emite su parecer, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, en materia de fiscalización ambiental (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 7.213-12).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Ocho del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con los que envía igual número de copias autorizadas de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 2331 del Código Civil; 40 de la ley N° 18.287; 38 y 38 ter de la ley N° 18.933, y décimo, letra h), y 33, letra b), de la ley N° 20.285. 



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro del Interior, con el que responde un oficio enviado en nombre de la Honorable señora Rincón, respecto de la posibilidad de incrementar el monto de los recursos asignados por el programa “Manos de Obras” a la comuna de Retiro, Región del Maule.



Dos del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable señor Eduardo Frei, en relación con la posibilidad de reponer los recursos correspondientes al “Proyecto T 85”, en el tramo Lago Ranco-Riñinahue-Calcurrupe, comuna de Lago Ranco, Región de Los Ríos.



Con el segundo contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Navarro, sobre la eliminación del peaje de Chaimávida y las dificultades de tránsito por la ruta de la madera, en la comuna de Santa Juana, Región del Biobío.



Del señor Ministro de Educación, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre de la Honorable señora Rincón, tocante a la ejecución del “Proyecto de Educación en Ciencias Basado en la Indagación, ECBI”.



Tres del señor Ministro de Salud:



Con el primero responde un oficio cursado en nombre del Honorable señor Bianchi, acerca del estado de avance del proyecto sobre “Reposición del Centro de Rehabilitación de Punta Arenas”.



Con el segundo contesta un oficio remitido en nombre de la Honorable señora Pérez (doña Lily), referido a la dotación de nuevas ambulancias para el Hospital de Quintero.



Con el tercero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Navarro, concerniente a las deudas de los municipios con el sistema de salud primaria.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, con el que responde un oficio cursado en nombre del Honorable señor Horvath, en cuanto a la aplicación del Reglamento del Fondo Solidario de Vivienda a los casos de postulación de comunidades hereditarias al programa de reconstrucción.



Dos de la señora Ministra del Medio Ambiente, con los que contesta sendos oficios expedidos en nombre del Honorable señor Horvath, relativos a la instalación de la Central Termoeléctrica Barrancones, de la Compañía Suez-Energy, en la Región de Coquimbo, y a la posibilidad de formular para el año 2011 proyectos que contemplen la reconversión de estufas y cocinas y la promoción del uso de leña certificada para enfrentar los altos índices de contaminación por aire exterior que afectan a la población de Coyhaique.



Dos del señor Subsecretario General de la Presidencia, con los que responde igual número de oficios remitidos en nombre de los señores Senadores que se indican a continuación, mediante los cuales consultaron acerca de la posibilidad de enviar a tramitación legislativa dos proyectos de ley que recojan las ideas contenidas en las mociones que se señalan, declaradas inadmisibles por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República:



1.- De los Honorables señor Walker (don Patricio) y señora Rincón, para modificar el Estatuto de Fomento y Desarrollo de las Regiones Extremas de Tarapacá, de Aysén y de Magallanes y de la Antártica Chilena, en materia de bonificación de inversiones o reinversiones en vehículos motorizados.



2.- Del Honorable señor Orpis, para declarar al litio susceptible de concesión minera.



De la señora Directora del Trabajo, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Muñoz Aburto, atinente a la fiscalización realizada a hoteles, hostales, restoranes y empresas dedicadas al turismo en las comunas de Natales y Torres del Paine.



De la señora Directora del Servicio de Salud de Atacama subrogante, con el que responde un oficio cursado en nombre del Honorable señor Prokurica, respecto de la aplicación de las garantías AUGE en el caso que indica.



Del señor Director Ejecutivo del Sistema de Empresas (SEP), con el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Letelier, referido a los contratos suscritos por los antecesores legales de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (EMAZA) para la entrega de terrenos situados en Isla de Pascua.



Del señor Gerente General del Servicio de Cooperación Técnica, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Eduardo Frei, sobre el financiamiento del Programa Chile Emprende y, en especial, el de Costa Valdiviana Emprende.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Navarro, acerca del número de canes con que cuenta la Institución para la detección de drogas u otras sustancias, su raza y los costos de su manutención.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Salud y de Trabajo y Previsión Social, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 6.811-11) (Véanse en los Anexos, documentos 8 y 9 ).


Dos de la Comisión de Minería y Energía, recaídos en las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables señor Orpis, señoras Allende y Rincón y señores Gómez y Horvath, que propicia la ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales (boletín N° 7.201-08) (Véase en los Anexos, documento 10).


2.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que exceptúa a la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP) de la aplicación del artículo 15 de la ley N° 20.402, que crea el Ministerio de Energía (boletín N° 7.022-08) (Véase en los Anexos, documento 11).


De la Comisión Bicameral a que se refiere el artículo 66 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, relativo a la designación de los integrantes del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias (Véase en los Anexos, documento 12).


--Quedan para tabla.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Honorable señor Longueira, con la que inicia un proyecto de ley que incluye al titular de la Cartera de Obras Públicas en el Comité de Ministros encargado de proponer la política nacional en discapacidad.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Permisos constitucionales



Solicitudes de los Honorables señora Pérez (doña Lily) y señores Letelier y Walker, don Ignacio, para ausentarse del país entre los días 7 y 21 de octubre; a partir del 30 de septiembre, y entre los días 6 y 11 de octubre del año en curso, respectivamente.



--Se accede a lo solicitado.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los Comités, en sesión celebrada el día de hoy, han acordado lo siguiente por unanimidad:



1.- Que el proyecto de ley que modifica el sistema de justicia militar y establece un régimen más estricto de sanciones tratándose de delitos contra los miembros de las policías (boletín Nº 7.203-02), del cual se dio cuenta hace un momento, sea conocido por las Comisiones de Constitución y de Defensa unidas.



2.- Agregar en el primer lugar del Orden del Día de la presente sesión, como si fuera de Fácil Despacho, el nombramiento de los integrantes del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias propuesto por la Comisión Bicameral a que se refiere el artículo 66 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



3.- Que se trate durante la discusión del proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental la indicación presentada por Su Excelencia el Presidente de la República al artículo 2º, inciso segundo, de esa iniciativa.



4.- Finalmente, incorporar al Orden del Día de la presente sesión el proyecto de ley en materia de fiscalización ambiental, con informe verbal de la Comisión de Medio Ambiente.

)-------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de proseguir, aprovechamos de saludar a la tremenda delegación, instalada en las tribunas, del Colegio del Sagrado Corazón Monjas Inglesas, de Las Condes, Santiago.



Muchas gracias por estar con nosotros.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, me sumo a su saludo, porque desde ese establecimiento egresó mi hija Valentina Latorre Rincón.

V. ORDEN DEL DÍA

INTEGRACIÓN DE CONSEJO RESOLUTIVO DE ASIGNACIONES PARLAMENTARIAS

El señor PIZARRO (Presidente).- En virtud de lo resuelto por los Comités, corresponde ocuparse en la proposición de la Comisión Bicameral para designar a los integrantes del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional contempla a esta última entidad para los efectos de determinar “el monto, el destino, la reajustabilidad y los criterios de uso de los fondos públicos destinados por cada Cámara a financiar el ejercicio de la función parlamentaria.”.



Asimismo, encomienda a una Comisión Bicameral la determinación de los candidatos a consejero, cuya designación debe hacerse por los tres quintos de los Senadores y Diputados en ejercicio. Ello significa que en esta Corporación es preciso contar con 21 votos favorables.



Se encuentra en los escritorios de Sus Señorías el acuerdo de la Comisión Bicameral y su proposición para los cinco nombramientos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, me toca informar el acuerdo al cual se ha hecho referencia, relativo al nombramiento del Consejo Resolutivo contemplado a raíz de la modificación de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso.



En ese cuerpo legal se establecieron dos criterios importantes, desde el punto de vista de la operatoria de las asignaciones parlamentarias en el futuro: el organismo recién mencionado y, adicionalmente, un Comité de Auditoría Parlamentaria.



En el caso de que se trata, la Comisión Bicameral estuvo conformada por los Diputados señores Pedro Araya, Lautaro Carmona, Ramón Farías, Patricio Melero y Patricio Vallespín, y los Senadores señores Antonio Horvath, Juan Pablo Letelier, Jovino Novoa y quien les habla.



De acuerdo con el artículo 66 de la Ley Orgánica Constitucional, el Consejo Resolutivo debe estar integrado por un ex consejero del Banco Central; un ex Decano de una facultad de Administración, de Economía o de Derecho de cualquier universidad reconocida oficialmente por el Estado; un ex Senador y un ex Diputado que se hayan desempeñado como parlamentarios durante un mínimo de 8 años, y un ex Ministro de Hacienda, o un ex Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, o un ex Director de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.



En la sesión de la Comisión Bicameral se acordó unánimemente proponer a la Sala que para ocupar el cargo correspondiente a un ex consejero del Banco Central se nombre al señor Vittorio Corbo Lioi, quien se desempeñó como tal y como Presidente del Instituto Emisor entre los años 2003 y 2007.



En el informe se encuentra el currículum de cada una de las personas que voy a mencionar.



El señor Luis Alfredo Riveros Cornejo es indicado para ocupar el cargo correspondiente a un ex decano de una Facultad de Administración, de Economía o de Derecho de una universidad reconocida oficialmente por el Estado. Se desempeñó como decano de la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile entre los años 1994 y 1998 y como rector de ese plantel de enseñanza superior entre los años 1998 y 2006.



El señor Sergio Páez Verdugo es considerado para ocupar el cargo correspondiente a un ex Senador. Se desempeñó como Senador de la República entre los años 1990 y 2006.



El señor Andrés Egaña Respaldiza es propuesto para ocupar el cargo correspondiente a un ex Diputado. Se desempeñó como Diputado de la República entre los años 2002 y 2010.



Finalmente, don Alberto Arenas de Mesa es indicado para ocupar el cargo correspondiente a un ex Ministro de Hacienda o de Economía o ex Director de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. El señor Arenas se desempeñó en este último puesto entre los años 2006 y 2010.



Señor Presidente, para aprobar la proposición de integración del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias formulada por la Comisión Bicameral se requiere el voto favorable de tres quintos de los Senadores y Diputados en ejercicio, tal como lo hizo presente el señor Secretario.



Lo más relevante de todo es que con esto estamos dando cumplimiento a normas aprobadas por el propio Congreso para dar mayor transparencia a lo referente a las asignaciones parlamentarias.



Eso es todo, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el Consejo en comento constituye una antigua aspiración de la Comisión de Régimen Interior del Senado, en particular, y del Congreso, en general.



Recuerdo que el Honorable señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle, cuando fue Presidente de esta Corporación, propuso la creación de una comisión externa, conformada por destacadas personalidades, que se abocara a establecer las asignaciones parlamentarias. Así se terminaba con la modalidad de autoasignárnoslas de forma permanente, lo que muchas veces provocó fuertes críticas.



Hoy, finalmente, se está concretando una idea que viene de hace muchos años.



En mi opinión, las cinco personas propuestas son las más adecuadas. Todas van a actuar con altura de miras y con conocimiento de lo que significa desempeñar un alto cargo como el nuestro, cuya potestad proviene de la soberanía popular. Y lo que estamos resolviendo aquí es justamente en nombre de ella.



Un parlamentario debe estar debidamente resguardado respecto no solo de su dieta, sino también de sus asignaciones, a fin de poder desempeñar con decoro el cargo que la ciudadanía le ha entregado.



En consecuencia, con mucha satisfacción votaré a favor de los cinco nombres sugeridos por la Comisión Bicameral.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la proposición de la Comisión Bicameral para designar miembros del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias a los señores Vittorio Corbo, Luis Riveros, Sergio Páez, Andrés Egaña y Alberto Arenas.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la proposición de la Comisión Bicameral  (25 votos a favor). 



Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Allamand, Chadwick, Espina, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

CREACIÓN DE TRIBUNAL AMBIENTAL

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el tribunal ambiental, con segundo informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Medio Ambiente y de Bienes Nacionales, unidas; informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6747-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 61ª, en 3 de noviembre de 2009.


Informes de Comisión:


Constitución y de M. Ambiente y B. Nacionales, unidas, sesión 84ª, en 20 de enero de 2010.


Constitución y de M. Ambiente y B. Nacionales, unidas, (segundo), sesión 53ª, en 15 de septiembre de 2010.


Hacienda, sesión 53ª, en 15 de septiembre de 2010.


Discusión:



Sesión 84ª, en 20 de enero de 2010 (se aprueba en general).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 20 de enero de 2010.



Las Comisiones unidas efectuaron diversas modificaciones al proyecto aprobado en general, las que fueron acordadas por unanimidad, con excepción de siete, que serán puestas en votación oportunamente.



Por su parte, la Comisión de Hacienda realizó dos enmiendas al texto despachado por las Comisiones unidas, las que fueron aprobadas en forma unánime. La primera es de carácter formal y recae sobre el artículo 14. La otra suprime el inciso final del artículo 40, referido al pago, de cargo fiscal, del honorario del perito cuando la parte no cuente con los medios suficientes para solventarlo.



Cabe recordar que las modificaciones acordadas unánimemente deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o que existan indicaciones renovadas. 



El proyecto contiene 15 artículos que requieren quórum de ley orgánica constitucional para ser aprobados.

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de continuar, solicito la autorización para que ingrese a la Sala el Subsecretario del Medio Ambiente.

El  señor TUMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El  señor TUMA.- Señor Presidente, no doy el acuerdo para el ingreso del Subsecretario, sin perjuicio de la valoración que su presencia pueda tener para la discusión del proyecto.



Me opongo en función de una nota que obra en mi poder, dirigida como circular a todos los funcionarios del Ministerio de Obras Públicas por parte del Seremi de Obras Públicas de la Región de La Araucanía, don Ernest Rendel. En su parte medular, la nota reza lo siguiente:



“LOS CONTACTOS DE CUALQUIER NATURALEZA QUE HAYA QUE TENER CON PERSONEROS AJENOS AL EJECUTIVO SERÁN CANALIZADOS EXCLUSIVAMENTE POR ESTE SEREMI. DE MANERA QUE TODO PROFESIONAL DEL MOP QUE PRETENDA SER CONTACTADO POR ALGÚN PERSONERO POLÍTICO AJENO AL EJECUTIVO TENDRÁ LA OBLIGACIÓN DE DIRECCIONAR TAL CONTACTO A ESTE SEREMI.



“QUEDA POR TANTO PROHIBIDO TODO CONTACTO DE FUNCIONARIOS DEL MOP CON PERSONEROS AJENOS AL EJECUTIVO EN MATERIAS QUE TENGAN RELACIÓN CON EL QUEHACER DE ESTE MINISTERIO.”.



Señor Presidente, en función de la reciprocidad que debe existir entre los Poderes Legislativo y Ejecutivo, mientras subsista esta instrucción, me opongo a la presencia de cualquier Subsecretario.



Muchas gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se rechaza, entonces, la solicitud de ingreso a la Sala del señor Subsecretario del Medio Ambiente.
El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión particular.



En primer lugar, corresponde votar sin debate las modificaciones aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas.



Como algunas de ellas precisan para ser aprobadas quórum orgánico constitucional, se someterán a votación primero. Se trata de los artículos 1º, 3º, 6º, 7º, 9º, 10, 14, 16, 42 y 45, y los artículos transitorios primero a cuarto. Para la aprobación de estas disposiciones se requiere el voto favorable de a lo menos 20 señores Senadores.

La señora ALVEAR.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, si usted lo estimara así, antes de la votación yo podría dar un informe general acerca de cómo quedó la iniciativa que crea los tribunales ambientales. De esa forma las señoras y los señores Senadores podrán votar tales normas con mayor conocimiento. 

El señor LARRAÍN.- De acuerdo.

La señora RINCÓN.- Apoyo la idea.

La señora ALVEAR.- Puedo entregar un informe conciso, pero necesario para ilustrar a todos los colegas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, escucharemos la relación de la señora Senadora y luego procederemos a votar.



Acordado.


Tiene la palabra, Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, las Comisiones de Constitución,  Legislación, Justicia y Reglamento y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, realizaron un detenido estudio del proyecto de ley que crea los tribunales ambientales, esto es, de los juzgados que tendrán como función controlar las decisiones de la autoridad administrativa ambiental y resolver las controversias que se susciten sobre materias ambientales.



¿Cuáles son las características fundamentales de la iniciativa?



1.- Se concibe a aquellos como tribunales especiales sometidos a la superintendencia de la Corte Suprema.



2.- El texto aprobado en particular crea tres tribunales. Cada uno de ellos estará a cargo de una de las tres macrozonas en que, para estos efectos, se ha dividido el territorio del país.



Uno de esos juzgados tendrá asiento en la ciudad de Antofagasta; otro, en Santiago, y el tercero, en la ciudad de Valdivia.



La cuestión del número de tribunales fue una de las materias más debatidas en las Comisiones unidas. Si bien es cierto el Gobierno lo aumentó de uno -como lo contemplaba el proyecto original- a tres, varios de los integrantes de los órganos técnicos estimamos que progresivamente debería establecerse uno en cada Región.



3.- En cuanto a su estructura, estos juzgados estarán formados por tres jueces especializados. Dos de ellos serán abogados y el otro, un profesional licenciado en ciencias, con especialización en materias medioambientales.



4.- Tales jueces, denominados “ministros”, serán nombrados por el Presidente de la República, con el acuerdo del Senado. 



Con relación a este punto, señor Presidente, esta mañana recibimos en las Comisiones unidas al Presidente de la Corte Suprema, señor Milton Juica, quien había hecho llegar un informe con el objeto de entregar su parecer. De toda la información proporcionada por él, consideramos atendible una propuesta que nos formuló y que el Ejecutivo ya incorporó por la vía de una indicación.



¿En qué consiste? El texto aprobado por las Comisiones unidas señalaba que cada ministro sería nombrado por el Presidente de la República a partir de una quina propuesta por el Consejo de la Alta Dirección Pública, quien luego sería ratificado por la Cámara Alta. El Presidente de la Corte Suprema planteó que, tratándose de un juzgado especial, en alguna instancia el Máximo Tribunal debiera participar del nombramiento. 



Por ello, el Gobierno, contando con la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, presentó una indicación para reemplazar el inciso segundo del artículo 2º, del siguiente tenor: “Cada ministro será nombrado por el Presidente de la República, con el acuerdo del Senado, a partir de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la Corte Suprema. Para la confección de las nóminas dicha Corte realizará un concurso público para seleccionar a los candidatos a los cargos de ministros. No podrán participar en estos concursos quienes se desempeñen o hayan ejercido el cargo de abogado integrante de las Cortes de Apelaciones o en la Corte Suprema.” -que quede claro: no podrán postular quienes se desempeñen o se hayan desempeñado en tales puestos- “El Senado adoptará el acuerdo en votación única, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Si no se aprobare la propuesta, el Presidente de la República deberá presentar a otra persona que forme parte de la misma nómina elaborada por la Corte Suprema. Si se rechazare la segunda proposición se deberá llamar a un nuevo concurso.”.



Quiero recordar, señor Presidente, que esta es la misma norma que hemos establecido para el nombramiento de los Ministros de la Corte Suprema y para otros integrantes de tribunales especiales, como el de Defensa de la Libre Competencia. Por ello, nos pareció atendible la indicación, que aprobamos por unanimidad.



5.- Cada Tribunal contará, además, con dos ministros suplentes, quienes también deberán ser expertos en materias ambientales.



6.- Se consagra un conjunto amplio de inhabilidades y prohibiciones para quienes se desempeñen como jueces ambientales, de manera de asegurar que se dediquen exclusivamente a estas funciones y cuenten con la debida independencia. En esta materia, las Comisiones unidas tuvieron presentes los parámetros que este mismo Senado aprobó para los Ministros del Tribunal Constitucional.



7.- Cada juzgado dispondrá de una planta de funcionarios, que serán seleccionados por concurso público y se regirán por el derecho laboral común, sin perjuicio de estar sometidos, además, a los deberes de probidad exigidos a todo funcionario del Estado.



8.- ¿Cuáles son las competencias de estos tribunales?



Estos juzgados tendrán competencia para conocer:



a) De las reclamaciones en contra de los actos administrativos de alcance general, como decretos supremos con contenido medioambiental. 



b) De las demandas para obtener la reparación del medioambiente dañado. 



c) De las reclamaciones en contra de las resoluciones de la Superintendencia del Medio Ambiente. Deberá, asimismo, autorizar ciertas medidas provisionales adoptadas por esa Superintendencia. 



d) De las reclamaciones en contra de las decisiones del Comité de Ministros del Medio Ambiente y del Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental.



e) De las reclamaciones en contra de los actos administrativos de carácter ambiental dictados por los Ministerios y servicios públicos, y



f) De las reclamaciones en contra de la resolución que resuelva un procedimiento administrativo de invalidación de un acto administrativo de carácter ambiental. Para estos efectos, se define explícitamente lo que ha de entenderse por acto de carácter administrativo ambiental (no voy a extenderme sobre el punto. Sus Señorías pueden leer sobre el particular en el artículo 16, número 8), párrafo segundo).



Señor Presidente, debo destacar que, tras un extenso debate, las Comisiones unidas acordaron que, para presentar una acción ante el Tribunal Ambiental, el afectado deberá haber agotado previamente la vía administrativa, sin perjuicio de poder recurrir con posterioridad en todos los casos antes señalados.



Con relación al daño ambiental, al Tribunal le corresponderá conocer de las demandas que se interpongan de conformidad con la Ley del Medio Ambiente. En este punto, cabe precisar que las demandas de indemnizaciones derivadas del daño ambiental serán conocidas por el juzgado de letras ordinario con competencia en el lugar donde se produjo el perjuicio.



Los Tribunales Ambientales conocerán los asuntos de su competencia mediante tres procedimientos distintos. 



Uno de ellos se utiliza para conocer de las reclamaciones en contra de las resoluciones que nieguen lugar, rechacen o establezcan condiciones o exigencias a una Declaración de Impacto Ambiental. Como se sabe, esta es una declaración jurada que formula el encargado de un proyecto o actividad, en el sentido de que esta cumple con la legislación ambiental vigente.



El segundo procedimiento se refiere al conocimiento de las solicitudes que plantee un fiscalizador de la Superintendencia del Medio Ambiente para adoptar medidas provisionales a fin de proteger el medioambiente o la salud de las personas, tales como la paralización o clausura de una faena o industria.



Y el tercero que se propone busca que los Tribunales conozcan de las demandas por daño ambiental. Dicho procedimiento presenta las siguientes características.



a) Será público e impulsado por el propio Tribunal hasta su resolución definitiva.



b) Se otorga la posibilidad de intervenir ante el Tribunal Ambiental -ruego que escuchen esto, porque fue una demanda muy solicitada a quienes participamos en las Comisiones unidas- a cualquier persona que tenga la calidad de interesado legítimo, es decir, a quien considere que el acto administrativo no se ajusta a la ley y le causa perjuicio. 



c) La demanda se presentará directamente ante el Tribunal Ambiental, pero también se podrá hacer ante la Corte de Apelaciones donde tenga domicilio el demandante. En este último caso, la Corte deberá remitir la demanda inmediatamente al Tribunal Ambiental.



d) El procedimiento podrá iniciarse por algún particular, por la Superintendencia del Medio Ambiente, por una municipalidad o por el Estado, a través del Consejo de Defensa del Estado.



e) De la demanda se dará traslado por quince días hábiles. Evacuado el traslado, el Tribunal recibirá la causa a prueba, si lo estima procedente. Si no recibiera la causa a prueba, convocará a una audiencia de conciliación. Si esta no se alcanza, citará a oír sentencia, la que deberá dictarse en un lapso no superior a treinta días. 



f) Si se recibe la causa a prueba, ella deberá presentarse por las partes en una audiencia que se celebrará no antes de 20 días ni después de 30. 



g) El Tribunal apreciará la prueba de acuerdo a las reglas de la sana crítica, es decir, valorando razonablemente cada antecedente -¡valorando cada antecedente!- y no dando a cada uno de ellos un valor predeterminado por la ley. 



h) Permite el establecimiento de medidas cautelares durante el procedimiento. 



i) La sentencia definitiva será fundada, debiendo enunciar las consideraciones de hecho, de derecho y técnico-ambientales, con arreglo a las cuales se pronuncia. 



j) La sentencia definitiva será susceptible de recurso de apelación ante la Corte Suprema.



Una de las novedades importantes en esta iniciativa legal es que en los procedimientos por reclamación y por daño ambiental cualquier persona que no sea parte, posea reconocida idoneidad técnica o profesional e invoque la protección de un interés público -por ejemplo, una universidad en una determinada Región- podrá presentar un informe con sus comentarios o sugerencias, institución que en el Derecho Comparado ha mostrado gran utilidad y se conoce como amicus curiae o “amigo de la Corte”. 



Esto implica, señor Presidente, que, aun cuando una entidad de enseñanza superior no sea parte en el proceso, estará habilitada para entregar un estudio o un informe acerca del proyecto que se esté planteando, a fin de que el respectivo tribunal ambiental lo considere.



También es dable destacar que en los procedimientos regulados por la presente normativa se aplicarán supletoriamente las normas de los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil.



Por último, señor Presidente, hago notar que las Comisiones unidas aprobaron que la instalación de los tres tribunales se efectúe en forma progresiva: el primero en Santiago, el segundo en Antofagasta y el tercero en Valdivia, cada seis meses a contar de la publicación de la ley.



Es cuanto puedo informar a la Sala.


En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica, para fundamentar su voto.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en primer término, quiero agradecer y felicitar al Gobierno y a la señora Ministra del Medio Ambiente por este proyecto, así como a todos quienes han trabajado con varias de las iniciativas que ponen a Chile en uno de los primeros lugares en materia de cuidado y seguimiento del medio ambiente y, a su vez, de una judicialización en este ámbito a través de un procedimiento determinado y tribunales específicos.



El proyecto se inserta en el marco de la reforma global de la institucionalidad ambiental que dio origen a la ley N° 20.417, que creó el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y, por supuesto, la Superintendencia del Medio Ambiente. Entre las disposiciones transitorias de dicha ley se estableció una en virtud de la cual las facultades de fiscalizar y sancionar de la Superintendencia quedaban supeditadas al inicio del funcionamiento del tribunal ambiental, que es lo que el mensaje del Ejecutivo propuso.



Originalmente, se consideraba un solo tribunal para el territorio nacional. Sin embargo, luego de un amplio consenso, se resolvió crear tres, aunque creo que la idea de todos los señores Senadores -incluyéndome a mí, por supuesto- es que haya un órgano jurisdiccional especializado en cada una de las Regiones del país.



Cada tribunal estará conformado por tres integrantes, dos de ellos abogados, uno de los cuales actuará como presidente; el otro deberá ser licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales. Su nombramiento corresponderá al Presidente de la República, con acuerdo del Senado -dos tercios de sus miembros en ejercicio-, a partir de una quina, que en cada caso propondrá el Consejo de Alta Dirección Pública.



Sobre este aspecto se ha producido amplio debate. Entiendo que se presentó una indicación de consenso en el sentido de no innovar en lo que es el nombramiento permanente de los jueces, a fin de que haya una propuesta de los tribunales de justicia y una designación por parte del Presidente de la República.



Los tribunales ambientales contarán con tres tipos de procedimiento: el de reclamación de actos administrativos tales como normas, planes y resoluciones de la Superintendencia o del Servicio del Medio Ambiente; otro, para dar requerimiento a las solicitudes que se formulen, y un tercero que se aplicará a las demandas por daño ambiental. En este último caso, cabe destacar que podrán interponer acciones las personas afectadas; los municipios, por hechos acaecidos en sus territorios, y el Estado, por medio de su Consejo de Defensa. 



El daño ambiental originará dos tipos de acciones: una, de reparación del referido daño, y otra, de indemnización en favor de las personas afectadas. El propósito de los nuevos tribunales es que se preocupen especialmente de la reparación del medio ambiente dañado. La acción de indemnización de perjuicios a que haya lugar con motivo de la producción del daño se interpondrá ante el tribunal civil competente (situación similar a la que ocurre con los tribunales de la libre competencia), materia en la que no se ha querido innovar.



La implementación de la nueva judicatura será gradual. El mal ejemplo del Transantiago y la experiencia de los tribunales tributarios, que se fueron poniendo en marcha parcialmente en cada una de las Regiones indican que es una buena idea instaurar los tribunales ambientales en forma gradual, de manera que los efectos negativos que logren captarse en la instalación inicial puedan ir subsanándose en el tiempo. Así, se establecerá primero el de Santiago; luego, el que tendrá su asiento en Valdivia, y finalmente el de Antofagasta.



Esta judicatura especial podrá impartir órdenes directas a la fuerza pública o ejercer los medios de acción que sean legalmente procedentes para dar eficacia a la ley y a las resoluciones que dicte.



La implementación de estos tribunales, junto con la entrada en vigencia del Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente, pone al país en el primer orden mundial en materia de institucionalidad ambiental, lo que no habría sido posible sin el esfuerzo de todas las personas que han trabajado desde hace muchos años en gestión ambiental, tanto desde el aparato público como desde el mundo privado y la sociedad civil, con el objetivo de cuidar Chile y de mejorar la calidad de vida de sus habitantes.

El señor PIZARRO (Presidente).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, tan solo haré un par de comentarios adicionales a lo que aquí se ha señalado.



En el día de hoy la señora Ministra del Medio Ambiente hizo ver que el país se encuentra ad portas de un nuevo andamiaje institucional, conformado por el Ministerio del Medio Ambiente, orientado, en lo medular, a la elaboración de políticas públicas en la materia; por un sistema de evaluación ambiental de carácter técnico, y por una Superintendencia que -esto es muy importante destacarlo- tendrá facultades de fiscalización y sanción robustas, como se requiere, y que no había en el pasado.



Lo que estamos aprobando esta tarde de alguna manera viene a culminar el conjunto de innovaciones que el país se está dando en este ámbito. Y es justo reconocer que eso significa complementar y completar un esfuerzo que se inició durante el Gobierno anterior. Fue durante la última Administración donde se avanzó en la creación del Ministerio, se perfiló la Superintendencia, se configuró el Servicio de Evaluación Ambiental y surgió el debate legislativo con la idea de crear tribunales ambientales. De manera que resulta muy positivo no solo que el país y este Parlamento tengan la capacidad de dar continuidad a políticas públicas que son propiamente de Estado, sino que también ello se haga con un altísimo grado de consenso.



En segundo lugar, señor Presidente, creo que la exposición de la Presidenta de las Comisiones unidas ha sido bastante completa y muy atingente en los temas centrales. 



Yo simplemente deseo destacar que de las normas del proyecto que estamos conociendo hay que prestar particular atención a los artículos 16 y 17, relacionados con la competencia y con lo relativo a la legitimación, respectivamente.



En mi opinión, la forma en que las Comisiones unidas resolvieron tales materias, con un altísimo grado de consenso, es muy adecuada. No solo se resuelve con claridad, en especial en los números 5), 6) y 8) de la primera de las disposiciones mencionadas, algunos de los problemas de competencia que causaban mayor controversia en el andamiaje jurídico anterior, sino que además se clarifica, en cada uno de los preceptos, que resulta fundamental una legitimación o acción amplia y, al mismo tiempo, la obligación de agotar la vía administrativa.



Lo anterior es particularmente importante para que, en definitiva, el sistema jurídico funcione de manera razonable, secuencial y dé garantías a todos.



Por último, señor Presidente, quiero destacar que hoy se acogió una propuesta de la Corte Suprema que, a mi juicio, refuerza los rasgos de los tribunales ambientales.



Estos serán órganos jurisdiccionales de alta jerarquía y de carácter mixto, en el sentido de que se integrarán con miembros letrados y no letrados. Pero estos últimos son, precisamente, expertos en materias ambientales. Además, se trata de magistrados con dedicación exclusiva. Y, finalmente, en la conformación de los tribunales participan todos los Poderes del Estado: la Corte Suprema, desde el punto de vista de la elaboración de las quinas; el Presidente de la República, en la proposición que formula, y el Senado, con un altísimo quórum de nombramiento de los jueces titulares.



En resumen, señor Presidente, el trabajo realizado ha sido en verdad muy completo. Y cabe recalcar el altísimo grado de consenso que se alcanzó, el cual nos permite cerrar un capítulo que, en la práctica, significa la modernización de la institucionalidad ambiental chilena.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, voy a votar a favor del proyecto. Sin embargo, quiero dejar constancia de mi total incomodidad por el hecho de que el Tercer Tribunal Ambiental vaya a quedar radicado en Valdivia, ya que, a mi juicio, debiera estar en Puerto Montt.



Esta ciudad recibe vuelos de Coyhaique, Punta Arenas; no así Valdivia. Y en la COREMA de Puerto Montt se tramitan más causas medioambientales que en cualquier otra parte. En realidad, mi Región es la que lleva más litigios de este tipo en Chile.



En todo caso, no es la primera vez que se diseñan mal las cosas.



No obstante, como me interesa que esto avance, no voy a ser obstáculo en la aprobación de la iniciativa. Pero me parece que está mal planteada. Considero poco práctico que la gente tenga que viajar en avión desde Punta Arenas a Puerto Montt, y después ir en auto hasta Valdivia. O bien, que los de Coyhaique o Balmaceda lleguen a Puerto Montt y, al igual que los habitantes de ésta, acudan a la capital de la Décima Cuarta Región. 



La señora Ministra tiene antecedentes sobre las causas relativas a temas ambientales, donde consta que la Décima Región es la más activa en materia medioambiental, y estimo que seguirá siéndolo durante muchos años.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, como integrante de la Comisión de Medio Ambiente deseo señalar que hubo un trabajo bastante acucioso de parte de las Comisiones unidas.



Me parece que esta tarde damos un paso decisivo al  aprobar el proyecto que crea los Tribunales Ambientales. Lo estimo fundamental en la nueva institucionalidad ambiental.



A mi juicio, el Senador señor Allamand ha hecho muy bien en reconocer que esta materia venía de la Administración anterior y que ahora estamos en condiciones de aprobar esta iniciativa, con lo cual culmina su tramitación. Se trata de una de las inquietudes del Gobierno de la Presidenta Bachelet, porque había plena conciencia de la necesidad de reformar la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, de modernizarla y de instaurar instancias nuevas.



Dentro de esa legislación, de la nueva institucionalidad y de la creación de la Superintendencia del Medio Ambiente, ello resulta extremadamente importante, pues no había instancia alguna para evaluar y hacer un seguimiento de los proyectos. Y esto es muy relevante, pues muchas veces ellos, al tener que ser aprobados por las COREMAS respectivas, los interesados ofrecen, entre otras cosas, empleos, obras de investigación. Sin embargo, no hay instrumentos para realizar esas tareas. Por lo tanto, con la creación de la mencionada Superintendencia se da un paso decisivo.



Lo anterior, naturalmente, está asociado a los Tribunales Ambientales, los que, como ya se ha señalado, son una judicatura especializada que permitirá agilizar las causas y dar respuesta a los asuntos de la mayor importancia que cada día se presentan en nuestra sociedad, despertando el interés general. De modo que periódicamente se presentan reclamaciones por acciones que afectan o dañan el medio ambiente.



Por otra parte, luego de haber escuchado la presentación del Presidente de la Corte Suprema en las Comisiones unidas, nos pareció de entera justicia aprobar la indicación que permitía que el Máximo Tribunal nominara a los postulantes a los Tribunales Ambientales. Consideramos que era enteramente legítimo.



Fue muy interesante el diálogo con el Presidente de la Corte Suprema, a pesar de otros planteamientos que formuló, los cuales iban más allá de esta iniciativa legal y que alguna vez podrán tratarse. Pero lo importante fue que el Gobierno acogió la sugerencia y nosotros aprobamos su indicación.



Por lo tanto, podemos avanzar en la creación de estos Tribunales Ambientales que, como se ha dicho, representan avances muy significativos, porque debemos buscar caminos de resolución de los conflictos medioambientales por medio de instancias especializadas. Hasta hoy solo contamos con el recurso de protección ante las cortes de apelaciones. Es la única vía judicial para resolverlos. Pero dichos tribunales de alzada no necesariamente tienen el grado de especialización requerido para tratar las complejas materias que muchas veces deben conocer.



Al respecto, deseo mencionar una situación que afecta a la Región de Atacama: en varias oportunidades, he manifestado, sobre todo en la Comisión de Minería y Energía, que veo con bastante tristeza como, especialmente, el norte de nuestro país -donde obviamente hay importantes proyectos mineros-, a partir de la crisis del gas con Argentina, se ha ido llenando de centrales termoeléctricas a carbón y a diesel. Y nos estamos convirtiendo en una de las Regiones con mayor concentración de dichas centrales.



Actualmente nos hallamos en una situación difícil debido al proyecto de construcción de la megacentral termoeléctrica “Castilla”, que pretende generar, nada menos que con seis chimeneas a carbón y dos a diésel, 2 mil 340 megavatios. Y deseo que estemos conscientes de que ya hubo un fallo de un recurso de protección.



Como señalé, ante la carencia de tribunales ambientales, la única vía que les quedaba a los ciudadanos organizados o a una instancia determinada -en este caso particular, a quienes se sentían afectados-, era presentar un recurso de protección. Y la Corte de Apelaciones correspondiente dictó un fallo en contra de la resolución del Seremi de Salud, el que debió renunciar.  Había modificado la calificación del proyecto. Su antecesor había declarado que era “contaminante”, y este lo cambió a “molesto”.



Quiero citar parte de esa resolución para que los señores Senadores comprendan la importancia de los Tribunales Ambientales. Señala: “Que no debe perderse de vista que los alcances del presente recurso se circunscriben a establecer si determinada conducta del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de Atacama es arbitraria o ilegal...”. Y, a continuación, dice: “Que planteadas así las cosas, debe tenerse igualmente presente que ésta no es la instancia, ni el presente recurso el arbitrio pertinente para pronunciarse sobre las bondades técnicas, ni para debatir la calificación final del proyecto...”.



Esto nos demuestra fehacientemente la necesidad de contar, dentro de la nueva institucionalidad ambiental, con tribunales especializados que de verdad resuelvan los conflictos medioambientales.



Yo soy de las que se alegran de que se haya acogido tal recurso de protección, porque tengo la convicción de que un megaproyecto como aquel no hace bien a la comunidad.



Por otro lado, la gran mayoría de los miembros de la Comisión de Minería y Energía hemos adherido a una moción presentada por el Senador señor Orpis que, entre otras cosas, justamente busca potenciar las energías renovables y no seguir llenándonos de termoeléctricas. Por lo tanto, considero que tal iniciativa es extremadamente importante.



Señor Presidente, estimo que queda más que clara la importancia de aprobar la creación de los Tribunales Ambientales, de avanzar en la institucionalidad y de que ojalá nuestro país -lo digo aprovechando que está presente la señora Ministra del Medio Ambiente- legisle cuanto antes sobre la regulación de las termoeléctricas. También carecemos de una normativa respecto del control del material particulado 2.5, que es precisamente el más maligno para la población.



En la Región de Atacama ya hay zonas que fueron declaradas contaminadas o que están en latencia de serlo, como Huasco y otros sectores que, a esta altura, ya se hallan francamente contaminados. De manera que no podemos seguir dañando las Regiones.



Señor Presidente, uno de los artículos en que no hubo unanimidad tiene que ver con el establecimiento de los tres Tribunales Ambientales. Entiendo que debemos avanzar gradualmente, pero considero errado que debamos depender de Antofagasta. A mi juicio, la Región de Atacama, con todos los problemas medioambientales que presenta, requiere de un tribunal propio, para así, ojalá, resolver conflictos que no son menores.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer término, coincido con todas las expresiones vertidas por los señores Senadores respecto de la importancia y trascendencia de crear en nuestro país los tribunales medioambientales. Sin duda, su puesta en marcha constituye una gran innovación en la legislación sobre la materia.



Dicho lo anterior, quiero referirme a la indicación presentada por el Ejecutivo y solicitarle al Senado que la apruebe, fundado en los siguientes antecedentes.



Nosotros establecimos un procedimiento de nominación de los tribunales medioambientales que consiste en que el Presidente de la República designa un abogado, sobre la base de una nómina de cinco postulantes que confecciona la Corte Suprema (a los cuales se les exige, entre otras cosas, haberse destacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de Derecho Administrativo o Ambiental), y luego, previo concurso público de antecedentes en el Sistema de Alta Dirección Pública, cuatro profesionales universitarios expertos en materias ambientales, dos de los cuales deben ser abogados y dos, licenciados o con posgrados en ciencias o economía.





Pues bien, la Corte Suprema, por la unanimidad de sus miembros, envió un oficio en el que objeta particularmente ese procedimiento de nominación que la margina de la designación de cuatro de los integrantes de un tribunal de esta naturaleza. Su Presidente, don Milton Juica, concurrió hoy a las Comisiones Unidas y, en verdad, dio fundamentos de fondo de por qué estimaba que al marginarse de toda participación a la Corte Suprema se causaba, en opinión de él, un daño al funcionamiento del Poder Judicial.



En el considerando segundo de su oficio de 10 de septiembre pasado, el Máximo Tribunal señala: “Que el artículo 1° del proyecto le asigna a la Corte Suprema la superintendencia directiva, correccional y económica sobre los tribunales ambientales que se crean. Sin embargo, el hecho de tratarse de tribunales que no integran o forman parte del Poder Judicial -de aquellos a que se refiere el artículo 5° del Código Orgánico de Tribunales-, transforma ese control que se pretende con la norma en algo más efectista que real y, en la práctica, dota a estos tribunales de una autonomía que produce como resultado último únicamente un debilitamiento de la judicatura y en la que a esta Corte se le priva de toda injerencia en la selección de los candidatos a dicho tribunal”.



En vista de ello, los miembros de las Comisiones unidas -recuerdo que la Senadora señora Allende también lo expresó así- concordamos en perfeccionar el procedimiento de nominación, para lo cual el Gobierno ha presentado una indicación que, creo, concita el apoyo unánime de esa instancia legislativa. Básicamente, se establece un procedimiento similar al que se utiliza para el nombramiento de los ministros de la Corte Suprema en el Senado: con la concurrencia del Presidente de la República y la participación del Máximo Tribunal.



Tal mecanismo consiste, fundamentalmente, en que, con las calidades y cualidades que la ley establece respecto de los méritos de los postulantes, la Corte Suprema confecciona una quina que debe ser propuesta al Presidente de la República, quien elige a un candidato y lo somete a la consideración del Senado, el que debe aprobarlo por los dos tercios de sus miembros. Además, se agrega una norma por la cual se excluye de la participación en estos concursos a las personas que hubieran sido abogados integrantes del Máximo Tribunal o de la Corte de Apelaciones.



Señor Presidente, estimamos que ese procedimiento resuelve una gran inquietud de la Corte Suprema, permite avanzar en el proyecto y logra el propósito de tener una institucionalidad que respete la autonomía requerida por el Poder Judicial en un buen sistema democrático, con la participación de tres Poderes del Estado en la designación de cargos de tanta importancia.



Por esa razón, señor Presidente, solicito que el Senado apruebe la indicación del Ejecutivo a que he hecho referencia.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, como todos sabemos, esta iniciativa es producto de un acuerdo político entre Senadores de la Alianza, independientes y de la Concertación, el cual permitió aprobar la nueva institucionalidad en materia ambiental, que creó el Ministerio y la Superintendencia del Medio Ambiente, así como el Servicio de Evaluación Ambiental, durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet, y que ya fue promulgada como ley de la República.



No fui parte de la discusión que se efectuó en esta Sala respecto a la modificación de la institucionalidad ambiental, pero sí seguí, como muchos, la discusión a través de los medios de prensa, los portales ciudadanos y artículos de opinión de varios expertos en la materia.



Quiero centrar mi análisis en dos aspectos relacionados con la aprobación de este proyecto y que, a mi juicio, requieren un urgente debate.



Como señalé anteriormente, la creación de estos tribunales fue fruto de un pacto político el año 2009, cuando se suscribió el Protocolo de Acuerdo que permitió aprobar la nueva institucionalidad ambiental. Dicho Protocolo establecía que antes del 11 de marzo de 2010 debía estar aprobada esta iniciativa. Ello, como nos consta a todos, no ha sucedido, por lo que debemos acelerar la marcha.



Señor Presidente, estoy convencida de que, sin la necesaria voluntad política de todos los sectores para apurar la tramitación de este proyecto, la ciudadanía seguirá esperando una institucionalidad que esté acorde con un país que busca alcanzar el desarrollo mediante un crecimiento sustentable y el respeto al medio ambiente.



El hecho de que no se haya aprobado la creación de los tribunales medioambientales no es algo baladí, ya que, debido a ello, la Superintendencia del Medio Ambiente no puede ejercer las facultades que se le entregaron. Claramente, la mesa está coja.



Otro asunto que me parece preocupante es que se establezcan únicamente tres tribunales. A diferencia de mi colega el Senador Kuschel, no me quejo porque uno de ellos no se halle en el Maule, sino porque pienso que no solo tienen que estar en Antofagasta, Santiago y Valdivia.



Tal decisión no me parece del todo acertada. Es preciso revisarla, debatir de nuevo los motivos por los cuales se crearon solo tres y no uno por cada Región del país. En la discusión de la necesidad de abrir nuestra matriz energética a energías renovables -lo ha explicado largamente la Senadora Isabel Allende, con quien compartimos en la Comisión de Minería y Energía- este asunto no es menor. Se trata de ver cómo transformamos el país de aquí al año 2020, de manera que 20 por ciento de la generación total provenga de energías renovables. Es una materia importante, y va a despertar discusión y participación ciudadana.



En Regiones se están instalando los grandes proyectos energéticos. Cada vez son más los que ingresan al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. Frente a proyectos de tal envergadura ambiental y económica, como puede ser la instalación de centrales hidroeléctricas -o de energía eólica o mareomotriz el día de mañana-, o la discusión que se ha registrado en el Maule con la Central Los Robles, los ciudadanos deben sentir que tienen la posibilidad de ejercer sus derechos ante organismos jurisdiccionales independientes y cercanos a la realidad de las Regiones.



El fin de semana recién pasado denunciamos, en conjunto con organizaciones ciudadanas del Maule Sur, varias irregularidades en el proceso de aprobación de la mal llamada “central de pasada” en el río Achibueno, en la comuna de Linares. En este proceso, las autoridades regionales se manifestaron, con fecha de agosto de este año, en una serie de aspectos, en contra del titular del proyecto y le pidieron informes detallados. Un mes después, sin dar respuesta a esos requerimientos, se mostraron conformes con dicha central.



Lo mismo sucede con otro proyecto de gran envergadura que afecta el ecosistema costero del Maule Sur, que ya he mencionado: la instalación de la Central Termoeléctrica Los Robles, de 750 megawatts, la cual será abastecida, según se señala, por carbón proveniente de Australia, con una inversión de más de mil millones de dólares.



Señor Presidente, vuelvo a reiterar la importancia de aprobar la iniciativa que nos ocupa con prontitud. Con la creación de los nuevos tribunales, situaciones como la sucedida hace unos meses respecto a la Central Termoeléctrica Barrancones, en Punta de Choros, no se repetirán.



La nueva institucionalidad ambiental dispone reglas claras, iguales para todos; otorga certeza a los inversionistas y entrega herramientas a la ciudadanía para que pueda reclamar, conforme a Derecho, ante un tribunal especializado e independiente, en los casos en que sienta que su derecho a vivir en un medioambiente libre de contaminación ha sido conculcado.



La aprobación de estos tribunales por la Honorable Sala permitirá dar por concluido el establecimiento de toda la nueva institucionalidad ambiental aprobada ya hace bastante tiempo. Luego de sus primeros meses de funcionamiento podremos corregir los errores; estudiar, si es necesario, la instalación de tribunales ambientales en Puerto Montt, en el Maule o en Concepción; mejorar los aspectos más débiles y profundizar sus aciertos. Pero a pesar de esto, señor Presidente-, creo que el proyecto constituye un avance importante para que el sentido y anhelado espíritu de encontrar un justo equilibrio entre crecimiento económico y respeto al medio ambiente sea una realidad en nuestro país.



Estoy convencida de que es el deseo de todos quienes nos encontramos en la Sala.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, el que Chile tenga tribunales ambientales me parece un avance. Y deberían estar territorializados y haber uno por cada Región. Pienso que sería interesante que existiera una institucionalidad con cercanía, ética de proximidad, respecto a los problemas que deba enfrentar.



Pero no quiero dejar pasar la oportunidad de controvertir algunos planteamientos formulados acá.



Se ha dicho que Chile va a ser líder en materia ambiental, y que esta legislación es una de las más modernas. Y quiero discutir esa afirmación.



Creo que la legislación que habrán de aplicar los tribunales ambientales sigue siendo precaria, insuficiente, y que el acuerdo que construyó el Gobierno anterior significa establecer un mínimo común denominador, es decir, una ley de baja intensidad.



¡Esta normativa no cumple con los estándares mínimos a nivel mundial! No hablo de los tribunales ambientales, sino de la ley que se aprobó en 2009. En esa oportunidad hubo varios parlamentarios -aquí lo hicimos cerca de siete u ocho Senadores- que presentamos más de mil indicaciones, que el Ejecutivo no quiso acoger. Y se alcanzó un acuerdo con la Oposición de entonces.



¡Esta legislación mantiene situaciones que, de no resolverse, constituirán en el futuro un grave impedimento para avanzar en materia ambiental! Y, de hecho, así lo planteó el propio Presidente Piñera ante lo ocurrido en Punta de Choros. Él señaló la necesidad de volver a modernizar la normativa recién aprobada.



Por ejemplo, aquí se ha afirmado que se trata de una institucionalidad técnica.



¡Esa es una mentira! Porque todavía se encuentra expuesta a una altísima discrecionalidad política. Aquí no resolverán las autoridades técnicas, sino aquellas que, si bien se modificó la COREMA, siguen siendo de designación política. Y la condición técnica no es dirimente respecto de la decisión política. Es decir, vamos a mantener la situación anómala de que, existiendo informes técnicos que impidan el desarrollo de ciertos proyectos, estos sean aprobados en definitiva por las autoridades. Tal vez ahora se agrega que, para votar en contra de tales informes, se requiera una pequeña justificación.



¡Esto es un fraude ambiental! Porque los sellos ambientales, la autorización ambiental que se otorga, no superan los estándares mínimos de cualquier país moderno. En estos se deben cumplir las exigencias técnicas, y solo una vez que ello sucede es posible aprobar un proyecto. Después puede ser objeto de una decisión política, lo que me parece razonable.



Nuestra institucionalidad, lamentablemente, no resolvió uno de los problemas más básicos y esenciales, relativo a los cuestionamientos que se venían planteando.



Por lo tanto, es una tarea pendiente.



Jamás hubiera ocurrido lo de Punta de Choros, donde justamente autoridades políticas resolvieron aprobar un proyecto que no cumplía con ninguna calificación técnica o, por ejemplo, el vergonzoso caso sucedido en la Tercera Región, donde se modificó la calificación ambiental de una de las centrales más grandes que habrá en Chile: la termoeléctrica Castilla.



No responsabilizo de esta situación únicamente a quienes se hallan en el Gobierno, porque se trata de un asunto que viene de antes, respecto de lo cual las anteriores Administraciones tampoco tuvieron alguna sensibilidad.



Por otra parte, no se establece un estándar internacional en materia de sanción del delito ambiental. Esto no se pudo aprobar, y muy bien lo sabe el Senador señor Allamand, quien hizo grandes esfuerzos en tal sentido. Cerca de mil indicaciones no fueron patrocinadas por el Ejecutivo. Y llevamos a cabo largas sesiones de discusión.



Tampoco se contempla una protección adecuada para los ecosistemas frágiles.



En definitiva, señor Presidente, hay asuntos muy importantes que están pendientes. Y ya que la Ministra se encuentra presente, quiero señalar que en “El Mercurio” de hoy se informa que se busca extender por tres años los plazos para la entrada en vigencia de las normas de emisión.



¡Eso sería mucho más grave que aprobar la construcción de la Central Barrancones, en Punta de Choros, o de la Central Castilla! Porque mantendríamos una emisión de carbón elevadísima en las termoeléctricas, en circunstancias de que debieran establecerse límites para ella.



Espero que, en coherencia con los discursos pronunciados acá, se impida que ello suceda.



Ya en el pasado se registró una situación absolutamente anómala en Chile: se aprobó el uso de basura tóxica: el petcoke, sin ningún tipo de resguardo en cuanto a los niveles de níquel, azufre y material particulado.



Por lo tanto, no es posible decir acá que esta es una de las mejores leyes ambientales. ¡Es un punto de partida, jamás uno de llegada!



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, en mi opinión -hemos trabajado fuerte con los integrantes de las Comisiones unidas de Medio Ambiente y de Constitución-, este es un buen proyecto y constituye un avance. El hecho de que existan tribunales especializados de composición mixta (dos letrados y un especialista en materias medioambientales) es un progreso.



Además, aumentaremos de uno a tres el número de tribunales colegiados. Al principio se había pensado solamente en uno, lo cual resultaba claramente insuficiente.



Sin embargo, evidentemente, hay materias pendientes.



La ubicación de los tribunales es arbitraria, y tal vez obedece a una razón geográfica: Antofagasta, Santiago, Valdivia. Pero hay que considerar que los proyectos de mayor impacto ambiental, que involucran inversiones altas, cuantiosas, se hallan concentrados en otras Regiones: Atacama, Los Lagos, Aysén.



Por eso, reiteramos nuestra propuesta en el sentido de que el día de mañana exista un tribunal por Región, que es lo que requerimos.



Acá hay muchos recursos involucrados. Nos alegra que existan jueces con dedicación exclusiva, que podrán trabajar con independencia. Pero, naturalmente, precisamos más tribunales, y ello es una tarea pendiente.



También destaco el hecho de que, cuando haya un interés público involucrado, personas o instituciones que no sean parte en el juicio puedan presentar informes que le ayuden al tribunal a resolver bien.



En lo concerniente a los procedimientos de reclamación, si existe daño ambiental será posible ejercer medidas y acciones para el otorgamiento de una indemnización adecuada y justa.



La aprobación de estos tribunales significará que empiece a operar la Superintendencia del Medio Ambiente para llevar a cabo su tarea de fiscalizar. Ello tendrá un efecto práctico relevante.



Asimismo, quiero compartir lo señalado acá en lo relativo a la intervención del Excelentísimo Presidente de la Corte Suprema, don Milton Juica, en el día de hoy.



Él señaló varias cosas. Pero lo más importante fue que, si estamos creando un órgano jurisdiccional, alguna participación debe tener la Corte Suprema para designar a las personas que ocupen los cargos de jueces, de magistrados, en los tribunales ambientales.



Así que la indicación que estamos presentando nos parece plenamente pertinente y muy importante para cumplir con ese objetivo.



¿Qué más nos dijo el Presidente del Máximo Tribunal? Que miraba con simpatía el hecho de que estos tribunales dispusieran de cierta flexibilidad, autonomía presupuestaria, pero también por qué no creábamos una norma similar para los tribunales en general.



Creo que nos falta avanzar a los efectos de que los tribunales de justicia, la Corte Suprema, cuenten con mayor flexibilidad presupuestaria, sobre todo habida consideración del buen desempeño de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, lo cual refleja que pueden manejarse con más autonomía.



En síntesis, señor Presidente, creemos en el desarrollo sustentable, es decir, en el crecimiento, en el progreso, pero con respeto al medio ambiente. Y por eso hablamos de “desarrollo sustentable”.



Ello significa que no puede haber acciones impunes, ilegales, arbitrarias, irracionales en materia medioambiental. Esa es la razón para crear esta nueva institucionalidad, que le permitirá a una persona que considere que se cometió un acto ilegal, arbitrario, discriminatorio, recurrir a los tribunales, donde existirán jueces con dedicación exclusiva.



Todos sabemos que la inmensa mayoría de los recursos de protección en materias medioambientales son rechazados en las Cortes de Apelaciones. Lo que vivimos con la termoeléctrica Castilla, en la Región de Atacama, en cuanto a que se acogió un recurso de protección en contra de una resolución del ex Seremi de Salud, constituye una excepción. Ojalá se acogieran muchos más.



De ahí la importancia de disponer de tribunales permanentes, dedicados de manera exclusiva a conocer de los recursos que se presenten, especialmente, contra resoluciones del Consejo de Ministros, o aquellas de carácter general; contra decretos supremos, que efectivamente causen daño al medioambiente, y que sean ilegales o arbitrarios. 



Por eso, señor Presidente, vamos a votar a favor las normas de este proyecto tan importante. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana. 

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero valorar el avance que representa la iniciativa desde el punto de vista de la institucionalidad ambiental. 



Sin embargo -como se ha dicho aquí-, con ella no se resuelven todos los problemas. Lo que debemos analizar es cómo va a funcionar hacia delante. 



A los tribunales ambientales podrá recurrir, por ejemplo, el titular de un proyecto que siente que sus demandas no han sido recogidas por la institucionalidad, como en la Evaluación de Impacto Ambiental o por las actuales COREMA; como asimismo aquellos particulares que consideran que sus derechos medioambientales, que los recursos naturales, no han sido debidamente protegidos. 



Por lo tanto, se trata de una normativa que ofrece amplias garantías desde esa perspectiva. Lo importante radica en cómo se comportará a futuro esta nueva institucionalidad mucho más robusta y completa. 



Además, como bien explicó la Presidenta de las Comisiones unidas, Senadora señora Alvear, ha existido una tendencia en el país durante los últimos diez años al menos, primero con la reforma procesal penal y, luego, en materias de familia y laboral, en cuanto a especializar los tribunales respectivos, con salas que conozcan lo que deberán decidir en el ámbito de su competencia. 



En ese sentido, recuerdo con toda nitidez el debate -tal como lo señaló la Honorable señora Allende- que tuvimos en la Cámara de Diputados hace un par de años cuando se nos propuso la creación del Ministerio del Medio Ambiente. 



Por lo tanto, aquí no hay nada nuevo. 



Estamos hablando de esa nueva Cartera, que tendrá a su cargo      -según lo manifestado por la señora Ministra en algunas publicaciones que he leído- los aspectos normativos medioambientales, como su protección, preservación, biodiversidad, áreas protegidas, áreas silvestres; además, del Servicio encargado de la administración del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, que deberá realizar una compleja misión, precisamente la que posibilitará, cuando él no sea bien aplicado, o cuando no estén recogidos de manera correcta el derecho y la normativa al respecto, recurrir a estos tribunales. Y también nos referimos a la Superintendencia del Medio Ambiente, que desempeñará un rol más bien fiscalizador cuando se incurra en algún tipo de incumplimiento. 



Entonces, faltaba claramente un aspecto trascendente: el relativo a estos tribunales ambientales. Porque en ese debate que tuvo lugar hace dos años acerca de la creación del Ministerio del Medio Ambiente lo que surgió con más fuerza fue que, en ese momento, no existía claridad respecto de dónde interponer ciertos reclamos, o si existía la instancia, su ámbito de acción era bastante limitado, lo mismo que ocurría con los recursos de protección y con los administrativos. 



Por lo tanto, el hecho de que exista mayor claridad y certeza jurídica en tal sentido creo que es algo realmente importante. 



Sin embargo, lo que en mi opinión reviste más relevancia es que el Gobierno de turno va a dejar de concentrar el rol de juez y parte en esa contienda. De ahí el símil que se hace con los tribunales de la libre competencia, o con los contenciosos administrativos. 



Se trata de un paso muy trascendente el que se está dando. Pero    -insisto- deberemos analizar cómo funcionará la nueva institucionalidad en régimen. Es un gran desafío para el país, y representa una buena noticia para el medio ambiente.



En cuanto a la indicación aludida por varios Senadores, me parece muy razonable. No creo que haya alguien intentando debilitar la Alta Dirección Pública. Porque claramente, en este caso, lo que corresponde, más aún cuando se va a dejar a esos tribunales bajo la supervigilancia disciplinaria y correctiva de la Corte Suprema, es que ella sea la que proponga a sus integrantes. 



Por lo tanto, la indicación presentada por el Ejecutivo, a insinuación o petición del Máximo Tribunal, nos parece que va en la línea correcta para que los organismos propuestos funcionen con la debida autonomía en esta nueva institucionalidad ambiental. 



En tal sentido -como muchos lo han manifestado-, no tendremos que volver a presenciar un episodio como el de Punta de Choros. Y no lo digo por la acción del Presidente de la República, sino porque en esa oportunidad la ciudadanía sintió que no habían sido respetados sus derechos ambientales. 



Sin embargo, el desenlace de ese suceso fue de acuerdo con la legislación ambiental vigente. Veo difícil impedir una situación como la descrita por el hecho de crearse estos tribunales. ¡Cuidado! Porque para eso tendrían que haber sido activados los recursos al nivel correspondiente. 



Nos queda un gran aprendizaje por delante. Pero, sin lugar a dudas, este representa un gran paso, y, por eso, lo vamos a apoyar, al igual que la indicación del Gobierno. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, solo quiero recordar a la Sala que, con motivo de la creación del Ministerio y de la Superintendencia del Medio Ambiente, se firmó un Protocolo de Acuerdo entre el Ejecutivo de ese entonces y el Senado en general, a fin de incorporar una serie de elementos a la nueva institucionalidad medioambiental y a la propia Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente. 



Por ejemplo, se puede destacar la evaluación de impacto ambiental respecto de los glaciares, donde había casi un vacío legal, a no ser por lo existente en la Ley del Bosque Nativo; y lo que significa la liberación de organismos genéticamente modificados, además de que ciertas áreas se puedan declarar libres de transgénicos. 



Hoy día se encuentran todos los instrumentos incorporados en las legislaciones respectivas, como el ordenamiento territorial, la zonificación del borde costero y el manejo integrado de cuencas. Pero, desgraciadamente, todavía no son vinculantes. 



La zonificación del borde costero se halla incluida en la Ley General de Pesca y Acuicultura. Por lo tanto, todas las Regiones deben realizarla para poder definir compatibilidades e incompatibilidades, como ocurre, entre otras cosas, con las termoeléctricas. 



Además, se acordó en dicho Protocolo la generación de una CONAF pública, ojala a nivel de subsecretaría; la creación del Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, materia respecto a la cual, en forma paralela al 20 por ciento terrestre, se está avanzando de manera bastante consistente para complementar el área marina de nuestra Zona Económica Exclusiva. 



En ese sentido, la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, junto a Oceana, WWF Chile, National Geographic, y el personal profesional de la Biblioteca del Congreso, han entregado los antecedentes al Ejecutivo para generar un importante parque marino frente a nuestras costas. 



Otro avance sobre el particular se refiere a las cuentas ambientales, en el sentido de lo que significa la variación de los recursos naturales y también de los pasivos ambientales. 



Por otro lado, en dicho instrumento se acordó hacer más vinculantes los informes técnicos sobre evaluación ambiental con respecto a las decisiones que se deben tomar; y perfeccionar lo relativo a la participación ciudadana. 



Entre las materias también allí contenidas figuraba en segundo lugar la creación de un tribunal ambiental, justamente para que se pudiese recurrir a él cuando se vulneraran las leyes o reglamentos ambientales, no como aquí se ha tratado de insinuar, sino con el afán de lograr su especialización. 



Sin embargo, mediante una indicación, en la que también participó la Fiscalía del Medio Ambiente (FIMA), eso se amplió a la generación de tres tribunales. Pero la idea es que haya uno de esos organismos en cada una de las Regiones, como corresponde. 



Ello obedece a una mayor conciencia y a una mejor consideración previa de los aspectos ambientales, justamente en la línea -y a eso llamamos- de evitar la judicialización de los procesos. 



Si de verdad se posibilita la participación ciudadana de manera oportuna, se aplican los instrumentos de planificación territorial y el sistema vigente, se podría esperar poco trabajo por parte de dichos tribunales. Esa es la idea. 



Por tales argumentos, resulta evidente que aprobaremos las disposiciones de la iniciativa, además de la indicación presentada por el Ejecutivo a fin de incorporar algunas sugerencias de la Corte Suprema. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Frei. 

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, quería intervenir cuando el Senador Kuschel estuviera presente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se encuentra detrás de Su Señoría.

El señor FREI (don Eduardo).- Perdón, creí que ya se había retirado.



En ese caso, debo manifestar que me sumo a la iniciativa, respecto de la cual no entraré en detalles, porque estimo que representa un avance sustancial. 



El año 94 me tocó echar a andar la ley ambiental. Se trataba del primer cuerpo normativo existente en nuestro país sobre el particular. Él se aprobó en el Gobierno del Presidente Aylwin. Se promulgó en febrero de ese año, y durante seis meses trabajamos en su implementación. 



Por lo tanto, el avance que hemos experimentado en tal sentido, junto con la creación del nuevo Ministerio del Medio Ambiente, revisten importancia. Ahora se sumará lo de los tribunales, fundamental en la fiscalización ambiental, por todo lo que se ha dicho. 



Pero me quería referir a lo señalado por dicho colega respecto a Valdivia. Porque el hecho de que uno de los tribunales ambientales se instale allí -ciudad que siempre ha tenido una tradición en esta materia- resulta trascendente, pues la existencia de un solo organismo refleja un centralismo malentendido. 



La Región de Los Ríos nace precisamente después de una lucha de 30 años, porque la de Los Lagos la perjudicó de manera permanente en materia presupuestaria. Y eso ahora no ha ocurrido. 



Al respecto, le puedo entregar a mi colega un solo dato. 



Hoy día el presupuesto de la provincia de Osorno -también la represento, porque soy Senador por Los Lagos- corresponde a un 12 por ciento del FNDR de dicha Región. Los recursos llegan a Puerto Montt y ahí se quedan, no van ni a Chiloé, ni a Palena, ni a Osorno. Y lo mismo acontecía cuando dichas provincias estaban separadas. 



Durante mi Gobierno me tocó echar a andar el Proyecto Alerce, porque en Puerto Montt ya no había un metro cuadrado donde construir viviendas. Hoy supera los 40 ó 50 mil habitantes, hay nuevos planes habitacionales y se está pidiendo -seguramente lo va a lograr- su constitución en comuna, pues ya traspasó los umbrales de Puerto Montt y está llegando a Puerto Varas.



Entonces, no creo que se vaya a caer el mundo o el país por el hecho de que se instale la sede de uno de los tribunales en Valdivia. Démosles algo a las Regiones. 



Cuando debatimos el proyecto que creó la Región de Los Ríos postulamos que algunos servicios públicos quedaran radicados en ella. En algunos casos se logró. 



En la actualidad, en Osorno no hay ningún servicio público (para qué hablar de Seremías). Y lo hemos pedido una y mil veces. En dicha Región, la mayor productora de carne y leche, no existen dependencias del Ministerio de Agricultura. Todo se concentra en Puerto Montt. 



El concepto centralista generalizado en el país se acentúa profundamente en las Regiones. 



Y el que a lo menos nos toque ser sede de uno de los tribunales no creo que constituya una causa especial.



Quiero agregar un comentario respecto a las materias energéticas planteadas a raíz de la iniciativa en debate.



Yo desearía que el Senado citara a reunión algún día para  discutir latamente el tema energético. Hoy pagamos 162 dólares por megawatt y, de acuerdo a proyecciones de la Comisión Nacional de Energía, llegaremos, no más allá de febrero, a 220 dólares. ¿Cuántas empresas en Chile dejarán de ser competitivas? 



Si uno revisa el listado de proyectos ingresados en la Comisión Nacional de Energía, se podrá observar que la gran mayoría corresponden a centrales térmicas. Aquí, el lobby para conseguir su construcción ha sido impresionante. Y nadie habla en su contra.



Las decisiones son políticas. Un señor Senador decía que no las había en esta materia. Cuando Argentina resuelve construir dos nuevas centrales nucleares y reactivar las dos con que cuenta, ¿es una decisión técnica o política? 



Por su parte, Brasil se encuentra levantando ocho centrales nucleares.



Y nosotros nos estamos quedando atrás en cuanto a energía con respecto a lo que están haciendo todos los países. 



Aquí nos tratan de convencer de que la energía nuclear es la más contaminante y de que no hay que construir centrales hidráulicas. Y resulta que en todo el mundo estas últimas funcionan sobre la base de energías renovables y no se las califica como contaminantes. ¿Cuánto escándalo hubo en su tiempo por Ralco y Pangue? ¿Cuál es la destrucción que produjeron? Si no fuera por ellas, estaríamos con racionamiento desde los últimos cuatro a cinco años.



Entonces, si queremos discutir sobre el tema energético hagámoslo de verdad. Y mencionemos todo lo que se hace. A Chile vienen de Estados Unidos a hablar contra las centrales hidráulicas. Y cuando un grupo de Senadores fuimos a Canadá nos percatamos de que le vende 45 mil megas a ese país; o sea, cuatro veces lo que consumimos nosotros. Y de qué tipo: energía hidráulica y nuclear. Las líneas de alta tensión recorren dos mil kilómetros desde Québec y de otro lugar cercano a Toronto -donde se sitúan las grandes centrales- para abastecer ¿a quién? a Nueva York. Y aquí llegan a convencernos de que no podemos instalar líneas de alta tensión y construir centrales.



Vamos a destruir el país. Los precios de la energía nos van a impedir ser competitivos. 



Las cuentas de luz que pagan los chilenos en este momento son de las más altas del mundo. Basta mirar cualquier país latinoamericano para constatar lo anterior.



Vemos la cantidad de proyectos que se están llevando a cabo aquí, en nuestro barrio, y nosotros qué: paralizamos todo. Lo único que construimos son centrales térmicas. No sé qué varita mágica tienen algunos lobbystas para que solo se autoricen todos los proyectos relativos a aquellas -como señalé denantes- en la Comisión Nacional de Energía.



Hagamos un gran debate. Es importante para resolver el tema energético por los próximos diez o veinte años, al igual que lo están haciendo todos los países. 



Aquí, cuando se presenta un proyecto se lo trata de destruir de cualquier forma. Por eso estamos pagando la energía más cara, no solo de Latinoamérica. 



El caso de Argentina es especial, porque subsidia el gas. Pero veamos el programa de Brasil en materia de energía. Lo que hacen otros países. En Chile llegaremos a pagar el próximo año tres veces lo que cuesta en cualquiera otra nación. ¿Cómo vamos a ser competitivos con esos costos? Estamos discutiendo el royalty, etcétera, pero con ese precio no serán competitivas las empresas mineras ni de ningún otro tipo. 



Señor Presidente, no quiero abusar del tiempo, pero pido que hagamos una discusión en serio sobre energía.



Cuando firmamos los acuerdos comerciales con Canadá, con Estados Unidos y con la Unión Europea concordaron en que nuestra legislación era de rango internacional. Otra cosa es su aplicación. Pero no tenemos una legislación medioambiental rasca ni mala. 



Y, sin duda, las decisiones en materia de energía, cuando se hacen grandes inversiones, son políticas. Nosotros no hemos sostenido ese debate, y si no lo hacemos vamos a pagar un costo inmenso.



Por último, me referiré a lo señalado por el Senador señor Horvath sobre los transgénicos. 



En Chile producimos cientos de miles de toneladas de transgénicos. ¿Y adónde van?: las exportamos, porque aquí no se pueden consumir. Pero, al mismo tiempo, importamos. Es decir, exportamos todos los productos transgénicos que cultivamos en el sur e importamos todos los que consumimos. O sea, nos hacemos trampa en el solitario, porque, además, de afuera traemos fallas, contaminación, etcétera. 



Con el Honorable señor Allamand presentamos un proyecto hace cinco años vinculado con los transgénicos, pero nadie quiere hablar sobre ellos. 



¡Y aquí se producen miles de toneladas e importamos miles de toneladas...!

El señor HORVATH.- También lo deberíamos discutir. 

El señor FREI (don Eduardo).- Efectivamente, y le haríamos un gran favor al país.



He dicho.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Aprovecho de saludar a los estudiantes de la Escuela de Periodismo de la Universidad de Las Américas, sede Santiago, que se hallan en las tribunas. 



Sin embargo, lo más relevante para el Senado deviene del hecho de que su profesor es don Fidel Oyarzo, quien forma parte del inventario de este Congreso.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, qué duda cabe de que estamos ante un buen proyecto, a la luz de lo que han señalado quienes me han precedido en el uso la palabra. 



Los tribunales ambientales cumplirán su labor de acuerdo a la competencia que se les asigna. Si es insuficiente, se deberá a la institucionalidad vigente en nuestro país, la cual, llegado el momento, habrá que modificar.



Sin embargo, me quiero referir al artículo 5°, como lo hicieran los Senadores señor Kuschel y señora Allende, porque considero limitado el número de tribunales ambientales. Establecer tres, con tan amplia jurisdicción, no me parece una buena medida, ya que las materias y problemas de esa índole se analizan y debaten en todas nuestras comunas y Regiones.



Cuando se produzcan asuntos puntuales referidos a reclamaciones sobre la competencia de dichos tribunales resultará difícil, por ejemplo, si se trata de Magallanes, ir a Valdivia a entablar las demandas por aquellas supuestas irregularidades o ilícitos cometidos contra la preservación ambiental u otras cuestiones relacionadas.



Estimo que lo más acertado hubiera sido regionalizar los tribunales ambientales -lo señaló un Honorable colega- y haber creado por lo menos uno por cada Región.



Pienso que el proyecto constituye un retroceso. 



Me recuerda los años 70, cuando las Cortes del Trabajo eran tres: había una en Concepción, otra en Valparaíso y una en Santiago. Y esta situación me trae a la memoria también la vieja discusión que se produjo cuando se analizó la creación de los tribunales laborales para todo el país. ¿Por qué algunas importantes capitales regionales o provinciales se quedaban sin sus respectivos juzgados del trabajo? 



Si hubo alguna simulación a efectos de determinar por qué se creaban tres jurisdicciones a lo largo del territorio, creo que ha sido equivocada y el tiempo demostrará que no fue una medida muy acertada.



Señor Presidente, insisto en que cada Región debiera contar con su tribunal ambiental, por la importancia que revisten los temas ambientales no solo para el desarrollo económico de las Regiones, sino también para el desenvolvimiento personal de quienes vivimos en ellas.



¿Qué pasará -algo señalaba el Senador Horvath-, por ejemplo, cuando concluya la zonificación de los bordes costeros y haya problemas que uno deba dar a conocer? Desde las diversas zonas donde ellos existan, se tendrá que recurrir a tribunales muy alejados. No cualquier particular podrá presentar sus reclamos. Y ello también atenta contra una de las garantías constitucionales establecidas en el artículo 19 de la Carta Fundamental.



Ojalá tratemos de reparar la omisión -espero que sea involuntaria- de que adolece el artículo 5º.



Yo insistiría en que cada Región, para el mejor funcionamiento de los tribunales ambientales, contara con uno. Lo han señalado otros colegas. Me sumo a su petición. Y ojalá que el Ejecutivo tuviera en consideración la disconformidad que hemos manifestado diversos Senadores con lo dispuesto en el artículo mencionado, que crea solo tres tribunales ambientales, con tres amplias jurisdicciones en el país.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, se ha hecho un análisis bastante extenso sobre este proyecto, que estamos discutiendo en particular y que, quizás por el interés que ha despertado la creación de los tribunales ambientales, ha dado origen a un verdadero debate en general.



Lo que ocurre es que dichos tribunales serán una pieza clave en la nueva institucionalidad ambiental que está llevando adelante nuestro país.



Se han creado el Ministerio del Medio Ambiente, el Servicio de Evaluación Ambiental, la Superintendencia del Medio Ambiente. En poco tiempo más -esperamos- se establecerá el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas. Y se está produciendo la reconversión de CONAF.



Me parece que todo ello, junto con los tribunales, le otorgará al tema ambiental una nueva perspectiva, una nueva mirada.



No dispongo de antecedentes para determinar si esta es la mejor legislación del mundo o si es “ahí no más”. Pero estimo que, sin lugar a dudas, constituye un avance muy significativo respecto de lo que hoy tenemos.



Al haberse logrado compartiendo principios de distintos sectores, producto de un acuerdo político, creo que tiene un valor especial. Y estoy seguro de que su funcionamiento permitirá resolver un aspecto particularmente complejo: conseguir el difícil equilibrio entre, por una parte, la necesidad de preservar y mantener de la manera más perfecta, más pura nuestro medio ambiente en beneficio de las personas, y por otra, el desarrollo que requiere nuestro país para ir satisfaciendo las necesidades de bienestar de nuestra población, que en un porcentaje elevado aún se encuentra muy por debajo de las exigencias mínimas.



Por lo tanto, si tenemos presente que toda actividad humana genera externalidades, es evidente que siempre el progreso y el desarrollo económico irán produciendo algunos reacomodos en distintos ámbitos, entre los cuales está el medio ambiente.



Cómo lograr ese difícil equilibrio para mantener el medio ambiente y al mismo tiempo avanzar, es la tarea por realizar, que no resulta fácil y que debemos llevar adelante con mucho cuidado.



Se habla de la matriz energética. Sin embargo, incluso aquellas fuentes que aparecen como más deseables, por ser renovables, provocan efectos contaminantes. Es el caso de la energía eólica -parar citar un ejemplo-: la contaminación visual de un parque eólico, más las líneas de transmisión, también generan consecuencias negativas.



No existen, por lo tanto, soluciones perfectas.



Lo que requerimos es analizar cada proyecto, según su impacto ambiental, de la forma más técnica posible. Y por eso los tribunales en comento son extraordinariamente significativos. Complementan el conjunto de entidades que conforman la nueva institucionalidad, para, dentro del rol que cada una tendrá, asegurar que los conflictos surgidos sean resueltos seria y razonablemente.



Por eso mismo, pienso que esta contribución, que por lo demás surgió -no se hallaba en el proyecto original del Ejecutivo de entonces-...

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor LARRAÍN.-...del debate en torno al acuerdo político que se alcanzó en las Comisiones...

El señor PROKURICA.- Fue una indicación parlamentaria.

El señor LARRAÍN.- Pero indicación parlamentaria que debió ser patrocinada por el Gobierno. Y por eso digo que la proposición se originó en el debate parlamentario y que el Ejecutivo supo hacerla suya en el marco del acuerdo alcanzado.



En consecuencia, reitero que los tribunales en comento permitirán que problemas complejos del ámbito medioambiental sean resueltos de mejor modo.



Mi experiencia en estas materias no ha sido buena. Es el caso de la central Los Robles, donde recurrimos de apelación sin éxito, porque no se logró entender la importancia que el sector involucrado revestía para el país.



Porque, señor Presidente, en este orden de cosas debe primar el interés general por sobre los intereses particulares, que son muy legítimos, pero que han de compatibilizarse con aquel.



De haberse aplicado en nuestra zona el criterio seguido en Punta de Choros, probablemente se habría evitado la aprobación del proyecto de la mencionada central, precisamente porque se encuentra en medio de un sector privilegiado por la naturaleza.



Ahora, en cuanto a la inquietud, muy legítima, por tener más tribunales, deseo recordar que la iniciativa original consideraba uno solo. Y el actual Gobierno, justamente por el interés de todos sobre el particular, estuvo disponible para establecer tres.



¿Cuántos se requieren hoy? No lo sabemos. Todos quisiéramos que incluso hubiese más de uno por Región -¡a menos que estemos pensando en las Regiones del futuro...!-; y a mí me gustaría que existiera también uno en el Maule sur. 



Ojalá haya muchos tribunales ambientales a lo largo del territorio. Pero empecemos con lo que existe.



No teníamos nada; nos propusieron uno, y vamos en tres. Probemos con ellos, y la historia se escribirá muy rápido. Si se requieren más, estoy seguro de que en poco tiempo esos tres se convertirán en los que Chile necesite.



Finalmente, deseo señalar que las cuestiones de fondo planteadas por la Corte Suprema me merecen una profunda reflexión.



Hemos creado una serie de tribunales administrativos en forma diversa, con procedimientos contenciosos administrativos que tampoco hemos armonizado. Por lo tanto, hemos generado una selva frondosa.



Ese es un asunto muy de fondo, pero no podemos resolverlo con motivo del proyecto en análisis.



Sin embargo, me parece válido lo hecho por el Ejecutivo a propósito de la inquietud de las Comisiones unidas en orden a recoger en una indicación lo más central: la forma de designar a los ministros, para asegurar la sujeción de los tribunales que se crean a la superintendencia de la Corte Suprema, en los términos del artículo 1º.



Por las consideraciones formuladas, voto a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, sin duda, el elemento que faltaba para completar la institucionalidad ambiental era la existencia de tribunales especializados, independientes.



Habiendo ya una Superintendencia con fuertes funciones fiscalizadoras y toda una institucionalidad ambiental, se requería una instancia como la que se nos propone.



En consecuencia, estimo indispensable acelerar la aprobación del proyecto.



Me gustaría, entonces, colocar el énfasis en lo importante de avanzar rápido en lo relativo a los tribunales. Porque, en lo inmediato, muy pronto vamos a enfrentar una serie de cuestiones ambientales. Existen varios proyectos sobre la materia. Urge, pues, la implementación de la institucionalidad completa.



El Senador señor Frei hacía alusión al aspecto energético. Sin duda, será un gran tema, con consecuencias ambientales. Lo más probable es que mañana lo tengamos en la discusión. Y no necesitaremos una sesión especial.



Hoy se dio cuenta del informe recaído en el proyecto que propicia la ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales, que fue asumido por la unanimidad de los miembros de la Comisión de Minería y Energía. Y espero que mañana tengamos un gran debate sobre el particular en esta Sala.



Pero eso es parte de las consecuencias que vienen, señor Presidente.



Por consiguiente, me parece de suma prioridad tener implementada a la brevedad posible, dados los eventuales conflictos que surgirán, toda la institucionalidad ambiental, donde los tribunales que se están creando juegan un rol muy protagónico e importante.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban los artículos 1º, 3º, 6º, 7º, 9º, 10, 14, 16, 42 y 45 permanentes, y los artículos primero, segundo, tercero y cuarto transitorios, todos acogidos por unanimidad en las Comisiones unidas (32 votos afirmativos y 2 abstenciones), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Espina, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron los señores Escalona y Kuschel.

El señor PIZARRO (Presidente).- En seguida, corresponde colocar en...

La señora MATTHEI.- ¿Me permite referirme a un asunto anecdótico, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

La señora MATTHEI.- De los 33 Senadores varones que integran esta Corporación, en estos momentos solo hay 9 en el Hemiciclo.



En cambio, de las 5 Senadoras, estamos todas.



--(Aplausos en la Sala).

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo dejaremos como anécdota.

La señora ALLENDE.- Hay que incluir a la Ministra.

La señora RINCÓN.- En ese caso seríamos seis mujeres.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es.

La señora RINCÓN.- ¡Sumémosla, entonces...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Hay muy pocas mujeres en la Sala.

La señora RINCÓN.- Por ahora somos cinco.

El señor PIZARRO (Presidente).- Después de la próxima elección serán más.

La señora MATTHEI.- Iremos avanzando, señor Presidente.

La señora ALLENDE.-. Y seremos más: ¡el cien por ciento...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Prosigamos, Sus Señorías.



Como varios Senadores se encuentran fuera del Hemiciclo, pido hacer sonar los timbres.



Mientras tanto, a los efectos de avanzar en el despacho del proyecto, sugiero dar por aprobados con la misma votación anterior los preceptos de quórum simple acogidos por unanimidad en las Comisiones unidas.



Si le parece a la Sala, así se procederá.



Acordado.



--Se aprueban con la misma votación anterior (32 votos afirmativos y 2 abstenciones) los artículos 4º, 8º, 11, 12, 13, 15, 17 -excepto su numeral 2)-, 18 a 24, 26 a 32, 35 a 39, 43 y 44 permanentes, y quinto y sexto transitorios.

El señor PIZARRO (Presidente).- A continuación, corresponde pronunciarse sobre el artículo 2º, para cuya aprobación se requiere quórum de ley orgánica constitucional.



Su Excelencia el Presidente de la República formuló una indicación al inciso segundo de este precepto, a la cual se han referido casi todos los señores Senadores.



En las Comisiones unidas hubo unanimidad para tratarla y votarla.



Por lo tanto, si le parece a la Sala, cerraremos el debate y procederemos a votar la indicación.

El señor WALKER (don Ignacio).- De acuerdo.

El señor NOVOA.- Conforme.



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La indicación presidencial propone sustituir el inciso segundo del artículo 2º por el siguiente:



“Cada Ministro será nombrado por el Presidente de la República con el acuerdo del Senado, a partir de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la Corte Suprema. Para la confección de las nóminas, dicha Corte realizará un concurso público para seleccionar a los candidatos a los cargos de ministro. No podrán participar en estos concursos quienes se desempeñen o hayan ejercido el cargo de abogado integrante en las Cortes de Apelaciones o en la Corte Suprema. El Senado adoptará el acuerdo en votación única, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Si no se aprobare la propuesta, el Presidente de la República deberá presentar a otra persona que forme parte de la misma nómina elaborada por la Corte Suprema. Si se rechazare la segunda proposición, se deberá llamar a un nuevo concurso.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra del Medio Ambiente, quien desea hacer un alcance antes de que se inicie la votación.

La señora BENÍTEZ (Ministra del Medio Ambiente).- Señor Presidente, quiero destacar la importancia que la aprobación de los tribunales ambientales tiene en el contexto de la nueva institucionalidad ambiental, sobre todo por las facultades fiscalizadoras y sancionatorias que puede ejercer en él la Superintendencia del Medio Ambiente una vez que la normativa entre en funcionamiento.



Además, agradezco el trabajo de las Comisiones unidas de Constitución y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales del Senado, especialmente por el acuerdo político suscrito, que permitió que más del 90 por ciento de los artículos fueran aprobados en forma unánime.



Asimismo, expreso mi gratitud a la Presidenta de las Comisiones unidas, Senadora señora Alvear, por su receptividad y por la búsqueda de acuerdos, lo que posibilitó avanzar rápidamente en el despacho del proyecto.



Por último, aprovecho la oportunidad para hacer un llamado a los Diputados integrantes de las Comisiones encargadas de analizar esta iniciativa en la Cámara Baja a fin de que contribuyan a la pronta concreción de la ley en proyecto.



Muchas gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Lo que la señora Ministra pidió al final es un poquito más complicado...!



En votación la indicación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban la indicación del Ejecutivo y los restantes incisos del artículo 2º (22 votos favorables), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Chadwick, Chahuán, Escalona, Espina, García, Kuschel, Larraín, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, agregue mi voto afirmativo, por favor.

El señor LAGOS.- El mío también.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable de los Honorables señores Allamand y Lagos.

El señor ESPINA.- ¡Y el Senador Frei, después de su tremendo discurso, ni siquiera votó...!

El señor PIZARRO (Presidente).- En seguida, corresponde pronunciarse sobre los artículos que no fueron aprobados por unanimidad en las Comisiones unidas.



Les sugiero a Sus Señorías que votemos inmediatamente el artículo 5º, para cuya aprobación se requiere quórum orgánico constitucional.



Entiendo que fue rechazado solo por la Honorable señora Allende.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Así es.

La señora MATTHEI.- “Si le parece”, señor Presidente, con la misma votación anterior.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para dar lectura a la norma.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El artículo 5º -página 8 del boletín comparado- establece el número de tribunales ambientales y su jurisdicción.



Su texto es del siguiente tenor:



“Artículo 5°. Número de Tribunales y Jurisdicción. Créase un Tribunal Ambiental con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con la jurisdicción territorial que en cada caso se indica:



“a) Primer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Antofagasta, y con competencia territorial en las Regiones de Arica y Parinacota, de Tarapacá, de Antofagasta, de Atacama y de Coquimbo. 



“b) Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago, y con competencia territorial en las Regiones de Valparaíso, Metropolitana de Santiago, del Libertador General Bernardo O´Higgins y del Maule.



“c) Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia, y con competencia territorial en las Regiones del Biobío, de La Araucanía, de Los Ríos, de Los Lagos, Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y de Magallanes y de la Antártica Chilena.”.



Esta disposición fue aprobada por 8 votos a favor (Senadores señora Alvear y señores Allamand, Chadwick -cada cual con dos votos-, Larraín y Patricio Walker) y uno en contra (Senadora señora Allende).

El señor PIZARRO (Presidente).- Esta norma es la que ha generado parte importante del debate de esta tarde.



Le propongo a la Sala votar.



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, ¿es de quórum especial este artículo?

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor NOVOA.- Entonces, haga sonar los timbres.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Ya están sonando, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- ¿Tenemos quórum?

El señor PIZARRO (Presidente).- Al parecer, hay votos de más para aprobar la disposición con el quórum necesario.

La señora ALVEAR.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Nos encontramos en votación, señora Senadora.



¿Quiere fundamentar su voto?

La señora ALVEAR.- Sí, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, deseo llamar la atención sobre lo siguiente.



El proyecto original del Ejecutivo contemplaba solo un tribunal ambiental. Posteriormente, fruto de la inquietud, solicitud, requerimiento de los Senadores de ambas Comisiones, se logró que fueran tres.



Tal como lo informé al comenzar el debate particular en esta sesión, un número mayoritario de Senadores estamos convencidos de que debe existir -y quiero decirlo así de claro- un tribunal ambiental en cada Región.



Sin embargo, en todas las reformas que hemos realizado para generar nuevos procedimientos -es el caso de los tribunales laborales y de los relacionados con la reforma procesal penal- se ha contemplado, a fin de resguardar la adecuada implementación de la institucionalidad creada, la gradualidad.



Esta iniciativa, según se ha expresado, crea tres tribunales ambientales en vez de uno.



A diferencia de los juzgados de familia, que empezaron a regir en el mismo momento, los tribunales laborales y los de la justicia penal fueron implementados gradualmente y con éxito.



En el caso de la reforma procesal penal se eligió para partir a Coquimbo y La Araucanía. Y se procedió paulatinamente con las demás Regiones.



Señor Presidente, debo subrayar que si por consideraciones en cuanto a los lugares donde estarán los tres juzgados que se crean se rechaza el artículo 5°, no habrá ley, sencillamente porque los tribunales ambientales no existirán.

El señor PROKURICA.- Además, el artículo es de quórum especial.

La señora ALVEAR.- Efectivamente.



Por esa razón, llamo a mis colegas a tener conciencia real sobre lo que estamos votando.



Entiendo que algunos parlamentarios prefieran que los tribunales ambientales se instalen en otras Regiones. Eso me parece completamente atendible. Como dije, soy partidaria de que exista uno en cada Región del país.



Pero, para la gradualidad de los nuevos tribunales, lo aconsejable es que partamos por tres --que son más que uno-- y que los incrementemos gradualmente en los próximos años.



Si no se aprueba el artículo en examen, no habrá tribunales ambientales.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el asunto fue largamente debatido en la Comisión.



En verdad, no hubo mucha posibilidad de diálogo con el Ejecutivo, primero, en torno a la localización más adecuada de los tribunales, en particular el de Valdivia.



Entiendo que esa circunscripción sea representada por Senadores importantes -y, por cierto, los considero-; pero también discutimos un criterio en la materia y le pedimos razones a la señora Ministra. Estas no fueron ni cuantitativas ni cualitativas, sino más bien de carácter discrecional respecto de la importancia de la radicación territorial.



En segundo lugar, con relación al número de tribunales, la Secretaria de Estado expresó en todo momento que no se hallaba en condiciones de llegar a ningún acuerdo.



Por mi parte, le reiteré el punto en la Comisión, hasta el extremo de destacar la necesidad de conversar sobre el particular con el señor Ministro de Hacienda. Si no se trata de una decisión de Medio Ambiente,... Comprendo a la señora Ministra. Pero tampoco ha habido oportunidad de tratar con Hacienda a fin de poder saber si es posible llegar a cinco tribunales o a un acuerdo político acerca de la gradualidad de constituir más que los tres señalados en el proyecto.



En consecuencia, me voy a abstener, señor Presidente.



Ahora, algunos preguntarán qué pasará si el artículo efectivamente se cae. En ese caso, conversaremos. Porque la verdad es que el Gobierno se encuentra obligado a ello, y sobre esta cuestión no lo hemos hecho. No hemos dialogado ni con la señora Ministra ni con el señor Ministro de Hacienda. Parece que eso se realiza con algunos Senadores, no con todos.



Pido particularmente a mis colegas de la Oposición que mantengamos un criterio coherente. Si se registran aspectos de diferencia con el Gobierno, intentemos lograr un criterio para llegar a acuerdos, positivo.



Soy partidario de los tribunales, pero me parece que el número es insuficiente, y la localización, al menos discutible.



Ya he anunciado mi decisión. El señor Ministro de Hacienda no se halla en la Sala y la señora Ministra expresó que no se encuentra en condiciones de llegar a ni un solo acuerdo -repito- acerca de cambios y aumentos de tribunales, de modo que vamos a llegar a un punto cero.



Los organismos jurisdiccionales de que se trata son necesarios. Estamos trabajando para que hagan el enganche respecto de la Superintendencia. Pero insisto en que el Gobierno tiene que dialogar en algún ámbito con los Senadores de Oposición cuando median diferencias. Manifiesto toda mi voluntad para participar en ello. Mientras tanto, la única alternativa que me dejan -repito- es la abstención.



He dicho.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, en primer lugar -para no repetir-, suscribo completamente los argumentos dados por la Senadora señora Alvear en cuanto a que sería muy inconsecuente aprobar una ley que crea los tribunales ambientales y luego no establecer ninguno. No sé cómo se apreciaría eso cuando se revisaran las resoluciones del Senado.



Ahora, haciéndome cargo de los aspectos de fondo, deseo observar que lo normal es que exista un solo organismo en este tipo de judicaturas especiales. Así ocurre con el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, con el Tribunal de Contratación Pública.



Quisiera consignar, además, que el Presidente de la Corte Suprema estuvo hoy día en las Comisiones unidas de Constitución y de Medio Ambiente, y recordó que los asuntos medioambientales se llevan a los tribunales mediante el recurso de protección. Se registran alrededor de 200 casos anuales. Entonces, se comprenderá que resultaría poco razonable crear 15 organismos jurisdiccionales para ver un promedio de 12 ó 15 casos cada uno.



El criterio de la gradualidad me parece adecuado, de toda lógica. Y la ubicación -lo entiendo- es lo más arbitrario que hay. Porque se podría haber optado por Antofagasta o Copiapó, o bien, por Valdivia, Osorno o Puerto Montt; pero cuando se trata, no de 15 tribunales, lo que sería realmente un exceso, sino de 3, para no concentrar todo en Santiago, la decisión acerca de dónde se sitúan es facultativa. No media una razón para que Valdivia se prefiera a Osorno, u Osorno a Puerto Montt.



A mi juicio, el hecho de que la decisión sea arbitraria no es un argumento para votar en contra. Porque cualquier determinación que no sea la de un tribunal en la Capital o de uno en cada Región va a revestir ese carácter.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, hoy día se cumplen 22 años del triunfo del “No”.

El señor PROKURICA.- ¡Su Señoría va a votar que no...!

El señor ROSSI.- El Primer Mandatario afirmó haberse pronunciado por esa alternativa en la época. Así que celebra hoy día como toda la Oposición.



Y varios Ministros también lo hicieron.

El señor LAGOS.- ¡Votó a ganador!

El señor ROSSI.- Sí. Parece que apostó a ganador.



Pero lo que deseo destacar es que, en la intervención central del acto que realizamos aquí, en Valparaíso -porque queremos descentralizar-, se expusieron mensajes importantes respecto de tres problemas que tenemos que resolver: primero, el de la exclusión; segundo, el del elitismo, y tercero, el de un centralismo feroz.



El proyecto de ley que nos ocupa es expresión y reflejo de ello. En efecto, no entendemos cuál es la razón para que, de los tres tribunales ambientales que se crean, se establezca uno en Antofagasta, y no en Iquique o en Arica, ciudades de las Regiones que represento, donde existen parques nacionales, monumentos naturales, conflictos ambientales; ni en la Octava Región. Y otro tiene asiento en Valdivia. ¡Qué extraño!



No creo en la buena voluntad y disposición para descentralizar. Porque el ejemplo más patente de lo que señalo -y, por eso, voy a aprovechar la votación para manifestar también mi malestar respecto al Protocolo sobre el transporte público en la Capital- es lo que pasa con el Transantiago. Esta es la manifestación del centralismo más voraz.



El acuerdo suscrito al respecto representaba la entrega de 188 mil millones de pesos a las Regiones, como subsidio nacional al transporte durante el año en curso -¡188 mil millones de pesos!-, y la ejecución presupuestaria del primer trimestre asciende a 1,2 por ciento. O sea, ¡el Transantiago consumió todo, y las Regiones, 1,2 por ciento!



Pero hay más. El compromiso del Gobierno es devolverles la plata que se les recortó. Porque también queremos subsidio para los operadores; inversión en infraestructura; subsidios rurales -había uno para fomentar el uso del transporte público en zonas extremas-; el voucher o bono de locomoción para la gente más humilde, que no le va a llegar.



¿Y saben Sus Señorías lo que se adujo? “Esos recursos que les recortamos a las Regiones por querer descentralizar” -¡qué raro!- “vamos a entregarlos en seis años”. ¡En cómodas seis cuotas anuales!



Por si lo anterior fuera poco, se agregó: “En el caso de la plata nueva que vamos a darle ahora al Transantiago, también se la entregaremos a las Regiones, pero en 2015 y 2016”.



¡Con esa voluntad de descentralizar, es evidente que no pueden pedirnos creer que va a ir aumentando progresiva y paulatinamente el número de tribunales ambientales!



Por tanto, en expresión de molestia y protesta por el centralismo imperante, que se revela en cada una de las iniciativas que envía el Gobierno, voy a abstenerme.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, únicamente haré un par de comentarios respecto del debate que se ha originado, con el ánimo de clarificar las cosas.



Tal como lo expresó la señora Presidenta de la Comisión de Constitución, la proposición inicial del Ejecutivo -entre paréntesis, ello tuvo lugar en el Gobierno anterior- fue que existiera un solo tribunal ambiental, con asiento en Santiago.



Como lo ha precisado el Senador señor Novoa, la regla general, cuando se trata de estos organismos jurisdiccionales especiales, es que se establezca uno solo. Hay un solo Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, para citar un caso. Aquí se han dado los ejemplos pertinentes.



Por lo tanto, se logró un avance significativo al disponerse dos tribunales adicionales; pero, sobre todo, el debate apuntó a dejar sentado un criterio. Y este último es precisamente el consignado por las Honorables señoras Alvear y Allende, así como también por otros parlamentarios que han hecho uso de la palabra. De lo que se trata es de ir avanzando en forma gradual, en la medida en que la carga procesal y de causas así lo amerite, hacia el objetivo de contar finalmente con un tribunal por Región, si se justifica. 



Sin embargo, en las actuales circunstancias, ello no es posible determinarlo. Lo razonable, entonces, es no dejar todo concentrado en Santiago y dar una señal de descentralización.



En consecuencia, a diferencia de lo manifestado por el Senador señor Novoa, aquí no ha habido una decisión arbitraria acerca de dónde instalar los dos tribunales adicionales al de la Capital.



Básicamente, los criterios sobre el particular -y así lo expuso el Ejecutivo en la Comisión- fueron los siguientes.



En primer lugar, se consideró la equidistancia, desde el punto de vista geográfico. Creo que basta solo mirar un mapa para percibir, por ejemplo, cuál es naturalmente, desde Biobío hacia el sur, el lugar “más central”, por así decirlo. Y si se hace igual reflexión en cuanto al norte, ocurre exactamente lo mismo. Sobre la base a que hago referencia, los dos tribunales “regionales” -por calificarlos así- se hallan bien emplazados.



En seguida, se tuvieron presentes la inversión y el número de proyectos. Y, otra vez, si se revisan desapasionadamente ambos elementos, se concluye que es razonable determinar un organismo jurisdiccional en Antofagasta y otro en Valdivia.



Aquí no ha mediado una actitud arbitraria. Era preciso adoptar un criterio y ubicar los tribunales en algún lugar. En cuanto a lo geográfico, repito que están bien emplazados, así como también en lo relativo a la carga potencial, si se piensa en la cercanía física con los proyectos.



Insisto en que aquí no hay arbitrariedad, sino una decisión coherente. Pero, sobre todo, se da una señal particularmente poderosa en términos de que, con la gradualidad en la implementación de los tribunales, que será hasta de 18 meses, se podrá apreciar si son o no suficientes. Lo importante es dejar sentado el principio de que el Ejecutivo tiene la disposición, en la medida en que lo justifique la carga procesal, de continuar aumentando su número.


Resulta absurdo sostener una suerte de discusión vacía producto de una especie de pugna respecto del lugar de instalación. Reitero que, desde el punto de vista geográfico, se ha aplicado un criterio de realismo, y desde la perspectiva del número de proyectos, de la inversión, ocurre exactamente lo mismo.



Por lo tanto, señor Presidente, lo que corresponde es aprobar la disposición en debate.



De más está decir que en la materia no hay iniciativa parlamentaria. Por ende, es mucho mejor tener tres tribunales que ninguno, como asimismo dejar sentado el principio de que, en la medida en que sea necesario, el Ejecutivo va a aumentar el número.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor LAGOS.- Santiago no es Chile.

El señor GIRARDI.- Coincido con esta última afirmación, señor Presidente.



También comparto lo expresado por el Senador señor Allamand en el sentido de que la propuesta original contempló un solo tribunal. Al menos, se registra un aumento de 300 por ciento.



A mi juicio, el desafío es que exista uno de ellos por Región. Eso es lo que garantiza el acceso a la justicia.



Ahora, ¿por qué se plantea el punto?



Quiero ser muy claro, señor Presidente: en materia ambiental, la Derecha y la Izquierda son lo mismo. Exhiben visiones antropocéntricas, desarrollistas, y su ética no contempla la parte ambiental sino como una variable económica. 



Es de las cuestiones pendientes, no solo en Chile, sino también en el mundo entero.



Pienso que la conciencia ciudadana va a exigirles a las izquierdas y derechas de todos los países entender que lo ambiental tiene que ver con la existencia; con el planeta en que estamos, del cual no podemos cambiarnos, y con la modificación de esa mirada antropocéntrica, de esa ética del hombre. Al menos debe igualarse una ética de la vida: el respeto por el resto de los seres vivos.



Lamentablemente, carecemos de una concepción ecosistémica. Nuestro modo de desarrollo es hiperracionalista, hipercompartamentalizado, y casi se basa en la visión de que los recursos naturales y la vida son ilimitados, en circunstancias de que son completamente finitos, frágiles y sensibles a los cambios que efectuamos.



No me sorprende, entonces, la presente discusión. Por tales razones tenemos la legislación con que contamos, que aquí aparece como una de las más innovadoras, modernas, cuando es una de las más retrógradas a nivel mundial por lo que señalé anteriormente. Uno de estos tribunales tendría que implementar una ley de muy baja intensidad, que no resolverá los problemas de nuestro país en ese ámbito de que se trata, pero, como los cambios en la ciudadanía son mucho más potentes y fuertes, estimo que en muy corto plazo estaremos obligados de nuevo a reformar la institucionalidad ambiental aprobada en 2009.



Es más, con un conjunto de parlamentarios volveremos a presentar, como proyecto de ley, parte de las mil indicaciones que formulamos con los Senadores señores Navarro, Gómez y otros, todas ellas desechadas por el acuerdo registrado entre la Izquierda, la Derecha y el Centro, sectores que no tienen como eje central, evidentemente, los asuntos ambientales.



Considero muy importante lo planteado por mi Honorable colega Frei. Es necesario discutir con urgencia una cuestión como la de los transgénicos. Chile está produciendo semillas de esa naturaleza y no dispone de ningún método de regulación. Los europeos cuentan con una rotulación en el caso de que ese tipo de contenido exceda de uno por ciento. Los estadounidenses regulan en origen, en la frontera. Nosotros no tenemos ni lo uno ni lo otro. Por lo tanto, todos los transgénicos que los otros países desechan por peligrosos llegan acá, ya que no se regula ni controla nada.



Solo deseo recordar que cuando se alude a los transgénicos se hace referencia a traspasar todos los lindes de la historia de la vida y la Humanidad, cual es tomar genes de una especie y ponerlos a otra. Los efectos son muy complejos, evidentemente. La discusión que se ha llevado a cabo en algunos lugares dice relación a la seguridad de lo anterior.



A ello se suman todos los cambios biotecnológicos que se están proponiendo en la Humanidad. Los señores Senadores saben muy bien que se acaba de construir la primera célula o micoplasma artificial por Craig Venter, lo que significa un cambio fundamental en la historia de la vida y la evolución.



El Congreso debiera involucrarse, tal vez, en estos temas científicos e intentar una discusión, al menos, con respecto al mundo que viene.



Lo mismo se extiende a la energía. En lo concerniente a la energía del futuro, que va a provenir del hidrógeno, el mismo investigador, Craig Venter, acaba de fabricar, con un código genético desarrollado en un programador -es decir, empleando programación-, bacterias que producen hidrógeno. La duda es si la generación de estos cultivos puede contaminar a otras y originarse un cambio de envergadura, interesante, a escala mundial, en caso de que todas adquiriesen la misma capacidad, pues podría cambiar el metabolismo en el mundo.



Estas son las cuestiones ambientales que vienen y vamos a estar obligados a discutirlas. Lo que no podemos hacer es creer nosotros mismos que la legislación es una de las más modernas. Esta exhibe una precariedad extrema. Juzgo que los tribunales ambientales serán un punto de apoyo, pero lo que tendrán que aplicar es una normativa de una sociedad todavía en la era del hierro planetario. No estamos en la modernidad. Este ordenamiento presenta los más bajos estándares y no cumple con ninguno de los europeos. Por lo tanto, nos hallamos en un punto de partida y no de llegada.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, en una intervención anterior expresé que estaba de acuerdo con el proyecto de ley, el cual venía a culminar un proceso de negociación exitoso entre la Alianza y la Concertación que partió en el Gobierno de la Presidenta Bachelet. Pero también manifesté que no era suficiente empezar con tres tribunales ambientales y que resulta necesario que cada una de las Regiones cuente con alguno.



Además, coincido con lo expresado por quienes me han antecedido en el uso de la palabra, pues comparto la teoría de la gradualidad. Creo que es la que corresponde y la que se ha aplicado en materia tanto penal como laboral, siendo exitosa.



Lo que echo de menos es la consignación de tal principio en la normativa. Porque lo que se hizo fue determinar, después de las intervenciones de los parlamentarios, que no hubiera un solo tribunal -y en Santiago-, sino tres, para comenzar, pero no se dejaron establecidas una revisión y evaluación en el futuro para poder ir implementando los tribunales que fueren necesarios.



Coincido -insisto- en la conveniencia de legislar y en la importancia de la iniciativa en examen. Creo que constituye un avance y la respaldo. Sin embargo, en esta materia no puedo votar a favor, de modo que me abstengo.



Gracias.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 5° propuesto por las Comisiones unidas (22 votos a favor y 11 abstenciones), dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Matthei y Pérez (doña Lily) y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Espina, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Larraín, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron las señoras Allende y Rincón y los señores Escalona, Girardi, Kuschel, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Rossi y Tuma.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En seguida, corresponde ocuparse de otras modificaciones propuestas por las Comisiones unidas que no fueron aprobadas en forma unánime.



La primera de ellas dice relación al numeral 2) del artículo 17, que expresa: “En el caso del número 2), las personas naturales o jurídicas que hayan sufrido el daño o perjuicio; las municipalidades, por los hechos acaecidos en sus respectivas comunas, y el Estado, por intermedio del Consejo de Defensa del Estado. Deducida demanda por alguno de los titulares señalados, no podrán interponerla los restantes, lo que no obsta a su derecho a intervenir como terceros;”.



Dicha norma se aprobó por 9 votos a favor (de los Senadores señoras Allende y Alvear -como integrante de ambas Comisiones- y señores Allamand, Chadwick, Gómez, Larraín y Longueira -como integrante de ambas Comisiones- y 1 en contra (del Senador señor Navarro).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión el numeral 2) del artículo 17.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el numeral 2) del artículo 17 (25 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Cantero, Chadwick, Chahuán, Espina, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Kuschel, Lagos, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En seguida, corresponde analizar, en el artículo 25, sobre apelaciones e improcedencia del recurso de casación, el inciso primero, que señala: “En estos procedimientos sólo se admitirá apelación respecto de las resoluciones que declaren la inadmisibilidad de la demanda, que reciban la causa a prueba o que pongan término al procedimiento o hagan imposible su continuación. De este recurso conocerá la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el Tribunal Ambiental que haya dictado la resolución apelada.”. 



Esta disposición fue aprobada por 7 votos a favor (de los Senadores señora Alvear -como integrante de ambas Comisiones- y señores Allamand -como integrante de ambas Comisiones-, Gómez, Longueira y Patricio Walker) y 1 en contra (del Honorable señor Espina, quien, además, hizo reserva de constitucionalidad).

El señor ESPINA.- ¿De qué norma se trata?

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Del inciso primero del artículo 25.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión dicho inciso.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso primero del artículo 25 (20 votos a favor y 7 en contra).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Cantero, Chadwick, Chahuán, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Espina, Girardi, Lagos, Navarro, Quintana, Rossi y Tuma.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- A continuación, en el artículo 33, denominado “De la prueba”, el inciso primero dice:



“El Tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica. Serán admisibles todos los medios de prueba obtenidos por medios lícitos y que sean aptos para producir fe. El Tribunal podrá reducir el número de pruebas de cada parte, si estima que son reiterativas. El Tribunal podrá decretar, en cualquier estado de la causa, cuando resulte indispensable para aclarar aquellos hechos que aún parezcan obscuros y dudosos, la práctica de las diligencias probatorias que estime convenientes. No habrá testigos ni peritos inhábiles, lo que no obsta al derecho de cada parte de exponer las razones por las que, a su juicio, la respectiva declaración no debe merecer fe.”.



Dicha norma fue aprobada por 8 votos a favor (de los Senadores  señoras Allende y Alvear -como integrante de ambas Comisiones- y señores Allamand, Chadwick, Larraín y Longueira -como integrante de ambas Comisiones) y 1 en contra (del Senador señor Navarro).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión dicho inciso.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra para fundamentar el voto el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la prueba es un elemento esencial en todo proceso judicial.



En las Comisiones unidas pedí mayor claridad respecto de la oración: “Serán admisibles todos los medios de prueba obtenidos por medios lícitos”. Solicité a los abogados presentes que explicaran cuáles serán los medios lícitos. Porque no estamos hablando de un tribunal penal ni de uno civil, sino de un juzgado ambiental.



Varias de las pruebas conseguidas, por ejemplo, en juicios contra el sector pesquero artesanal se obtuvieron por medios que muchos consideramos ilícitos: en horario inadecuado, contra la voluntad de la ciudadanía, en condiciones que constituyen -en casos referidos a las cinco millas o a las áreas de manejo- una invasión de territorio administrado por pescadores artesanales.



En segundo lugar, el artículo consagra: “No habrá testigos ni peritos inhábiles, lo que no obsta al derecho de cada parte de exponer las razones por las que, a su juicio, la respectiva declaración no debe merecer fe.”. O sea, puede declarar quien lo desee. El testigo o el perito puede ser cualquiera. No importa si tiene intereses económicos, si fue sobornado o si fue pagado por la empresa.



No habrá ningún tipo de inhabilidad para ser testigo o perito.



Eso me parece extraordinariamente complejo.



Siempre existe caución para la presentación de una prueba o la declaración de un testigo o un perito inhábil, por alguna razón justificada, legal o de fe. Pero el artículo en comento señala que no se podrá impugnar ni al testigo ni al perito como tal.



Creo que dicha norma resulta en exceso flexible y, por ello, voto en contra.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso primero del artículo 33 (21 votos a favor, 3 en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Chadwick, Chahuán, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Girardi, Navarro y Tuma.



Se abstuvo el señor Quintana.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En seguida, el artículo 34 preceptúa: “Contestada la demanda o vencido el plazo para cumplir con este trámite, el Tribunal recibirá la causa a prueba, si lo estima procedente. En contra de esta resolución podrá interponerse el recurso de reposición dentro de tercero día y subsidiariamente el recurso de apelación de conformidad a lo dispuesto en el artículo 25 de la presente ley. En caso contrario, convocará a una audiencia para una fecha no superior a treinta días y en ella, propondrá a las partes bases para conciliación, si ésta es pertinente. Si no lo fuere o no se llegare a acuerdo por las partes en esa misma audiencia, el Tribunal fijará un término con el fin de que cada una formule sus alegaciones orales. A continuación, el Tribunal citará a las partes para oír sentencia la que deberá dictarse en el lapso no superior a treinta días, salvo que, de conformidad al artículo 40, se hubiese solicitado informe pericial y el plazo para evacuarlo se encuentre pendiente, caso en el cual se procederá según lo dispuesto en dicho artículo. Este plazo podrá ampliarse hasta por cinco días, por razones fundadas y si, vencido este aumento, el fallo no se dictare, los ministros incurrirán en grave incumplimiento de sus deberes.”.



Fue aprobado por 8 votos afirmativos y 1 negativo. Se pronunciaron a favor los Honorables señoras Allende y Alvear (como integrante de ambas Comisiones) y señores Allamand, Gómez, Larraín y Longueira (como integrante de ambas Comisiones); votó en contra el Senador señor Navarro.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión el artículo 34.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor NAVARRO.- Pido la palabra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra para fundamentar el voto, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, respecto del informe pericial que se debe evacuar, se señala que el plazo dispuesto “podrá ampliarse hasta por cinco días, por razones fundadas y si, vencido este aumento, el fallo no se dictare, los ministros incurrirán en grave incumplimiento de sus deberes.”.



No sé por qué el plazo es tan estricto: ¡5 días! Me parece demasiado restrictivo.



Considero factible fijar una mayor cantidad de días, sobre todo en causas muy complejas, donde las demostraciones requieren más tiempo; aún más, si se trata de situaciones en zonas aisladas. Por ejemplo, puede producirse un conflicto medioambiental en la Primera Región, en plena Cordillera de Los Andes, y el tribunal más cercano se encuentra en Antofagasta. Estos juzgados se hallan muy alejados de los lugares donde se llevan adelante los proyectos de esta naturaleza.



Creo que los plazos cortos ayudan a los poderosos, no a los débiles; o sea, a quienes están mejor preparados para defenderse. Los plazos flexibles siempre son buenos para mejor decidir, como dicen los jueces.



Por eso voté en contra del artículo en las Comisiones unidas. Y mantengo mi posición.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 34 (21 votos a favor y 1 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Chadwick, Chahuán, Escalona, Espina, García, Gómez, Horvath, Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Navarro.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Seguidamente, corresponde ocuparse del artículo 40, denominado “Informe pericial”. 



Los incisos primero y segundo fueron aprobados por unanimidad en las Comisiones unidas. No así el inciso final, que dice: “Excepcionalmente, el Tribunal podrá relevar a la parte, total o parcialmente, del pago del honorario del perito cuando considere que ella no cuenta con medios suficientes para solventarlo. En este caso, el Tribunal regulará prudencialmente la remuneración del perito, teniendo presente los honorarios habituales de la plaza y el porcentaje de la remuneración que no fuere cancelada por el solicitante. La cantidad asumida por el Tribunal será de cargo fiscal.”.



Esta norma fue acogida por 5 votos afirmativos y 4 negativos. Se pronunciaron a favor los Senadores señora Alvear (con dos votos) y los señores Larraín, Navarro y Walker (don Patricio), y en contra los Senadores señores Chadwick, Espina (con dos votos) y Longueira. El Honorable señor Espina, además, formuló cuestión de constitucionalidad respecto de esta indicación, como consta en el informe.



Por su parte, la Comisión de Hacienda, en forma unánime (Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei (don Eduardo), García y Lagos), recomienda suprimir el inciso final del artículo 40, en razón de incurrir en una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión el inciso final del artículo 40.



Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quiero llamar la atención sobre la importancia de este artículo.



Como han dicho varias señoras y señores Senadores, la mayoría de las causas que se verán en los tribunales ambientales implicará la presencia, por una parte, de empresas muy grandes y, por otra, de personas u organizaciones que buscarán presentar los antecedentes sobre el proyecto.



¿Qué señala el inciso final? Que, en caso de que las personas no cuenten con los recursos económicos para pagar los honorarios de un perito, existe la posibilidad de que el costo sea de cargo fiscal. 



Es lo mismo que ocurre en la Corporación de Asistencia Judicial o en la Defensoría Penal Pública. En este último caso, se le proporciona un abogado al imputado que carece de medios. Si posee recursos pero son insuficientes, hay un copago. Y si puede cubrir tal gasto, no cabe que exija un defensor público, sino que contrate su propio abogado.



Aquí debiera pasar lo mismo. 



Las empresas podrán contratar peritos. Sin embargo, a las organizaciones les resultará muy difícil hacerlo. Y frente a un peritaje, se necesitará contar con el de la otra parte. Eso es lo que busca el artículo, señor Presidente: asegurar la igualdad ante la ley, desde el punto de vista de los peritajes que se requieran.



Llamo al Senado a aprobar esta importante disposición, pues permite -insisto- que las personas de escasos recursos dispongan de un perito.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, en la Comisión de Hacienda, estuvimos de acuerdo con el tenor de la disposición. El problema radica en que su origen fue una indicación parlamentaria, lo que es absolutamente inadmisible, dado que su contenido genera gasto público. Constitucionalmente, tales normas solo pueden ser presentadas por el Presidente de la República.



No logro entender cómo se votó a favor de dicho inciso en la Comisión de Constitución. Lo único que cabe advertir es que, si se aprueba, probablemente después se va a caer en el Tribunal Constitucional. Si queremos contar con una norma como esta, debe ser patrocinada por el Primer Mandatario.



El inciso final del artículo 40 es absolutamente inadmisible. En la Comisión de Hacienda estuvimos todos de acuerdo en ello.



En consecuencia, pese a compartir el fondo de la disposición, consideramos que provocará problemas, por la forma en que fue presentada.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la Corte Suprema ha dicho que los jueces de los tribunales ambientales en realidad no serán tales, dado que no ejercerán justicia; que estos juzgados son más bien de carácter  administrativo. En definitiva, el Máximo Tribunal, mediante un escrito que remitió al Senado, ha informado negativamente el proyecto de ley que nos ocupa.



Pese a ello, dichos juzgados deben buscar la justicia y la verdad.



Tal como ocurre con los tribunales civiles y penales, existe un fondo al cual los jueces recurren para financiar ciertas pericias cuando una de las partes no está en condiciones de solventarlas. Así lo señalaron los abogados de las Comisiones unidas. 



En esa oportunidad dijimos que, si los tribunales ambientales pretendían administrar justicia con igual ansiedad y devoción que los otros juzgados, debía existir un fondo que permitiera financiar un informe pericial cuando una de las partes no pudiera pagarlo; más aún, si ello contribuye a mejor resolver y,  particularmente, a la búsqueda de justicia.



En las Comisiones unidas planteamos el punto al Ejecutivo -no recuerdo exactamente si fue a la señora Ministra-, pero nada relacionado con recursos se discutió en esa instancia.



En todo caso, me parece adecuado el sentido de la intervención de la Senadora señora Alvear.



Sin embargo, entiendo que estamos debatiendo la eliminación del último inciso del artículo 40 del proyecto, que señala: “Los honorarios y demás gastos derivados de la intervención de los peritos mencionados en este artículo corresponderán a la parte que los presente.”. Es decir, se dejará fuera el hecho de que tales costos puedan ser financiados por las partes, lo cual conlleva un lado positivo: si estas no pagan los peritajes, deberán ser solventados por el tribunal.



Pero tal facultad, de aprobarse, deberá ejercerse con prudencia. Muchas empresas disponen de recursos para contratar peritos. ¡Nadie pensará que a HidroAysén, a la ENDESA, a la Compañía General de Electricidad (CGE) les vamos a solventar ese costo! Yo sí se lo financiaría a los vecinos de Los Sauces o a los de la Central Castilla. 



En eso se apelará al criterio de los tribunales ambientales. 



La eliminación de dicho inciso genera la obligación de que los juzgados cuenten con los recursos pertinentes. Precisamente, en el proyecto de Ley de Presupuestos deberemos discutir su financiamiento. Y allí se planteará lo que ha señalado la Senadora señora Matthei. Ante la falta de resolución del Ejecutivo, en dicha iniciativa se debieran incorporar los dineros necesarios para solventar el pago de los peritajes cuando corresponda a buen criterio del juez; o sea, cuando una parte no posea los medios para financiarlos.



Señor Presidente -esta es una inquietud para la Senadora señora Alvear-, al eliminarse el inciso mencionado y no existir, por tanto, la obligación de que las partes paguen los peritajes, los tribunales ambientales quedarían en la condición de tener que pagarlos siempre. A mi juicio, tales juzgados sí pueden aceptar que una parte los financie y los presente.



En mi opinión, debiera quedar explícito que, una vez presentada la solicitud de peritaje por una de las partes, el juez, si concuerda en que ello contribuirá a mejor resolver, puede también decidir acerca de su financiamiento cuando la parte interesada no tenga cómo pagarlo. Con la redacción actual del artículo 40, sobre informe pericial, ello no queda tan claro. Más bien, los jueces podrían prescindir de ese financiamiento.



Por lo tanto, estoy a favor de eliminar el último inciso. El efecto que provoca es que el juez efectivamente tendrá que dirimir entre financiar el peritaje de la parte insolvente y aceptar el pago de la parte que sí dispone de recursos.



El problema suscitado con esta norma se produce porque los proyectos que implican algún tipo de financiamiento son revisados por la Comisión de Hacienda y no por el órgano técnico; en este caso, por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales. Por eso no tuvimos una respuesta de parte de la Ministra del Medio Ambiente sobre el particular. Ella carece de facultad en esa materia.



Espero que, cuando nos toque analizar lo relativo a los tribunales ambientales durante la tramitación del proyecto de la Ley de Presupuestos, sí podamos generar un debate que nos permita obtener los recursos necesarios para que tales juzgados funcionen. Creo que eso es lo procedente.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Hago presente a la Sala que estamos viendo, en el texto comparado, el último inciso del artículo 40, que dice: “Excepcionalmente, el Tribunal podrá relevar a la parte, total o parcialmente, del pago del honorario del perito cuando considere que ella no cuenta con medios suficientes para solventarlo. En este caso, el Tribunal regulará prudencialmente la remuneración del perito, teniendo presente los honorarios habituales de la plaza y el porcentaje de la remuneración que no fuere cancelada por el solicitante. La cantidad asumida por el Tribunal será de cargo fiscal.”.



Eso fue suprimido por unanimidad en la Comisión de Hacienda. Y la razón indica que si esta indicación no es del Ejecutivo, no puede ser presentada por los parlamentarios.



De ser así, es inadmisible.

El señor CHADWICK.- ¡Absolutamente!

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Así es!

La señora ALVEAR.- Pido la palabra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, debe recordarse  que en el Presupuesto de la Nación, en la Partida referida al Poder Judicial, se consignan, de manera específica, honorarios para peritos. Por tanto, en la Ley de Presupuestos de cada año se incluyen los recursos en el fondo existente para tal efecto.



En esa dirección, la argumentación de parte de los miembros de las Comisiones unidas -entre los que me incluyo- es que esta norma es admisible, pues no está creando un nuevo ítem, sino que se trata de uno ya vigente. Dependerá del Poder Judicial y del Ejecutivo, en su caso, determinar los recursos presupuestarios que permitan financiarlo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El criterio de la Mesa es que esta indicación es inadmisible.

El señor LAGOS.- ¿Es inadmisible el artículo que estamos analizando?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No, se trata del último inciso del artículo 40.



Por su parte, el inciso segundo del artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional señala: “La declaración de inadmisibilidad puede ser hecha por el presidente de propia iniciativa o a petición de algún miembro de la corporación, en cualquier momento de la discusión del proyecto.”.



En consecuencia, la Mesa lo declara inadmisible.

El señor CHADWICK.- ¡Muy bien, señor Presidente!

La señora ALLENDE.- ¿Me permite, señor Presidente? 



Antes de que Su Señoría declarara inadmisible, yo había solicitado intervenir. Es importante que la Mesa no deje de dar la palabra a quienes estamos inscritos para fundamentar el voto.



En la Comisiones -de las cuales formo parte- no fue declarada inadmisible la indicación que nos ocupa. Y en ellas estaban sus integrantes y representantes del Ejecutivo.



Yo quiero ir al fondo, señor Presidente: me duelo muchísimo de que, a pesar de las explicaciones de la Senadora Alvear -que son las mismas que dimos durante la discusión en las Comisiones-, no se logre salvar el problema de la admisibilidad. 



El fondo es extraordinariamente relevante, porque si hay una cuestión que nos inquieta es la desigualdad que se puede producir: va a haber una parte que siempre tendrá las condiciones  para pagar peritajes. Obviamente, me refiero a la clase empresarial. Pero habrá otra que continuamente va a exhibir mayor debilidad: los ciudadanos organizados, algún afectado, una comunidad o lo que sea, que no van a disponer de recursos económicos. Y la modificación establece: “Excepcionalmente, el Tribunal podrá relevar a la parte, total o parcialmente, del pago del honorario del perito...”.



A mi juicio, según se ha explicado, esto debería formar parte del fondo con que siempre cuenta un tribunal para pagar a los peritos.  Eso mismo lo volvió a ratificar hoy el Presidente de la Corte Suprema cuando argumentó que el Máximo Tribunal lleva un listado riguroso de estos peritos, que son a quienes ellos buscan para hacerse asesorar. 



Por lo tanto, existe un listado de estos profesionales y también están los fondos para pagar sus servicios, recursos que provienen de la Ley de Presupuestos.



Entonces, no es que nos estemos arrogando la facultad de generar un mayor gasto, pues los dineros ya están cubiertos en el Presupuesto.



Lo lamentable de esta situación es que vamos a dejar a una parte sin posibilidades de actuar, salvo que el Tribunal la libere del pago del peritaje.



En mi opinión, ello representa un contrasentido respecto de lo que decimos en cuanto a que queremos avanzar, a lo menos en términos de mayor equidad entre los actores involucrados en cuestiones relativas al daño ambiental o en asuntos que causan controversia.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Cuando la Mesa toma la decisión de declarar inadmisible una indicación se cierra el debate. Por eso no di la palabra a la señora Senadora.

La señora ALLENDE.- Estaba inscrita antes.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La Mesa tomó la decisión de declarar inadmisible la indicación de acuerdo a la Ley orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



Por lo tanto, concedí la palabra a Su Señoría para que opinara. Pero, desde el punto de vista de la administración de la Mesa, correspondía cerrar en ese momento el debate.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, quiero apoyar la tesis de la Honorable señora Allende.



Esta no es una disposición inadmisible, a pesar de que el señor Presidente la haya declarado como tal. Pero, tal vez, podría variar el parecer de la Mesa, sometiendo la cuestión a consideración de la Sala.



¿Por qué no es inadmisible? Porque no provoca un mayor gasto. En la Ley de Presupuestos -y, normalmente, en el presupuesto del Poder Judicial- se destinan recursos precisamente para el peritaje que requieran hacer los jueces para resolver los asuntos sometidos a su conocimiento.



Es una norma general en la administración de justicia.



Esta disposición no provoca mayor gasto, sino que son ítems dentro de la normativa del Presupuesto para cumplir determinadas funciones.



Por eso, apoyo la tesis de la Senadora señora Allende en cuanto a que no es inadmisible. 



Hay una falsa interpretación. Aquí no hay un mayor gasto. Y todos los tribunales normalmente tienen recursos para llevar a cabo este tipo de gestiones. Incluso, pueden trasladarse fuera o dentro del país con el objeto de requerir determinadas declaraciones, necesitando para tal efecto solo la aprobación del órgano pertinente, ya sea la Corte Suprema o la Corte de Apelaciones. 



Por eso, en mi opinión, no es inadmisible la indicación.



Si se pudiera corregir el parecer de la Mesa, podríamos tener en la legislación en estudio un elemento importante para resolver los problemas de tipo ambiental. Me refiero al informe pericial, sobre todo pensado para aquellos sectores que muchas veces no pueden contratar un peritaje.



Yo creo que debilitamos la ley...

La señora ALLENDE.- ¡Exactamente, la debilitamos!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ...respecto de una cuestión de este tipo al no aprobar la norma.



No considero que sea inadmisible.



Se podría consultar a la Sala la  decisión de la Mesa.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿El señor Senador solicita votar el punto?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Así es, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- De acuerdo a la reglamentación, es posible. Por lo tanto, se somete a votación...

El señor NOVOA.- Pedí la palabra hace mucho rato.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Su Señoría desea argumentar respecto de la materia que nos ocupa?

El señor NOVOA.- Sobre la inadmisibilidad.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, creo que la norma debe ser rechazada por las siguientes razones.



En primer lugar, nosotros estamos votando el texto final que no incluye este inciso. Y no lo hace, porque fue suprimido por la unanimidad de los miembros de la Comisión de Hacienda que emitió el último informe que hemos conocido. 



Cuando se votaron las modificaciones aprobadas por unanimidad, nos pronunciamos sobre todas ellas, incluyendo la que se suprime. De hecho, en el texto final no aparece el inciso.



A mi juicio, es bueno que las normas del Reglamento por aplicar las conozcamos todos.



Reitero que, al pronunciarnos sobre las enmiendas acogidas por unanimidad, aprobamos esta que suprime el inciso final.



En segundo término, respecto del fondo del asunto relativo a la inadmisibilidad, la Constitución señala que el Congreso solo podrá aceptar, disminuir o rechazar gastos. Y acá se crea un gasto. 



El hecho de que el Presupuesto de la Nación otorgue fondos a la Corporación de Asistencia Judicial o a los tribunales no nos autoriza a crear gastos con cargo a ellos. Si fuera así, podríamos crear gastos en Obras Públicas, en Vivienda y en todas partes, porque estarían en el Presupuesto.



Entonces, no es admisible crear el gasto.



Lo que habría sido admisible y conveniente es hacer aplicable a la parte que no tiene los recursos suficientes las normas relativas a la Corporación de Asistencia Judicial.



Ahora, si, por la naturaleza del caso, queremos establecer un estatus especial -en mi opinión, así debiera ser, cuando se trata de peritajes más caros-, habría que solicitar el patrocinio al Ejecutivo.

El señor LAGOS.- Es lo que cabe. 



Me quitó las palabras de la boca el señor Senador.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Honorables colegas, como el Senador señor Zaldívar solicitó votar...

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Hay un problema reglamentario.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Debe hacerse el debate que corresponde.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Insisto en que hay un problema reglamentario.



Pido la palabra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Primero daré a conocer lo que la Mesa opina y luego se la doy.



Como hay una petición de Su Señoría en orden a que la declaración de inadmisibilidad formulada por la Mesa sea sometida a la consideración de la Sala, vamos a ponerla en votación, de manera que cada Senador pueda fundamentar su voto. Así se  halla establecido en el Reglamento.

El señor ESPINA.- ¿Por qué no se repone la norma en la Cámara de Diputados?

El señor NAVARRO.- ¡No! ¡Definamos el asunto ahora!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡Además, el Senador Novoa introdujo otro elemento dentro de la discusión!

El señor ALLAMAND.- Sí, pero eso ya está resuelto.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Según aquello, no procedería votar el inciso final.



Sin embargo, este fue aprobado -así se aprecia al menos en el texto comparado- por las Comisiones unidas de Constitución y de Bienes Nacionales por cinco votos a favor y cuatro en contra. Luego la Comisión de Hacienda acordó suprimirlo.

El señor ALLAMAND.- ¡Prima el último criterio!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡No! ¡Hay dos informes!

La señora ALLENDE.- ¡Exactamente!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Y por tanto tenemos que decidir cuál votamos. 



Una Comisión no puede dar por aprobado lo que otra definió en términos diferentes.



Hay que separar las cosas.



El Senador Novoa ha planteado un tema distinto de la inadmisibilidad. Pero primero debemos pronunciarnos sobre esta y enseguida sobre el tema reglamentario.

La señora MATTHEI.- ¡No! ¡Al revés: sobre el tema reglamentario primero!

El señor GIRARDI.- Pido la palabra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Senador Girardi, Su Señoría ocupa el noveno lugar en el orden de peticiones de uso de la palabra.



La situación es la siguiente: la Mesa declaró inadmisible el inciso final del artículo 40; y, a petición de un colega, se tomará el parecer de la Sala al respecto.



Las Senadoras Alvear y Allende y el Honorable señor Zaldívar consideran que la norma es admisible.



En votación la inadmisibilidad declarada por la Mesa.



--(Durante la votación).

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Qué significa votar “sí”?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Votar “sí” implica estar a favor de la inadmisibilidad; votar “no”, rechazarla.

El señor ESCALONA.- Pido la palabra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Para fundamentar el voto, tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, no es el criterio reglamentario -que yo respeto, por supuesto-, sino el espíritu de querer aprobar el proyecto el que aconseja que la unanimidad de la Sala acuerde no realizar la votación, porque esto indefectiblemente nos llevará al Tribunal Constitucional.

La señora MATTHEI.- ¡Así es!

El señor ESCALONA.- Ambos criterios son perfectamente opinables. Según el primero, acá se crea un gasto, y esa es facultad exclusiva del Ejecutivo. El otro punto de vista es que ya hay una Partida en el Presupuesto de la Nación del cual se puede extraer dicho gasto. Ambos van a ir al Tribunal Constitucional y, en consecuencia, se va a dilatar la aprobación del proyecto.



Lo más correcto es que primero la unanimidad de la Sala acuerde no efectuar la votación;  y, en segundo lugar, solicitar el patrocinio del Ejecutivo, como aquí se ha indicado, para aprobar el referido inciso, con lo que se satisface el deseo de sacar adelante la ley y no dilatar su despacho.

La señora ALLENDE.- Es una buena alternativa.

La señora RINCÓN.- ¿Qué hacemos, entonces?

El señor ORPIS.- Eso requiere la unanimidad de la Sala.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Hay unanimidad para...

La señora ALVEAR.- ¡No, señor Presidente!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La Senadora Alvear ha manifestado su oposición.



Por lo tanto, prosigue la votación.

El señor ORPIS.- ¡Hay que preguntar al Ejecutivo, señor Presidente!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Una vez que termine la votación.

El señor NAVARRO.- ¡El Ejecutivo ya ha dicho que no va a dar su patrocinio!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La Senadora señora Alvear ha pedido la palabra.

La señora ALVEAR.- Aun cuando el proyecto sea aprobado sin el inciso final del artículo 40, de todas maneras deberá ser examinado por el Tribunal Constitucional, como cualquier normativa de rango orgánico constitucional. De modo que el argumento recién planteado no tiene relevancia en ese aspecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, he escuchado atentamente la explicación de la Senadora Alvear. El punto es que, aunque la iniciativa vaya igualmente al Tribunal Constitucional, este puede rechazar la norma que permite que un tribunal ambiental releve a una parte del costo de los informes periciales cuando considere que ella no cuenta con medios suficientes.



Creo que lo que procede es recabar del Ejecutivo su disponibilidad a apoyar una indicación en tal sentido, para evitar el peligro que estoy mencionando.



En consecuencia, reitero la solicitud del Senador Escalona, que creo que interpreta a varios, para que sea el Gobierno el que, no digo que tenga la última palabra -nos corresponde a nosotros, que debemos votar-, exprese su disposición a otorgar o no su patrocinio.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Como estamos en votación, haré la consulta una vez que ella termine.



Tiene la palabra el Honorable señor Allamand para fundar el voto.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, voy a fundamentar mi voto, en vista de que no ha prosperado la sensata alternativa propuesta por el Senador Escalona.



En mi concepto, es evidente que aquí se está creando un gasto. Me parece que el argumento del Honorable señor Zaldívar es errado. Porque  existe un fondo, pero, en verdad, no está a disposición de cualquier cosa; tiene un cierto destino. Si el Parlamento le agrega otros, es evidente, como expresó el Senador Escalona y como resolvió la Comisión de Hacienda, que se está creando un gasto. 



No se está creando un fondo, pues ya hay uno, pero no tiene destinos ilimitados o indefinidos. El actual, como hizo ver la Senadora Alvear, cumple un determinado objetivo. Por ejemplo, las pericias relacionadas -voy a decir cualquier cosa- con los tribunales de familia. Si nosotros establecemos que financiará pericias vinculadas no solo con dichas instancias, sino también con procesos laborales, ambientales o civiles, ¿qué estamos haciendo? Obviamente, creando un nuevo gasto.



Es tan evidente que se está generando una alternativa de gasto no existente, que francamente resulta absurdo sostener que ella corresponde a una facultad del Congreso, porque a todas luces no es así.



Considero tan abrumadora y de sentido común la argumentación de la Comisión de Hacienda que, en mi opinión, deberíamos seguirla.



Y en el poco tiempo que me resta voy a plantear una duda reglamentaria que me quedó luego de escuchar la intervención del Senador Novoa.



Cuando en la Sala nos pronunciamos sobre un proyecto, lo votamos con un determinado artículo o sin él. Si la Comisión de Hacienda eliminó una disposición que venía aprobada por sus pares de Constitución y de Medio Ambiente, los señores Senadores que querían insistir en ella deberían haber renovado una indicación para reponerla.



Así las cosas, la pregunta es la siguiente: ¿qué fue lo que se aprobó, en definitiva, al comienzo de la discusión? Hay dos opciones. O se acogió el texto con el inciso eliminado, o bien el texto con el inciso incorporado. Pero las dos situaciones no pueden haber ocurrido al mismo tiempo.



Y es de sentido común suponer que, cuando se requirió el asentimiento de la Sala, el texto que se estaba sometiendo a su consideración era el del último informe emitido sobre la materia, que suprimía el inciso final del artículo 40. Porque no es admisible que se haya aprobado una normativa que incorpore una disposición y, simultáneamente, la elimine. Eso, simplemente, sería kafkiano.



En consecuencia, señor Presidente, creo que el argumento del Senador Novoa es el correcto. 



En realidad, lo que aquí sucedió fue lo siguiente: cuando se hizo presente que no se votaban determinados artículos, lo que estábamos haciendo en la práctica era acoger el punto de vista de la Comisión de Hacienda. Si algunos Senadores hubieran querido insistir en alguna norma, deberían haber presentado indicación para reponerla. Pero -repito- no es dable que se haya aprobado un texto que acogía un precepto y que, simultáneamente, lo eliminaba, de acuerdo con el criterio de una Comisión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En cuanto a lo que acaba de plantear el Honorable señor Allamand, debo decir que se dieron por aprobadas todas las normas acogidas por unanimidad. El artículo 40 quedó pendiente, y no se hizo la observación de que había una discrepancia entre lo propuesto por las Comisiones de Constitución y de Hacienda.



Le he pedido a la Secretaría que resolvamos el problema reglamentario planteado por el Honorable señor Novoa. Pero en este momento estamos sometiendo a la decisión de la Sala si el inciso final de esa disposición es admisible o no. Y el señor Secretario nos dará la explicación conforme al Reglamento acerca de la diferencia que se produjo entre ambos órganos especializados.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, tal como señala la Corte Suprema en su oficio, su opinión con respecto al proyecto que crea los tribunales ambientales es desfavorable, por cuanto les otorga a las Cortes de Apelaciones la facultad de dirimir las contiendas de competencia. Y, además, les asigna a los ministros de los nuevos tribunales mejores sueldos que a los de las Cortes de Apelaciones.



Siento que la iniciativa no es fácil, es compleja. Pero resulta claro que busca que haya justicia ambiental, un arbitraje, en un sistema absolutamente desbalanceado.



El actual sistema ambiental, mientras no se creen estos tribunales, es del todo favorable a las grandes empresas. Por ejemplo, el estudio de impacto ambiental de un proyecto le puede costar centenares o decenas de millones de dólares a una comunidad donde lo más importante que existe es el alcalde y un par de profesionales.



Por lo tanto, el establecimiento de los tribunales ambientales persigue que siempre haya equidad, igualdad ante la ley.



¿Y alguien puede decir que existe igualdad ante la ley si ENDESA puede pagar un informe pericial, mientras que los ciudadanos comunes no? ¿O en el caso del embalse Punilla, en el río Ñuble, si la Compañía General de Electricidad (CGE), una empresa poderosa, puede realizar un peritaje, pero no la población por carecer de recursos?



Si se les niega esa posibilidad, significará que estamos creando tribunales para los poderosos. ¡Así es!



Ese es el sentido de la normativa. Porque aquí hay algo que no se ha dicho. Efectivamente, con la proposición planteada por la Senadora Alvear se busca que exista un adecuado equilibrio entre la defensa de los derechos de las empresas y la de los ciudadanos.



Entonces, yo emplazo a la señora Ministra en el sentido de que si la iniciativa no incluye lo anterior, tendrá en mí un férreo adversario. Y vamos a trabajar en la Cámara de Diputados para que se rechace. Porque, si no logramos que al menos se financien las pruebas para mejor resolver, de acuerdo a las capacidades de las partes -por cierto, previa declaración del juez-, en igualdad de condiciones, estaremos legitimando los proyectos de los poderosos, tal como ocurre hoy con el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. Pues en este hay una decisión política.



Entonces, siento que esto va más allá de una cuestión reglamentaria en cuanto a si una norma es constitucional o no lo es. A mi juicio, tiene que ver con el espíritu de los tribunales, porque afecta la igualdad de derechos de los ciudadanos ante la ley. Y, si no queda establecido así, terminaré por convencerme de que les estamos confeccionando un “terno a la medida” a los poderosos para que puedan justificar sus proyectos que invaden, destruyen, pisotean o socavan derechos ciudadanos.



¡Aquí yo reclamo igualdad!



Es factible que el Senador Novoa tenga razón respecto a determinado procedimiento. O también puede ser cierto que se requiera el patrocinio del Ejecutivo para esta modificación. Entonces, pidámoslo. De no otorgarlo ahora, lo hará en la Cámara de Diputados. Al final, accederá.



Pero -repito- siento que no estamos hablando solo de un procedimiento reglamentario, sino de la creación de tribunales de la República. Tampoco se establece una instancia administrativa. Aunque la Corte Suprema afirma lo contrario.



Hemos accedido a discutir sobre estos tribunales, aun cuando -como dijo el Senador Girardi- en el debate sobre el proyecto que creó el Ministerio del Medio Ambiente -está presente aquí la señora Ministra- nuestras indicaciones fueron desechadas por un acuerdo político en el que no participé. Queríamos una ley mucho más potente, mucho más ciudadana, mucho más vinculante, pero dicho acuerdo no lo permitió.



Entonces, tratemos de que los tribunales ambientales tengan al menos legitimidad para defender con igualdad tanto a los ciudadanos como a las empresas. Es decir, que para todos exista la posibilidad de defenderse. Y para ello es clave que las pruebas periciales puedan ser financiadas, por decisión de los propios tribunales, cuando una de las partes no disponga de recursos para hacerlo. Eso significaría la primacía de un criterio de justicia, y no de cantidad de recursos ni de volumen de la cuenta corriente de alguna de las partes.



Ese es el sentido de lo que se propone, señor Presidente.



Voto en contra de la inadmisibilidad, y si la disposición debe ir al Tribunal Constitucional, el Gobierno tendrá que decidir si patrocina o no esta modificación cuando el proyecto se encuentre en la Cámara de Diputados, a fin de evitar que aquel le formule objeciones.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, solicito que, en mi nombre y en el de los señores Senadores que deseen adherir a ello, se oficie al Ejecutivo para pedirle el patrocinio de esta norma.



A mi juicio, aquí estamos eludiendo la discusión de fondo con cargo a decidir sobre su inconstitucionalidad. Y esto nos pasa muchas veces.



Tengo la convicción personal de que esta disposición, lamentable o afortunadamente, es de iniciativa del Ejecutivo, porque implica gastos. Entonces, debemos regirnos de acuerdo con un marco y saber que hay ciertas materias que -para bien o para mal- nuestra Constitución declara propias de las atribuciones del Ejecutivo, y otras, de los parlamentarios.



Entre paréntesis, me parece que en el proyecto de Ley de Presupuestos nos va a pasar lo mismo: por querer aceptar algunas glosas estaremos siempre al borde de lo que deseamos aprobar y de lo que no es constitucional.



Pero vamos al asunto de fondo.



Considero de absoluta justicia el inciso en cuestión, el cual, además, es clave.



Hay que señalar que el peritaje se pide en el momento en que se va a dictar la sentencia. Y seamos concientes de que la finalidad de los tribunales ambientales es permitirles fundamentalmente a las personas afectadas por problemas ambientales poder defenderse frente a actos que dañen el medio ambiente. Y la regla general es que se trate de una disputa entre intereses legítimos de quienes invierten y una comunidad, habitualmente pequeña, que no cuenta con recursos para defenderse.



Y fíjese, señor Presidente, que el inciso señala algo de Perogrullo:



“Excepcionalmente, el tribunal podrá relevar a la parte, total o parcialmente, del pago del honorario del perito”. Recordemos que el juez pide la realización del informe pericial en el instante de dictarse la sentencia; o sea, para resolver en un sentido o en otro. Y agrega: “cuando considere que ella no cuenta con medios suficientes para solventarlo”. 



¡Es obvio que un tribunal debe adoptar tal resolución! ¡Calculen, Sus Señorías, el costo que puede alcanzar un peritaje de esta naturaleza en determinado momento! ¿Sería posible preguntarle a una de las partes si tiene uno, tres, cuatro, cinco, seis millones de pesos para pagarlo? ¿Y si no posee dinero?



El juez puede necesitar que se efectúe un peritaje con urgencia, porque le surge una duda.
¿Y qué pasa si una de las partes le pide realizarlo antes de que dicte la sentencia, y este le responde que no es posible hacerlo por falta de plata?



Es un principio de la administración de justicia que la decisión del tribunal no puede quedar condicionada a la situación económica de una de las partes. De lo contrario, estaríamos retrocediendo siglos en aquella.



Entonces, señor Presidente, como aquí hay una contradicción, por cuanto a mi juicio la norma es inconstitucional, y me parece bien que así se declare, pero el proyecto debe seguir su curso, solicito -reitero- que se oficie al Gobierno, en mi nombre y en el de los señores Senadores que quieran adherir, para solicitarle su patrocinio con respecto a este precepto. Y en el tercer trámite veremos si accede a ello o no.



Debo decir que una base esencial en un Estado de Derecho democrático es el debido proceso. Y eso significa que las partes deben tener exactamente igual acceso a los medios probatorios. Ello es clave en el sistema judicial.



Esa es mi absoluta convicción.



Por otra parte, simplemente para desahogarme dentro de mi tiempo -entre paréntesis-, lamento no haber defendido la norma anterior que voté en contra, donde también se incurre en una enorme injusticia, que espero sea resuelta en la Cámara de Diputados.



Ella dice relación a lo absurdo que significa apelar en contra de la resolución del Tribunal Ambiental, y que ese recurso deba seguirse ante la Corte de Apelaciones de la ciudad donde se encuentra el Tribunal. Eso significa que una persona que viva en otro lugar tendrá que viajar todos los martes, mientras esté la causa en tabla, para conocer su estado.



El argumento que se dio al principio hablaba de especialidad. Y yo pregunto, ¿de qué principio de especialidad se trata, si los ministros de la Corte de Apelaciones son todos preparados? Además, si se pretende que, en determinado momento, haya más tribunales ambientales, es bueno que las Cortes de Apelaciones respectivas sean capaces de ver esas causas.



Pero, lamentablemente, ello se me pasó. Y espero que en la Cámara de Diputados -así lo voy a plantear- se pueda modificar esa norma.



Por las razones mencionadas con anterioridad, señor Presidente, le vuelvo a pedir que se mande el oficio al cual me referí, en mi nombre.

La señora ALLENDE.- Y en el mío.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, aquí hay varios puntos complejos.



En primer lugar, el acceso a la justicia de las personas de escasos recursos. Todos sabemos que las Corporaciones de Asistencia Judicial son un desastre. Entonces, quiero saber por qué se destinarán recursos para los peritajes medioambientales si, en cambio, muchas mujeres agredidas por sus maridos deben pedirnos a nosotros que les coloquemos un abogado que las represente.



Porque el problema del acceso a la justicia no se registra solo con respecto a la materia que nos ocupa. A veces, a los trabajadores se les conculcan sus derechos laborales y no cuentan con un profesional que los represente bien; o de repente contratan a uno cualquiera que deja la causa a mitad de camino, y pierden el juicio por haber tenido un mal representante.



Creo que a todos nos pasa que llega gente a pedirnos que por favor les pongamos un abogado para que los defienda ante alguna situación. De tal manera que el problema del acceso a la justicia es un poquito más grande que esto.



En segundo término, señor Presidente, yo me pregunto si el fondo que existe -o que dicen que existe; porque desconozco su funcionamiento- está destinado a que el juez pueda adoptar algunas medidas para mejor resolver (o sea, que le sea factible declarar que necesita un peritaje porque de otra forma no puede tomar una decisión) o a darles a las partes la oportunidad de probar.



Repito que no sé cómo funciona el fondo. Pero si, como señaló el Senador señor Chadwick, su propósito es que el juez disponga de plata para solicitar peritajes que le permitan mejor resolver, estamos hablando de un asunto distinto y la norma es totalmente inconstitucional.



En tercer lugar, señor Presidente, a nosotros nos parece superrazonable que la gente de escasos recursos pueda defenderse. Pero quiero señalar que en mi Región un grupo de personas que se opuso a uno de los grandes conglomerados económicos obtuvo 25 a 35 millones de dólares. Entonces, por lo menos tengamos el cuidado de que si ganan el juicio o se desisten porque llegaron a un acuerdo, paguen ex post.



Porque, ¿saben lo que pasa? Esto se hizo mal. Uno puede sentir simpatía por el fondo. Pero lo cierto es que la falta de acceso de la gente pobre a la justicia se da en el Derecho Familiar, en el Derecho Económico, en el Derecho Penal, ¡en todas partes!



En consecuencia, por un problema generalizado en nuestra sociedad, no vengamos aquí a rasgar vestiduras y a tratar de introducir una disposición totalmente inconstitucional.



Yo por lo menos voy a votar que sí.



Además, veo con preocupación que lo único que provocará esta norma será detener largamente la iniciativa en el Tribunal Constitucional. Y el Ejecutivo tendrá que decidir si le otorga su patrocinio y en qué condiciones. Porque he visto a personas que se oponen a proyectos que pueden afectar el medioambiente ¡que se hacen millonarias, multimillonarias! De hecho, probablemente los abogados más ricos de Chile son los que se dedican a estos casos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, creo que la intervención de la Senadora señora Matthei apuntó exactamente al centro del debate en esta materia.



En efecto, el fondo que se asigna en el Presupuesto para los peritajes o medidas que pueda pedir un juez está destinado a lo que él necesite para mejor resolver. No existe en el sistema judicial chileno una subvención a las partes en un proceso, salvo que previamente se le otorgue a una de ellas el privilegio de pobreza. Y, si vamos a introducir una innovación de esta naturaleza, es obvio que debe abarcar al sistema judicial en general. Porque no puede haber determinado procedimiento en que haya subvenciones para las partes y otros -como el laboral, el de familia, etcétera, igualmente importantes- donde no existan.



Por lo tanto, no tratemos de innovar hoy día sobre un asunto que es mucho más amplio, completamente nuevo y que no puede quedar establecido solo para un sistema de carácter excepcional o particular, sino que debe abarcar a todo el sistema judicial, de existir acuerdo en ello.



Y, por cierto, eso sería completamente inadmisible, porque implicaría gasto a todo evento.



En consecuencia, señor Presidente, propongo resolver ahora sobre la inadmisibilidad y dejar para otra oportunidad la discusión global y los oficios que se ha solicitado mandar.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, quiero referirme a dos aspectos.



Primero, en cuanto a la forma, a la técnica legislativa, estoy de acuerdo en que la disposición es inadmisible. Ello es obvio. Están todas las pruebas sobre el particular. Y se dieron muchísimas argumentaciones, latamente, en la línea de que, como nos decía el Senador señor García, aquí se genera gasto.



Pero, yendo al problema de fondo, yo concuerdo con quienes señalan la importancia de que se otorgue el patrocinio del Ejecutivo.



En tal sentido, me sumo a lo que manifestó el Honorable señor Espina. ¿Por qué? Porque los proyectos en evaluación de impacto ambiental, que son muy invasivos -me refiero, sobre todo, a la instalación de termoeléctricas, donde aquí, en la Región de Valparaíso, a lo largo de todo el borde costero hay muchas iniciativas en fila para ser aprobadas o que ya lo fueron de manera absolutamente express, como he señalado-, siempre persiguen instalarse en comunas pobres, donde la gente tiene pocas posibilidades de defenderse; alejadas, en general, de los centros urbanos, de movimientos masivos o de medios de comunicación que den cuenta de esta realidad. Además, buscan lugares con gran necesidad de empleo y, obviamente, hacen grandes ofertas laborales, que en su mayoría nunca se concretan. Y en esos lugares se constituyen pequeñas organizaciones, como el Consejo Ecológico Puchuncaví-Quintero -por citar uno-, al que invitamos en algún minuto a la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara Baja, cuando yo era Diputada.



Lo anterior da cuenta de una realidad. En el fondo, es David contra Goliat: qué hacen estos grupos, estas personas, cuando no tienen posibilidad alguna de conseguir recursos para defenderse. Y estamos hablando de que el juez, en forma excepcional, va a determinar los peritajes.



Debo agregar, señor Presidente, que en los casos de delitos sexuales sí existe un precedente. Cuando una de las partes pide una diligencia, se recurre al Servicio Médico Legal; y este la realiza, porque tiene los recursos para hacerlo. Eso forma parte de su normativa, producto de una modificación de ley. Por lo tanto, no se puede decir que no hay precedente alguno.



Además, las normas medioambientales se inscriben dentro de un conjunto mucho mayor, que incluye no solo a estos tribunales sino también a un nuevo Ministerio y una nueva visión que deseamos impulsar desde el Parlamento.



En tal virtud, me parece que el oficio que se ha propuesto enviar al Ejecutivo a fin de que patrocine esta disposición va en la línea correcta, ya que, como he dicho, desde el punto de vista de la técnica legislativa ella es obviamente inconstitucional.



Por lo tanto, señor Presidente, es claro que debemos votar a favor de la tesis de la Mesa. Pero, simultáneamente, hay que solicitarle al Gobierno, conforme a lo planteado por el Senador señor Espina, que patrocine esta norma.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, tengo la convicción de que el precepto, de origen parlamentario, que busca que el Fisco asuma la totalidad o una parte del pago del honorario del perito es inadmisible, porque corresponde a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.



Sin embargo, creo que esto podría tener una fácil solución en el trámite en la Cámara de Diputados.



Y cito el artículo 40, que habla precisamente del peritaje: “El Tribunal podrá decretar la realización del mismo, pudiendo designar para ese efecto a una o más personas naturales, a Facultades, Institutos o Unidades de Universidades reconocidas por el Estado o a organismos públicos especializados.”.



Tal vez se podría establecer que, tratándose de universidades, facultades y organismos públicos especializados, los informes serán gratuitos, a petición del tribunal.



¿Por qué lo digo? Porque la norma agrega más adelante que “La pericia debe evacuarse en el término de quince días”. Es decir, no estamos hablando de informes ni de diligencias extremadamente gravosas. Porque Sus Señorías comprenderán que en ese lapso no se puede llevar a cabo un gran peritaje. Este tiene que recaer en algo muy puntal.



Es más, el artículo 40 al que me refiero dispone que “Si dentro de este lapso, no se acompaña el informe, el Tribunal dictará sentencia en un plazo no superior a treinta días.”.



Por lo tanto, creo que la situación descrita es perfectamente posible de arreglar, de tal manera de compatibilizar los intereses, sobre todo cuando se trata de defender a comunidades que carecen de los recursos para presentar tales informes.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, cuando discutimos esta materia en la Comisión me pareció que no se trataba de una iniciativa que generaba gasto. Porque hablamos acá de una atribución que el juez tiene normalmente para poder resolver mejor: encargar pruebas u otras diligencias que estime convenientes.



Sin embargo, al revisar el punto y al oír la discusión, en mi concepto, el inciso que se agrega mediante indicación parlamentaria le está confiriendo al juez una atribución que representa un gasto, independiente de que este se encuentre financiado. Es decir, al otorgar al juez dicha posibilidad implicamos un gasto.



Yo sigo creyendo que se trata de una buena indicación. La estimo conveniente porque les da a las partes verdadera equiparidad en un asunto extremadamente complejo. Pero, al mismo tiempo, me convenzo de que podemos estar incurriendo en un exceso al generar un gasto para lo cual no tenemos iniciativa.



Así que también quiero sumarme a la petición al Ejecutivo a fin de que patrocine esta indicación, para hacerla más explícita. Porque si bien es cierto que el juez siempre tiene esta atribución, lo importante es que las partes puedan solicitar su ejercicio cuando lo estimen necesario, porque carecen de los recursos para sacar adelante estudios o antecedentes que requieren determinada especialización.



Por eso, si bien voy a votar a favor del criterio de la Mesa, haciendo presente que a mi juicio en esta materia hay inconstitucionalidad, al mismo tiempo deseo sumarme también a la solicitud al Ejecutivo para que patrocine esta indicación. Hay tiempo para que lo haga en la Cámara de Diputados, así no detenemos el trámite de este proyecto y logramos el objetivo que sí me parece esencial para la mayor equidad en un asunto tan delicado como el que ahora nos convoca.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos. 

El señor LAGOS.- Señor Presidente, solo quiero agregar que esta materia la vimos en la Comisión de Hacienda. Y tengo la convicción -trato de ser consecuente y coherente con lo que creo- de que es inadmisible. Por eso se votó de esa forma en dicho órgano técnico: unánimemente.



Dicho lo anterior, me parece que existe un asunto de fondo, que han planteado varios parlamentarios, y estamos de acuerdo en ello. Espero que el Ejecutivo pueda patrocinar esta indicación y apoyarla.



Pero deseo hacer una reflexión sobre algo que dijo un colega que me antecedió -creo que fue la Senadora Matthei, o el Senador Chadwick-, en cuanto a que no se podían introducir diferenciaciones en el sistema de justicia en el sentido de que en algunas áreas hubiera un subsidio de parte del Estado a ciertos elementos periciales y en otros juicios no.



Lo anterior puede ser correcto desde el punto de vista de una justicia pareja para todos, pero sigue siendo injusto. Porque, entonces, con ese criterio, en tanto no sintamos que disponemos de los recursos en Chile para financiar a la mujer maltratada, los casos de abuso sexual o los de aquel trabajador que no tiene cómo probar que no le han pagado sus imposiciones, nunca tendremos esa posibilidad.



En consecuencia, no es un sano principio en cuanto a la aplicación; es orientador, pero no sano. Creo que uno debe establecer diferenciaciones, tal como lo hemos hecho en muchas oportunidades.



La Senadora Lily Pérez dio un ejemplo concreto que varios sabemos que ocurre: el Instituto Médico Legal efectúa una cantidad de pericias -comillas- a título gratuito del beneficiado, pero no de la sociedad chilena y del Estado, pues hay que pagarlas. No existe esa cosa de la gratuidad.



Por eso, estimo importante dejar en claro que en materia de acceso a la justicia hay que precisar esta diferencia. Para eso se creó la Corporación de Asistencia Judicial, que fija una diferenciación con relación a otros. No funcionará como quisiéramos, pero establecemos una diferencia entre aquella persona de 75 años, que vive de un arriendo y no dispone de plata para solventar los honorarios de un abogado a fin de que entable la demanda por el no pago del arriendo con el cual subsiste, con respecto al trabajador que estamos subsidiando con la Corporación de Asistencia Judicial.



Establecemos la diferenciación. De modo que -reitero- lo planteado no me parece sano como criterio.



Espero que el Ejecutivo patrocine esta indicación, que debería discutirse en la Cámara Baja. Pero me iría bastante más tranquilo, podría hablar con mucha más tranquilidad con mi bancada de Diputados del Partido por la Democracia -imagino que lo mismo harán los Diputados de Renovación Nacional-, si pudiéramos recabar del Ejecutivo, o al menos de la Ministra, la voluntad en tal sentido. Ayudaría mucho si ella nos diera algunas luces respecto de la disponibilidad y voluntad de hacer suya lo señalado transversalmente, no solo de este lado de la Sala, pues también lo manifestaron los Senadores Larraín, Espina, Lily Pérez. 



Entonces, creo que hay espacio como para generar el estímulo adecuado para que la titular de la Cartera nos dé alguna señal, y de esa forma -como digo- poder conversar con nuestras bancadas en el sentido de que se va a reponer lo que se aprobó en las Comisiones unidas del Senado, materia que estimo inadmisible, pero que resuelve la injusticia a la que he hecho mención.



He dicho.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se declara inadmisible el inciso final del artículo 40 propuesto por las Comisiones unidas de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales (17 votos contra 10).



Votaron por la afirmativa las señoras Matthei y Pérez (doña Lily) y los señores Allamand, Chadwick, Chahuán, Escalona, Espina, García, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro y Prokurica.



Votaron por la negativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Girardi, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para enviar el oficio solicitado por el Senador señor Espina.

El señor TUMA.- Con nuestra adhesión.

El señor LAGOS.- Y en mi nombre también, señor Presidente.

El señor NAVARRO.- Conforme.

El señor LARRAÍN.- De acuerdo, señor Presidente.

El señor PROKURICA.- Nosotros también nos sumamos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Entonces, el oficio se enviará con la adhesión de todos los señores Senadores.



Acordado.



La Mesa claramente adhiere a la petición hecha por Sus Señorías. Nosotros cumplimos con la norma, señora Ministra. Al término de la votación le daré la palabra para referirse al punto.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- A continuación, corresponde ocuparse del artículo 41, el cual se aprobó por mayoría de votos (siete a favor y una abstención). Se pronunciaron afirmativamente los Senadores señora Alvear (con dos votos), y señores Chadwick, Espina (con dos votos), Longueira y Walker (don Patricio), y se abstuvo el Honorable señor Navarro.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Votar “sí” significa aprobar el texto propuesto por las Comisiones unidas.



--(Durante la votación).

El señor NAVARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro para fundamentar su voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la verdad es que siempre en el ánimo de los jueces prevalecen las medidas para mejor resolver, esta particular y peculiar definición que opera en los tribunales. Pero cuando un juez decreta una medida de esa índole esta debe cumplirse para que se logre aquello.



Sin embargo, el artículo 41 propuesto señala que “Estas medidas deberán cumplirse dentro del plazo de quince días, contado desde la fecha de la notificación”. Y agrega que vencido este plazo, las medidas no cumplidas se tendrán por no decretadas y el Tribunal dictará sentencia.



No considero adecuado que por un animus de que no se dé cumplimiento a estas medidas para mejor resolver alguien las impida y el juez deba resolver igual.



Uno podría decir, primero, que si no se cumplen las medidas decretadas por un juez, tendrá que haber una sanción, y, segundo, si la medida solicitada es importante y no se han cumplido los quince días, el juez podrá otorgar un nuevo plazo.



Pero establecer que por no cumplida la medida para mejor resolver se tendrá por no decretada, y con ello, entonces, no puede haber apelación, me parece una forma subrepticia para decir: “Sí, acepto la petición para mejor resolver”, y luego dejo pasar el tiempo sin que nadie la pueda apelar. Eso no lo encuentro apropiado. 



A mi juicio, una medida para mejor resolver debe cumplirse. De lo contrario, su omisión tiene que acarrear una consecuencia. Pero al decretarse y, después, ignorarla o considerarla como no decretada, es decir, como si no causara ningún afecto, o no pudiendo apelarse, debilita la facultad del juez en esa fase del procedimiento. 



Por eso me abstuve en las Comisiones unidas, y voy a perseverar en mi postura, porque nuestra pretensión es crear tribunales que ejerzan justicia en materia ambiental, y las medidas para mejor resolver se decretan con ese objetivo, y, de no cumplirse, se resuelve mal la controversia. 



Esa es la consecuencia de una lógica impecable: si ordeno algo para mejor resolver y no se cumple, debo concluir que el problema no se resolverá de manera correcta. 



No creo que una norma de tal naturaleza dé garantías para que los jueces -integrantes de tan complejo tribunal- realicen su función con la debida credibilidad. 



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, coincido con el Senador Navarro en que se trata de una mala redacción. 



Lo lógico habría sido que esas medidas se cumplan “dentro del plazo de 15 días, contado desde la fecha de la notificación de la resolución que las disponga”, y que luego el tribunal procediera, de no cumplirse, a dictar sentencia, sin más trámite. 



Pero señalar que dichas medidas “se tendrán por no decretadas”, es una mala redacción. Lo racional sería establecer que, vencido el término, el juez dictará la resolución correspondiente, sin más trámite. 



Eso es lo que procede.



Reitero que, a mi juicio, la norma se halla mal redactada. Espero que en la Cámara se pueda corregir. 

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el artículo 41 propuesto (18 votos favorables y una abstención), y el proyecto queda despachado en particular.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Chahuán, Espina, García, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Navarro.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la señora Ministra. 

La señora BENÍTEZ (Ministra del Medio Ambiente).- Señor Presidente, respecto de lo que se me ha consultado, puedo señalar que lo estudiaremos.



Así que nos quedamos con esa tarea pendiente. 



Muchas gracias. 

)-----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Conforme a lo acordado por los Comités en sesión de hoy, ahora corresponde tratar la iniciativa sobre fiscalización ambiental, que requiere quórum especial de aprobación. 

El señor NAVARRO.- Igual realicemos el debate. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Propongo efectuar su discusión y dejar la votación...

El señor PROKURICA.- Ahora tenemos quórum, señor Presidente. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En ese caso, se tocarán los timbres y, de faltar quórum, quedará pendiente para mañana, en primer lugar, el pronunciamiento respectivo.

OTORGAMIENTO TRANSITORIO DE FACULTADES FISCALIZADORAS Y SANCIONADORAS EN MATERIA AMBIENTAL

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en materia de fiscalización ambiental, con urgencia calificada de “discusión inmediata”. 

--Los antecedentes sobre el proyecto (7213-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 52ª, en 14 de septiembre de 2010.


Informe de Comisión:



Certificado de la Comisión de M. Ambiente y B. Nacionales, sesión 57ª, en 5 de octubre de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo principal de la iniciativa es radicar en los órganos del Estado que participan en el sistema de evaluación de impacto ambiental, durante el período que medie entre la supresión de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y la entrada en vigencia de los títulos pertinentes de la ley Nº 20.417, la fiscalización del cumplimiento de las normas y condiciones sobre las cuales se aprobó el Estudio o se aceptó la Declaración de Impacto Ambiental. La potestad sancionatoria se entrega a la Comisión a que se refiere el artículo 86 de la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente o al Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental. 



La Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales discutió hoy el proyecto tanto en general cuanto en particular y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señoras Allende y Alvear y señor Allamand). 



El texto que se propone aprobar se transcribe en el respectivo Certificado emitido por dicho organismo técnico (Véase en los Anexos, documento 13). 



Cabe tener presente que la iniciativa reviste carácter de norma orgánica constitucional, por lo que su aprobación requiere los votos conformes de 20 señores Senadores. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general y particular a la vez.



Se ha solicitado abrir la votación. 



Si le parece a la Sala, así se procederá, sin perjuicio de que cada Senador podrá fundamentar su posición si lo desea.



Acordado. 



En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señor Allende. 

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, este proyecto constituye una solución temporal mientras entra en vigencia la nueva institucionalidad medioambiental, respecto de la cual acabamos de discutir la creación de los tribunales ambientales. 



Yo participé en la Comisión que lo analizó, donde lo aprobamos con una modificación bastante menor. 



Sin embargo, debo reconocer que ahora me entró una duda respecto al plazo establecido para recurrir en contra de las resoluciones administrativas ante los tribunales civiles competentes. No lo hice presente oportunamente porque recién visualicé que el que se fijó es de 10 días. 



La verdad es que ese plazo es bastante exiguo si consideramos que el que se otorga para presentar el recurso de protección es de 30 días. 



No sé si es tarde para proponer un cambio ahora y votarlo mañana; o bien, si hubiera unanimidad en cuanto a aumentarlo a 30 días, podríamos aprobarlo en este momento, de contar con el quórum necesario. 



Excúsenme por no haberme percatado del asunto cuando lo discutimos en la Comisión. Aprobamos un tanto rápido la iniciativa, pues era de artículo único. Pero me parece que el término de 10 días es demasiado insuficiente y corresponde igualarlo al del recurso de protección. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Presente la indicación de inmediato, señora Senadora. 

La señora ALLENDE.- Tengo una duda reglamentaria, señor Presidente. 



Ya hice llegar la indicación a la Mesa, en los términos que planteé en mi intervención. 



Se trata de algo muy simple. 



Entonces, pregunto si es factible votar ahora la iniciativa y, después, la indicación. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, el inciso segundo del artículo único se refiere a la persona que obtuvo la aprobación del Estudio o la aceptación de la Declaración de Impacto Ambiental. Es decir, no se trata -por ponerlo en palabras simples- de la comunidad afectada, sino de quien logró algo a su favor. El plazo de 10 días es para apelar de la multa o, incluso -espero que me corrijan si estoy interpretando mal la norma-, de “la revocación de la aprobación o aceptación respectiva,”.



Entonces, me gustaría que se especificara la materia en cuestión.



Ahora, solo quiero agregar que el plazo de interposición de recursos importantes, como el de amparo o de protección, es de 15 días, según lo establece la ley respectiva.



Esa es la verdad. 



Yo considero razonable cualquiera que sea aquel. No sé en qué radica la preocupación por que sean cinco días más. ¿Por qué ese temor de que todo se cierre y de que no se puede investigar? 



Quince días me parece un plazo prudente, porque son días corridos. No sé si en este caso se trata de días hábiles. 



Me indican que son días corridos. Y quince días corridos            -reitero-, lo encuentro razonable. 

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, retiro la indicación.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Queda retirada. 

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (24 votos a favor); por no haberse formulado indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Cantero, Chadwick, Chahuán, Espina, García, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminado el Orden del Día.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor FREI (don Eduardo):



A los señores Subsecretarios del Interior y del Trabajo y de Previsión Social, pidiéndoles REPOSICIÓN DE JORNADA COMPLETA EN PROGRAMA PRO EMPLEO PARA TRABAJADORES DE LA CONSTRUCCIÓN DE VALDIVIA.



Del señor HORVATH:



A los señores Ministros de Economía y de Agricultura; Subsecretario de Pesca, y Director Nacional de SERNAPESCA, solicitándoles dictar RESOLUCIÓN NACIONAL DE EMERGENCIA ANTE EVENTUAL PROPAGACIÓN DE ALGA DIDYMO. A los señores Ministros de Economía y de Agricultura; Subsecretario de Pesca, y Directores Nacionales de SERNAPESCA y SAG, requiriéndoles ADOPCIÓN DE MEDIDAS DE BIOSEGURIDAD POR PRESENCIA DE ALGA DIDYMO EN RÍOS DE ZONAS SUR Y AUSTRAL. Al señor Ministro de Energía, formulándole planteamientos conducentes a SOLUCIÓN DE PROBLEMAS DE COMUNA DE LAS GUAITECAS PARA GENERACIÓN DE ENERGÍA ELÉCTRICA. Al señor Subsecretario del Trabajo, solicitándole PERSONAL MUNICIPAL EXTRA EN DÉCIMA Y UNDÉCIMA REGIONES PARA PROGRAMA DE CONTROL Y BIOSEGURIDAD POR PRESENCIA DE ALGA DIDYMO. Y al señor Director Nacional del Servicio Nacional de Turismo, pidiéndole OFICINA LOCAL DE SERNATUR PARA COMUNA DE CHILE CHICO.



De la señora RINCÓN:



Al señor Subsecretario de Pesca, requiriéndole SOLUCIÓN PARA PESCADORES DEL MAULE EN MATERIA DE CUOTA DE MERLUZA.
)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:51.









Manuel Ocaña Vergara,









Jefe de la Redacción
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Con motivo de las Mociones, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.947, de Matrimonio Civil:

1.- Modifícase el artículo 20 en el siguiente sentido:

a.- Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:

“Los matrimonios celebrados ante entidades religiosas que gocen de personalidad jurídica de derecho público producirán los mismos efectos que el matrimonio civil, siempre que cumplan con los requisitos contemplados en la ley, en especial lo prescrito en este capítulo. Respecto de los cónyuges, tendrán efectos civiles desde su celebración, y respecto de terceros de buena fe no serán oponibles sino desde la fecha en que se practique la inscripción del matrimonio en el Registro Civil.”.

b.- Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

“El acta que otorgue la entidad religiosa en que se acredite la celebración del matrimonio y el cumplimiento de las exigencias que la ley establece para su validez, como el nombre y la edad de los contrayentes y los testigos, y la fecha de su celebración, deberá ser presentada por aquellos o por mandatario especialmente facultado para este efecto en los términos que señala el artículo 103 del Código Civil, ante cualquier Oficial del Registro Civil, dentro del plazo de quince días para su inscripción. Si no se inscribiere en el plazo fijado, tal matrimonio no producirá efecto civil alguno.”.

c.- Intercálase el siguiente inciso tercero:

“El mandato conferido conforme a lo dispuesto en el inciso anterior no se extinguirá por la muerte del mandante. Dicho mandato, que podrá ser otorgado a uno o más mandatarios, deberá ser suficiente, además, para la práctica de todas las diligencias a que se refiere el inciso siguiente.”.

d.- Los actuales incisos tercero, cuarto y quinto, pasan a ser cuarto, quinto y sexto.

2.-Reemplázase en el inciso segundo del artículo 21, las expresiones "aquél de los padres" por "el padre o madre”.

3.- Sustitúyese en el artículo 38 la coma (,) que sigue a la palabra “decretada”, por un punto final (.) y suprímense las expresiones “y, en este último caso, restablece el estado civil de casados.”.

4.- En el inciso segundo del artículo 54, el número 6° pasa a ser 2°, y los números 2°, 3°, 4° y 5° a ser 3°, 4°, 5° y 6°, respectivamente.

5.- Sustitúyese el inciso tercero del artículo 55 por el siguiente:

“Habrá lugar también al divorcio cuando se verifique un cese efectivo de la convivencia conyugal durante el transcurso de, a lo menos, tres años, salvo que, a solicitud de la parte demandada, el juez verifique que el demandante, durante el cese de la convivencia, no ha dado cumplimiento íntegro a su obligación de alimentos respecto del cónyuge demandado y de los hijos comunes, debiendo hacerlo. Para oponer la excepción, el cónyuge demandado sólo deberá informar al juez, el monto y la naturaleza de los alimentos adeudados, sin necesidad de haber solicitado su ejecución. El cónyuge demandante deberá acreditar el pago íntegro de dichos  alimentos.”.

6.- En el artículo 61, intercálase, después de la palabra “desarrollar” las expresiones “total o parcialmente” y suprímese la frase “o lo hizo en menor medida de lo que podía y quería,”.

7.- Modifícase el artículo 62, de la siguiente forma:

a.- Suprímese, en su inciso primero, la expresión “la buena o mala fe,”.

b.- Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero:

“Para los efectos del inciso precedente, incumbe a los cónyuges la prueba de los bienes que integran su patrimonio. Si alguno de los cónyuges ocultare u omitiere bienes o simulare obligaciones, el juez podrá sumar a su patrimonio final acreditado, hasta el doble del valor de los bienes ocultados u omitidos o de las obligaciones simuladas. El juez, en todo caso, quedará facultado para requerir la información que estime necesaria para determinar el patrimonio de ambos cónyuges, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 35 del Código Tributario, en materia de juicio de alimentos.”.

8) Reemplázanse los incisos segundo y tercero del artículo 64 por el siguiente:

“Si aquélla no se hubiere solicitado en la demanda ni conforme al artículo 58 de la ley N° 19.968, el juez informará a las partes de la existencia de este derecho durante la audiencia preparatoria y dará la posibilidad de solicitarla en ese momento, correspondiendo a la contraria contestar en esa misma oportunidad. Sobre la procedencia de la compensación económica y su monto, se pronunciará el juez en la sentencia de divorcio o nulidad.”.

9.- Modifícase el artículo 66 del modo que se señala:

a.- Agrégase, en el inciso primero, como frase inicial la expresión “Sin perjuicio de lo dispuesto en el número 1 del artículo anterior, excepcionalmente y por motivos fundados”, iniciando con minúscula la conjunción “si” que le sigue a continuación.
b.- Introdúcese, en el inciso primero, un punto seguido tras la oración “la capacidad económica del cónyuge deudor” y reemplázase la frase “y expresará el valor de cada cuota en alguna unidad reajustable” por la oración “Cada vez que se fijen cuotas ellas deberán expresarse en una unidad reajustable”.

c.- Antepónese, como encabezamiento del inciso segundo, la siguiente oración: “Sin perjuicio de conservar su propia naturaleza”, y sustitúyese, el artículo determinado “La” con que se inicia, por “la”, e intercálase, entre los vocablos “el” y “efecto”, la expresión “solo”. 

10.- Intercálase en el inciso segundo del artículo 85, entre la expresión “niño,” y la conjunción “y” que la sigue, los términos “niña o adolescente,”.

11.- Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 87:

“Si la parte demandada estuviere domiciliada en el extranjero, será competente para conocer de las acciones señaladas, el juez con competencia en materias de familia correspondiente al último domicilio que aquélla hubiere tenido en el país. No obstante, si se acreditare que no tuvo domicilio en Chile, será competente el juez del domicilio del demandante.”.

12.- Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 89,  la frase "aquel de los padres" por "el padre o madre".

13.- Intercálase en el inciso cuarto del artículo 2° transitorio, entre las expresiones “relativas a” y “divorcios”, los términos “separación judicial, nulidad y”.

14.- Suprímese, en el artículo 6° transitorio, la oración “tendrán el estado civil de separados, y”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°4.808 de Registro Civil:

1.-Reemplázase, el inciso segundo del artículo 15 por el siguiente:

"Tratándose de las inscripciones a que se refiere el artículo 20 de la Ley de Matrimonio Civil, se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 103 del Código Civil.".

2.- Agrégase, en el número 9° del artículo 40 ter,  a continuación de la coma (,) y antes de la conjunción “y” final, la expresión “ya sea personalmente o representados,”.

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Civil:

1.-Agrégase, en el artículo 103, el siguiente inciso segundo:

"También podrá ratificarse e inscribirse el matrimonio celebrado en conformidad con el artículo 20 de la Ley de Matrimonio Civil, por mandatario especialmente facultado para este efecto.”. 

2.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 128 por el siguiente:

“En todo caso, la mujer podrá pasar a otras nupcias si el Oficial del Registro Civil correspondiente así lo autoriza, debiendo acreditar que no hay señales de preñez, mediante certificados emitidos por dos o más facultativos.”.

3.-Elimínase, en el inciso primero del artículo 305, la expresión “separado judicialmente,”.

Artículo 4°.- Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 35, del decreto ley N°830, de 1974, que fija el texto del Código Tributario, los términos "sobre alimentos" por la siguiente oración: "sobre cualquiera otra materia que corresponda conocer a los tribunales de familia".

Artículo 5°.- Intercálase el siguiente artículo 23 bis en la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia:

“Artículo 23 bis.- En las acciones de separación y de divorcio a que se refiere el número 15 del artículo 8° de esta ley, en que hubieren transcurrido más de diez años desde el cese de la convivencia, y la parte demandada no haya sido habida conforme a lo dispuesto en el artículo precedente o su domicilio fuere difícil de determinar, el juez podrá disponer, a solicitud de la parte demandante, la notificación por medio de avisos, según lo dispone el artículo 54 del Código de Procedimiento Civil. Para proceder de esta forma el juez deberá agotar previamente todas las medidas necesarias para determinar el actual domicilio de la parte demandada.

Notificada de esta forma, la parte demandada deberá ser representada por el Defensor Público que el juez deberá designar.”.”.



*******

Me permito hacer presente a V.E. que el número 11 del artículo 1° del proyecto, fue aprobado, en particular, con el voto favorable de 92 Diputados, de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

Fdo.):Iván Moreira Barros, Segundo Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados.-
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL SISTEMA DE JUSTICIA MILITAR Y ESTABLECE UN RÉGIMEN MÁS ESTRICTO DE SANCIONES, TRATÁNDOSE DE DELITOS CONTRA MIEMBROS DE LAS POLICÍAS

(7203-02)


Con motivo del Mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Disposiciones especiales sobre el Sistema de Justicia Militar

Artículo 1º.- Restricción de la competencia de los tribunales militares. En ningún caso, los civiles y los menores de edad podrán estar sujetos a la competencia de los tribunales militares. Ésta siempre se radicará en los Juzgados de Garantía y los Tribunales Orales en lo Penal, los que conocerán de conformidad a las normas contenidas en el Código Procesal Penal.

Para estos efectos, se entenderá que civil es una persona que no reviste la calidad de militar, de acuerdo al artículo 6º del Código de Justicia Militar.

Artículo 2º.- Tribunal competente en casos de coautoría y coparticipación. En los casos de coautoría y coparticipación de civiles y militares, en la comisión de cualquier delito, ya sea militar o común, serán competentes, respecto de los civiles, los Juzgados de Garantía y los Tribunales Orales en lo Penal, según corresponda y, respecto de los militares, los Tribunales Militares.

Artículo 3°.- Contiendas de competencia. En el caso de contiendas de competencias entre tribunales ordinarios y militares, la cuestión deberá ser resuelta por la Corte Suprema.

Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Justicia Militar:

1) Sustitúyese el artículo 6° por el siguiente:

“Artículo 6°.- Para los efectos de este Código y de las demás leyes procesales y penales pertinentes, se considerarán militares los funcionarios pertenecientes a las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile, constituidos por el personal de planta y el personal de reserva llamado al servicio activo.

Además, se considerarán militares los soldados conscriptos; los Oficiales de Reclutamiento; las personas que sigan a las Fuerzas Armadas en estado de guerra; los prisioneros de guerra, que revistan el carácter de militar, los cadetes, grumetes, aprendices y alumnos regulares de las Escuelas Institucionales y de Carabineros de Chile.

Para efectos de determinar la competencia de los tribunales militares, la calidad de militar debe poseerse al momento de comisión del delito.”. 
2) Derógase el artículo 7º.

3) Suprímense en el inciso segundo del artículo 9°, las siguientes expresiones: ”,excepto el caso de que sean de competencia de los tribunales militares” y ”,excepto el caso de que sea de competencia de los tribunales militares”.

4) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 11 la frase “aunque no estén sujetos a fuero”, por la siguiente: “en tanto revistan la calidad de militares”.

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 12.927, sobre Seguridad del Estado:

1) Modifícase el artículo 26 del siguiente modo:

a) Elimínase en su inciso cuarto, la expresión “o conjuntamente por militares y civiles,”.

b) Agrégase en el inciso quinto, a continuación de la palabra “ley”, la expresión “, a excepción de los delitos cuyos imputados sean civiles”.
2) Suprímese en el artículo 28 la expresión “o por éstos conjuntamente con civiles”.

Artículo 6°.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 18, inciso segundo, de la ley N° 17.798, sobre Control de Armas:

1) Elimínase la frase “, por regla general,”.

2) Agrégase, a continuación de la expresión “tribunales militares,”, la siguiente frase: “a excepción de los delitos cuyos imputados sean civiles,”.

Artículo 7°.- Incorpórase en el artículo 26 de la ley N° 18.953, que Dicta Normas sobre Movilización, a continuación de la palabra “corresponda”, la siguiente frase: “, a excepción de los delitos cuyos imputados sean civiles”.

Artículo 8°.- Agrégase en el artículo 201 del Código Aeronáutico, a continuación de la expresión “Justicia Militar”, la siguiente frase: “, a excepción de los delitos cuyos imputados sean civiles”.

Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:

1) Sustitúyese en la letra h) del artículo 14 la frase “y la ley procesal penal”, por la siguiente: “, la ley procesal penal y la ley que establece disposiciones especiales sobre el Sistema de Justicia Militar”.

2) Intercálase en la letra e) del artículo 18, entre las palabras “penal” y “les”, la expresión “y la ley que establece disposiciones especiales sobre el Sistema de Justicia Militar”.

3) Derógase el artículo 169.

Disposiciones transitorias

Artículo 1°.- Al momento de entrar en vigencia la presente ley, los juicios seguidos ante Tribunales Militares, en que se persiga la responsabilidad penal de una persona que no tuviere la calidad de militar, continuarán su tramitación ante la Justicia Ordinaria, ya sea Tribunales de Garantía o Tribunales del Crimen o Tribunales de Letras con competencia en lo criminal, según corresponda y de conformidad a los procedimientos que a esos tribunales ordinarios en materia criminal les corresponda aplicar.

Artículo 2°.- La remisión de los antecedentes del proceso a la justicia ordinaria se hará en un plazo no superior a los sesenta días de entrada en vigencia de la presente ley.

En los procesos que se sustancien exclusivamente contra civiles, se remitirá íntegramente el expediente con todos sus anexos.

En los procesos que se sustancien contra civiles y militares, se enviarán compulsas autorizadas del expediente principal y de todos sus anexos, manteniendo el original en la Jurisdicción Castrense para el juzgamiento del militar.

Artículo 3°.- El Tribunal Militar deberá comunicar al Tribunal que corresponda, la individualización completa del procesado y su defensor, copias del auto de procesamiento, y la indicación de si estuviere sometido a prisión preventiva o afecto a alguna otra medida cautelar personal o real.

Recibidos los antecedentes por el Tribunal de Garantía, se radicará la competencia en dicho Tribunal. Este Tribunal deberá oficiar, dentro de las veinticuatro horas siguientes, a la Fiscalía Regional del Ministerio Publico, acompañando copia íntegra de todos los antecedentes correspondientes a tal investigación.
Artículo 4°.- Si la persona a que se refiere el artículo 1° transitorio, cuya causa deba continuar su tramitación ante el Tribunal de Garantía, se encontrare sometida a prisión preventiva o a alguna otra medida cautelar personal, el Juez de Garantía deberá citar a todos los intervinientes a una audiencia, la que deberá celebrarse en el plazo de setenta y dos horas de recibidos los antecedentes. Tales medidas cautelares personales se mantendrán hasta que exista pronunciamiento jurisdiccional de conformidad a los artículos 139 y siguientes del Código Procesal Penal.

En la referida audiencia, y de acuerdo al mérito de los antecedentes que obraren en su poder, el Ministerio Público formalizará la investigación, formulará requerimiento verbal o ejercerá las facultades que le confiere la ley.

Artículo 5°.- Las causas a que se refiere el artículo 1° transitorio deberán continuar su tramitación ante el Juez de letras con competencia en lo criminal que corresponda, de conformidad a lo señalado en el artículo 7° transitorio, cuando el principio de ejecución del hecho sea anterior a la entrada en vigencia del nuevo sistema procesal penal en la región respectiva.

Dicha competencia se entenderá radicada en ese tribunal ordinario desde el momento en que reciba los antecedentes a que se refiere el artículo 2° transitorio. 

El procedimiento ante tal tribunal se sustanciará de acuerdo a las normas del Código de Procedimiento Penal, a partir de la misma etapa procesal en que se encontraba la causa al momento de su traspaso desde el Tribunal Militar.

En el caso de encontrarse la persona afectada sometida a prisión preventiva o a alguna otra medida cautelar personal, el juez a que se refiere el inciso primero, de oficio, dentro del plazo de setenta y dos horas contadas desde la recepción de los antecedentes por parte del Tribunal Militar, deberá pronunciarse sobre el mantenimiento de la prisión preventiva decretada por este último tribunal. Tal resolución será apelable en el solo efecto devolutivo.

Artículo 6°.- Dentro del plazo máximo de treinta días contado desde la entrada en vigencia de esta ley, las Cortes Marciales remitirán los procesos o compulsas, según corresponda, que se encuentren con recursos jurisdiccionales deducidos en contra de las sentencias de primera instancia, y que se encontraren pendientes de fallo, para que pasen a ser conocidos y resueltos por la Corte de Apelaciones respectiva, de conformidad al procedimiento vigente al momento de iniciación de los respectivos procesos.

Los procesos que se encuentren en la Corte Suprema en que existan sentenciados exclusivamente civiles, serán resueltos por dicho tribunal superior, el cual se conformará sin la integración del Auditor General del Ejército o quien deba subrogarlo. Los casos de coautoría y coparticipación de civiles y militares, se sustanciarán y fallarán conforme a las normas vigentes al momento de iniciación del referido proceso.
Artículo 7°.- Para efectos de la aplicación de las reglas anteriores se entenderá por Juzgado competente, el que hubiere debido conocer el hecho de no existir Tribunales Militares, de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 157 del Código Orgánico de Tribunales y, por Corte de Apelaciones respectiva, aquélla que sea superior jerárquica de dichos Tribunales.”.

******

Me permito hacer presente a V.E. que los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8° y 9° permanentes y 1°, 5°, 6° y 7° transitorios del proyecto, fueron aprobados, en general con el voto a favor de 100 Diputados, en tanto que en particular con el voto favorable de  100 señores Diputados, salvo el artículo 2°, que lo fue por 91 votos favorables y el número 3) del artículo 4° y el inciso segundo del artículo 6° transitorio, que lo fueron por 90 votos favorables, en todos los casos de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados.-

3

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y LA CORPORACIÓN ANDINA DE FOMENTO (CAF), PARA DESARROLLO DE ACTIVIDADES DE LA CAF EN CHILE

(7096-10)



Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- “Apruébase el Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y la Corporación Andina de Fomento (CAF) para el desarrollo de las actividades de la CAF en Chile, suscrito en Santiago, Chile, fecha 15 de julio de 2009.”.


Dios guarde a V.E.

Fdo.):Iván Moreira Barros, Segundo Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados.-
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE AUMENTO DE SUBSIDIO NACIONAL TRANSITORIO AL TRANSPORTE PÚBLICO REMUNERADO DE PASAJEROS

(7101-15)



Con motivo del Mensaje, Informes y antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente


PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Modifícase la ley N° 20.378, de la siguiente forma:

a) Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 6°: 


“Asimismo, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones deberá informar trimestralmente a la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones de la Cámara de Diputados respecto del estado de funcionamiento del sistema de transporte público licitado de la provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto, en materias tales como; caducidad, cobro de garantías, multas y modificaciones en contratos de concesión de uso de vías y de servicios complementarios, grado de cumplimiento de los contratos señalados, modificación y creación de nuevo servicios de transporte público,  frecuencia y regularidad de los servicios de transportes público, porcentajes de evasión en el pago de la tarifa, reclamos de los usuarios, cumplimiento de la legislación laboral y peticiones de municipios y organizaciones ciudadanas o locales. El referido informe deberá contener todos los antecedentes que respalden la información contenida en el mismo.”.


b) En el Artículo Tercero Transitorio:


i)   Elimínase del inciso segundo, la frase “Adicionalmente, los montos correspondientes a los años 2010, 2011 y 2012 podrán excederse cada uno de ellos fundadamente hasta por un máximo de 5%.”.


ii) Agrégase el siguiente inciso tercero :


“Los montos anuales señalados en el inciso anterior se incrementarán en una cantidad tal que el incremento total en el periodo comprendido entre los años 2011 a 2014 sea equivalente al monto establecido para el año 2010 en dicho inciso. Para ello, los montos adicionales a incluir cada año en la Ley de Presupuestos respectiva serán de $61.996.650 miles para los años 2011 a 2013 y de $30.998.325 miles para el año 2014. Estos montos se reajustarán anualmente considerando la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor. Durante la vigencia de este subsidio transitorio, los montos establecidos en este inciso, los señalados en el inciso anterior y los establecidos para el literal i) del artículo 2°, podrán excederse cada uno de ellos fundadamente hasta por un máximo de 10%.”.

c)    Reemplázase el inciso primero del Artículo Cuarto Transitorio, por el siguiente:

“Artículo Cuarto Transitorio.- Otórgase a los Gobiernos Regionales, hasta el año 2016, un aporte especial para el transporte y la conectividad por un monto total de $721.347.780 miles. Para ello, se constituirá una provisión especial con su correspondiente glosa en el presupuesto anual de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, la que para los años 2011 al 2016, ambos inclusive, será de $120.224.630 miles cada año. Estos montos se reajustarán anualmente considerando la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados.-
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, REFERIDO A PERSONAS JURÍDICAS SOSTENEDORAS DE ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES

(7068-04)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, rechazó la idea de legislar del proyecto de ese H. Senado sobre personas jurídicas sostenedoras de establecimientos educacionales. Boletín N°  7068-04.


En razón de lo anterior, esta Corporación acordó que los Diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta que debe formarse de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 70 de la Constitución Política de la República

- don  Rodrigo González Torres
- don  Romilio Gutiérrez Pino
- don  José Antonio Kast Rist

- don  Gabriel Silber Romo

- don  Germán Verdugo Soto

Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº 670/SEC/10, de 31 de agosto de 2010.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.
Dios guarde a V.E.

Fdo.):Iván Moreira Barros, Segundo Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados.-
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE PERMITE ESTABLECER CONDICIONES DE RESISTENCIA Y MITIGACIÓN DE EFECTOS DE MAREMOTOS EN CONSTRUCCIONES COSTERAS

(3880-14


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, tomó conocimiento del rechazo de ese H. Senado a la enmienda propuesta por esta Corporación al proyecto que permite establecer condiciones de resistencia y mitigación de los efectos de maremotos en las construcciones costeras. Boletín N° 3880-14.

En razón de lo anterior, esta Corporación acordó que los Diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta que debe formarse de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 71 de la Constitución Política de la República

- don   Tucapel Jiménez Fuentes
- don   Juan Carlos Latorre Carmona

- doña  Marcela Sabat Fernández  

- don   Gonzalo Uriarte Herrera
- doña  Mónica Zalaquet  Said


Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº 776/SEC/10.

Dios guarde a V.E.

Fdo.):Iván Moreira Barros, Segundo Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados.-
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PROYECTO DE LEY DE PRESUPUESTOS PARA EL AÑO 2011

(7226-05)

Tengo a honra pasar a manos de V. E. el Mensaje por medio del cual S.E. el Presidente de República inicia la tramitación del proyecto de Ley Presupuestos para el año 2011. (Boletín N°7226-05).

Para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Constitución Política de la República, me permito poner en conocimiento de V.E. que el referido Mensaje fue recibido en esta Corporación, el día 30 de septiembre del año en curso. 

Dios guarde a V.E.
(Fdo.):Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados.-

TEXTO DEL MENSAJE

Honorable Cámara de Diputados:


     El Proyecto de Ley de Presupuestos para 2011, al ser el primero elaborado por el Gobierno que presido, constituye una herramienta clave para reafirmar las prioridades de esta administración y avanzar decididamente en implementarlas.

Este Proyecto tiene cuatro prioridades: acento en el gasto social, reforzamiento de la seguridad ciudadana, fortalecimiento de las regiones y foco en la inversión. Además refleja una nueva forma de gobernar caracterizada por la responsabilidad y transparencia en el uso de los recursos de todos los chilenos.

La propuesta para 2011 considera un crecimiento de 10,5% real del gasto del Gobierno Central Consolidado con respecto a la Ley de Presupuestos para 2010; un crecimiento de 14,9% del gasto social y de 18,7% del gasto de capital, lo que refleja claramente sus énfasis y compromisos.

Un presupuesto para alcanzar el Desarrollo

Este proyecto de ley recoge las prioridades de nuestro Programa de Gobierno y nos encamina en el inicio de nuestro tercer siglo de vida independiente por la senda de progreso, que nos permita alcanzar el desarrollo y superar la pobreza antes de que concluya esta década.
Constituye, además, el primer paso hacia la construcción de una Sociedad de Oportunidades y Seguridades para todos. Una que premie el esfuerzo y permita que los talentos de cada  chileno y chilena puedan desarrollarse. Una sociedad en que todos cuenten con la libertad y certeza necesarias para desplegar su potencial creativo, alcanzar la realización personal y encontrar la felicidad.

Con este proyecto de presupuesto vamos a fortalecer el piso de las seguridades de nuestras familias a la vez que levantaremos el techo de sus oportunidades, pues esa es la misión que la ciudadanía nos encomendó a comienzos de este año.

Presentamos este proyecto en un año extraordinariamente difícil, en el que hemos debido enfrentar como una sola nación uno de los mayores desastres naturales de la historia de la humanidad. Gracias a esa unidad conseguimos atender oportunamente la emergencia e iniciar la reconstrucción sin postergar las ambiciosas metas de nuestro Programa.
Un proyecto de presupuestos para una Sociedad de Oportunidades

Para construir una verdadera Sociedad de Oportunidades para todos, impulsaremos, por medio de los recursos considerados en este proyecto, un conjunto de iniciativas en materia de empleo, educación, innovación y emprendimiento.

En materia de Empleo, proponemos incrementar en 390 mil millones de pesos el presupuesto del Ministerio del Trabajo. Esto permitirá dar un paso importante hacia la meta de capacitar a 5 millones de trabajadores durante nuestro Gobierno. También permitirá triplicar la cobertura de las Oficinas Municipales de Intermediación Laboral, llegando a 300 comunas. Además considera los recursos para entregar subsidios a la contratación de 140.000 jóvenes, un 40% más que en 2010. 

En materia de Educación proponemos un crecimiento de 7,6% respecto de la Ley de Presupuestos de 2010. Esto considera los recursos para que a partir del próximo año los alumnos más vulnerables puedan recibir un incremento de 28% en la Subvención Preferencial (SEP). Permitirá también implementar los primeros 30 Liceos de Excelencia, que estarán en funcionamiento a partir de marzo del próximo año. 

En materia de Inversión Pública, proponemos aumentar los recursos en un 18,7% respecto de la Ley de Presupuesto del 2010, lo que permitirá destinar más de 1.340 mil millones de pesos a Obras Públicas; financiar más de 200.000 soluciones habitacionales durante el próximo año y destinar más de 300 mil millones de pesos a inversión en salud.
Un proyecto de presupuesto para una Sociedad de Seguridades

Para construir una verdadera Sociedad de Seguridades, este presupuesto considera el mayor gasto social de la historia, superior en 14,9% a lo aprobado para 2010, con énfasis en Pobreza, Salud y Educación.

En materia de Pobreza, se busca incrementar en un 53% los recursos para programas de protección social del Ministerio de Planificación. También propone ampliar la cobertura del Sistema de Pensiones Solidarias desde el 55% al 60% más vulnerable, beneficiando en total a 1.200.000 personas que podrán gozar de pensiones más dignas, cerca de 120.000 más que en el presente año.

En materia de Salud, nuestro compromiso es asegurar una salud digna y oportuna para todos nuestros compatriotas. Es por eso que proponemos un incremento del presupuesto del Ministerio en un 12,5%. Estos recursos permitirán aumentar en un 8,8% el valor del pago per cápita para Atención Primaria, implementar el Bono de Garantía Auge,  incrementar en más de un 10% las camas críticas y financiar la formación de más de 400 especialistas y sub-especialistas para reforzar la red pública de salud. 

En materia de Combate a la Delincuencia y el Narcotráfico, el proyecto de ley de presupuestos de Carabineros de Chile permite tener durante el próximo año más de 4.000 nuevos efectivos policiales, de los 10.000 que comprometimos para nuestro período. Permite también reforzar la Policía de Investigaciones, y el combate al narcotráfico en los puestos fronterizos. 
Un proyecto de presupuestos para las regiones de Chile

Este proyecto propone que las Regiones cuenten con un presupuesto histórico. Para ello, se contemplan $783 mil millones para que los Gobiernos Regionales realicen inversiones en vialidad, saneamiento, salud, educación e infraestructura básica, lo que representa un incremento de 77% real respecto del promedio anual invertido en el período 2005-2009.
Un proyecto responsable

En términos macro-fiscales, el Proyecto de Ley de Presupuestos para 2011 ha sido formulado de manera consistente con un déficit estructural de 1,8% del Producto Interno Bruto (PIB), que resulta de aplicar la metodología de cálculo del balance estructural sugerida por el Comité Asesor para el Diseño de una Política Fiscal de Balance Estructural de Segunda Generación para Chile, y de considerar los parámetros entregados por los respectivos comités consultivos externos, que estimaron un precio del cobre de largo plazo de 259 centavos de dólar la libra, y un crecimiento del PIB tendencial de 4,8% para 2011.

Considerando el punto de partida de 2009, dado por un déficit estructural de 3,1% del PIB y un déficit efectivo de 4,4% del PIB, el Presupuesto 2011 representa un gran esfuerzo de responsabilidad fiscal orientado a converger hacia un déficit estructural de sólo 1% del PIB en 2014 y hacia un balance estructural en el mediano plazo. 

Este esfuerzo, que implica un crecimiento de 5,5% real del gasto del Gobierno Central Consolidado con respecto a lo proyectado para 2010, es consistente con el retiro del impulso fiscal aplicado en 2009 para hacer frente a la crisis económica internacional, impulso no requerido en 2011 debido a la sólida recuperación que está experimentando nuestra economía. Más aún, un excesivo crecimiento del gasto público, sería contraproducente para esta recuperación, por cuanto presionaría a la baja el tipo de cambio real afectando a los sectores exportadores, presionaría al alza la inflación, y desplazaría la demanda privada repercutiendo negativamente en la tasa de crecimiento de la economía y el empleo al disminuir la inversión.
Contenido del Proyecto

El artículo 1° contiene el Presupuesto de Ingresos y Gastos del Sector Público, que conforma los presupuestos de ingresos y gastos del Fisco y de los servicios e instituciones regidos por la  Ley  de  Administración  Financiera del Estado. El total neto asciende a $28.287.683 millones  y  US$ 2.229  millones.

En el subtítulo Gastos en Personal, de cada uno de los presupuestos de los servicios e insti​tuciones que se proponen, se incorpora el efecto año de los mejoramientos sectoriales y generales aprobados en anualidades anteriores y en la presente y, en su caso, las provisiones correspondientes, lo que se refleja en la cifra pertinente en moneda nacional contenida en este artículo 1°.​

El artículo 2° incluye los ingresos generales de la Nación y los  programas  de gastos en subsidios, operaciones complementarias, servicio de deuda y transferencias de aportes fiscales a los organismos que aprueban presupuesto en esta ley. Este agregado presupuestario, denominado Tesoro Público, presen​ta niveles de ingresos y gastos  del  orden  de  $24.613.855 millones y US$ 2.160  millones.​ 

El artículo 3° tiene como propósito autorizar al Presidente de la República para contraer, hasta por el monto que se señala, obligaciones de carácter financiero en el exterior o en el país. Por las características de este tipo de operaciones en cuanto al plazo de los compromisos que se con​traen, resulta indispensable que este artículo sea aprobado por el H. Congreso Nacional con quórum calificado, según lo dispuesto en el artículo 63, N° 7 de la Constitución Política de la República.

Los artículos siguientes proponen disposi​ciones complementarias sobre  materias de orden presupuestario.

El artículo 4° se refiere a limitaciones al gasto, en cuanto a que sólo en virtud de ley puede incrementarse la suma de determinados conceptos de egresos corrientes. Asimismo, se dispone similar exigencia respecto de gastos en inversión, cuando se haya alcanzado el 10% por sobre la suma aproba​da en esta ley para esos fines, sin perjuicio de las excepciones o exclusiones que establece. Con ello, se da cumplimiento al inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, en cuanto a que en la Ley de Presupuestos corresponde fijar limitaciones al gasto y las exclusiones y autorizaciones de su variación que procedan. El inciso final perfecciona las limitaciones del nivel de gasto, disponiendo que aquel monto en que se disminuya la suma determinada conforme al inciso primero de esta disposición (gasto corriente), para incrementar las cantidades a que se refiere este  inciso  (gasto de capital), constituirá una reducción definitiva del nivel autorizado en el citado inciso primero. 

El artículo 5° dispone la obligación de los órganos y servicios públicos de informar al Gobierno Regional correspondiente, las iniciativas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975.

El artículo 6° regula los procedimientos de licitación a que estarán afectos los servicios públicos para adjudicar durante el año 2011 la realización de estudios para inversiones y  proyectos de inversión, distinguiendo, en relación a sus montos, la utilización de licitación pública o privada.

El artículo 7° tiene como objetivo resguardar el interés fiscal, al facultar a la autoridad correspondiente para que, en los decretos que dispongan transferencias de recursos, se puedan incorporar condiciones de uso o destino de éstos e información periódica sobre su aplicación y reintegros cuando corresponda. El inciso final no permite que, con las transferencias que constituyan asignaciones globales a unidades de un servicio o a  programas ejecutados total o parcialmente por éste, se destinen recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, excepto aquellos que estén expresamente autorizados en el respectivo presupuesto.

El artículo 8° prohibe a los organismos y servicios públicos, la adquisición, arrendamiento o construcción de viviendas destinadas a sus funcionarios, con las excepciones que se señalan.

Mediante el artículo 9° se establece un mecanismo de flexibilización de las dotaciones máximas de personal, permitiendo reasignar dotación entre servicios de cada ministerio sin que se pueda superar la dotación total  del conjunto de aquellos. Adicionalmente, se otorga la facultad de reasignar recursos con tal objeto. 

El artículo 10 regula la provisión de cargos vacantes durante el año 2011. 

A través del mecanismo propuesto en el artículo 11, se persigue posibilitar el reemplazo del personal contratado que, por cualquier causa, no pueda desempeñar su cargo por un período de treinta días corridos.  El objetivo de esta norma es evitar la disminución de servicios causada por tales ausencias, estableciéndose en la misma disposición el resguardo de mayores gastos y el procedimiento de justificación de tales reemplazos.

El artículo 12 dispone un procedimiento para la provisión de los cargos de Alta Dirección Pública, regulados en la norma que se cita de la ley N° 19.882, precisando cuales son los mecanismos e instancias más idóneas, públicas y de menor costo, en los cuales incluir toda la información relativa a los procesos de selección de los respectivos cargos y los requisitos exigidos, sin apartarse del espíritu que informa la citada norma.

En el artículo 13 se regula la adquisición y arrendamiento de los vehículos motorizados que señala, como también el procedimiento para reasignar dotación de vehículos entre los servicios dependientes de un mismo ministerio, sin alterar la dotación máxima total de la respectiva cartera.

El artículo 14 regula el destino del producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que, de acuerdo a sus facultades, efectúe durante el año 2011 el Ministerio de Bienes Nacionales. 

En el inciso final del citado artículo 14, se mantiene la excepción respecto del destino de los ingresos producto de las enajenaciones de bienes inmuebles de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, en el sentido que éstos se incorporarán anualmente en la Ley de Presupuestos, en los respectivos capítulos de la Partida Ministerio de Defensa Nacional.  

En el artículo 15 se establece que la Direc​ción de Presupuestos deberá proporcionar a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados, y a la Comisión Especial de Presupuestos, informa​ción relativa a la ejecución del presupuesto, deuda pública y del Banco Central, copia de los balances y estados financieros de las empresas del Estado y demás que señala.

En el artículo 16, y en concordancia con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5° de la ley N° 19.908,  se solicita autorización por el monto que se señala para efectuar las operaciones autorizadas y reguladas en dicho artículo 5°.

En el artículo 17, nuevo, se autoriza al Presidente de la República para otorgar la garantía del Estado a los créditos que contraigan o a los bonos que emitan las empresas del sector público y las universidades estatales, hasta por la cantidad de US$500.000.000 (quinientos millones de dólares de los Estados Unidos de América), o su equivalente en otras monedas.

Se regula la forma de ejercer esta facultad, y la extensión de la garantía que se puede otorgar.

Asimismo, se establece que todas aquellas empresas que reciban la garantía estatal para las operaciones de deuda que contraten, deberán suscribir, previamente, un convenio de programación con el Comité Sistema de Empresas de Corporación de Fomento de la Producción, con el objeto de que el Gobierno cuente con una instancia de análisis y evaluación uniforme de la gestión y del desarrollo de los planes y las políticas de las aludidas empresas.

En el artículo 18 se propone un procedimiento autorizatorio destinado a centralizar la procedencia y gasto producto de la afiliación o incorporación de los organismos públicos a diferentes organismos internacionales, radicándolo en el ministerio del ramo y en la cartera de Relaciones Exteriores.  

El artículo 19 identifica los mecanismos reglamentarios y administrativos necesarios para la ejecución del presupuesto del Sector Público para el año 2011.

El artículo 20 fija la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, con la excepción que señala.

El artículo 21 señala el porcentaje de los recursos destinados a avisaje y publicaciones, que las reparticiones públicas podrán realizar en medios de comunicación con clara identificación local.

El artículo 22 otorga la calidad de agentes públicos a los encargados de programas presupuestarios previstos en esta ley que se encuentren contratados a honorarios.

El artículo 23 contiene una norma que obliga a los órganos y servicios públicos de la administración civil del Estado incluidos en esta ley a remitir a la Biblioteca del Congreso Nacional, en soporte electrónico, una copia de informes derivados de estudios e investigaciones que se contraten con cargo a la asignación 22.11.001.

Finalmente, el artículo 24 establece la obligación de los organismos públicos de informar, a más tardar el 31 de marzo de 2011, a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, la nómina de los proyectos y programas de inversión financiados con el subtítulo 31, su calendario de ejecución y si fuera pertinente, su calendario de licitación.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente:
PROYECTO DE LEY:

ESTIMACION DE INGRESOS Y CALCULO DE GASTOS


Artículo 1º.-  Apruébase el Presupuesto de Ingresos y Gastos del Sector Público, para el año 2011, según el detalle que se indica:

A.- En Moneda Nacional:

	
	
	En Miles de $


	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de Transferencias
	Total

	INGRESOS


	28.983.565.960
	695.882.771


	 28.287.683.189

	IMPUESTOS
	19.734.527.668
	
	19.734.527.668

	IMPOSICIONES PREVISIONALES
	1.557.371.849
	
	1.557.371.849

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	440.884.218
	306.127.839
	134.756.379

	RENTAS DE LA PROPIEDAD
	301.127.201
	23.514.019
	277.613.182

	INGRESOS DE OPERACIÓN


	519.781.904
	
	519.781.904

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	470.340.252
	
	470.340.252

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS


	27.532.821
	
	27.532.821

	VENTA DE ACTIVOS  FINANCIEROS


	2.164.519.116
	
	2.164.519.116

	RECUPERACIÓN DE  PRÉSTAMOS
	248.670.265
	
	248.670.265

	1. TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	421.799.156
	366.240.913
	55.558.243

	ENDEUDAMIENTO


	3.058.412.347
	
	3.058.412.347

	SALDO INICIAL DE CAJA


	38.599.163
	
	38.599.163



	
	
	
	

	
	
	En Miles de $


	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de Transferencias
	Total

	GASTOS
	28.983.565.960
	695.882.771
	28.287.683.189

	
	
	
	

	GASTOS EN PERSONAL


	4.568.510.014
	
	4.568.510.014

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO


	1.886.086.931
	
	1.886.086.931

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL


	6.025.729.761
	
	6.025.729.761

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	8.862.841.916
	297.182.297
	8.565.659.619

	INTEGROS AL  FISCO


	48.509.620
	32.459.561
	16.050.059

	OTROS GASTOS CORRIENTES


	3.311.765
	
	3.311.765

	ADQUISICIÓN DE  ACTIVOS NO FINANCIEROS


	186.413.662
	
	186.413.662

	ADQUISICIÓN DE  ACTIVOS FINANCIEROS


	927.753.461
	
	927.753.461

	INICIATIVAS DE  INVERSIÓN


	2.341.263.166
	
	2.341.263.166

	PRÉSTAMOS


	457.372.052
	
	457.372.052

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL


	3.144.065.199
	366.240.913
	2.777.824.286

	SERVICIO DE LA DEUDA


	514.309.821
	
	514.309.821

	SALDO FINAL DE CAJA


	17.398.592
	
	17.398.592

	
	
	
	

	
	
	
	


B.- En Moneda Extranjera convertida a dólares:

	
	
	En Miles de US$


	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas


	Deducciones de transferencias
	Total



	INGRESOS


	2.228.531
	
	2.228.531

	IMPUESTOS


	2.479.200
	
	2.479.200

	
	
	
	 

	RENTAS DE LA  PROPIEDAD


	2.210.571
	
	2.210.571

	INGRESOS DE OPERACIÓN


	4.520
	
	4.520

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	345.547
	
	345.547

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS


	-2.852.579
	
	-2.852.579

	2. RECUPERACIÓN DE PRESTAMOS
	3.166
	
	3.166

	ENDEUDAMIENTO


	35.106
	
	35.106

	SALDO INICIAL DE CAJA
	3.000
	
	3.000


	
	
	En Miles de US$


	

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas


	Deducciones de transferencias
	Total



	GASTOS


	2.228.531
	
	2.228.531

	
	
	
	

	GASTOS EN PERSONAL


	141.915
	
	141.915

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO


	209.099
	
	209.099

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL


	815
	
	815

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	63.419
	
	63.419

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS


	3.917
	
	3.917

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS


	1.648.552
	
	1.648.552

	INICIATIVAS DE INVERSIÓN


	900
	
	900

	PRÉSTAMOS


	3.166
	
	3.166

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL


	300
	
	300

	SERVICIO DE LA DEUDA


	154.448
	
	154.448

	SALDO FINAL DE CAJA


	2.000
	
	2.000



Artículo 2º.- Apruébanse los Ingresos Generales de la Nación y los Aportes Fiscales en moneda nacional y en moneda extranjera convertida a dólares, para el año 2011, a las Partidas que se indican:

	
	Miles de $


	Miles de US$



	INGRESOS GENERALES DE LA NACIÓN:


	
	

	IMPUESTOS

	19.734.527.668
	2.479.200

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES

	112.454.853
	20

	RENTAS DE LA PROPIEDAD

	156.663.658


	2.210.571

	INGRESOS DE OPERACIÓN

	9.739.000


	4.520

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	146.518.136
	322.638

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS


	99.600
	

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS


	1.448.778.520
	-2.893.393

	RECUPERACIÓN DE PRÉSTAMOS


	73.080
	

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL


	
	30

	ENDEUDAMIENTO


	3.000.000.000
	34.749

	SALDO INICIAL DE CAJA
	5.000.000
	2.000



	TOTAL INGRESOS
	24.613.854.515
	2.160.335


	APORTE FISCAL:


	
	

	Presidencia de la República


	13.745.913
	

	Congreso Nacional


	88.903.253
	

	Poder Judicial


	336.284.265
	

	Contraloría General de la República
	45.655.838
	

	
	
	

	Ministerio del Interior


	826.140.677
	

	Ministerio de Relaciones Exteriores


	53.196.956
	159.144

	3. Ministerio de Economía, Fomento y Turismo

4. 
	254.378.371
	

	Ministerio de Hacienda
	287.521.573
	

	Ministerio de Educación
	5.249.301.422
	

	Ministerio de Justicia


	631.198.670
	

	Ministerio de Defensa Nacional
	1.724.086.339
	191.967

	Ministerio de Obras Públicas
	1.444.518.754
	

	Ministerio de Agricultura
	309.600.874
	

	Ministerio de Bienes Nacionales
	22.112.338
	

	Ministerio del Trabajo y Previsión Social
	5.325.218.113
	

	Ministerio de Salud
	2.381.133.468
	

	Ministerio de Minería
	32.603.841
	

	Ministerio de Vivienda y Urbanismo
	1.505.004.655


	

	Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones
	596.917.564
	

	Ministerio Secretaría Gene-ral de Gobierno
	88.662.766
	

	Ministerio de Planificación
	393.279.477


	

	Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República
	7.527.146
	

	Ministerio Público
	109.322.686


	

	Ministerio de Energía
	55.953.644
	

	
	
	

	Ministerio del Medio Ambiente
	29.006.912
	

	
	

	
	

	5. 
	Miles de $


	Miles de US$




	Programas Especiales del Tesoro Público:


	
	

	
	
	

	Subsidios
	721.363.351
	

	
	
	

	Operaciones Complementarias
	1.578.884.665
	1.343.108

	
	
	

	Servicio de la Deuda Pública
	502.330.984
	154.448



	Fondo de Reserva de Pensiones
	
	77.883

	
	
	

	6. Fondo de Estabilización Económica y Social
	
	233.785



	TOTAL APORTES
	24.613.854.515
	2.160.335


Artículo 3°.- Autorízase al Presidente de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda nacional o en monedas extranjeras, hasta por la cantidad de US$ 6.000.000 miles que, por concepto de endeudamiento, se incluye en  los Ingresos Generales de la Nación.

Autorízasele, además, para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, hasta por la cantidad de US$ 1.800.000 miles o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.
Para los fines de este artículo podrán emitirse y colocarse bonos y otros documentos en moneda nacional o extranjera, los cuales podrán llevar impresa la firma del Tesorero General de la República.
La parte de las obligaciones contraídas en virtud de esta autorización que sea amortizada dentro del ejercicio presupuestario 2011 y aquellas que se contraigan para efectuar pago anticipado de deudas constituidas en ejercicios anteriores, deducidas las amortizaciones incluidas en esta ley para el año 2011, no serán consideradas en el cómputo del margen de endeudamiento fijado en los incisos anteriores.

La autorización que se otorga al Presidente de la República será ejercida mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones que se contraigan, indicando las fuentes de recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda. Copia de estos decretos serán enviados a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación. 

Artículo 4°.- En conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sólo en virtud de autorización otorgada por ley podrá incrementarse la suma del valor neto de los montos para los gastos en personal, bienes y servicios de consumo, prestaciones de seguridad social, transferencias corrientes, integros al Fisco y otros gastos corrientes incluidos en el artículo 1° de esta ley, en moneda nacional y moneda extranjera convertida a dólares.

No regirá lo dispuesto en el inciso precedente respecto de los mayores egresos que se produzcan en los ítem de los referidos subtítulos que sean legalmente excedibles de acuerdo al artículo 28 del decreto ley N° 1.263, de 1975, y a la glosa 01, Programa Operaciones Complementarias de esta ley ni a los incrementos originados en la asignación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, en venta de activos financieros, en ingresos propios asignables a prestaciones o gastos, en recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o en virtud de lo dispuesto en el artículo 21 del decreto ley N° 1.263, de 1975 artículo 21 del decreto ley N° 1.263, de 1975. Los mayores gastos efectivos o incrementos que se dispongan por tales conceptos, en la cantidad que excedan lo presupuestado, incrementarán los montos máximos señalados en el inciso precedente, según corresponda.

Igual autorización legal se requerirá para aumentar la suma de las cantidades, aprobadas en el citado artículo 1°, de los subtítulos de adquisición de activos no financieros, iniciativas de inversión y transferencias de capital a organismos o empresas no incluidas en esta ley, en un monto superior al 10% de dicha suma, salvo que los incrementos se financien con reasignaciones presupuestarias provenientes del monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo o por incorporación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, del producto de venta de activos, de recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o de recuperación de anticipos. Los incrementos que provengan de las referidas reasignaciones disminuirán en igual cantidad el monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo. Los aportes a cada una de las empresas incluidas en esta ley podrán elevarse hasta en 10%. 

Artículo 5°.- Los órganos y servicios públicos deberán informar mensualmente al Gobierno Regional correspondiente, los estudios básicos, proyectos y programas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975. Tal información comprenderá el nombre del estudio, proyecto o programa, su monto y demás características, y se remitirá dentro de los quince días siguientes al término del mes de total tramitación de los respectivos decretos. 

Artículo 6°.- La propuesta o licitación pública será obligatoria respecto de los proyectos y programas de inversión y de los estudios básicos a realizar en el año 2011, cuando el monto total de éstos, contenido en el decreto o resolución de identificación, sea superior al equivalente en pesos de mil unidades tributarias mensuales respecto de los proyectos y programas de inversión, y de quinientas de dichas unidades en el caso de los estudios básicos, salvo las excepciones por situaciones de emergencia contempladas en la legislación correspondiente. Tratándose de los incluidos en las partidas Ministerio de Obras Públicas y Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las referidas cantidades serán de diez mil unidades tributarias mensuales para los proyectos y programas de inversión y de tres mil de tales unidades en los estudios básicos.

Cuando el monto respectivo fuere inferior a los señalados en el inciso precedente, la adjudicación será efectuada conforme al procedimiento establecido en el decreto supremo N° 151, de 2003, del Ministerio de Hacienda.

Las empresas contratistas y subcontratistas que ejecuten obras o presten servicios financiados con recursos fiscales, que incurran en incumplimientos de las leyes laborales y previsionales durante el desarrollo de tales contratos, y sin perjuicio de las sanciones administrativas existentes, serán calificadas con nota deficiente en el área de administración del contrato; calificación que pasará a formar parte de los registros respectivos y se considerará en futuras licitaciones y adjudicaciones de contratos.

Las instituciones privadas, cualquiera sea su naturaleza, al momento de contratar con el Estado deberán acompañar un certificado de cumplimiento de obligaciones laborales y de remuneración. En el evento que la institución privada se encuentre incorporada en algún registro por incumplimientos laborales o de remuneraciones, o bien no acompañe los referidos certificados en el momento correspondiente, no podrá contratar con el Estado mientras no subsane el incumplimiento que la afecte.

Artículo 7°.- En los decretos que dispongan transferencias con imputación a los ítem 01, 02 y 03, de los subtítulos 24 Transferencias Corrientes y 33 Transferencias de Capital de este presupuesto para los órganos y servicios públicos, se podrá indicar el uso o destino que deberá dar a los recursos la institución receptora; las condiciones o modalidades de reintegro de éstos a que quedará afecta dicha entidad y la información sobre su aplicación que deberá remitir al organismo que se señale en el respectivo decreto.

Aquellas transferencias incluidas en el subtítulo 24, que constituyan asignaciones globales a unidades de un Servicio o a programas ejecutados total o parcialmente por éste, deberán desglosarse en forma previa a la ejecución presupuestaria, en los distintos conceptos de gasto, visado por la Dirección de Presupuestos, y remitirse mensualmente a esta última un informe sobre avance de egresos y actividades, conjuntamente con la información de ejecución presupuestaria mensual. Dicho desglose constituirá la autorización máxima de gasto en los respectivos conceptos, sin perjuicio de las modificaciones que se le introduzcan mediante igual procedimiento. La visación podrá efectuarse a contar de la fecha de publicación de esta ley.

Con todo, en los conceptos de gastos antes señalados no podrán incluirse recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, salvo que estén autorizados por norma expresa en el respectivo presupuesto.
Artículo 8°.- Prohíbese a los órganos y servicios públicos, la adquisición, construcción o arrendamiento de edificios para destinarlos a casas habitación de su personal. No regirá esta prohibición respecto de los programas sobre esta materia incorporados en los presupuestos del Poder Judicial, del Ministerio de Defensa Nacional y en los de inversión regional de los gobiernos regionales en lo que respecta a viviendas para personal de educación y de la salud en zonas apartadas y localidades rurales.

Artículo 9°.- No obstante la dotación máxima de personal o de horas semanales fijadas en este presupuesto a los servicios públicos, por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del ramo, el que deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, podrá aumentarse la dotación u horas semanales de alguno o algunos de ellos con cargo a la disminución de otro u otros, sin que pueda, en ningún caso, aumentarse la dotación máxima o número de horas semanales del conjunto de los servicios del Ministerio respectivo. En el mismo decreto supremo podrá disponerse la transferencia, desde el o los presupuestos de los servicios en que disminuya la dotación, al o a los servicios en que se aumente, de los recursos necesarios para afrontar en éste o éstos el gasto correspondiente al aumento de dotación, o efectuar las reasignaciones presupuestarias que procedan con igual objeto. 

Artículo 10.- Durante el año 2011, sólo podrá reponerse el 50% de las vacantes que se produzcan en los servicios públicos que tengan fijada dotación máxima de personal en esta ley, por la dejación voluntaria de sus cargos que realicen sus funcionarios, salvo en aquellos casos que la Dirección de Presupuestos autorice previamente la reposición de un porcentaje mayor de dichas vacantes.

Con todo, para efectuar las reposiciones que procedan conforme al inciso precedente, la institución respectiva deberá contar con disponibilidad presupuestaria suficiente  para financiar las reposiciones, lo que será certificado por la autoridad del servicio, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.

Lo dispuesto en los incisos precedentes no se aplicará respecto de las vacantes que se produzcan por tales causas en los cargos de las plantas de directivos de carrera.
El acto administrativo que disponga la reposición deberá contener la identificación de los decretos o resoluciones de cesación de funciones en que se fundamenta. 

Artículo 11.- Los órganos y servicios públicos podrán contratar personal que reemplace a funcionarios contratados que, por cualquier razón, se encuentren imposibilitados para desempeñar sus cargos por un período superior a 30 días corridos. Dichas contrataciones no se imputarán a la respectiva dotación máxima de personal y sólo podrán efectuarse si la entidad cuenta con disponibilidad de recursos para tal efecto, lo que deberá ser certificado por la autoridad superior de la institución, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.

Artículo 12.- Para los efectos de proveer durante el año 2011 las vacantes de los cargos a que se refiere el artículo cuadragésimo octavo de la ley N° 19.882, se convocará a los procesos de selección a través de las páginas web institucionales u otras que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñarlo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos. Adicionalmente, se publicará en diarios de circulación nacional, avisos de la convocatoria del proceso de selección, los que deberán hacer referencia a las correspondientes páginas web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.

Artículo 13.- Los órganos y servicios públicos de la administración civil del Estado incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para la adquisición, a cualquier título, de toda clase de vehículos motorizados destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, cuyo precio supere los que fije dicho Ministerio.

Igual autorización previa requerirán los órganos y servicios que tengan fijada dotación máxima de vehículos motorizados, para tomar en arrendamiento tales vehículos o para convenir, en cualquier tipo de contratos, que éstos les sean proporcionados por la otra parte, para su utilización en funciones inherentes al servicio.

Las adquisiciones a título gratuito que sean autorizadas, incrementarán la dotación máxima de vehículos motorizados a que se refiere el siguiente inciso, hasta en la cantidad que se consigne en la autorización y se fije mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.

La dotación máxima de vehículos motorizados fijada en las Partidas de esta ley para los servicios públicos comprende a todos los destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, incluidos los adquiridos directamente con cargo a proyectos de inversión. La dotación podrá ser aumentada respecto de alguno o algunos de éstos, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio correspondiente, dictado con la fórmula "Por orden del Presidente de la República", el cual deberá ser visado por el Ministerio de Hacienda, con cargo a la disminución de la dotación máxima de otros de dichos servicios, sin que pueda ser aumentada, en ningún caso, la dotación máxima del Ministerio de que se trate.

En el decreto supremo respectivo, podrá disponerse el traspaso del o de los vehículos correspondientes desde el servicio en que se disminuye a aquel en que se aumenta. Al efecto, los vehículos deberán ser debidamente identificados y el decreto servirá de suficiente título para transferir el dominio de ellos, debiendo inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados. 

Artículo 14.- El producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que no estén destinados por aplicación de lo dispuesto en el artículo 56 del decreto ley N° 1.939, de 1977, que efectúe durante el año 2011 el Ministerio de Bienes Nacionales, y las cuotas que se reciban en dicho año por ventas efectuadas desde 1986 al 2010, se incorporarán transitoriamente como ingreso presupuestario de dicho Ministerio. Esos recursos se destinarán a los siguientes objetivos:

65% al Gobierno Regional de la Región en la cual está ubicado el inmueble enajenado, para su programa de inversión;
10% al Ministerio de Bienes Nacionales, y

25% a beneficio fiscal, que ingresará a rentas generales de la Nación.

La norma establecida en este artículo no regirá respecto de las ventas que efectúe dicho Ministerio a órganos y servicios públicos, o a empresas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al 50%, destinadas a satisfacer necesidades propias del adquirente.

No obstante lo anterior, si las empresas a que se refiere el inciso precedente enajenaren todo o parte de los bienes inmuebles adquiridos al Ministerio de Bienes Nacionales dentro del plazo de un año contado desde la fecha de inscripción del dominio a su nombre, el Fisco aportará al gobierno regional respectivo el 65% del precio pagado al referido Ministerio, o la proporción correspondiente si la venta fuere parcial.

Los ingresos producto de las enajenaciones de los bienes inmuebles de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Publica no estarán afectos a lo dispuesto en los incisos anteriores y las aplicaciones que se efectúen con cargo a estos recursos se incorporarán anualmente en la Ley de Presupuestos, en los respectivos capítulos de la Partida Ministerio de Defensa Nacional, identificando los ingresos y gastos estimados en cada caso. Estas enajenaciones se efectuarán por licitación pública y los recursos sólo podrán emplearse en proyectos de infraestructura, incluidos proyectos de inversión social, tales como habitabilidad y mejoramiento de las condiciones de vida de todo el personal integrante de estas instituciones, y en proyectos de infraestructura militar. La proporción de proyectos militares será inferior a la de proyectos de inversión social, salvo autorización expresa del Ministerio de Defensa. Trimestralmente el Ministerio de Defensa Nacional deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos de las enajenaciones y los proyectos de infraestructura financiados con los recursos a que se refiere este inciso. 

Artículo 15.- La Dirección de Presupuestos proporcionará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos los informes y documentos que se señalan, en la forma y oportunidades que a continuación se indican:

1. Informe de ejecución presupuestaria mensual de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo mes.

2. Nómina mensual de los decretos que dispongan transferencias con cargo a la asignación Provisión para Financiamientos Comprometidos, de la Partida Tesoro Público, totalmente tramitados en el período, dentro de los quince días siguientes al término del mes respectivo.

3. Informe de ejecución presupuestaria trimestral de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, incluyendo en anexos un desglose de los ingresos tributarios del período, otras fuentes de financiamiento y comportamiento de la deuda bruta del Gobierno Central.

4. Informe de la ejecución trimestral del presupuesto de ingresos y de gastos de las partidas de esta ley, al nivel de partidas, capítulos y programas aprobados respecto de cada una de ellas, estructurado en presupuesto inicial, presupuesto vigente y monto ejecutado a la fecha respectiva, incluido el gasto de todas las glosas de esta ley, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.

5. Informe financiero trimestral de las empresas del Estado y de aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, que comprenderá un balance consolidado por empresa y estado de resultados a nivel consolidado y por empresa. Dicho informe será elaborado por el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción o quien lo suceda o reemplace, y será remitido dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.

6. Informe semestral de la deuda pública bruta y neta del Gobierno Central y de la deuda bruta y neta del Banco Central, con sus notas explicativas y antecedentes complementarios, dentro de los noventa días y ciento veinte días siguientes al término del correspondiente semestre, respectivamente.

7. Copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas del Estado, Televisión Nacional de Chile, el Banco del Estado de Chile, la Corporación del Cobre de Chile, de todas aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, realizados y auditados de acuerdo a las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas, y de las entidades a que se refiere la ley N° 19.701. Dichas copias serán remitidas dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.

8. Copia de los contratos de préstamo que se suscriban con organismos multilaterales en uso de la autorización otorgada en el artículo 3° de esta ley, dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.

9. Informe de las operaciones de cobertura de riesgo de activos y pasivos autorizados en el artículo 5° de la ley N° 19.908. 

10.
Informe Trimestral sobre los Activos Financieros del Tesoro Público, dentro de los 30 días siguientes al término del respectivo trimestre.

11.
Informe trimestral sobre el Fondo de Reserva de Pensiones y el Fondo de Estabilización Económica y Social, dentro de los 90 días siguientes al término del respectivo trimestre.

12.
Informe trimestral, dentro de los 30 días siguientes al término del respectivo trimestre, de las asignaciones comprendidas en los subtítulos 24 y 33, para cada uno de los programas de esta ley. Adicionalmente y en las mismas fechas, los organismos responsables de dichos programas, deberán publicar en su página web institucional la individualización de los proyectos beneficiados, nómina de beneficiarios, metodología de elección de éstos, las personas o entidades ejecutoras de los recursos, los montos asignados y la modalidad de asignación.

Si las asignaciones a las que hace mención el párrafo precedente corresponden a transferencias a municipios, el informe respectivo también deberá contener una copia de los convenios firmados con los alcaldes, el desglose por municipio de los montos transferidos y el criterio bajo el cual éstos fueron distribuidos.

Para dar cumplimiento a lo señalado en los párrafos anteriores, la información indicada deberá ser entregada por los organismos correspondientes, debiendo además ser publicada en los mismos plazos en la página web de los organismos obligados a proporcionarla.

El reglamento a que se refiere el inciso tercero del artículo 7° de la ley N° 19.862, deberá establecer que la inscripción de cada operación de transferencia deberá señalar el procedimiento utilizado en su asignación, si es por concurso, asignación directa u otro. Trimestralmente, la Subsecretaría de Hacienda enviará un informe sobre la base de la información proporcionada por el Registro Central de Colaboradores del Estado, identificando el total de asignaciones directas ejecutadas en el período a nivel de programa.

Asimismo, toda información que en virtud de otras disposiciones de la presente ley deba ser remitida a las referidas Comisiones de Hacienda, será igualmente proporcionada por los respectivos organismos a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y estará disponible en la página web de la Dirección de Presupuestos en las fechas señaladas. 

Artículo 16.- Durante el año 2011, la suma de los montos involucrados en operaciones de cobertura de riesgos financieros que celebren las entidades autorizadas en el artículo 5° de la ley N° 19.908, no podrá exceder de US$2.000.000 miles o su equivalente en moneda nacional. Tales operaciones se deberán efectuar con sujeción a lo dispuesto en la citada norma legal.

Artículo 17.- Durante el año 2011 el Presidente de la República podrá  otorgar la garantía del Estado a los créditos que contraigan o a los bonos que emitan las empresas del sector público y universidades estatales, hasta por la cantidad de US$500.000.000 (quinientos millones de dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.

La autorización que se otorga al Presidente de la República, será ejercida mediante uno o más decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones por contraer, indicando las fuentes de los recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda.

Las garantías que otorgue el Estado en conformidad con este artículo se extenderán al capital, reajustes e intereses que devenguen los créditos y los bonos mencionados precedentemente, comisiones, contratos de canje de monedas y demás gastos que irroguen, cualquiera sea su denominación presente o futura, hasta el pago efectivo de dichas obligaciones.

Las empresas señaladas en el inciso primero, para obtener la garantía estatal señalada, deberán suscribir previamente un convenio de programación con el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción, en que se especificarán los objetivos y los resultados esperados de su operación y programa de inversiones, en la forma que se establezca mediante instrucciones del Ministerio de Hacienda. A estos convenios les será aplicable la disposición del inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 19.847.

Artículo 18.- Los órganos y servicios públicos incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio del ramo, visada por el Ministerio de Relaciones Exteriores, para afiliarse o asociarse a organismos internacionales, renovar las existentes o convenir aumento de sus cuotas. En el evento que la incorporación les demande efectuar contribuciones o aportes, se deberá certificar la disponibilidad de recursos para afrontar tales gastos. 

Artículo 19.- Los decretos supremos del Ministerio de Hacienda que deban dictarse en cumplimiento de lo dispuesto en los diferentes artículos de esta ley y los que correspondan para la ejecución presupuestaria, se ajustarán a lo establecido en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263, de 1975.
Las aprobaciones y autorizaciones del Ministerio de Hacienda establecidas en esta ley, para cuyo otorgamiento no se exija expresamente que se efectúen por decreto supremo, las autorizaciones que prescriben los artículos 22 y 24 del decreto ley N° 3.001, de 1979, el párrafo final del inciso segundo del artículo 8° del decreto ley N° 1.056, de 1975, y el artículo 4° de la ley N° 19.896, y la excepción a que se refiere el inciso final del artículo 9° de la ley N° 19.104 , se cumplirán mediante oficio o visación del Subsecretario de Hacienda, quién podrá delegar tales facultades, total o parcialmente, en el Director de Presupuestos.

Las visaciones dispuestas en el artículo 5° de la ley N° 19.896 serán efectuadas por el Subsecretario respectivo, quien podrá delegar tal facultad en el Secretario Regional Ministerial correspondiente y, en el caso de los gobiernos regionales, en el propio Intendente.

Artículo 20.- Las disposiciones de esta ley regirán a contar del 1 de enero del año 2011, sin perjuicio de que puedan dictarse a contar de la fecha de su publicación los decretos a que se refiere el artículo 3°.

Artículo 21.- Los órganos y servicios públicos, cuando realicen avisaje y publicaciones en medios de comunicación social, deberán efectuarlos, al menos hasta en un 20% en medios de comunicación con clara identificación local. Los mismos se distribuirán territorialmente de manera equitativa.

Los órganos y servicios a que se refiere este artículo, deberán dar cumplimiento de la obligación establecida en el inciso anterior, por medio de sus respectivas páginas web.

Artículo 22.- Los encargados de los programas presupuestarios previstos en esta ley que se encuentren contratados a honorarios, tendrán la calidad de agentes públicos, con la consecuente responsabilidad penal y administrativa, y sin perjuicio de la responsabilidad correspondiente de su superior jerárquico. 

Artículo 23.- Los órganos y servicios públicos de la administración civil del Estado incluidos en esta ley deberán remitir a la Biblioteca del Congreso Nacional, en soporte  electrónico, una copia de los informes derivados de estudios e investigaciones contratados en virtud de la asignación 22.11.001, dentro de los 180 días siguientes a la recepción de su informe final. 

Artículo 24.- En caso de contar con asignaciones correspondientes al subtítulo 31, la entidad responsable de la ejecución de los recursos deberá informar a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar el 31 de marzo de 2011, la nómina de los proyectos y programas financiados con cargo a los recursos señalados, su calendario de ejecución y también, en caso de ser pertinente, su calendario de licitación.

La información señalada en el inciso previo, desglosada por ministerio, deberá estar disponible en el sitio web de la Dirección de Presupuestos, y deberá ser acompañada, en el plazo que corresponda, por la ejecución trimestral de los recursos señalados.





Dios Guarde a V.E.
(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Felipe Larraín Bascuñán, Ministro de Hacienda
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE LA EX PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, SOBRE OTORGAMIENTO Y USO DE LICENCIAS MÉDICAS

(6811-11)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Salud tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado por Mensaje de la ex Presidenta de la República.



El proyecto ingresó a tramitación en el Senado el 5 de enero de 2010 y se dispuso su estudio por las Comisiones de Salud y de Trabajo y Previsión Social.

- - - 


A una o más sesiones en las que se consideró esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores José García y Carlos Ignacio Kuschel. Asimismo estuvieron presentes las Honorables Diputadas señoras Andrea Molina y Karla Rubilar y el Honorable Diputado señor Juan Luis Castro. 


En representación del Ejecutivo, concurrieron, especialmente invitados por el Ministerio de Salud, el Ministro, señor Jaime Mañalich; el Subsecretario de Redes Asistenciales, señor Luis Castillo; el Jefe del Departamento de Asesoría Jurídica, señor Sebastián Pavlovic; la Jefa del Departamento de Comunicaciones, señora Antonieta Caro; el  Asesor, doctor Juan Cataldo; el Abogado señor Luis Díaz, y la Jefa de Comunicaciones de la Secretaría Regional Ministerial, señora Carolina González.   Del Ministerio de la Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor José Pablo Núñez.



Del Colegio Médico de Chile, el Presidente, señor Pablo Rodríguez y el Asesor, señor Hugo Rivas.  Del Colegio de Cirujanos Dentistas de Chile, la Presidenta, señora María Eugenia Valle y el Tesorero, señor Héctor Gutiérrez. Del Colegio de Matronas de Chile, la Presidenta, señora Anita Román.


De la Asociación de Usuarios de la Salud, la Presidenta, señora Elizabeth del Carmen Vera. 


De la Fundación Jaime Guzmán, el investigador, señor Jaime González.


De la Biblioteca del Congreso Nacional, el Analista, señor Eduardo Goldstein.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El inciso cuarto del artículo 6° de este proyecto de ley, de aprobarse, debe serlo con el quórum de ley orgánica constitucional pues modifica normas de ese rango consignadas en la ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales, de acuerdo con el artículo 77 de la Constitución Política y 16 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional. 

- - -


Se deja constancia que la Comisión discutió el proyecto sólo en general, en conformidad con el artículo 36, inciso sexto, del Reglamento del Senado.

- - -

OPINIÓN DE LA CORTE SUPREMA


Recabada la opinión de la Corte Suprema, el Alto Tribunal, mediante oficio N° 56, de 20 de mayo pasado, formuló al texto las observaciones que siguen.


Repara que, lo que el artículo 6° denomina “acción de nulidad por infracción de ley” es, a su juicio, una reclamación en contra de la resolución administrativa que deniega la reposición de las sanciones impuestas. 


Recomienda que la competencia para conocer de tal acción se otorgue al Juez de Letras en lo civil del domicilio del sancionado, en lugar de  a “la Corte de Apelaciones respectiva”. Sobre este último particular, observa la Corte que el artículo 58 de la ley N° 16.395, que fija el texto refundido de la ley de organización y atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social, hace competente para conocer de las acciones contra medidas disciplinarias aplicadas por la referida Superintendencia a la Corte de Apelaciones de Santiago, extendiendo el plazo para reclamar con la tabla de emplazamiento del Código de Procedimiento Civil, si el reclamante tuviere domicilio fuera del territorio jurisdiccional de dicha Corte. 


Califica de barrera injustificada y carente de racionalidad al derecho de acceso a la justicia, la obligación que impone el artículo 58 de la ley N° 16.395, de consignar el veinte por ciento de la multa impuesta, y evoca al respecto el fallo del Tribunal Constitucional que declaró inconstitucional, y derogó, parte del artículo 171 del Código Sanitario. Cabe advertir en este punto que la crítica se endereza contra el precepto vigente, que es aplicable en caso que se impongan las multas que consultan los artículos 4° y 6° del proyecto en informe.


Aconseja implementar los tribunales contencioso administrativos, en lugar de seguir estableciendo procedimientos especiales de tal naturaleza. 


Respecto del artículo 10 del proyecto, si bien no fue materia de la consulta de la Comisión, que estimó que él no incide en la organización de los tribunales ni les otorga una atribución, la Corte Suprema emite también su parecer, y solicita mayor precisión respecto de la naturaleza y finalidades de la información sobre penas, inhabilitaciones y suspensiones impuestas que los tribunales deben suministrar a la Superintendencia de Seguridad Social.


Recomendó igualmente indicar la forma en que se computarán los plazos cuando las notificaciones se practiquen mediante carta certificada.


Finalmente, anotó que la carga de trabajo adicional que impone a los tribunales el proyecto debiera ser financiada con recursos suplementarios.

- - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO


Procura perfeccionar el sistema de licencias médicas, estableciendo medidas que aseguren su correcto otorgamiento y uso. A tal efecto, propone fortalecer las facultades de control y fiscalización de los órganos relacionados con el goce de este derecho y establecer sanciones administrativas y penales para el otorgamiento y uso fraudulento, abusivo o ilegal de la licencia. 

- - -


I.-ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

1.1.- DE DERECHO


El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

1. Decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005 y publicado en 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de las leyes 
N° 18.933 y N° 18.469, los artículos 149, 152, 153, 154, 155, 196, 217 y 226.

2. Decreto N° 136, del Ministerio de Salud, de 2004 y publicado en 2005, Reglamento Orgánico del Ministerio, artículos 45 y 46.

3. Decreto N° 3, del Ministerio de Salud, de 1984, reglamento de autorización de licencias médicas por las Compin e Instituciones de Salud Previsional.

4. Resolución exenta N° 608, de la Subsecretaría de Salud Pública, que establece normas para el otorgamiento y tramitación de la licencia médica electrónica.

5. Ley N° 6.174, que establece el servicio de medicina preventiva.

6. Decreto con fuerza de ley N° 44, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1978, que fija normas comunes para los subsidios por incapacidad laboral de los trabajadores dependientes del sector privado, artículos 14 y 15.

7. Decreto N° 163, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1968, que fija el texto refundido de la ley N° 10.383, sobre Seguro Social Obligatorio, su artículo 27. 

8. Artículo 17 de la ley N° 16.781, que otorga asistencia médica y dental a los imponentes activos y jubilados de los organismos que señala.

9. Código Penal, los artículos 193 y 202, contenidos en su Título IV “De los crímenes y simples delitos contra la fe pública, de las falsificaciones, del falso testimonio y del perjurio”. 

10.  Ley N° 16.395, que fija el texto refundido de la ley de organización y atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social, artículos 38, 39, 44 y 48.

11. El artículo 56 de la ley N° 20.255, sobre obligación de secreto o reserva en protección de datos personales.

12. Ley N° 16.744, sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, artículo 77.

13. Decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, en especial sus artículos 89, 111 y 151.

14. Ley N° 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, especialmente sus artículos 87 y 110.

15. Ley N° 18.458, que establece el régimen previsional del personal de la Defensa Nacional que indica.

16.  Decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Defensa Nacional, de 1997, Estatuto del personal de las Fuerzas Armadas, artículos 223, 229, 230 y 231.

17.  Decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 
Nº 19.070 que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación, y de las leyes que la complementan y modifican, artículos 37, 38 y 39.

18. Ley N° 19.378, que establece el estatuto de Atencion Primaria de Salud Municipal, artículo 19.

19.  Del Libro II del Código del Trabajo, el Título II, De la Protección a la Maternidad, artículos 198 y 199; y el Título III, del seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.

1. 2.- DE HECHO



El Mensaje que da origen a esta iniciativa legal señala que el sistema de seguridad social existente consagra el derecho a la licencia médica para hacer frente a incapacidades transitorias por motivos de salud que afecten al trabajador. Indica también que la licencia médica es el derecho que tiene el trabajador, por una parte, para ausentarse de su jornada de trabajo, o de reducirla, durante un lapso de tiempo, en cumplimento de una indicación médica y, por la otra, para acceder al pago del subsidio por incapacidad laboral o de la remuneración, dependiendo de la legislación que le sea aplicable, previa autorización del organismo competente, que puede ser una Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, COMPIN o una Institución de Salud Previsional ISAPRE.


Debido al aumento considerable del uso de la licencia médica y a las prácticas, a veces sistemáticas, para defraudar al sistema, se ha erosionado la credibilidad del mismo y se han generado pérdidas por miles de millones de pesos. La importancia de este menoscabo económico radica en que el financiamiento de las licencias se realiza con cargo al 7% de la remuneración imponible de los trabajadores, recursos que además deben financiar las demás prestaciones de salud. De este modo, el uso inadecuado o fraudulento del subsidio disminuye los recursos disponibles para financiar prestaciones médicas preventivas y curativas a que tienen derecho los trabajadores cotizantes y sus beneficiarios.


Los fraudes, que favorecen a personas que no están enfermas y a quienes no son trabajadores, han tenido como elemento coadyuvante la actuación ilícita de profesionales de la salud que, si bien constituyen un porcentaje mínimo del universo de los mismos, ha arrojado sombras respecto de la inmensa mayoría, que ostenta un actuar intachable.


Basado en estas consideraciones, el Mensaje considera urgente y necesario fortalecer el marco normativo existente, otorgando nuevas y mejores facultades de fiscalización a organismos públicos del sistema de seguridad social y sancionando a quienes son parte o se benefician de estos fraudes.


El proyecto de ley consta de 11 artículos permanentes los cuales abordan las siguientes materias:


En primer lugar, otorga facultades a las COMPIN para citar a los profesionales que emiten licencias médicas, con el fin de requerirles información al respecto. Ellas también podrán suspender temporalmente la venta de formularios de licencias y la facultad de emitir éstas, a quienes no concurran a dicha citación o no proporcionen los antecedentes solicitados. 


En segundo lugar, confiere al Ministerio de Salud la facultad de concentrar la tramitación de licencias médicas y acciones en una o más COMPIN, independientemente de su competencia territorial, con el fin de utilizar de mejor forma los recursos humanos y materiales disponibles.


En tercer lugar, establece sanciones administrativas, que van desde la multa hasta la suspensión de la facultad de emitir licencias, para los profesionales que entreguen licencias que no tengan fundamento médico. Para estos efectos, se instaura un procedimiento a cargo de la Superintendencia de Seguridad Social, la que podrá imponer sanciones mediante resolución fundada, previo informe del profesional involucrado; éste tendrá derecho a recurrir de reposición y de ocurrir a estrados judiciales, mediante un recurso de nulidad. 


En cuarto lugar, consagra un tipo penal específico para ciertas conductas relacionadas con la licencia médica, independiente de las figuras penales comunes de falsedad y fraude con instrumentos públicos y privados existentes en nuestra legislación, pues éstas no han servido para evitar el uso incorrecto de la referida licencia, especialmente por la naturaleza sui generis que ella tiene. Debe tenerse presente que se trata de un instrumento de fe pública que genera la posibilidad de ejercer derechos laborales, emitido sólo por los profesionales que establece la ley, que pueden ser ajenos a los servicios públicos de salud o bien funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones o en el ejercicio privado de su profesión.


Por lo anterior, se crean sanciones penales para quien incurra en falsedad en el otorgamiento de licencias médicas y declaraciones de invalidez o de cualquier antecedente esencial que las justifiquen, y para quien haga uso malicioso de las mismas. Se reconducen las conductas constitutivas de falsedad al artículo 193 del Código Penal, agregándose el faltar a la verdad en la certificación del diagnóstico, conducta que se asimila a la hipótesis de faltar a la verdad en la narración de hechos sustanciales, previsto en el numeral 4° de aquel precepto, con el fin de incorporar falsedades ideológicas y materiales.


Estas penas podrán traer aparejadas sanciones más drásticas, como la suspensión del profesional sancionado del Registro de Prestadores y, en caso de comprobarse la comisión del delito de falsedad, la cancelación de la inscripción en dicho Registro. 


Por último, crea un Registro Nacional de Licencias Médica y Subsidios por Incapacidad Laboral, a cargo de la Superintendencia de Seguridad Social, que mantendrá un listado de las menciones de las licencia médicas, de las resoluciones que emitan los órganos encargados de su evaluación y revisión, de los casos en que se otorgue subsidio por incapacidad laboral y de las resoluciones que las COMPIN emitan en uso de las nuevas facultades que la ley les entrega.  Se establece la obligación de entidades públicas y privadas de entregar la información que requiera la Superintendencia de Seguridad Social, organismo que deberá asegurar la reserva de los datos personales y sensibles. Se busca así ejercer un mejor control y mayor fiscalización.

1.3.- Otros Documentos

Durante la tramitación de esta iniciativa, se acompañaron los siguientes antecedentes que se consignan a continuación, todos los cuales se encuentran a disposición de Sus Señorías, en la Secretaría de la Comisión:

- Estudio del Gasto por Subsidio de Incapacidad Laboral (SIL) de cotizantes FONASA en los últimos 5 años (Multivac Delgado y Zúñiga Ltda.).

 - Licencia médica y subsidio por incapacidad laboral, Álvaro Elizalde Soto Superintendente de Seguridad Social.
- Minuta: análisis de frecuencia para licencias médicas respecto a los días de reposo autorizado, Superintendencia de Seguridad Social (27 de julio de 2010).

- Reporte licencias médicas menores o iguales a 3 días y coberturas, Unidad de Análisis Estratégico, Subsecretaría de Previsión Social (10 de agosto de 2010).

- Gasto en licencia médica, Fonasa, U$ (Gráfico)

- Estadísticas de la Dirección del Trabajo vinculadas a temáticas de salud en Negociaciones Colectivas, Dirección del Trabajo (13 de agosto de 2010).

- Senador Virtual, Resultados de la consulta referente al proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas. Oficina de Informaciones del Senado.

- - - 

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciar el estudio de la presente iniciativa, la Honorable Senadora señora Matthei destacó la necesidad de legislar al respecto y establecer algún tipo de sanción para las conductas fraudulentas que se cometan en el otorgamiento de las licencias médicas, pues, dijo, su uso se ha incrementado de manera escandalosa, lo que no se condice con la realidad nacional en materia de salud.


Hizo presente, sin embargo, que el proyecto no contempla entre sus disposiciones sanciones eficaces para quien solicite una licencia médica falsa.  Explicó que la sanción que contempla el proyecto en su artículo 8°, esto es, reclusión menor en sus grados mínimos a medio y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales, no tiene sentido, pues ninguna persona será recluida por haber solicitado una licencia médica falsa. Instó a establecer otro tipo de sanción, realmente efectiva como sería, por ejemplo, la pérdida todo tipo de beneficios fiscales durante un período determinado.


En cuanto a la facultad que se le entrega a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez para citar a los profesionales que emitan licencias médicas y sancionar las eventuales inasistencias o dilaciones que se produzcan a su llamado, contenida en el artículo 2° del proyecto, señaló que si bien está de acuerdo en legislar al respecto, estima necesario simplificar la forma en que se utilice este tipo de recursos ya que puede dar lugar a abuso. Advirtió que en regiones es común que estas instituciones se encuentren ubicadas en zonas distantes del lugar donde ejercen la actividad dichos profesionales, lo que implicaría un gasto de tiempo y de recursos económicos, sin disponer quien asumirá los costos. Por tal motivo, sugirió buscar una alternativa de comunicación rápida, distinta de las citaciones, como podrían ser la vía telefónica, correo electrónico, u otra, y establecer las citaciones sólo para casos graves.


Indicó que una de las causas por la que se recurre a solicitar licencias falsas es evitar despidos laborales; de esta forma, enfatizó, sería conveniente disponer que cuando se produzcan despidos, sean informados inmediatamente de ellos las Compin y las Isapres, a fin de evitar este tipo de conductas fraudulentas. 


El Honorable Senador señor Girardi expresó que el proyecto no sólo debe contemplar sanciones para los profesionales que otorgan licencias falsas y para la persona que las solicita, sino que, además, debe establecer alguna regulación para quienes, si bien padecen de alguna enfermedad que da derecho a licencia, las modifican, por razones diferentes de las de salud.


Del mismo modo, propuso considerar un procedimiento expedito para la tramitación de las licencias médicas, puesto que en reiteradas oportunidades las Compin retardan y cuestionan el otorgamiento de aquéllas, lo que deriva en que personas que padecen patologías ciertas no perciben a tiempo los beneficios a que tienen derecho en virtud de las licencias médicas. Señaló que una solución adecuada podría ser la licencia médica electrónica, materia que sería pertinente abordarla durante el estudio de este proyecto.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide recordó el Seminario sobre licencias médicas realizado con anterioridad por la Comisión y señaló que, en aquella oportunidad, en la que ejerció la Presidencia de la Comisión, hubo desacuerdos con el Ejecutivo, debido a que la iniciativa presentada no reflejaba lo acordado en las sesiones de la Comisión. 



Posteriormente, la Comisión recibió a la Presidenta del Colegio de Cirujanos Dentistas, señora Valle quien manifestó que tienen una apreciación positiva respecto de la supervisión realizada, aun cuando entre los fiscalizados por otorgar licencias fraudulentas no hubiesen odontólogos implicados.


Hizo presente que para su gremio la mayor preocupación la representan los tres días deducibles de la licencia médica. Argumentó que, por lo general, las prestaciones odontológicas requieren sólo de uno o dos días de licencia, de manera que es indispensable que éstas sean pagadas.


La Honorable Senadora señora Matthei preguntó si es posible en odontología hacer un estándar de cuántas son las licencias médicas por tipo de intervención.


La señora Valle respondió positivamente y, agregó que sus sociedades científicas se prepararon al respecto, y sería una buena recomendación hacerlo, aunque siempre existen casos especiales.


En seguida, expuso el Presidente del Colegio Médico, señor Pablo Rodríguez, quien hizo presente que la licencia médica es parte del tratamiento médico y que por lo mismo, siempre y ante todo debe mirársele desde una perspectiva sanitaria. 


Expresó que si bien es cierto que el subsidio por incapacidad laboral tiene implicancias económicas, invertir bien los recursos destinados a estos efectos, en ningún caso debe ser óbice para restringir el derecho de los trabajadores, más aun, cuando se financia con sus propios recursos, puesto que se pagan con la cotización obligatoria del 7% impuesta al trabajador.


En el otorgamiento de la licencia, el médico debe ceñirse a la lex artis, de manera que no es un procedimiento voluntario o un acto de generosidad, sino que el médico se ve obligado a otorgarla cuando resulta necesaria para la salud del paciente.


Al responder la pregunta de la Senadora señora Matthei, señaló que es difícil establecer pautas de días de reposo para ciertas enfermedades, ya que debe considerarse a los enfermos más que a las enfermedades y la evolución de cada caso será de acuerdo a sus circunstancias particulares.


A continuación, se pronunció sobre diversos puntos que por su importancia requieren ser considerados al legislar sobre licencias médicas: 


En primer lugar, se refirió al tema del deducible de los tres primeros días de una licencia médica los cuales no son pagados al trabajador a menos que su licencia total alcance un lapso superior a once días. Lo anterior, lleva a extender las licencias por sobre el tiempo que corresponde para la mejoría de una enfermedad. Se trata de una situación planteada reiteradamente por los pacientes que no pueden dejar de percibir esos días de trabajo por sus remuneraciones bajas. Por ello, dijo, el Colegio Médico ha planteado la necesidad de terminar con este deducible en diversas ocasiones.


En segundo lugar, mencionó el rechazo constante por parte de los seguros privados de un gran porcentaje de las licencias médicas otorgadas, lo que realizan en forma genérica. Informó que esta situación se ha denunciado en diversas oportunidades, y que según los datos de la Superintendencia de Seguridad Social, el 90% de las reclamaciones son acogidos a favor del trabajador.  El problema se produce, sin embargo, en que un número importante de trabajadores a quienes se les rechaza su descanso no recurren en contra de dicha negativa. Así, muchas enfermedades se rechazan en forma genérica, por ejemplo, las respiratorias, en que el trabajador al verse amedrentado acude a su lugar de trabajo, lo que trae aparejado el contagio de sus compañeros. Enfatizó que es indudable el perjuicio que se produce con este abuso injustificado, que tiene por causa razones netamente económicas. El ahorro que se busca es una herramienta equivocada que produce inconvenientes no sólo a las personas, sino, en particular, al aspecto sanitario.


Instó a establecer un control eficiente sobre el buen uso de la licencia médica. Al efecto, recordó que la fiscalización efectuada sobre el particular, demostró que 17 médicos habrían hecho un mal uso de la licencia médica.  Si bien el número era ínfimo en comparación con los médicos existentes, aproximadamente 30.000, el daño patrimonial causado era abrumador; sólo uno de ellos habría otorgado 17.500 licencias falsas en tres años.  Por tal motivo, dijo, la fiscalización debe ser antes de que se produzca el daño, no se obtiene nada con denuncias ex post. Se debe combatir esta situación, y expresó que no ampararán a ningún medico que se aleje de la ética o de la profesión en el otorgamiento de licencias médicas fraudulentas, pero tampoco comparten el hecho de que no exista ningún control a priori.


Coincidió en la fiscalización efectiva, siempre y cuando se lleve a efecto respecto de todos los participantes del sistema que abusen de él y no sólo respecto de los médicos. Los controladores de Isapres no siempre son médicos, acotó. 


En tercer lugar, expresó que mucho se dice del incremento que cada año se produce en el subsidio por incapacidad laboral; sin embargo, añadió, ello se hace sin ningún estudio. Lo anterior, requiere considerar diversos antecedentes; el aumento no sólo de la masa de trabajadores, sino que, además, la cobertura de una serie de enfermedades que están en el Auge; los aumentos en las remuneraciones de los trabajadores, los cambios demográficos, entre otros.


En cuarto lugar, señaló  la enfermedad grave en el hijo menor de un año. Sobre el particular, hizo presente que mediante la licencia médica se subsidia la lactancia materna, por tanto, mientras no se legisle para alcanzar una lactancia de seis meses, ello seguirá siendo el recurso utilizado para conseguirla. Destacó la importancia de abordar esta materia, ya que, según datos aportados por la Asociación de Isapres, en el año 1990, este tipo de licencias alcanzaba una cifra de treinta mil, mientras que en el año 2000 el número alcanzó las ciento cuarenta y seis mil.


Al concluir sugirió una serie de medidas a considerar en esta nueva legislación.


Primero, crear un instituto de licencias médicas, como organismo autónomo encargado de las licencias del sistema público y del privado. Sería relevante, especialmente, en las reclamaciones de los usuarios en que las Isapres son juez y parte a la vez.


Segundo, aumentar la fiscalización y sanciones para los actos ilícitos cometidos por médicos. Debería existir una base de datos que agrupe a todo el sistema para conocer quién retira talonarios de licencias médicas en forma indiscriminada y posibilitar su investigación.


Tercero, controlar el tema de los rechazos genéricos de licencias médicas.


Cuarto, trabajar con información fidedigna, considerando todos los factores que influyen en el gasto por este concepto.


Quinto, resolver el tema del post natal a seis meses.


Sexto, incluir los primeros tres días de la licencia y que no hayan nuevos deducibles.


Séptimo, considerar a la licencia médica electrónica como un gran avance, siempre que se cumpla con ciertos requisitos, entre los cuales, aparece en primer lugar, el que los proveedores no tengan un conflicto de intereses con la licencia médica. Argumentó la conveniencia de que existan varios operadores tecnológicos con el objeto de evitar que se produzca un monopolio al respecto.


Octavo, legislar sobre la protección de la información confidencial de las personas, previniendo situaciones como la ocurrida con la información que las Isapres traspasaron a las farmacias. Sugirió penalizar la violación de la confidencialidad de los datos.


Finalmente, prohibir las filmaciones clandestinas, con pacientes ficticios para forzar una situación de denuncia con posterioridad. 



El Honorable Senador señor Chahuán preguntó en relación con las propuestas planteadas, si las Compin estarían incluidas en este instituto único de licencias médicas y cual sería la naturaleza jurídica de este organismo que se propone.


El Presidente del Colegio Médico respondió que efectivamente estarían comprendidas, es decir, más bien las reemplazaría ya que ella no funciona debidamente. En relación con la naturaleza jurídica de la nueva institución, señaló que desconoce este aspecto, pero que debería ser un organismo que entregue toda la información que se requiera para la buena inversión de los recursos.


A continuación expuso la Presidenta de la Asociación de Usuarios de la Salud, señora Elizabeth Vera quien manifestó que la postura de sus representados pasa por dos aristas. La primera, radica en el aspecto ético del asunto, que debe ser de cargo del Colegio Médico. La segunda, corresponde a un tema de equidad social. Así, constituye una inequidad el deducible de los tres primeros días de una licencia médica, lo que genera que el médico tenga que otorgar once días en vez de los tres que verdaderamente requería una afección en particular. En consecuencia, dado que la licencia constituye un derecho del trabajador al enfermarse, estiman que esos días deben ser pagados y no constituir un deducible.


Respecto a la licencia médica electrónica, expresó que debe ser regulada por un organismo independiente, que no tenga vínculo con Fonasa ni con las Isapres, ya  que podría prestarse para colusión, como sucedió con las farmacias.


En cuanto a la licencia pre y post maternal, señaló que deben ser pagadas por la entidad que corresponda, sea Fonasa o Isapre, y no con dineros estatales.


Por último, mencionó otra causal de inequidad; la inexistencia en la ley de los derechos y deberes de los pacientes y solicitó acelerar la tramitación del proyecto de ley que existe sobre la materia.


El Honorable Senador señor Chahuán  coincidió con la necesidad de efectuar cambios relevantes, en particular, los tres días de carencia de la licencia médicas, pues su pago sería estimulador para el buen uso aquéllas. 


Manifestó que, en su oportunidad, junto al actual Senador señor Girardi, plantearon en la Cámara de Diputados el tema de licencia médica electrónica, como un buen método para controlar su otorgamiento y que fortalecería la eficiencia del sistema.


Del mismo modo, manifestó que es importante mejorar el funcionamiento de las Compin. Recordó al respecto, que años atrás, se realizó una denuncia por la demora en el otorgamiento de las licencias, lo que se tradujo en una reducción del tiempo de espera de hasta un 60% en algunas regiones, en particular en la Quinta.  Actualmente, uno de los problemas que presenta este organismo, dice relación con la falta de neurólogos que puedan evaluar las licencias, a tal punto que en ciertas regiones se sostuvo el rechazo de las segundas licencias de facto.


Por lo anterior, enfatizó, más que resolver situaciones coyunturales, se debe abordar en su totalidad el problema en un proyecto de ley, de manera que es una buena oportunidad para que el Ministerio de Salud presente un iniciativa integral del asunto.


El Honorable Diputado señor Juan Luis Castro señaló que este fue uno de los temas que el ex Presidente Lagos no incorporó en la reforma de la salud, del año 2002 y que, en este mismo período, siendo él presidente del Colegio Médico, luego del escándalo generado por el mal uso de este instrumento hecho por algunos médicos, se presentaron en el Congreso tres proyectos relativos al tema, pero ninguno llegó a su fin. 


Puntualizó que el problema consiste, por un lado, en cómo se garantiza el reposo por la enfermedad y el derecho al pago del sueldo o una parte de él y, por otro, en que se trata de un sistema basado en la sospecha y en el abuso, ya sea por parte de usuarios o empleadores y un grupo de médicos que se han encargado de esto marginal y abusivamente y que han provocado un escándalo público. 


Manifestó que para solucionar aquello se debe, en primer lugar, resolver si va a existir un deducible o no, especialmente en las licencias largas y, en segundo lugar, que las Compin tengan efectivamente  capacidad fiscalizadora, además, de hacer los peritajes reales de las enfermedades, para ver si amerita efectivamente una reducción o prórroga de las licencias médicas.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que en materia de licencias médicas existen una serie de puntos importantes que deben ser  estudiados detenidamente.


Primero, el deducible de los tres días. Se cuestiona si aquello corresponde o no a un ahorro o más bien a un costo. Si fuese un ahorro para el Fisco, habrá que ver si es uno que deseemos o no, puesto que para un trabajador con una remuneración baja y repartida en diversos ítems, sería un costo difícil de abordar, lo cual, además, deja a los médicos en una situación bastante complicada. 


Segundo, las sanciones que se establezcan deben ser fuertes para que sean eficaces, además de existir un estricto control.  Al respecto, señaló que no tiene claro que deba ser la Superintendencia de Seguridad Social la llamada a ejercer esta labor de fiscalización, pues hoy Salud se ha ido especializando, ya sea con dos Subsecretarías, con una Superintendencia, además estima que el control sobre el pago o no pago del 7%, como el tema de las licencias médicas funcionaría diferente si dependiera del Ministerio de Salud porque en el fondo a éste afecta el aumento de costos.


Argumentó que de existir sanciones graves, los médicos se sentirán respaldados para no otorgar licencias médicas fraudulentas. Insistió en una mayor fiscalización de estas conductas ya que se producen situaciones inaceptables, como la que ocurre ante un despido laboral, en que inmediatamente de producido éste se presenta una licencia médica para revertir sus efectos. Agregó, también, la enfermedad grave del niño menor de un año, en que se abusa de este instrumento con otras finalidades.


En los casos mencionados, dijo, los médicos actúan fuera de la ley, y aunque en muchas ocasiones las intenciones sean razonables, como por ejemplo favorecer la lactancia, ello no excluye su naturaleza fraudulenta ya que contraviene directamente el texto de la ley.  Lo anterior, tiene como consecuencia un abuso abrumador del sistema, sin sanción aparente, pues no se le trata como fraude.


Si bien las Isapres han llegado a la situación de tener que negar de plano licencias médicas, ello se debe a su abuso fraudulento. Agregó que, también, se debe controlar y sancionar la negativa injustificada, cuando no se acepta una licencia otorgada correctamente, por cuanto se perjudica a personas enfermas que requieren reposo. 


En lo que al contralor médico se refiere, planteó que no tienen competencia para eliminar esta figura y podrían volver a crearla con otro nombre. No obstante, sí pueden establecer fuertes sanciones para el evento en que se rechacen licencias, sin tener un fundamento real para ello. 


Respecto a la propuesta de aumentar el período del post natal, expresó que afectará enormemente a las mujeres ya que ningún empleador querrá contratarlas. A su juicio, se deberían buscar otras opciones para aquellas madres que quieran estar más tiempo con su hijo. 


Respecto al texto del proyecto, refirió que hay temas que le complican: ante todo, el artículo 2°, pues está pensado para Santiago, dado que en el resto de las regiones las distancias son alejadas, por tanto, cómo podrán los médicos dirigirse a otras ciudades, cada vez que sean citados; en segundo lugar, tampoco tiene claro, que sea la Superintendencia de Seguridad Social la que deba intervenir en ello, ni por qué se quieren concentrar en una o mas Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez o crear un nuevo ente; en tercer lugar, el artículo 4°, sobre emisión de licencias sin fundamento médico, pues éste puede servir sólo para justificar la quinta parte de los días concedidos para reposo, finalmente, la multa a beneficio fiscal de hasta diez unidades de fomento como sanción en caso de infracción, es irrisoria; está mal redactado, no se sabe si es por cada multa o por única vez.


Expresó que no obstante que el proyecto está mal redactado concuerda con la idea de legislar y de avanzar en su discusión. Al efecto, solicitó al señor Ministerio estudiar el deducible de los tres días y buscar un criterio único para el control de las licencias médicas, tanto del sector público como del privado.


El Honorable Senador señor Girardi hizo presente que la reforma legislativa en materia de licencias médicas debe ser integral si se quiere efectividad en la resolución de los problemas que han venido ocurriendo en relación con esta área. 


Enfatizó que el deducible de tres días, es un período de carencia que no tiene justificación, ni desde un punto de vista de salud, por cuanto el paciente tiene derecho a descanso para su restablecimiento en caso de alguna afección y a vivir dignamente su enfermedad; ni desde un punto de vista económico, pues se encarecen los costos, dado que otorgar licencias médicas por mas de diez días se ha transformado en una práctica sistemática de los médicos, en el entendido que es una situación legítima para su paciente.  Por lo anterior, se deben establecer los subsidios correctos, que beneficien a los pacientes, especialmente a los más pobres, lo que en el tiempo generaría un ahorro para el Estado. 


En cuanto a las sanciones que se deben aplicar para los casos de vulnerar la regulación establecida para las licencias médicas, éstas deben ser drásticas y eficaces, pero equivalentes para todos los infractores, es decir, para el médico que la otorga y para el paciente que la solicita, pero, también, para las Isapres cuando las rechazan sin justificación, dado que todas estas conductas obedecen a criterios económicos y no de salud.  Así, el castigo podría ir desde multas, prohibición de emitir licencias médicas y del ejercicio legal de la profesión de médico, hasta sanciones penales. Del mismo modo, propuso sancionar tanto el médico que otorga una licencia falsa como a la Isapre que rechaza una verdadera.


Expresó que el ente fiscalizador y resguardador debe ser de salud, puesto que los temas que presentan controversia tienen que ver con este ámbito y no con materias de seguridad social, y, aun en este último caso, si lo fuere, son vinculadas a criterios de salud. Precisó que debe ser una única institución que vele por los afiliados, tanto del sector público como del privado.


En cuanto al punto planteado por la Honorable Senadora señora Matthei, respecto a la vinculación de la licencia médica con la enfermedad grave del hijo menor de un año, planteó que es un tema zanjado, pues el post natal de seis meses fue una de las medidas anunciadas por el actual Presidente de la República. 


Al respecto, manifestó que no hay ninguna duda, y es un criterio universal, que la extensión del post natal no constituye un gravamen para la mujer trabajadora, ni una dificultad para el trabajo; más bien, todos los estudios desde un punto de vista de salud, demuestran que la carga de la enfermedad de un niño que ha tenido lactancia materna extendida hasta los seis meses disminuye, por ese solo efecto, desde el punto de vista de infecciones, el desarrollo neuro cerebral, el coeficiente intelectual, el afecto, y la vinculación futura a la drogadicción. Reiteró que dicha medida solucionará el otorgamiento irregular de este instrumento por lactancia materna, en las que se aduce como causa la enfermedad grave del hijo menor de un año.


Hizo presente que para tener éxito en esta reforma legislativa, es necesario modernizar el sistema, y ello se dará, cualquiera que fuere el diseño institucional, con la licencia médica electrónica. Con ello, se obtendrá un proceso expedito, y se podrá conocer y controlar en línea a quienes otorguen licencias médicas en exceso, lo que nos permitirá transitar como Estado a la buena recaudación o al buen cuidado de los recursos fiscales, así como también a beneficiar a los usuarios y médicos, evitando la burocracia del sistema actual.   


Concluyó que no obstante tratarse de un mal proyecto, se puede mejorar si se alcanzan ciertos consensos.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide recordó que se trata de una larga discusión, que lleva, a lo menos, quince o veinte años, por lo que todos los argumentos sobre la materia se han dado reiteradamente, y sólo se referirá a algunos puntos planteados en el debate. 


Informó que el proyecto enviado por la ex Presidenta Bachelet  motivó su renuncia a la presidencia de la Comisión de Salud del Senado, por no obedecer a lo que se había conversado y acordado con el señor Ministro de Salud de la época.  Enfatizó que, en su opinión, dicho proyecto, base del actual, no contiene los elementos mínimos que den solución a los problemas; faltan temas por incluir y  abordar aspectos no resueltos.


Reiteró lo expuesto por el Presidente del Colegio Médico, en cuanto a que la licencia es un acto médico y que el reposo es parte de un tratamiento, incluso, agregó, existen enfermedades que sólo se solucionarían con descanso. Indicó, además, que sin perjuicio de que este tema tenga relación con materias previsionales, es un asunto esencialmente de salud pública y privada.


Respecto de los tres días de la licencia que son  deducibles, compartió lo planteado y, acotó, que se trata de un absurdo.


Insistió en un mayor control. Las sanciones deben aplicarse estrictamente y concordó con lo manifestado sobre el particular; salvo aquello que prohíbe al médico otorgar licencia médicas. Al respecto, manifestó que se deben aplicar las sanciones propias del Colegio, incluso la expulsión del mismo. Hizo hincapié en que una mayor fiscalización se lograría si se exigiera la afiliación obligatoria con derechos y deberes para los colegiados. Del mismo modo, sugirió la conveniencia de impartir en las universidades el curso de ética.


Asimismo, coincidió con lo planteado respecto al rechazo sin justificación de las licencias médicas por parte de las Isapres y criticó que éstas tengan un contralor que actúa como juez y parte a la vez. 


En lo que al contralor se refiere, hizo presente dos puntos: primero, que no es un tema económico, sino uno ético, y segundo, que de no ser médico quien ejerce dicha actividad, es ejercicio ilegítimo de la profesión. 


Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Matthei manifestó su opinión contraria, pues, a su juicio, si lo que se busca es controlar que una persona no se encuentra cumpliendo con el reposo y por lo tanto debe negársele la licencia, no ve problema en que sea otro tipo de profesional quien ejerza esa función.


En seguida, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide solicitó al señor Ministro y al Presidente del Colegio Médico, información respecto de la veracidad de la existencia de empresas que repartían ahorros entre los dadores de licencias cuando éstas disminuían en un número importante, ya que se producía un excedente. 


El señor Rodríguez respondió que efectivamente existió una institución que quiso pagar a los médicos como liquidación mensual o incentivo, cuando provocaran ahorros en el subsidio de incapacidad, lo que a su juicio es un acto corrupto, que atenta contra el debido derecho de los trabajadores a tener licencia.


Continuó Su Señoría y respecto del aumento del post natal a seis meses señaló, que este asunto puede mirarse desde dos perspectivas: primero, desde un punto de vista sanitario, cuyo mérito no plantea duda alguna respecto de los beneficios que representa para los menores; y segundo, según los costos que tiene para el empleo de la mujer, aspecto en el cual nos topamos con una situación negativa, por cuanto es difícil su contratación. A su juicio, la resolución del asunto debe adoptarse privilegiándose a los niños, dada las ventajas que produce un post natal más largo y recordó, que cuando se comenzó a establecer el post natal de tres meses, también se produjo un escándalo, que hoy se ve superado.


En cuanto a la propuesta de una Compin única, alejada de toda influencia, indicó que ya se había propuesto con anterioridad. 


Respecto de la licencia médica electrónica, expresó que es una buena forma de controlar, pero no es lo medular.


Considerando todos estos aspectos, se puede obtener un buen proyecto y enfatizó que esta es una de las pocas oportunidades en que se podrá tratar como corresponde esta iniciativa, por lo que solicitó no detenerse en detalles, sino mirar el conjunto de medidas que pueden solucionar de buena manera esta problemática. En tal virtud, solicitó al señor Ministro que formule sus indicaciones y las ideas que le asisten sobre el proyecto.


Enfatizó su apoyo en todo lo que se refiere a perseguir conductas fraudulentas en el otorgamiento de las licencias médicas; pero, subrayó la necesidad de dar solución a otros temas graves en si mismos, sin considerar el número de personas que afecte: primero, la existencia de contralores en las Isapres que vulnera el principio jurídico de no ser juez y parte a la vez; segundo, los tres días de deducible, absurdo de cualquier naturaleza, no sólo sanitario, y, tercero, el 7% que cotizan los adultos mayores, de los cuales el 2% es para pagar licencias, este último porcentaje, es una ilegitimidad que se cobra, dado que los jubilados nunca van a poder celebrar un nuevo contrato. 


A continuación, intervino el Ministro de Salud, señor Jaime Mañalich, quien al comenzar su exposición señaló que el tema en debate concierne a una política de Estado, que excede a un gobierno en particular. 


Introdujo el tema, comentando tres experiencias personales. La primera de ellas se desarrolló durante su período a cargo del policlínico de nefrología de la especialidad de enfermedades renales del Hospital Clínico de la Universidad de Chile, donde el principal problema con el que se encontró correspondía al hecho de que todos los pacientes pedían hora con un determinado médico; la razón de ser de dicha preferencia, según los propios pacientes, era el que este profesional otorgaba licencias médicas. Su segunda experiencia, correspondió al lamentable hecho del suicidio de un colega y amigo suyo, tras el conflicto televisivo del año 2003 sobre el tema, donde fue expuesto a una grabación oculta mientras otorgaba licencias médicas en reemplazo de un doctor especialista en salud mental; tras una conversación con éste, le habría manifestado su incapacidad para hacer frente a dicha denuncia pública. El tercer caso, es uno reciente, y correspondió a una doctora de Rancagua, que estando con licencia médica, dejó firmado una gran cantidad de talonarios de licencias, otorgándose en su consulta ciento setenta y cuatro; el otorgamiento de dichas licencias significó para el Fisco un costo de cien millones de pesos, aproximadamente, por cuanto la mayoría de los trabajadores que obtuvieron estas licencias fraudulentas eran funcionarios de la salud pública, que conocían este dato; actualmente se ha presentado una denuncia ante Ministerio Público respectivo en contra de dicha profesional.


Destacó que en el sector salud, existen más de dos millones de días de licencias al año entre sus trabajadores, con un promedio de 23,4 días de licencia por trabajador durante el mismo período, excluidas las vacaciones; existen mas de dos mil funcionarios con más de 180 días corridos de licencia médica, que de acuerdo al Estatuto Administrativo, permite el despido inmediato de ellos por no estar capacitados para el ejercicio del cargo; sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio optó por averiguar en terreno  la veracidad de las enfermedades de sus trabajadores, constatando que, de entre ochenta trabajadores tomados como muestra en todo el territorio nacional, sólo uno se encontraba haciendo reposo en su casa. 


Expresó que se trata de una situación escandalosa, y solicitó a los miembros de la Comisión dar la mayor celeridad a la tramitación de esta iniciativa. Además, agregó, se debe considerar que del presupuesto de salud, aproximadamente el 1.5% de la cotización de salud se destina a licencias médicas, y se estima que la mitad corresponde a dineros mal pagados, los que podrían ser empleados en otros temas de salud.


Es cierto, dijo, aunque no completamente, lo sostenido por el Presidente del Colegio Médico, en cuanto a que esto corresponde a cotizaciones de los trabajadores, dado que el 50% del gasto en salud de las personas y sobre todo de las más desposeídas, se extrae de impuestos públicos.  Sin perjuicio de que la Constitución Política señale que esas cotizaciones son de los propios trabajadores, lo anterior no significa que sea una pertenencia que permita conductas fraudulentas.


Expresó la necesidad de que exista una sanción penal específica para el mal uso de la licencia médica, punto en el que coincide con lo expresado por la ex Presidenta Bachellet en el mensaje del proyecto.


En cuanto al deducible de tres días, explicó que tuvo su razón de ser en orden a ponerle un costo a la licencia para disuadir su uso; sin embargo, en la práctica, fracasó como sistema, ya que prolonga reposos que requieren de menos días. Agregó que se debe tener presente que en ciertas empresas los sindicatos han logrado que los empleadores tomen a su cargo estos tres días, por lo que a su vez éstos presionan a los médicos para dar licencia más altas con la finalidad de no ser ellos los que paguen lo que corresponde.


Por otra parte, señaló la conveniencia de que exista un arbitraje independiente, pues las Compin se encuentran capturadas por médicos colegiados, quienes no son capaces de sancionar a sus pares que otorgan una licencia falsa y fallan a favor del médico otorgante.


Respecto del contralor de Isapres señaló que es una figura no deseable para los derechos de los pacientes. Más bien, se inclina por un organismo que analice tanto las licencias del sector público como las del privado, y que podría solucionarse, como se dijo, a nivel de Compin.


Informó que se llevará adelante un sistema de “tolerancia cero” con todos aquellos actores en materia de licencia médica, ya sean médicos, policlínicos, gremio médico, empresarios encargados de licencias médicas, u otros, que están montados para tramitar licencias fraudulentas.  Serán denunciados a la justicia ordinaria, práctica que se lleva a cabo desde inicios del mes de junio.


Desde un punto de vista salud, se tiene claro que el tema perinatal debe salir de la esfera de la licencia médica. La conducta en que incurren los pediatras al otorgar una licencia médica por enfermedad del hijo menor de un año, en muchos casos es fraudulenta, grave e ilegal, por lo que no quisiera llegar a tener que perseguir a estos profesionales, por emitir un documento falso, sin exámenes que respalden dichas enfermedades. 


Informó que el Ministerio está implementando un sistema de licencia médica electrónica, comprometiéndose a la vez, en que a partir de noviembre de este año, como plazo máximo, funcione como único instrumento para emitirlas. Explicó que para el logro de este objetivo, no se está recurriendo a empresas intermediarias, sino que se está desarrollando  con el sistema de identificación del Servicio de Registro Civil e Identificación, de quien se obtuvo una autorización de validación de la identidad de las personas, lo que se hace por medio de la huella digital.  Asimismo, se está implementando en internet un documento con la debida salvaguarda de confidencialidad, de manera que no se tenga que recurrir a un consto de tramitación para la licencia electrónica. 


Respecto de la ubicación del Compín único, se estudia como posibilidad la Superintendencia de Seguridad Social; sin embargo, por ser jurídicamente a quien le corresponde conocer de las apelaciones que existan en materia de licencias médicas, parece haber un problema de incompatibilidades complejo. Además, no tiene una respuesta clara si este tema debe o no mantenerse en salud, por lo que solicita opiniones al respecto.


En la sesión siguiente, el Ministro de Salud, señor Mañalich, se refirió específicamente a las inquietudes planteadas.


El primer punto corresponde a suspender la carencia de los tres primeros días de licencia médica. 


Al respecto, expresó que es un tema que debe estudiarse minuciosamente, dado que no está claro si se puede asumir los gastos que un cambio en la materia traería aparejado. Explicó que en el país existen  tres tipos de trabajadores  que se benefician  de la licencia médica: a) los funcionarios públicos,  para quienes esta carencia no existe, pues no les rige dicha restricción; b) los trabajadores sindicalizados de grandes empresas, quienes por medio de la negociación colectiva, han logrado, en la mayoría de los casos, que se les incluya como beneficio el pago por su empleador de los tres primeros días, y c) los trabajadores de pequeñas empresas o industrias, que son precisamente quienes deben asumir esta carencia, dado que no tienen pactado con su empleador el costo de la misma.


Sin perjuicio, de que no tiene cifras exactas,  estimó del orden del 40% de trabajadores que en nuestro sistema serían afectados por este deducible. Por ello, dijo, debe analizarse si conviene o no su modificación, pues, sería un beneficio para las grandes empresas, que por regla general hoy asumen el costo. Del mismo modo, se debe considerar el significado que tendría obligar o no a pequeños empresarios a subsidiar estos tres días de carencia por parte del asegurador de salud, sea de Fonasa o Isapres.  Para el análisis del asunto, informó que ha mantenido reuniones con el  señor Ministro de Hacienda, con la Directora de Presupuestos y con el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.  


El segundo aspecto, se refiere a las contralorías médicas. Indicó que el Ejecutivo está llano a la instauración de un segundo juez al que se pueda recurrir; sin embargo, aun cuando se está claro en lo manifestado anteriormente, no se tiene la misma certeza respecto de si dichas funciones debe ser competencia de la Superintendencia de Seguridad Social o de la Superintendencia de Salud. Aunque no está resuelto, previno que el Ministerio estima más adecuado que sea aquella la encargada, como ya lo ha hecho respecto de otros temas relacionados con los trabajadores.


En tercer lugar, el señor Ministro aludió a las sanciones señalando que de instituirse el mecanismo de las contralorías médicas el problema se vería prácticamente subsanado. En un momento posterior del debate, manifestó su acuerdo para avanzar en esta materia y lograr un acuerdo con los miembros de la Comisión.


En lo relativo al aumento del post natal, informó que el Ejecutivo encargó el estudio de dicha materia a una Comisión de Expertos y que de acuerdo a las conclusiones obtenidas, estima que no debe necesariamente incluirse en esta iniciativa legislativa. Expuso, que de sancionarse la licencia médica que obtienen las madres por este concepto se podría causar un efecto adverso respecto de la lactancia materna, en el evento de que no se hubiese dictado el proyecto correspondiente al aumento del post natal. 


Respecto de la licencia médica electrónica reiteró su compromiso en orden a que el mes de noviembre del presente año, es el plazo máximo para su implementación.  Agregó que para lograr ese objetivo el sistema ya se ha implementado en hospitales públicos. Por otra parte, tiene dudas respecto de la razón por la cual las Isapres, aun cuando cuentan con el mecanismo de licencia médica electrónica, no lo utilizan; sólo un 15% de dicho sector, emite sus licencias médicas por este medio.


En lo que se refiere a la cotización de los pensionados, hizo presente que el Ejecutivo presentará un proyecto de ley sobre el tema.


En cuanto a las disposiciones del proyecto en examen, resaltó dos aspectos.  El artículo 2° referido a la citación que pueden realizar las Compin a los profesionales que emitan licencias médicas que se encuentren sometidas a su evaluación, estima que su redacción es muy rigurosa y por lo misma peligrosa para los médicos. Asimismo, en materia de suspensión temporal de la práctica médica en las que los comité de ética de los colegios respectivos se hacen cargo del tema, manifestó que es una medida peligrosa si se considera que en zonas alejadas se requiere contar con profesionales y existe déficit de profesionales médicos. Finalmente, enfatizó que no se puede limitar a priori el número de licencias que puede otorgar un profesional, lo aconsejable es analizar y sancionar, caso a caso.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide se refirió al deducible de tres días de la licencia médica como un mecanismo inadecuado si se tiene en cuenta que ella forma parte del acto médico. Si bien es cierto que muchos trabajadores están protegidos al respecto, existe aún un porcentaje que no tiene cobertura.


Coincidió con el señor Ministro en que no procede la suspensión temporal de un médico para otorgar licencias médicas, en dicho caso, dijo, se debe sancionar de otra forma, pues el único afectado será el paciente. Reiteró la necesidad de reponer a las clases de ética en todas las universidades.


Afirmó que debe existir un Compin único que solucione los problemas de esta área; así como también, prohibir la existencia de contralores autogestionados en las Isapres.


Por otra parte, manifestó que respecto de la licencia por enfermedad del hijo menor de un año, ésta debe cautelarse estrictamente, pues existe un porcentaje de ellas en que no hay tal enfermedad, por el contrario son falsas y buscan otros fines, lo cual, incluso, podría desvirtuar el post natal.


En lo que dice relación con la licencia médica electrónica, señaló que, si bien está de acuerdo con su implementación, pues es un buen sistema, tiene dudas respecto de su eficacia.


Hizo mención también, al tema de la cotización previsional de los jubilados, señalando que el descuento que se hace por licencias médicas es injusto, dado que las personas que se encuentran en dicha situación, no pueden solicitar licencias médicas, pues dejan de ser contratados. 


Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Matthei manifestó su opinión contraria, y expresó que existen jubilados que sí son contratados, pues no existe incompatibilidad o prohibición.


Por último, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide preguntó al señor Ministro, respecto de información publicada en la prensa que señalaba que el 12% de las licencias médicas que se otorgaban eran falsas. Además, consultó si el Ejecutivo incentivará un proyecto sobre la cotización de los jubilados hasta el año 2011.


El Honorable Senador señor Girardi manifestó, en atención a lo señalado por el señor Ministro Mañalich, que no todos los trabajadores sindicalizados tienen la posibilidad de negociar con sus empleadores temas relevantes como lo es el deducible, por lo que debe regularizarse este aspecto en esta oportunidad.  


Enfatizó que se debe ser estricto en materia de sanciones, las que deben ser establecidas para todos los actores que intervienen en las licencias médicas. No se puede permitir que las Isapres sean juez y parte a la vez. Reiteró que con estas medidas se produciría un ahorro importante de recursos públicos, dado que gran parte se invierte en el pago de licencias fraudulentas.


El Honorable Senador señor Rossi expresó que uno de los aspectos de mayor gravedad corresponde al rechazo o reducción arbitraria e injustificada que hacen las Isapres de las licencias médicas que presentan sus afiliados, pues se realizan sin un análisis que demuestren alguna afección o su inexistencia. 


Manifestó que debe existir una institución autónoma, que vele por la correcta utilización de la licencia médica. 


La Honorable Senadora señora Matthei pidió al señor Ministro información respecto a las alzas de licencias médicas del último período.


Por otra parte, solicitó votar en general el proyecto, dado el tiempo transcurrido desde el ingreso del mismo y al número de urgencias que el Ejecutivo ha puesto en la tramitación de la iniciativa.


En el mismo sentido se pronunció el Honorable Senador señor Chahuán quien, además, sugirió dejar la corrección del texto para el análisis en particular. 


El Ministro de Salud, señor Mañalich al responder la pregunta del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, manifestó que no tiene claridad respecto del porcentaje exacto de licencias falsas, pero sí puede señalar que el gasto grueso por el descanso de los trabajadores es muy alto. Insistió en su preocupación referida a que trabajadores beneficiarios del sistema de Fonasa, hacen un uso indebido de las licencias médicas, por lo que dineros que podrían invertirse en otros aspectos de la salud, deben cubrir este gasto. El sistema público de salud está pagando 10 billones de pesos en esto. Sólo en el sector público, donde se pagan todos los días de reposo, existe un cálculo que estima que en general son ocho días de licencia por trabajador en un año, eso sí, dicho cálculo aumenta mas de tres veces en el sector salud, dado que los trabajadores de la salud obtienen entre 26 y 27 días al año de licencia médica. 


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide compartió la preocupación del señor Ministro por este abuso de la licencia y agregó que, además, concurren factores propios de la ligereza con que actúa la gente, sin sopesar el daño que causan, pero también factores externos, como la propia ley. 


Al mismo tiempo, solicitó al señor Ministro estudiar las proposiciones que se han expresado sobre esta iniciativa legal y presentar las indicaciones sobre la materia.


El Ministro señor Mañalich explicó que se le está proponiendo algo complejo, que no está en condiciones de anticipar.


La Honorable Senadora señora Matthei hizo presente que el Ejecutivo no podrá resolver en un corto plazo algunos de los temas y sugerencias planteadas,  pues requieren de un estudio sistemático y prolongado que, en ningún caso, dada su relevancia, pueden ser analizados ligeramente, y reiteró su solicitud de votar en general el proyecto.



El Honorable Senador señor Rossi manifestó su acuerdo con que se resuelva rápidamente este tema.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide recordó que, aun cuando el proyecto fue presentado por su gobierno en el período anterior, él se negó a votarlo, dado que sólo trataba ciertos temas, pero no daba una solución real a cuestiones relevantes como el deducible de tres días, que, a su juicio, es un deber ético. De esta forma, sugirió al señor Ministro la conveniencia de que en sus indicaciones se contemple esta materia. 


En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Girardi expresó que al Gobierno anterior no le apoyaron en la iniciativa, dado que no incluyeron este y otros temas relevantes.


Subrayó que dar una solución al deducible y establecer sanciones para todos los que hagan uso indebido de la licencia, son aspectos que no pueden faltar en esta iniciativa legislativa.


En respuesta de lo anterior, el señor Ministro Mañalich, señaló que este es un tema respecto del cual debe pronunciarse el Ministerio de Hacienda, dado que son los dineros públicos los que se exponen. En esta área debe hacerse una corrección dramática al respecto. Por lo mismo, manifestó que consultará a Hacienda respecto de la posibilidad de cambio en esta materia, pero no puede comprometerse con la medida a priori.


Explicó que al 40% de los trabajadores, aproximadamente, con licencias médicas no se les pagan estos días.  El resto lo tiene cubierto por ser funcionarios del sector público o bien de privados de empresas grandes, donde por medio de sus sindicatos han puesto de cargo del empleador el pago.


El Honorable Senador señor Rossi hizo presente que el Gobierno al igual que la Comisión, tiene la intención de sacar adelante un buen proyecto sobre la materia, por lo que se pueden buscar soluciones sobre la materia.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que aquellos puntos que pueden solucionarse deben concretarse y aquellos que requieren un estudio mas profundo, habrá que establecer una metodología para su avance.


Expresó que no pueden considerarse fraudulentas por el número de días concedidos en permiso, pues es un tema de criterio, así, un médico podría considerar que determinada patología requiere cinco días de licencia y otro ocho. La falsedad se medirá en el evento de que se conceda el reposo a una persona que no está enferma.  


Finalmente, la Comisión acordó poner el proyecto en votación general en la próxima sesión. 


En la sesión siguiente, el Ministro de Salud, señor Jaime Mañalich, se hizo cargo de los puntos sobre los que fue consultado en las sesiones anteriores.


Respecto de los tres primeros días de licencia médica que son deducibles, señaló que no ha habido un gran avance porque falta información relativa al gasto que ello devengaría para el erario público, de manera que no está facultado para comprometerse sobre este particular. Señaló que es pertinente requerir información fidedigna respecto del número de trabajadores que tienen entre sus beneficios la cobertura de estos días de carencia y los que se encuentran afectados por esta limitación para  determinar si es recomendable subsidiarlos. Indicó que el estudio de estos datos ya habría sido encomendado por el señor Ministro al Subsecretario de Previsión Social. 


Al mismo tiempo, informó que se reunió con el señor Ministro de Economía, quien sugirió que una vía jurídica de solución al tema podría ser ejecutada mediante beneficios a las pymes, cuyos trabajadores son los mayores afectados por esta carencia, y donde se calcula existe la mayor cantidad de licencias médicas por un tiempo superior a diez días.  Insistió en que es un tema complicado, en el cual no puede ahondar, sin antes conocer la opinión del Ministerio de Hacienda.


Expresó todo el apoyo del Ejecutivo en orden a establecer una mayor fiscalización y las correspondientes sanciones, para aquellos agentes que nieguen licencias médicas, debiendo haberlas autorizado por encontrarse el que la presenta enfermo. 


En cuanto a las licencias maternales y permisos que se otorguen por enfermedad grave del hijo menor de un año, señaló que será objeto de un proyecto de ley independiente, que aún no ha sido enviado por el Presidente de la República, por lo que no se referiría a estos aspectos.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide  manifestó su acuerdo con lo planteado respecto a las sanciones; no obstante, respecto del deducible de los tres primeros días de reposo, reiteró que de no contemplar una modificación sobre la materia se traducirá en un voto negativo de su parte y solicitó al señor Ministro llegar a un acuerdo al respecto. Sugirió dar un tiempo al Ejecutivo para que estudie alguna forma de incluir una disposición, que modifique la actual regulación, a fin de que proponga una indicación en dicho sentido; agregó que de aprobarse, ahora, una ley sobre licencias médicas, hará prácticamente imposible volver a tratar el tema, por lo que de no contemplarse el punto en discordia, en esta oportunidad, hará sumamente difícil una modificación en un futuro próximo.


Respecto del tema del post natal, señaló la necesidad de que la Ministra del Servicio Nacional de la Mujer, tome conocimiento de la opinión que tiene el sector Salud sobre esta materia, dado que hasta el momento sólo ha existido un planteamiento netamente económico. 


Al respecto, el Ministro señor Mañalich informó que ha mantenido reuniones con la Secretaria de Estado, señora Carolina Schmidt.


El Honorable Senador señor Chahuán solicitó al Presidente de la Comisión proceder a la votación del proyecto en general, dada la importancia de la materia y el retardo que se ha producido para su realización. 


Señaló que el señor Ministro de Salud ya salvó uno de los puntos pendientes y que, respecto del tema de la carencia de los tres días le parece suficiente con el compromiso planteado por él, en orden a solucionar el punto.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide discrepó de la opinión de Su Señoría, por cuanto, a su entender, el señor Ministro no habría hecho ningún compromiso con la Comisión que solucione este punto, ya que según lo dicho por el propio Secretario de Estado, primero debe recoger los antecedentes necesarios para hacer alguna proposición.


La Honorable Senadora señora Matthei indicó que el Senador señor Ruiz-Esquide está en lo correcto. El Ministerio comprometió su palabra al tema de las sanciones, haciendo presente que, aun cuando no presente indicación sobre el punto, esta Comisión tendría la competencia suficiente para hacerlo, por la materia concernida. 


La eliminación de los tres días es un tema complicado, cuya resolución no se logrará en el corto plazo y sugirió solicitarle a la Dirección de Presupuestos que en la ley presupuestaria de este año, se incluyan los recursos necesarios que permitan efectuar el estudio correspondiente, el cual, a su juicio, durará entre seis a nueve meses.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que este tema es de vital importancia a la hora de legislar y  afecta directamente a los trabajadores mas pobres de manera que si no se incluye deberán votarlo en contra. Si el señor Ministro quiere sacar adelante un tema como éste, sentenció, debe incluir una modificación en la materia señalada.


Manifestó que si la Comisión lo estimara pertinente, puede votarse en esta sesión la iniciativa y dejarle al señor Ministro de Hacienda la decisión sobre ese punto.


El Ministro de Salud señor Mañalich recordó a la Comisión que el tema del deducible no se encuentra entre las ideas matrices de este proyecto, aunque no niega que es una idea sensata, que podría incluso ahorrarle dinero al Estado. Indicó que esta materia aún se encuentra en discusión, dado que existen dos temas a resolver: el primero, se relaciona con saber si el gasto de licencias en Isapres es estable o mínimo, y el segundo, que el gasto de recursos por licencias pagadas por Fonasa, es inmensamente alto, -34 millones de dólares en el 2009-, dineros que dejan de estar disponibles para ser usados en atenciones de salud. 


Enfatizó que se trata  de un asunto en que deben involucrarse otros sectores: Hacienda, Economía y Trabajo, por lo que no pueda comprometer su palabra, sin antes considerar al resto de los Ministerios involucrados.


El Honorable Senador señor Rossi expresó que si bien es cierto que el tema de la eliminación de los tres días de carencia no era una de las ideas matrices del mensaje enviado por la ex Presidenta Bachelet, para él resultaba un asunto imprescindible, que de no ser contemplado en esta oportunidad, tendría como efecto su desaprobación en la votación respectiva.


Manifestó, también, que aun cuando existan trabajadores cubiertos en esta materia, ya sea por pertenecer al sector público o por pertenecer a grandes empresas en que se ha obtenido el beneficio vía negociación colectiva, aun se encuentran desprotegidas las personas más vulnerables, que son las más pobres y las que trabajan para pequeñas empresas. Este es un estímulo perverso, para que el médico otorgue licencias médicas por lapsos superiores a los que debe, y de esa forma se convierte a la vez en un problema de costos para el Gobierno. 


Expresó que no es un problema de Hacienda, puesto que lo que busca el proyecto es que se ahorre dinero por parte del Estado, dado el enorme gasto en que se incurre con licencias falsas, por lo mismo, se quieran aprobar sanciones mas altas para dichas conductas. Esta carencia no tiene que ver con un estudio de Hacienda, sino con una convicción, con un aspecto deontológico de un sistema de subsidio de incapacidad laboral. En el ámbito de la salud no debe existir un deducible, como ocurre en otros aspectos económicos.


El Honorable Senador señor Chahuán manifestó que cuando se desempeñó como Diputado presentó junto a la Honorable Diputada señora Rubilar un proyecto de ley para eliminar esta carencia, sin embargo, fue rechazado en la Cámara Baja por ser declarado inadmisible, y, luego fue restablecido mediante un proyecto de acuerdo. 


Insistió en que por el momento la palabra del señor Ministro de Salud es suficiente resguardo, por lo que debe votarse a la brevedad.


El Ministro de Salud señor Mañalich expresó que en el primer semestre del próximo año el Ejecutivo presentará un proyecto vasto y atingente a materias de salud, entre las cuales vendrá incluida la de licencias médicas. Explicó que ya existe una comisión encargada de estudiar los temas del área; de hecho, el reposo aquí tratado, además de la posibilidad de crear un Auge extendido, como única cosa garantizada, son los dos elementos centrales sobre los cuales versará la iniciativa que se presente.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide reiteró que el Senador Chahuán incurre en un error, por cuanto el señor Ministro no ha hecho ningún compromiso sobre la materia. Expresó que no es un tema de credibilidad en el Ministerio, sino que es un asunto político. 


Solicitó un tiempo, para plantear a Hacienda y al Ejecutivo lo que corresponda y votar en una semana más. 


La Honorable Diputada señora Rubilar intervino en el debate manifestando que la Comisión de Salud de la Cámara de Diputados, que preside, se encuentra preocupada por el desarrollo de este proyecto y destacó que el deducible se constituye en un incentivo perverso para aumentar los días de licencia en aquellos trabajadores más pobres, puesto que de otra forma son descontadas de sus ingresos.


Indicó que el tema de las sanciones para conductas inapropiadas respecto del otorgamiento y uso de las licencias médicas permitirá una mejor distribución de los recursos. En tal sentido, solicitó votar en general, para luego tratar de lograr un acuerdo en la discusión en particular.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que entiende que el tema del deducible no depende únicamente del señor Ministro de Salud sino que también compromete al Ministerio de Hacienda. De esta forma, sugirió invitarlo con el objeto de plantearle la opinión de la Comisión de Salud sobre el tema y conocer su punto de vista, y una vez cumplido lo anterior, votar el proyecto en general.


El Honorable Senador señor Chahuán insistió que se requiere dar una señal política e instó a votar el proyecto.


La Honorable Senadora señora Matthei manifestó su acuerdo con la eliminación del deducible contemplado en nuestra legislación. Sin embargo, como se trata de un tema de recursos, se debe saber cuánto le cuesta al Estado y al mismo tiempo el ahorro que se producirá. Recordó que cada proyecto debe ir con una estimación de los costos, lo que se hace previo estudio del tema. 


Insistió en conversar con la Directora de Presupuestos, además, de asistir a la Subcomisión de Presupuestos que analiza la partida correspondiente al Ministerio de Salud, con la finalidad de que se otorguen, vía ley de presupuesto, los recursos necesarios para hacer los estudios sobre lo que representaría para el país una modificación legal como ésta. 


Reiteró su planteamiento en orden a que no podrá calificarse una licencia como falsa, cuando exista una persona enferma y un médico otorgue más días que otro, ello es un tema de criterio. En cambio, se está ante licencias falsas, por ejemplo cuando se le otorga una licencia a alguien que perdió su empleo o cuando se otorga una licencia a una madre por enfermedad grave del hijo menor de un año, sin existir una enfermedad de consideración. 


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide agradeció el que la Senadora Matthei expresara claramente su intención de eliminar la carencia de los tres primeros días de licencia médica y, a continuación, solicitó segunda discusión del proyecto. 


Acordada la segunda discusión, el Honorable Senador señor Girardi  informó que se invitaría al señor Ministro de Hacienda para la sesión del día 17 de agosto de 2010, con el objeto de que plantee su opinión sobre el tema para votar en general el proyecto. 


Al finalizar la sesión el Ministro señor Mañalich manifestó que este es un proyecto que le interesa especialmente por su efecto disuasivo y preventivo, dado que más del 50% de las licencias médicas son por un lapso superior a diez días. No existe en la actualidad un vacío legal, por cuanto los Seremis podrían hacer denuncias a las Fiscalías, sin embargo, la consecuencia lógica de una ley en este sentido sería el poder de disuasión especial que provocaría en la población, la que se abstendría de incurrir en estas conductas fraudulentas.


Acompañó a la Comisión material elaborado por la Subsecretaría de Previsión Social que demostraría que las licencias en la mayoría de los casos tienen una duración mayor a 10 días y, a su vez, informó que ha encargado un estudio sobre la proporción de dichas licencias en los distintos tipos trabajadores. 


En la sesión siguiente, el señor Ministro de Salud destacó la importancia que representa este proyecto al momento de disminuir el gasto estatal del presupuesto de salud por concepto de licencias médicas que va en aumento, a diferencia de lo que ocurre en el sector privado, donde se mantiene. Recordó que para salud existe un fondo único, desde el cual se extraen recursos para los diversos ítems; por ello que a mayor gasto en licencias, menores recursos para la atención y tratamiento de pacientes más pobres. Hoy  2.5 puntos porcentuales de la cotización del 7%, se emplea en pago por licencias médicas, aseveró. 


Respecto a los días de carencia, informó que conversó con el señor Ministro de Hacienda, quien manifestó su imposibilidad para comprometer la tramitación de una ley sin previo estudio de lo que representa para las arcas del Estado, puesto que no tendría el conocimiento de si ello generará ahorro o un mayor gasto. Igualmente, expresó que el titular de Hacienda manifestó también, la conveniencia de buscar otro mecanismo jurídico en orden a concentrar beneficios para aquellos trabajadores de empresas pequeñas, que no han conseguido solución para este asunto, en sus negociaciones colectivas, sin llegar a beneficiar a las grandes empresas.


Por otra parte, reiteró su compromiso de poner en marcha, en el mes de noviembre, la licencia médica electrónica en todos los hospitales públicos y en la red primaria de salud. 


En materia de fiscalización, insistió en su importancia y se refirió a diversos puntos. Primero,  se requiere avanzar en materia de fiscalización por parte de las Compin; segundo, una parte importante de las licencias del sector público, aproximadamente el 70%, se tramitan por intermedio de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, las que funcionan sin control, debido a lo cual, la información con que cuenta el Ministerio es aportada por Fonasa. Por tanto, subrayó la necesidad de hacer una revisión, aumentando las exigencias, además de licitar para que el servicio que presten las cajas se haga con mayor fiscalización. 


En materia de sanciones, reiteró que ellas se aplicarán a cualquier actor que haga un uso indebido de la licencia. 


El Honorable Senador señor Chahuán agradeció al  señor Ministro por los antecedentes proporcionados sobre la duración de las licencias médicas y expresó que en términos generales, sólo el 37% de las empresas al año 2009, reconocían como beneficio para sus trabajadores el pago de los días de carencia, que según la ley son deducibles. Por tanto, dijo,  se debe ser muy cuidadoso al establecer que el Estado cubra dicha carencia para segmentos determinados de trabajadores, porque podrían resultar excluidos aquellos pertenecientes a grandes empresas, que no hayan pactado el pago, y se atentaría en contra del derecho de igualdad ante la ley. Recordó, además, que en su labor, los parlamentarios están llamados a regular situaciones generales. 


La Honorable Senadora señora Matthei hizo presente que dado que al igual que los demás integrantes de la Comisión cree en la necesidad de eliminar el deducible y, sin perjuicio de que se deban realizar estudios previos a la adopción de una nueva fórmula legislativa que demuestren que se producirá un ahorro o un gasto capaz de ser soportado por el Estado, conversó con el  señor Ministro de Hacienda sobre este punto, quien le señaló, que sin los estudios que demuestren que es posible modificar la ley en este sentido, el proyecto sería rechazado por la Dirección de Presupuestos. Informó, además, que el Ejecutivo no tiene interés en subsidiar a las grandes empresas, sino a los pequeños y más necesitados y, de modificarse la norma, se estará subsidiando a este tipo de entidades, puesto que los trabajadores ya contaban con este beneficio.



A su turno, el Honorable Senador señor Girardi  explicó que se había comunicado con los representantes del Ministerio de  Hacienda planteándoles el tema en cuestión. Enfatizó que la eliminación del deducible es indispensable para votar favorablemente este proyecto, pues es un asunto de convicción.  Se trata de un tema de derechos, que no se puede dejar sin regulación. Planteó que una vía de posible solución sería que el señor Ministro se comprometa a que en un plazo razonable se haga el estudio pertinente, pero debe haber un acuerdo formal, suscrito con los miembros de esta Comisión. 


El Ministro señor Mañalich respondió que está de acuerdo en hacer los estudios pertinentes y que un plazo razonable podría ser de tres meses. Sobre el particular, agregó que ya está en conversaciones con el Subsecretario de Previsión Social.


Expresó que este es un proyecto disuasivo, de manera que si se logran bajar los índices de gastos por este concepto sería muy positivo para el sistema de salud.  Agregó, que no deja de llamar la atención que la mayor parte de los beneficiarios del sector público obtienen sus licencias médicas en el sector privado y esto es un dato cierto, avalado en los documentos acompañados a la Comisión. 


El Honorable Senador señor Rossi expresó que aún cuando entiende los argumentos del señor Ministro, el que se hagan dichos estudios es un asunto del Gobierno, por lo que no cambiará su opinión. Por ello, no puede votar a favor una iniciativa sobre licencias médicas que no contemple un modificación a la legislación vigente sobre esta carencia, ya que se trata de un problema que afecta a la gente.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide reiteró que esto es un asunto sanitario, y es impensable que a ese nivel se descuenten días de licencia médica, es un derecho del trabajador. Hizo presente, que de acuerdo con los documentos que el señor Ministro acompañó,  es posible comprobar que el 50% de las licencias médicas son por más de 11 días. Lo que es un desastre en todo orden de cosas, principalmente, en el plano ético.


La Honorable Senadora señora Matthei reiteró su planteamiento en orden a votar el proyecto en esta oportunidad, dado que en la sesión anterior fue solicitada segunda discusión, por lo que procede realizarla. 


El Honorable Senador señor Rossi estuvo de acuerdo con la Honorable  Senadora, en cuanto a que es oportuno votar el proyecto.


El señor  Ministro de Salud respondió al Senador Ruiz-Esquide señalándole que él debe ser formal en este asunto, por lo que reitera, que no tienen autorización para actuar más allá de lo manifestado en las sesiones de la Comisión.  


A continuación, el Honorable Senador señor Girardi puso en votación general la iniciativa en estudio. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Matthei y señor Chahuán, por la negativa los Honorables Senadores señores Rossi y Ruiz-Esquide, y se abstuvo el Honorable Senador señor Girardi, con lo cual el asunto quedó sin resolver.


En virtud de lo anterior, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 182 del reglamento de la Corporación, inmediatamente, se procedió a repetir dos veces la votación, obteniéndose idéntico resultado y considerando que la urgencia de este proyecto vencía antes de la sesión próxima de la Comisión, se dio por rechazada la idea de legislar.

- - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 15 y 29 de junio, 3, 8 y 17 de agosto de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), Evelyn Matthei Fornet, Francisco Chahuán Chahuán, Fulvio Rossi Ciocca y Mariano Ruiz-Esquide Jara.



Valparaíso, a 13 de septiembre de  de 2010.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE LA EX PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, SOBRE OTORGAMIENTO Y USO DE LICENCIAS MÉDICAS

(6811-11)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, con urgencia calificada de “suma”.

Cabe destacar que este proyecto fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


Asimismo, cabe hacer presente que esta iniciativa legal, con motivo de su primer informe, fue previamente discutida en general por la Comisión de Salud. 


A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Salud, señor Jaime Mañalich, acompañado por el asesor, señor Juan Cataldo. Del mismo modo, concurrió la Superintendenta Subrogante de Seguridad Social, señora Lucy Marabolí.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Conforme a lo consignado en su informe por la Comisión de Salud, el presente proyecto de ley procura, fundamentalmente, perfeccionar el sistema de licencias médicas, estableciendo medidas que aseguren su correcto otorgamiento y uso. A tal efecto, propone fortalecer las facultades de control y fiscalización de los órganos relacionados con el goce de este derecho y establecer sanciones administrativas y penales para el otorgamiento y uso fraudulento, abusivo o ilegal de la licencia.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Trabajo y Previsión Social se remite a lo consignado en el primer informe de la Comisión de Salud.
- - -

ANTECEDENTES


Respecto a los antecedentes jurídicos del proyecto, así como a los de hecho, este informe hace suyos los vertidos pormenorizadamente en el informe de la Comisión de Salud, y se remite íntegramente a ellos.


Lo propio acontece respecto de la opinión emitida por la Excelentísima Corte Suprema en relación a esta iniciativa de ley, la cual fue detalladamente consignada en el citado informe de la Comisión de Salud, al que, por tanto, también nos remitimos en esta materia.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio del presente proyecto de ley, el señor Ministro de Salud explicó los principales aspectos de la propuesta legislativa y los fundamentos en que se sustenta.


Acompañó su intervención con un documento que consigna antecedentes referidos al sistema de licencias médicas que opera en nuestro país. Dicho documento fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, cuya copia queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


Respecto a la materia en análisis destacó que, en opinión del Ejecutivo, el tema de las licencias médicas es uno de los problemas más graves que en la actualidad se enfrentan desde la perspectiva de las finanzas públicas, toda vez que representa una significativa cantidad de recursos que, en lugar de estar disponibles para la atención de las personas y la prevención de enfermedades, son destinados, indebidamente, al pago de licencias médicas. Dicho pago es indebido, acotó, cuando tales licencias derivan del fraude, mal uso y abuso de las mismas, lo cual acontece en un porcentaje altamente preocupante.


Recordó que este proyecto de ley tuvo su origen en un Mensaje Presidencial correspondiente al Gobierno precedente, el cual, en fundamento de su propuesta legislativa, señaló que el objetivo de la iniciativa es asegurar el otorgamiento y uso correcto de las licencias médicas, fortaleciendo las facultades de control y fiscalización de los órganos relacionados con el goce de este derecho, así como también estableciendo sanciones tanto administrativas como penales con motivo del otorgamiento y uso fraudulento, abusivo o ilegal de dicho documento. Lo anterior, añadió, toda vez que la sola acción de la justicia en el marco de la actual normativa que rige la materia, no ha sido suficiente para disminuir el mal uso o uso fraudulento de este instrumento, lo cual hace imprescindible una nueva legislación que específicamente aborde este tema. Así, agregó, este proyecto de ley, efectivamente, reviste un carácter preventivo y disuasivo, atendido que nuestra regulación legal no ha sido eficaz para hacer frente y controlar este problema.


A fin de graficar la relevancia de la problemática de que tratamos, recordó que recientemente ha sido presentada una denuncia ante la justicia ordinaria, en la ciudad de Valparaíso, a raíz de haberse detectado que, aproximadamente un tercio de las licencias médicas que se emiten en dicha ciudad, son fraudulentas, lo cual significa que ellas dicen relación, por ejemplo, con un beneficiario que no es un trabajador propiamente tal, con licencias médicas presentadas para evitar un despido laboral, con empresas falsas o de papel e, incluso, con personas que están cumpliendo condena con penas privativas de libertad. Lo mismo ha acontecido, enfatizó, en la ciudad de Rancagua, donde la respectiva denuncia fue presentada hace un par de meses atrás. De igual modo, se prepara otra denuncia producto de las últimas fiscalizaciones efectuadas por la autoridad administrativa. Sólo en la ciudad de Valparaíso, acotó, el fraude detectado en estos muestreos alcanza una suma equivalente a 6.000 millones de pesos al año, monto que, en lugar de destinarse al tratamiento de las enfermedades, termina beneficiando a quienes intervienen en este tipo de situaciones. El punto es, subrayó, que las sanciones actualmente aplicables en este ámbito son tan débiles, que el costo para el infractor es muy bajo y, por tanto, no logran desincentivar y poner fin a estas malas prácticas.


Destacó que la denominada Comisión Presidencial de Salud, convocada por Su Excelencia el señor Presidente de la República, con el fin de analizar y promover una reforma legislativa en el área de la salud, especialmente en materia de financiamiento, también tiene encomendado el análisis de la forma en que opera el sistema de licencias médicas en nuestro país. Al respecto, explicó que en Chile dicho sistema es de una generosidad que no se reproduce en ningún otro país del mundo, ni siquiera en aquellos cuyo Estado protector ofrece y asegura a su población múltiples beneficios en materia de salud, pero contemplando también diversas restricciones, como por ejemplo, las referidas al financiamiento de las licencias médicas, ya sea en cuanto a su monto total, al tiempo límite para hacer uso de ellas, o contemplando mecanismos de carencia. En nuestro país, en cambio, contamos con una licencia médica que es financiada prácticamente en su totalidad por el sistema de salud, y donde el trabajador que hace uso de este beneficio, incluso puede llegar a recibir el total de su remuneración. Dentro de dicho contexto, agregó, la Comisión Presidencial antes señalada se encuentra abocada a los estudios de rigor para formular una propuesta legislativa que debería ser objeto de discusión parlamentaria el próximo año. Por lo pronto, acotó, el presente proyecto de ley se concentra en el castigo a aplicar tras el mal uso de la licencia médica.


Recordó que durante el debate desarrollado en la Comisión de Salud del Senado, hubo consenso en cuanto a que el espíritu de la ley propuesta se orienta en el sentido correcto, en la medida que la iniciativa persigue sancionar -y, con ello, disuadir- el uso indebido de la licencia médica y de los beneficios asociados a ésta. Sin embargo, añadió, posteriormente en dicha Comisión se produjo una votación dividida, fundamentalmente, en función de dos razones que fueron consideradas como esenciales para avanzar en esta materia. En efecto, por una parte, se señaló que también deberían ser sancionados por esta iniciativa legal los controladores del sistema ISAPRE -esto es, de los seguros privados de salud-, que injustificadamente niegan las licencias médicas, del mismo modo que lo son los profesionales que las otorgan indebidamente. En este punto, acotó, el Ministerio de Salud compartió la referida propuesta, toda vez que ella apunta hacia el mismo objetivo del proyecto de ley y, en ese entendido, se comprometió a estudiar y formular la indicación que resulte atinente al efecto. Por otra parte, se sostuvo que debía cesar el mecanismo de los tres días de carencia que actualmente contempla nuestra legislación tratándose de licencias médicas cuya duración es inferior a diez días. En este ámbito, explicó, se ha efectuado una investigación con la colaboración del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, la Dirección del Trabajo y distintas agencias especializadas, de la que pudo concluirse que la referida carencia, hoy en día, es realmente efectiva para el 30% de los trabajadores del país. Lo anterior, por cuanto, de acuerdo a nuestra normativa, a los beneficiarios del sector público este período impago no les afecta, ya que tienen derecho a que sus licencias médicas sean financiadas a partir del primer día de permiso. Por otra parte, en lo que respecta a los trabajadores del sector privado, es un hecho que las grandes empresas han incorporado esta materia en sus negociaciones colectivas y, conforme a ellas, esta carencia es asumida por los propios empleadores. Sobre este particular, agregó, durante el mencionado debate se formuló una petición al señor Ministro de Hacienda en orden a comprometer recursos fiscales para ser destinados a solventar este lapso de tres días actualmente impagos para un sector de la población laboral. Añadió que el señor Ministro del ramo, en su oportunidad, explicó que no estaba en posición de comprometer fondos estatales sin que se efectuaran previamente los estudios pertinentes que contengan los antecedentes que permitan avalar tal medida. Además, prosiguió, era necesario considerar que dicha materia no formaba parte de la idea matriz de este proyecto de ley y, por tanto, cualquier propuesta en este orden tendría que ser objeto de una nueva iniciativa legislativa. Sin perjuicio de lo anterior, apuntó, el Ejecutivo se comprometió a realizar los estudios correspondientes en torno a este tema.


A continuación, el señor Ministro de Salud se refirió al sistema de licencias médicas que opera en nuestro país.


Al respecto, señaló que la licencia médica es un beneficio que se otorga a los trabajadores para que puedan ausentarse o reducir su jornada de trabajo, durante un determinado lapso de tiempo, con el fin de atender al restablecimiento de su salud, la que, una vez autorizada, puede dar derecho al pago de un subsidio por incapacidad laboral o a la mantención de la remuneración.

Existen, añadió, diversos tipos de licencias médicas, entre ellas, las curativas, las procedentes en caso de accidente o enfermedad laboral, las maternales, las motivadas en enfermedad grave del hijo menor de un año, y las correspondientes a las patologías del embarazo.


En cuanto a la tramitación de las licencias médicas, explicó que el 27,9% de ellas se cursa mediante el sistema ISAPRE, en tanto que el 72,1% corresponden al sistema estatal y, en el caso de estas últimas, el respectivo pago proviene, en un 70%, de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, y el 30% restante, de las COMPIN. En este punto, señaló, se produce una oportunidad para el fraude, toda vez que tanto FONASA como la Superintendencia de Seguridad Social, prácticamente no tienen control sobre esta situación y, si bien aún no existe acuerdo con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, se ha analizado la posibilidad de que para estos efectos se aplique un sistema de licitación pública. Ejemplificando la complejidad del problema, indicó que hace poco tiempo quedó al descubierto que una Caja de Compensación de Asignación Familiar utilizaba el RUT de un médico fallecido hace diez años, para tramitar aquellas licencias médicas donde la letra del facultativo resultaba ilegible, lo cual, obviamente, constituye una irregularidad que no puede continuar. Advirtió, entonces, que este tema también es motivo de preocupación. 


Respecto a las transacciones que se producen en torno a la tramitación de una licencia médica, señaló que ellas son múltiples e involucran a un gran número de intermediarios, lo que representa cuantiosos gastos en gestión y fiscalización. Lo mismo acontece, añadió, en relación al flujo de pago de este beneficio.


Por otra parte, continuó, es posible observar que si bien se registra un cierto aumento en el número de licencias médicas totales tramitadas en el ámbito de las ISAPRES, en el campo estatal dicho incremento es mayor. Así, puntualizó, en el año 2004 fueron tramitadas 894.204 licencias médicas por las ISAPRES, en tanto que, durante el año 2009, lo fueron 1.329.721. El Estado, por su parte, tramitó 1.458.826 licencias médicas durante el año 2004, y 3.539.202 el 2009, cifras todas que revelan que Chile es un país que se enferma rápida y progresivamente, lo que, sin duda, es un dato de consideración.


En cuanto al gasto motivado en el pago del subsidio por incapacidad laboral (SIL), en la década que se extiende desde 1999 a 2009, también se han notado importantes incrementos y así, en el subtotal FONASA, los M$ 61.223.999 pagados el año 1999, se elevaron a M$ 343.896.650 el año 2009. Asimismo, dicho subtotal registró una variación del 27,9%, sólo entre los años 2008 y 2009. Enfatizó que estos montos destinados actualmente al financiamiento de licencias médicas equivalen, aproximadamente, a 700 millones de dólares, y representan el 10% del gasto público en salud. Ahora bien, añadió, si se estima que sólo el 30% de estos recursos son indebidamente pagados por concepto de este beneficio, la cifra resultante permitiría, por ejemplo, construir, equipar y habilitar un Hospital en Talca, completamente nuevo, cada dos años.


Insistió en la importancia de este punto toda vez que lo que se gasta en este orden, deja de ser invertido en hospitales, en profesionales de la salud, en equipamiento, etcétera y, lamentablemente, la tendencia ha crecido en forma sostenida en esta materia, especialmente en el ámbito estatal, ya que en el sistema asegurador privado las cifras han fluctuado en menor medida, sea, entre otras causas, por el mayor control que allí opera o por el alto índice de rechazos que se registra, muchos de ellos, también, indebidamente.


Desde el punto de vista de dónde se concentra el total de licencias médicas, continuó, puede señalarse que los servicios estatales, incluyendo las empresas del Estado, representan el 45% de las licencias médicas, para el 12% de los trabajadores del país, en tanto que, en otros segmentos de la economía nacional, ese porcentaje, incluso, ha ido a la baja. La tendencia estatal registrada entre los años 2004 y 2009 ha sido, pues, de incremento, a pesar de que el Estado no ha empleado a personas en la misma proporción en dicho período. Nuevamente, entonces, es posible anotar que se trata de un problema muy grave de finanzas públicas, de dineros del Estado y de todos los chilenos que, en lugar de aplicarse a su destino natural en salud pública, beneficia a unos pocos que especulan con este beneficio.


Desde la perspectiva de la tasa de licencias médicas por cada 100 trabajadores al año, entre los cotizantes de FONASA, dicha tasa llegó al 72% el año 2008, es decir, solamente uno de cada cuatro trabajadores no hace uso de una licencia médica en el año, y muchas de estas licencias son, además, extraordinariamente prolongadas. 


Las enfermedades más frecuentes e invocadas al efecto, apuntó, son los transtornos mentales y las enfermedades infecciosas, entre otras.


Concluyó su intervención el señor Ministro reiterando el respaldo del Ejecutivo a este proyecto de ley, toda vez que, efectivamente, en la actualidad existe una significativa fuga o pérdida de recursos públicos en el campo de la salud, los que no pueden ser utilizados en tantas y tan importantes necesidades que afectan a dicho sector nuestro país, y ello en razón de que la propia legislación vigente posibilita que se haga mal uso o un uso fraudulento de un beneficio que está concebido con otros legítimos fines. De ahí entonces, insistió, la importancia  de aprobar la presente iniciativa legal, ya que ello -sin perjuicio de los perfeccionamientos a que haya lugar-, permitirá hacer frente a esta difícil situación, al menos, en el ámbito sancionatorio.


Enseguida, los miembros de la Comisión plantearon sus observaciones y consultas en torno a la materia en análisis, en los siguientes términos.


La Honorable Senadora señora Rincón recordó que la Superintendencia de Seguridad Social ha efectuado valiosos estudios respecto al porcentaje de licencias médicas que se otorgan por más de diez días de duración, para evitar la carencia de los tres primeros, así como también respecto de los costos que dichas licencias significan, no sólo para la empresa privada sino que también para el Estado en su rol de empleador de un importante número de funcionarios fiscales. Estos antecedentes, añadió, revelan una dramática realidad, donde ha operado un incentivo perverso que atenta contra el sistema. En efecto, apuntó, si bien la señalada carencia de tres días respondió en su concepción a la necesidad de desincentivar el uso excesivo de las licencias médicas, generó, al contrario de lo esperado, una mala práctica conforme a la cual, simplemente, se otorgan licencias por once días o más, a fin de obtener el pago total del subsidio o la remuneración, en su caso, durante todo el tiempo de vigencia del permiso, lo que se traduce en prolongadas ausencias de los lugares de trabajo y en un alto costo para el empleador y para el Estado, sin perjuicio de la situación fraudulenta que se oculta tras toda esta maquinación. 


Esta situación, enfatizó, sin duda que no puede continuar, sin embargo, advirtió, no hay que confundir las discusiones a desarrollar ni las materias que en ellas es preciso abordar. Por una parte, aclaró, está el tema de las sanciones a aplicar ante el abuso de las licencias médicas -que es lo que persigue el presente proyecto de ley-, y, por la otra, está la revisión del sistema de salud propiamente tal. Se trata, pues, de debates distintos que han de desarrollarse cada uno en su oportunidad. 


Del mismo modo, recordó que las propuestas en torno a estas materias no prosperaron durante los Gobiernos precedentes, ni cuando se realizó la reforma a la salud, ni cuando se efectuó la reforma previsional. A pesar de ello, destacó, la Superintendencia de Seguridad Social realizó los estudios necesarios para efectos de evaluar una reestructuración del mecanismo de calificación de enfermedades e invalidez, ya que éste es un elemento básico del sistema de salud que opera en nuestro país. Añadió que, en la actualidad, existe una multiplicidad de organismos y entidades que intervienen en estos procesos de calificación, haciendo engorroso y complejo el funcionamiento del sistema. Así, acotó, tenemos la Comisión Médica de Reclamos (COMERE), las Comisiones de las Mutualidades de Empleadores, las del Instituto de Previsión Social, las Comisiones Médicas de las AFP, las de las ISAPRES y las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN), todo lo cual se traduce, por una parte, en que los trabajadores quedan obligados a deambular de un lado para otro sólo para calificar si su enfermedad es laboral o no, y, por el otro, en la existencia de múltiples criterios médicos por parte de cada uno de los prestadores, no necesariamente coincidentes entre sí, para la evaluación y calificación de tales enfermedades y, todo ello, además, con un costo fiscal enorme. En consecuencia, subrayó, es imperativo y urgente estudiar la reestructuración institucional del sistema de calificación en salud y, en ese contexto, habría lugar para analizar, además, el antes mencionado período de carencia en el pago del subsidio o la remuneración, según corresponda, tras el otorgamiento de una licencia médica. Sin duda, agregó, que se ahorrarían recursos, tiempo y problemas, si el sistema contara, por ejemplo, con paridad de criterios profesionales, con la posibilidad de que las instituciones sean veedoras y participen con derecho a voz en los procesos respectivos, y los trabajadores, a su turno, tuvieran representación en los mismos mediante asesores médicos que intervinieran por ellos en sus causas. Sin embargo, reiteró, esa es una discusión de mayor envergadura, que no se opone ni obstaculiza el presente análisis en torno a las sanciones a que debe dar lugar el mal uso y abuso del beneficio de la licencia médica.


En lo que respecta al proyecto de ley en estudio, insistió que él apunta al mecanismo sancionatorio para castigar el uso indebido e incorrecto de las licencias médicas. Destacó que la iniciativa contempla la creación de un Registro Nacional de Licencias Médicas, propuesta que si bien fue planteada hace mucho tiempo atrás, recién ahora estaría viendo la luz legislativa, lo cual es un gran paso. Sin embargo, advirtió, el proyecto requeriría de algunos perfeccionamientos, tanto en su redacción como en cuestiones de fondo. Así por ejemplo, puntualizó, la iniciativa se ocupa de las sanciones aplicables sólo al profesional de la salud que interviene en el otorgamiento indebido o fraudulento de una licencia médica, en circunstancias que sería necesario castigar también al trabajador o funcionario que solicita que se le entregue tal licencia y hace un uso indebido de la misma. Lo propio acontece respecto de las instituciones de salud que deniegan sin causa o injustificadamente las licencias médicas, vedando el permiso laboral y el eventual pago a que ellas deberían dar lugar. En ambos casos, subrayó, es preciso contemplar las sanciones correspondientes y, sin embargo, el proyecto nada dice a este respecto, por lo que resulta necesario incorporar las modificaciones pertinentes para completar el cuadro sancionatorio.


Por último, en torno a las Cajas de Compensación de Asignación Familiar aclaró que dichas entidades sólo son instituciones pagadoras de la prestación pecuniaria derivada de una licencia médica y, como tales, se limitan a pagar lo que la respectiva COMPIN dispone al efecto. Es decir, las Cajas de Compensación no tramitan las licencias médicas, sino que sólo las pagan, de modo que la posibilidad de fraude sobre el que se ha advertido en este aspecto, podría no necesariamente ser tal en la medida que el problema podría ser más bien de fiscalización de las COMPIN y de la Superintendencia de Seguridad Social.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Matthei expresó que, durante el análisis del proyecto en la Comisión de Salud del Senado -de la cual también es integrante-, efectivamente hubo consenso en cuanto a que los tres días de carencia a que se ha hecho referencia, en lugar de disuadir el uso de las licencias médicas, sólo han motivado el otorgamiento de licencias médicas más extensas a fin de generar el pago total del subsidio por incapacidad laboral o de las remuneraciones, en su caso. Recordó que, consultado sobre el tema, el señor Ministro de Hacienda explicó que no podía comprometer recursos fiscales sin que previamente se desarrollasen los estudios pertinentes para determinar el eventual universo de destinatarios del beneficio y el costo involucrado en el mismo. También indicó que el gasto originado en los tres días de carencia, en la actualidad, es asumido por las grandes empresas, las cuales han incorporado dicho ítem en sus negociaciones colectivas y, por tanto, no puede esperarse ahora que sea el Fisco quien solvente con fondos públicos un costo que hoy las empresas ya han internalizado en sus propias finanzas. En ese contexto, puntualizó, el Secretario de Estado comprometió la realización de los estudios correspondientes que, posteriormente, permitan responsablemente abordar el tema con conocimiento de a quiénes afectaría este beneficio, a cuánta gente y a qué costo.


Por otra parte, Su Señoría manifestó coincidir con la opinión de que es necesario incorporar en este proyecto de ley las sanciones a aplicar al trabajador que hace uso indebido de la licencia médica, ya que este comportamiento es tan reprochable como el otorgarla fraudulentamente. Señaló que no pocos trabajadores usan la licencia médica para fines distintos de la recuperación de su salud con motivo de alguna enfermedad que los aqueje, y así, por ejemplo, recurren a este instrumento para ausentarse de su lugar de trabajo y desempeñarse, paralelamente, en un segundo empleo. Recordó una experiencia personal precisamente en dicho sentido y, por tanto, señaló constarle que el mal uso de este beneficio es una realidad en nuestra sociedad. Asimismo, agregó, la licencia médica se presenta para evitar un despido laboral, es decir, nuevamente apartándose de la finalidad para la cual está concebida. 


La situación es más grave aún, subrayó, si se considera que en nuestro país muchas personas estiman que defraudar al Fisco es una verdadera proeza y que quien lo hace gana contra el sistema. No es visto, entonces, como una conducta reprochable y, en su opinión, ese equivocado concepto debe cambiar. Señaló que este fraude a los recursos públicos se ha dado en distintos ámbitos y, a modo de ejemplo, recordó el caso de los fondos públicos destinados a capacitación laboral, respecto de los cuales también ha podido constatarse el uso fraudulento de los recursos asignados. En esta materia, puntualizó, si bien en su oportunidad se establecieron en la ley diversos requisitos para acceder a este sistema de financiamiento -entre ellos, acreditar la calidad de trabajador de quien sería capacitado, mediante la presentación de, al menos, dos cotizaciones previsionales-, estas condiciones eran cumplidas por los interesados, a pesar del gasto que significaban, porque en definitiva eran menos costosas que el beneficio que recibirían a cambio, consistente en la suma de $200.000 que, supuestamente, se destinaría a capacitación laboral, cosa que, finalmente, no ocurría porque tras el ardid no existía tal intención, sino que sólo la de ganar un beneficio fiscal. Es decir, una vez más el fraude al Fisco aparece como una alternativa atractiva para las personas y a la cual no siempre les resulta fácil resistir. Esa actitud, enfatizó, debe cambiar. Es particularmente difícil diseñar e implementar políticas públicas para ir en ayuda de los grupos más vulnerables cuando, en definitiva, todo se transforma y se deforma para defraudar los recursos fiscales y, finalmente, todo el esfuerzo debe orientarse en decidir cómo prevenir y evitar el fraude y el abuso.


Ante este escenario, añadió, que revela una práctica no deseada y no mal vista, es preciso hacer algo para corregir la anomalía, y este proyecto de ley constituye un primer paso en esa tarea en lo que al sistema de salud se refiere, sin perjuicio de los demás caminos que sea necesario seguir para avanzar aún más en la materia. 


Indicó que también comparte la opinión de que es necesario incorporar en el marco sancionatorio de esta iniciativa de ley, a las instituciones de salud que injustificadamente retienen o deniegan las licencias médicas y, en general, es preciso castigar a todos quienes participen o se beneficien, ya sea de otorgar o de negar, indebida o fraudulentamente, las licencias médicas y los beneficios asociados a ellas.


En cuanto a la institucionalidad del sistema de salud, expresó que también es un tema que deberá ser abordado con posterioridad, y subrayó que la Comisión de Trabajo y Previsión Social puede efectuar un valioso aporte a este respecto, toda vez que no sólo se trata de una materia propia de su competencia en el ámbito de la seguridad social, sino que, además, es un asunto que ha sido objeto de su constante preocupación. Sin embargo, advirtió, ello correspondería a una segunda etapa, ya que una primera aproximación al tema lo constituye la presente propuesta de ley.


El Honorable Senador señor Bianchi, en tanto, manifestó que la exposición efectuada por el señor Ministro de Salud fue del todo gráfica y aclaratoria en torno a la situación del sistema de licencias médicas que actualmente opera en nuestro país, y viene a constatar una realidad que, efectivamente, ha sido, desde antiguo, motivo de la permanente preocupación de esta Comisión. Asimismo, señaló coincidir con los planteamientos formulados por las dos señoras Senadoras que le antecedieron en el uso de la palabra, especialmente en cuanto a que las sanciones por los abusos cometidos en relación a las licencias médicas, deben recaer no sólo sobre los médicos y profesionales de la salud que las otorgan indebidamente, sino que también deben pesar sobre quienes las solicitan para invocarlas con fines al margen de la legalidad.


Expresó, del mismo modo, serle particularmente preocupante la situación que en esta materia se registra al interior del sector público, donde, según lo informado, del 12% del total de trabajadores del país, que pertenecen a dicho sector, casi un 46% hace uso de los beneficios asociados a las licencias médicas. Se trata, pues, de un problema grave al que es necesario enfrentar y solucionar. Consultó, enseguida, si dentro de los porcentajes mencionados, se contempla sólo a los funcionarios de planta y a contrata, o si, además, se incluye a quienes se desempeñan con contratos de honorarios.


El señor Ministro de Salud respondió que los datos aportados consideran tanto los funcionarios de planta como los de contrata, y no incluye a las personas que prestan servicios bajo la modalidad de honorarios. Además, agregó, cabe hacer presente que el 80% de las licencias médicas presentadas en este sector, son emitidas por médicos privados porque, según ha podido constatarse, las personas recurren a los profesionales que sí otorgan este documento, con preferencia respecto de aquéllos que son reticentes a ello. 


La Honorable Senadora señora Rincón apuntó que, si bien el personal que opera bajo el régimen de honorarios no aparece reflejado en las cifras mencionadas, no hay que olvidar que estos trabajadores, en este sector, por contrato, tienen igualmente cubiertas ciertas prestaciones básicas, entre ellas, las vacaciones, las cotizaciones previsionales y los beneficios en materia de salud. En consecuencia, ellos también pueden acceder a la licencia médica y a los beneficios que de ésta se derivan.


El Honorable Senador señor Bianchi apuntó que, conforme a lo señalado, entonces, las cifras reseñadas podrían ser aún mayores y, por tanto, más preocupante resulta ser la situación, ameritando que se avance en esta materia, para lo cual, sin duda, contribuiría la aprobación de la presente iniciativa legal, sin perjuicio de los perfeccionamientos que sea necesario considerar y de los posteriores esfuerzos que sea preciso desplegar en aras de mejorar el sistema de salud propiamente tal.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto consultó si en el concepto de “sector público”, el Ministerio de Salud considera o no incluidas a las empresas del Estado. Indicó que su pregunta obedece a que, según apareció publicado en la prensa escrita, CODELCO registra 22.000 licencias médicas al año, lo que, sin duda, constituiría un dato no menor respecto al tema en análisis. Explicó que su consulta, además, intenta aclarar lo que se estima por aparato público, a fin de no estigmatizar indebidamente al sector.


El señor Ministro de Salud señaló que CODELCO emplea, aproximadamente, a 35.000 personas, y es la empresa estatal que figura con el mayor número de licencias médicas en el país y, además, con las más costosas. A modo ilustrativo, indicó que un beneficiario del sector público tiene un gasto en salud en Chile de, aproximadamente, 250 dólares al año, mientras que un beneficiario del sector privado gasta 800 dólares por año y un beneficiario de CODELCO gasta 1.600 dólares por año en medicina y, de esa cifra, más de la mitad corresponde a pagos por concepto de licencias médicas. Nuevamente, apuntó, queda en evidencia la gravedad de este problema en materia de financiamiento de la salud en nuestro país.


La Honorable Senadora señora Rincón se manifestó partidaria de aprobar la iniciativa en análisis, bajo el previo compromiso del Ministerio de Salud de abordar los diferentes tópicos a que se ha hecho mención en el presente debate. En ese entendido, añadió, el Ejecutivo tendría que asumir un compromiso para, primero, corregir este proyecto de ley en cuanto a incorporar en esta iniciativa las correspondientes sanciones tanto respecto de las instituciones de salud que deniegan sin fundamento las licencias médicas, como respecto de los trabajadores que, sin estar aquejados por una enfermedad, solicitan y hacen uso de las licencias médicas e impetran los beneficios asociados a ellas. En segundo lugar, continuó, el compromiso del Ejecutivo debería contemplar la revisión, a la brevedad posible, de la institucionalidad general del sistema de salud que opera en nuestro país, a fin de considerar una reestructuración del mismo. Dicho análisis, agregó, debería incluir el examen de la carencia en el pago de los tres primeros días de vigencia de la licencia médica cuando ésta es inferior a diez días. Indicó que en estas materias existen estudios efectuados en su oportunidad por la Superintendencia de Seguridad Social, los que, sin duda, podrían ser de gran utilidad para los señalados efectos.


Otro tema que, en su opinión, debería ser analizado al revisar la institucionalidad general del sistema, dice relación con la creación de un registro de medicamentos. En efecto, explicó, por lo regular las licencias van acompañadas de una prescripción médica que determina los medicamentos que las personas deberán consumir durante el tratamiento aplicado para la recuperación de su salud. Ahora bien, añadió, es preciso dejar constancia de lo que se está disponiendo mediante estas prescripciones médicas y para ello debería considerarse la posibilidad de tener un registro especializado en el que se consigne esta clase de antecedentes.


Se trata, advirtió, de un asunto de importancia no menor, que involucra materias tales como los laboratorios que elaboran los medicamentos, el tipo de remedios que se está recetando, la frecuencia y uso de los mismos, entre otros relevantes aspectos.


Hizo presente que en Argentina este registro se encuentra muy bien implementado, con seguimiento informático, con fiscalización continúa, donde los profesionales deben fundamentar la receta médica emitida, etcétera. Es decir, se trata de un sistema exitoso en su funcionamiento y que sería pertinente estudiar para su implementación en nuestro país.


Por último, señaló que otro problema que se verifica en nuestro sistema de salud y que amerita una revisión, se vincula con la situación de las personas que requieren ser sometidas a una intervención quirúrgica y cuyo procedimiento es permanentemente postergado. Además del inconveniente derivado de la prolongada espera, añadió, está la dificultad de que cada vez que estas personas necesitan ser evaluadas para tales efectos, deben repetir sus exámenes médicos, ya que éstos son indispensables y deben reflejar la actual condición de salud del paciente. Ello, subrayó, deviene en un enorme costo fiscal, que bien podría evitarse si se revisa esta materia y se busca una solución que salve este inconveniente.


La Honorable Senadora señora Matthei agregó que otro asunto relevante a considerar en un examen general del sistema de salud, dice relación con la necesidad de revisar o modernizar el concepto de “salud incompatible con el servicio” que opera respecto de los funcionarios que se desempeñan en el sector público. Explicó que, si bien existen casos dramáticos en que las personas realmente padecen una enfermedad severa -como puede ser un cáncer-, que requiere un tratamiento prolongado y complejo, no es menos cierto que en esta materia también se producen situaciones de abuso y, así, hay quienes utilizan la licencia médica para ausentarse del trabajo durante largos períodos, los que se extienden hasta justo antes de cumplirse el tiempo máximo legal de 180 días para declarar la incompatibilidad de la salud del funcionario con el cargo desempeñado. Peor aún, agregó, cada año estas personas repiten el mismo procedimiento. En consecuencia, este es otro tema que debería ser analizado, toda vez que estos abusos son los que atentan contra el funcionamiento exitoso del sistema, encarecen sus costos y, a la postre, de una u otra manera, perjudican a los usuarios del mismo.


Finalmente, los miembros de la Comisión estuvieron contestes en aprobar la idea de legislar en esta materia, atendida la innegable importancia que ella reviste y el aporte que esta iniciativa puede significar en el uso correcto de las licencias médicas y de los beneficios asociados a éstas. Lo anterior, sin perjuicio de los perfeccionamientos, tanto formales como de fondo, que sea necesario introducir a la iniciativa legal en aras del mejor cumplimiento de sus fines, al tenor de las observaciones formuladas precedentemente. Asimismo, coincidieron en que este proyecto de ley representa un primer paso en el marco de una revisión global del sistema de salud que opera en nuestro país, y en la cual se aborden las diversas problemáticas más arriba reseñadas.


- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Matthei y Rincón, y señores Bianchi, Kuschel y Muñoz Aburto.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley que fuera rechazado en general por la Comisión de Salud, y que vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social os propone aprobar en general:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- La presente ley tiene por objeto establecer regulaciones que permitan asegurar el otorgamiento y uso correcto de la licencia médica, mediante la aplicación de medidas de control y fiscalización, y de sanciones respecto de las conductas fraudulentas, ilegales o abusivas relacionadas con dicho instrumento.

Artículo 2°.- Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez podrán citar a los profesionales que emitan licencias médicas que se encuentren sometidas a su evaluación, y solicitarles la entrega de los antecedentes o informes complementarios que las respalden. 


La no presentación injustificada a las citaciones o la dilación pertinaz en la entrega de los antecedentes solicitados, habilitarán a la Comisión para que, mediante resolución fundada, suspenda temporalmente tanto la venta de formularios de licencias médicas, como la facultad del profesional para emitir licencias médicas. Dicha resolución se notificará al profesional respectivo mediante carta certificada, y podrá reclamarse de ella dentro de cinco días hábiles, contados desde su notificación, ante  la Superintendencia de Seguridad Social.

Una vez que el profesional acuda a la citación o remita los antecedentes solicitados, la Comisión de oficio o a petición de parte dictará una resolución que deje sin efecto la suspensión temporal indicada.


Artículo 3°.- El Ministerio de Salud, mediante resolución publicada en el Diario Oficial, y fundada en razones de buen servicio, podrá concentrar la tramitación de las licencias médicas o los reclamos en su caso, en una o más Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, independiente de la competencia territorial que correspondería seguir según las reglas generales. Esta Comisión tendrá respecto de ellas las mismas facultades que si correspondiere a su territorio.

Artículo 4°.- En caso que el profesional habilitado para otorgar licencias médicas, emita licencias sin fundamento médico, la Superintendencia de Seguridad Social, de oficio o a petición de la Secretaría Regional Ministerial de Salud o de la COMPIN respectiva, del Fondo Nacional de Salud o de una Institución de Salud Previsional, podrá, si existe mérito para ello, iniciar una investigación.


Si la investigación acredita los hechos denunciados podrá aplicar las siguientes sanciones:


1) Multa a beneficio fiscal de hasta 10 Unidades de Fomento. La multa podrá elevarse al doble en caso de constatarse que la emisión de licencias sin fundamento médico ha sido reiterada.


2) Suspensión por 30 días de la facultad para otorgar licencias médicas y una multa a beneficio fiscal de hasta 25 Unidades de Fomento, en caso de reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.


3) Suspensión por 90 días de la facultad para otorgar licencias médicas y una multa a beneficio fiscal de hasta 50 Unidades de Fomento, en caso de segunda reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.


4) Suspensión por un año de la facultad para otorgar licencias médicas y una multa a beneficio fiscal de hasta 100 Unidades de Fomento, en caso de tercera reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.


La resolución que aplique alguna de las sanciones señaladas deberá ser fundada, y dictada previo informe del profesional involucrado.

El profesional tendrá diez días hábiles desde la notificación de la resolución que aplica la sanción para remitir a la Superintendencia su informe, pudiendo solicitar que se le otorgue una audiencia para realizar descargos, a la que podrán asistir los organismos administradores que correspondieren, el Colegio Profesional y las Sociedades Científicas respectivos, previa citación.

Transcurrido el plazo de 10 días señalado o realizada la audiencia indicada, la Superintendencia resolverá de plano la procedencia de la sanción.

La solicitud de informe, la citación a la audiencia de descargos y la resolución deberán ser notificadas por carta certificada.


Artículo 5°.- El profesional habilitado que haya sido sancionado conforme a lo establecido en el artículo anterior será responsable solidariamente de la devolución de todas las prestaciones pecuniarias que el trabajador beneficiado hubiere percibido por la respectiva licencia médica.


Artículo 6°.- El profesional habilitado para otorgar licencias médicas podrá recurrir de reposición de las sanciones aplicadas conforme al artículo cuarto, en un plazo de 5 días hábiles, contados desde su notificación.

Para que el recurso sea acogido a tramitación, el profesional deberá acompañar los antecedentes justificantes de dicho recurso.


La Superintendencia de Seguridad Social, conociendo de la reposición, podrá requerir todos los antecedentes respectivos al órgano administrador.


En contra de la resolución que deniegue la reposición, el profesional afectado podrá interponer acción de nulidad, por infracción de ley, ante la Corte de Apelaciones respectiva, en los términos señalados en el artículo 58 de la Ley N° 16.395. Asimismo, las multas aplicadas y que se encuentren a firme podrán ser cobradas en los términos indicados en el artículo 60 del referido texto legal.


Artículo 7°.- En caso de que el profesional otorgante estuviere afecto al Estatuto Administrativo, Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, Estatuto Administrativo de Funcionarios Municipales, y el Estatuto para los medico-cirujanos, farmacéuticos o químico-farmacéuticos, bioquímicos y cirujanos dentistas u otra norma estatutaria que haga aplicable el Estatuto Administrativo, la  emisión de licencias sin fundamento médico en el ámbito de su práctica profesional tanto pública como privada, se considerará una vulneración al principio de la Probidad Administrativa.


Artículo 8°.- El que incurra en falsedad en el otorgamiento de licencias médicas, de declaraciones de invalidez, o de cualquier antecedente esencial que las justifiquen, será sancionado con las penas previstas en el artículo 202 del Código Penal. Además, se deberá aplicar la inhabilitación temporal para emitir licencias médicas durante el tiempo de la condena o por el lapso menor que se determine prudencialmente.


Para efectos del inciso precedente, se entenderá que incurre en falsedad, el que ejecutare cualquiera de las conductas descritas en los numerales 1° a 7° del artículo 193 del Código Penal, y se considerará igualmente que comete la falsedad del numeral 4° del citado artículo, el profesional que falte a la verdad en la certificación de el o los diagnósticos.


Incurrirá también en la sanción establecida en el inciso primero de este artículo el que haga uso malicioso de los documentos falsos indicados.


En caso de reincidencia, se deberán aplicar las penas previstas en el artículo 202 del Código Penal aumentadas en un grado, y la sanción de inhabilitación perpetua para emitir licencias médicas.


Desde la formalización de la investigación, el tribunal, a petición del fiscal o del querellante, podrá disponer, respecto del profesional que apareciere involucrado en los hechos, la suspensión de su facultad de emitir licencias médicas mientras dure la investigación o por el plazo  inferior que fije el tribunal fundadamente.


Artículo 9°.- Las sanciones que aplique la Superintendencia de Seguridad Social en virtud del artículo 4° de esta ley, deberán ser comunicadas a la Superintendencia de Salud para que ésta proceda a suspender del Registro de Prestadores al profesional sancionado, por el mismo tiempo que la Superintendencia de Seguridad Social haya suspendido la posibilidad de otorgar licencias médicas.


Asimismo, si el profesional de la salud fuese condenado por sentencia ejecutoriada, por alguna de las conductas señaladas en el artículo 8º, se le cancelará la inscripción en el Registro de Prestadores de la Superintendencia de Salud.


Artículo 10°.- Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social establecer, administrar y mantener un Registro Nacional de Licencias Médicas y Subsidios por Incapacidad Laboral, en el cual se deberán registrar, a lo menos, las menciones contenidas en las licencias médicas, el contenido de las resoluciones de los organismos encargados de su evaluación y revisión, el otorgamiento, cuando corresponda según los requisitos legales y reglamentarios, del subsidio por incapacidad laboral, las resoluciones de la COMPIN dictadas conforme al artículo 2° de la Ley, y las sanciones que aplique la SUSESO de acuerdo al artículo 4° de este texto legal. Asimismo, se anotarán en este registro las penas, inhabilitaciones y suspensiones que se impongan a los profesionales en virtud del artículo 8° de esta ley, para lo cual el tribunal respectivo informará a la Superintendencia de Seguridad Social, acerca de las resoluciones ejecutoriadas que se pronuncien sobre estas sanciones.


La Superintendencia realizará el tratamiento de dicha información, para lo cual el Fondo Nacional de Salud, las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, las COMPIN, los Servicios de Salud, las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, el Instituto de Seguridad Laboral, las Instituciones de Salud Previsional, las Mutualidades de Empleadores y las entidades pagadoras de pensiones  estarán obligadas a proporcionar los datos personales y antecedentes necesarios para dicho efecto. Adicionalmente, la Superintendencia podrá requerir de otras entidades públicas y privadas la información que éstas tengan en su poder y resulte necesaria para el cumplimiento de estas funciones.


Artículo 11°.- Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social, conforme al reglamento y a las instrucciones que dicte al efecto, proporcionar acceso al Registro Nacional de Licencias Medicas y Subsidios a las entidades públicas y privadas que justifiquen los motivos para requerir una determinada información, asegurando la privacidad de los datos personales y sensibles que pueda contener.


Será aplicable al personal de las instituciones públicas indicadas en el inciso segundo del artículo anterior lo dispuesto en el inciso final del artículo 56 de la Ley N° 20.255.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 29 de septiembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Pedro Muñoz Aburto (Presidente), señoras Evelyn Matthei Fornet y Ximena Rincón González, y señores Carlos Bianchi Chelech y Carlos Ignacio Kuschel Silva.

Sala de la Comisión, a 5 de octubre de 2010.

(Fdo.): Mario Labbé Araneda, Secretario de la Comisión 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ORPIS, ALLENDE (DOÑA ISABEL), RINCÓN (DOÑA XIMENA), GÓMEZ Y HORVATH, QUE PROPICIA LA AMPLIACIÓN DE LA MATRIZ ENERGÉTICA MEDIANTE FUENTES RENOVABLES NO CONVENCIONALES

(7201-08)

HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Minería y Energía, tiene el honor de informaros en general, acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Orpis, señoras Allende y Rincón y señores Gómez y Horvath.




Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 8 de septiembre de 2010, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía.





Cabe hacer presente que este proyecto se discutió sólo en general, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - -





A la sesión en que se discutió el proyecto de ley en informe, asistieron, especialmente invitados, el Ministro de Energía, señor Ricardo Raineri; el Jefe de Prensa del Ministerio, señor Juan Francisco Somalo, y la Asesora del Ministro, señora Carla Silva.





Asimismo, concurrieron las siguientes personas:





- De la Confederación de la Producción y del Comercio, el Presidente de la Comisión de Desarrollo Sustentable, señor Javier Hurtado.





- De la Asociación de Empresas Eléctricas A.G., el Gerente General, señor Rodrigo Castillo.





- De Pacific Hydro Chile S.A., el Gerente General, señor José Antonio Valdés; el Gerente Comercial y de Regulación, señor Luis Arqueros, y la Gerente de Comunicaciones y Asuntos Públicos, señora Carolina Pellegrini.





- De la Asociación Chilena de Energías Renovables A.G., ACERA, el Vicepresidente Ejecutivo, señor José Ignacio Escobar; el Secretario Ejecutivo, señor Mario Manríquez, y el Director, señor Guillermo Baltra.

OBJETIVO DEL PROYECTO





El objetivo del proyecto es alcanzar una meta de generación del 20% para el año 2020, con energías renovables no convencionales.
- - -

ANTECEDENTES





1.- Antecedentes legales.





a) Decreto con fuerza de ley N° 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1982, del Ministerio de Minería, que contiene la Ley General de Servicios Eléctricos.


b) Ley N° 20. 257, que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos  respecto de la generación de energía eléctrica con fuentes de energía renovables no convencionales.





c) Ley N° 20.402, que crea el Ministerio de Energía.





2.- Antecedentes de hecho.




La Moción, presentada por los Honorables Senadores señor Orpis, señoras Allende y Rincón y señores Gómez y Horvath, señala que recientemente S.E. el Presidente de la República ha anunciado que espera alcanzar una meta de generación del 20% para el año 2020, con energías renovables no convencionales (ERNC).




Agrega que, para hacer realidad tal propósito, resulta fundamental modificar el artículo 150° bis, incorporado a la Ley General de Servicios Eléctricos por la ley N° 20.257, pues dicha norma sólo establece la obligación de acreditar como energías renovables no convencionales un 10%.





Expresa la iniciativa que el artículo 1° transitorio de la ley N° 20.257 dispone que el mencionado 10% deba cumplirse al año 2024.





Por ello, indica la Moción, resulta fundamental aumentar los porcentajes establecidos en dicho cuerpo legal y, adicionalmente, reducir los plazos.





Recuerda el texto que el artículo 1° transitorio de la ley N° 20.257, estableció una gradualidad hasta el año 2024, partiendo con un 5% en los primeros años, para posteriormente, a partir del año 2015, aumentar en un 0,5% anual.





Señala que difícilmente se alcanzará el porcentaje anunciado del 20% si, en definitiva, no se traduce en una obligación legal. Añade que el 20% para el 2020 es una meta alta, que no puede estar sujeta a la mera liberalidad de los actores del sector eléctrico.





La iniciativa expresa que, de hecho, la información mas reciente que aparece en la página web de la Comisión Nacional de Energía (CNE), actualizada al año 2008, indica que la capacidad instalada total de los cuatro sistemas eléctricos alcanza a 13.137 MW. De esta capacidad el 96,3% corresponde a energías convencionales y un 3,4% a energías renovables no convencionales.




Por esta razón, señala la Moción, para alcanzar el 20% se hace más indispensable que nunca modificar la gradualidad en forma inmediata. Añade que si no se establece como obligación legal la meta del 20%, ésta sólo será una aspiración programática, sin que se tenga certeza que se pueda cumplir. Añade que llegar al 20% de energías renovables no convencionales al año 2020 en los sistemas eléctricos, implicará fuertes inversiones y el desarrollo de una serie de nuevas tecnologías, materias  que requieren de certeza jurídica, pues sólo con un marco legal claro es posible lograr el objetivo.




Finalmente indica que, adicionalmente, el presente proyecto de ley amplia las posibilidades de comercializar las energías renovables no convencionales hacia los clientes libres, las compañías distribuidoras de electricidad y localidades rurales para venderlo entre aquellos que deban acreditar la obligación establecida en el inciso primero del artículo 150° bis.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL





El señor Presidente de la Comisión colocó en discusión en general el proyecto de ley en estudio.




El Presidente de la Comisión de Desarrollo Sustentable de la Confederación de la Producción y del Comercio, señor Javier Hurtado, señaló que el proyecto en estudio propicia la ampliación de la matriz energética, mediante fuentes renovables no convencionales. Añade que, para ello, modifica el artículo 150° bis y el artículo 1° transitorio de la ley N° 20.257 que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos respecto de la generación de energía eléctrica con fuentes de energías renovables no convencionales.





Explicó que la ley N° 20.257, del año 2008, establece que la empresa eléctrica que efectúe retiros de energía desde los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 200 megawatts para comercializarla con distribuidoras o con clientes finales, estén o no sujetos a regulación de precios, deberá acreditar ante la Dirección de Peajes del CDEC respectivo, que una cantidad de energía equivalente al 10% de sus retiros en cada año calendario haya sido inyectada a cualquiera de dichos sistemas, por medios de generación renovables no convencionales, propios o contratados.





Agrega que, de esta forma, y en virtud de lo que indica el artículo 1° transitorio de la ley 20.257, esta obligación comenzó a regir a partir del 1 de enero de 2010, aplicándose a todos los retiros de energía para ser comercializados con distribuidoras o con clientes finales cuyos contratos se suscriban a partir del 31 de agosto de 2007, sean contratos nuevos, renovaciones, extensiones u otras convenciones de similar naturaleza.





No obstante lo anterior, explicó que la obligación que se establece en el artículo 150° bis será de cumplimiento gradual desde el año 2010 al 2024, donde para los años 2010-2014 la obligación aludida es de un 5%, aumentándose en un 0,5% anual a partir del año 2015. Añadió que este aumento progresivo se aplicará de tal manera que los retiros afectos a la obligación el año 2015 deberán cumplir con un 5,5%, los del año 2016 con un 6% y así sucesivamente, hasta alcanzar el año 2024 el 10%, previsto en el artículo 150° bis.




Manifestó que, en razón de lo indicado en dicho cuerpo legal y en relación a los anuncios entregados por el Presidente de la República, respecto de alcanzar una meta del 20% en materia de energías renovables no convencionales para el año 2020, es que se presentó esta moción parlamentaria, cuyo fundamento principal persigue, por una parte, aumentar los porcentajes antes indicados y disminuir, por otra parte, los plazos entregados por la ley para cumplir con la norma.





Indicó que esta iniciativa legislativa amplía las posibilidades de comercializar las energías renovables no convencionales hacia los clientes libres; las compañías distribuidoras de electricidad y localidades rurales para venderlo entre aquellos que deban acreditar la obligación establecida en el inciso primero del artículo 150° bis.





Respecto del planteamiento que propone aumentar el porcentaje del artículo 150° bis de 10 a 20%, advirtió que se produciría un cambio negativo en las reglas del juego establecidas mediante la ley N° 20.257, debido a que se altera considerablemente la certeza jurídica con que cuentan los actores del sector eléctrico respecto de las decisiones que han proyectado y programado, desde la publicación de la ley en comento, esto es, desde abril del año 2008.





Expresó que la empresa eléctrica sujeta a esta norma no sólo realizó una proyección financiera y económica de los costos y alternativas a utilizar durante el año en curso, fecha en que empieza a regir esta obligación, sino que además elaboró sus proyecciones hasta el año 2024, fecha en que debe cumplir con la obligación final del 10% en energías renovables no convencionales.





Observó que cambiar las exigencias respecto al cumplimiento de los porcentajes de energías renovables no convencionales, a menos de un año desde la entrada en vigencia de esta obligación, generará una clara incertidumbre respecto de la efectividad de la norma, elemento fundamental con que cuenta el inversionista para tener una adecuada toma de decisiones respecto de estas materias.





Agregó que la generación de electricidad por fuentes no convencionales, implica una inversión inicial de alto costo que no es proporcional con el rendimiento energético que ellas generan, a diferencia de lo que ocurre con las energías convencionales en donde existe una mayor rentabilización de la inversión.





Destacó que un cambio en esta materia implicará mayores gastos respecto de la implementación de las nuevas tecnologías para cumplir con la generación eléctrica sobre la base de energías renovables no convencionales, las que claramente serán traspasadas a precios, afectando al consumidor final del servicio.




Por todo ello, estimó que la propuesta contenida en la moción en estudio es altamente perjudicial, debido a que el fundamento del proyecto no justifica un cambio en las condiciones que hoy se encuentran vigentes, ya que con ello sólo se comprueba lo indicado en la historia de la ley N° 20.257, donde se señaló en más una oportunidad, durante su discusión, que este plazo terminaría ampliándose por presión de los grupos de interés.





Recordó que el Mensaje del Ejecutivo del proyecto de ley que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos, respecto de la generación de energía eléctrica con fuentes de energías renovables no convencionales, hoy la ley N° 20.257, establecía un porcentaje bastante inferior al señalado definitivamente en la ley, esto es, equivalente a un 5%, cuestión que luego se aumentó a 8% y finalmente quedó en 10%.




Respecto de la gradualidad en el cumplimiento de la obligación para el año 2010, evocó que el Mensaje establecía como fundamento a esta disposición transitoria el poder dar plazo a las empresas para seleccionar de manera eficiente la forma o los medios de generación con los que cumplirán el requerimiento, lo cual concuerda con los argumentos planteados por la Confederación que representa, respecto a que se requiere de certeza jurídica.





Finalmente, consideró que el énfasis debe ponerse en que las externalidades producidas por las otras formas de energía sean compensadas. Así, por ejemplo, en el caso de la contaminación ambiental están las normas vigentes, que son una forma de internalizar la externalidad producida.




Seguidamente, el Gerente General de la Asociación de Empresas Eléctricas A.G., señor Rodrigo Castillo, expresó que hay que analizar cuales son las mejores herramientas para fomentar el desarrollo de las energías renovables no convencionales.





Indicó que primero hay que preguntarse cuál es el objetivo que se persigue. Luego, señaló que hay que ver si 20% es una cifra arbitraria o no. Al respecto, señaló que el actual Presidente incluyó dicha proposición durante su campaña y que fue elegido, por lo que hay que concluir que parece existir una adhesión a esa idea. Por último, planteó si es sustentable para nuestro país.





Indicó que su entidad gremial realizó un estudio, en conjunto con otras instituciones, sobre los posibles escenarios energéticos para Chile al año 2030. Añadió que los planes de obra asociados a cada escenario fueron elaborados en un proceso desarrollado entre junio de 2009 y febrero de 2010.





Resaltó que los escenarios construidos por cada uno de los actores que asumieron el desafío de este ejercicio, no necesariamente reflejan su visión deseada, sino un resultado visualizado como posible bajo las condicionantes del plan de obras actualmente en construcción, los parámetros técnico-económicos preestablecidos, así como los distintos criterios económico-sociales.





Explicó que, si bien todos los escenarios generados poseen un alto grado de diversificación entre fuentes energéticas (mayor al actual), más allá de esta similitud predominaron las divergencias. Acotó que no sólo hubo diferencias importantes con respecto a la fuente más relevante en cada uno de los cinco escenarios, sino también hubo divergencias significativas en la importancia y peso relativo de las distintas fuentes así como en la inclusión de fuentes emergentes. Así, mientras que uno de los escenarios definió la tecnología eólica como la fuente más relevante, los demás escenarios asignaron mayor relevancia a la hidroelectricidad y al gas natural.




Manifestó que todos los escenarios tienen una participación mayor a un 25%, de energías renovables no convencionales, incluso uno de los escenarios llega a un 55%.




Indicó que la biomasa figura en casi todos los escenarios, pero llega a ocupar sólo en uno de ellos más que el 5% de la matriz. Añadió que esto se puede deber, en parte, a que algunos de los efectos más positivos de la biomasa, el empleo y el desarrollo local, no fueron finalmente incluidos como variable en la evaluación.




Afirmó que la energía nuclear no se incluyó en ninguno de los escenarios debido básicamente al limitado horizonte del ejercicio (año 2030), así como al rechazo de varios actores a este tipo de tecnologías.





Señaló que en varios de los escenarios se incluyó la generación distribuida, lo cual constituye un desafío y una gran oportunidad para el desarrollo de sistemas de distribución más eficientes.




Destacó que los resultados, en lo referido a impactos de cada escenario, no dependen fundamentalmente de la capacidad instalada, sino de la variable de despacho efectivo, la cual se simuló siguiendo el criterio del modelo marginalista usado actualmente en el país.




En cuanto a las conclusiones relevantes para la definición de una visión energética 2030, extraídas de los escenarios planteados en estudio (que entregó a la Comisión), manifestó que en la evaluación global acumulada sobre las distintas variables y aspectos abordados durante el ejercicio (económicos, ambientales y otros), los resultados no muestran diferencias muy significativas entre escenarios, es decir, no se puede descartar ninguno de ellos por registrar un desempeño significativamente más bajo que el resto. La divergencia entre el mejor y el peor resultado es de un 10%. 




Destacó que el escenario basado en criterios inversionistas es el que genera la menor robustez global, en contraste con el escenario con mayor participación de energías renovables no convencionales, que genera la mayor robustez global.




Agregó que se hace evidente el efecto eficiencia energética como condicionante de resultados, ya que todos los escenarios mejoran sustancialmente su desempeño si se agrega la eficiencia energética como una fuente alternativa, con un 1,5% de mejoramiento anual. Añadió que los índices de robustez (desempeño acumulado) de los escenarios suben en cada caso alrededor de un 15%.





Precisó que para analizar los impactos no sólo es relevante mirar la capacidad instalada, pues los impactos también dependen en gran medida del despacho de la energía. Añadió que una matriz basada en gran parte en energías limpias, pero que no tiene holgura suficiente, finalmente muchas veces tendrá que recurrir a la parte de su matriz menos limpia, en base a los criterios de despacho y regulación ambiental vigentes. Agregó que los costos medios tienen diferencias de hasta un 15%. El escenario de mayor presencia de energías renovables no convencionales y uno de los dos de mayor presencia de energía térmica muestran el mejor desempeño.





Indicó que los costos marginales promedios para los escenarios con mayor eficiencia energética se ubican en rangos de entre US$ 48 MW hora y US$ 80 MW hora.





Planteó que se identifican diferencias significativas entre los resultados en los aspectos económicos y ambientales específicos, por lo cual es sumamente necesario y relevante definir como sociedad cuáles son nuestras preferencias, prioridades y qué estamos dispuestos a sacrificar desde dichos aspectos. Añadió que una vez definidas estas prioridades e impactos, se podrán ver de nuevo los resultados de los escenarios y efectuar los balances correspondientes, ponderándoles debidamente, en función del peso relativo que la sociedad le asigna a cada uno de ellos.




Por último, señaló que concuerda con el objetivo del proyecto. No obstante, añadió que deben estudiarse con un mayor análisis las medidas propuestas para alcanzar dicha meta. Ofreció la colaboración de la entidad que representa para analizar las diferentes alternativas.





A continuación, el Gerente General de Pacific Hydro Chile S.A., señor José Antonio Valdés, expresó que su compañía tiene en Chile tres centrales de pasada en operación: Coya y Pangal (76 MW), más La Higuera (155 MW, en conjunto con la empresa SNP). Añadió que existen otras dos centrales de pasada en construcción: Chacayes (111 MW) y La Confluencia (155 MW, en sociedad con SNP). Además, refirió que hay otras tres centrales de pasada en desarrollo: Nido de Águila, Las Leñas y Coya II (400 MW), y que, asimismo, se encuentran realizando prospecciones para futuros proyectos eólicos.





Destacó que nuestro país genera bastante más energías renovables de lo que se piensa y discute. Añadió que el potencial adicional de energías renovables, considerando sólo las centrales hidroeléctricas de pasada y las centrales eólicas, asciende a 10.000 MW y 5.000 MW, respectivamente.




Manifestó que, a nivel internacional, los conceptos clave que se discuten en materia medioambiental son la huella de carbono y agua, así como fuentes no emisoras de gases con efecto invernadero (GEI). Afirmó que nuestras políticas deberían ir en línea con dichos temas.




Advirtió que resulta inconveniente que centrales que a nivel mundial comercializan Bonos de Carbono, no sean consideradas por nuestra legislación como energías renovables, positivas para el medioambiente, y más aún, sean obligadas a comprar atributos de energías renovables no convencionales. Añadió que ello es contradictorio y negativo para el posicionamiento que nuestro país necesita en materia medioambiental.




Resaltó que el recurso más importante con que cuenta nuestro país es el agua. Por tanto, señaló que el potencial hídrico debería ser aprovechado al máximo, con el debido cuidado al medioambiente, bajo un esquema de desarrollo sustentable.




Expreso que las energías renovables no convencionales se cuestionan por su alto costo. Sin embargo, agregó que dentro de las energías renovables el recurso hídrico es el más barato, el cual, además, si se desarrolla de manera amigable con el medioambiente, por ejemplo, mediante centrales hidroeléctricas de pasada, independientemente de su tamaño, es muy sustentable.





Explicó que una central hidroeléctrica de pasada es aquella en la cual no existe una acumulación apreciable de agua "corriente arriba" de las turbinas. Añadió que en una central de este tipo las turbinas deben aceptar el caudal disponible del río tal como viene, con sus variaciones de estación en estación, o si ello es imposible el agua sobrante se pierde por rebosamiento.




Destacó que una buena definición de dichas centrales está dada por la WCD (World Commission on Dams), que establece que una central hidroeléctrica de pasada califica para certificar Bonos de Carbono si cumple los siguientes requisitos: capacidad de regulación no mayor a tres millones de metros cúbicos, y muro de altura menor a quince metros.





Indicó que actualmente la ley de energías renovables no convencionales coloca, en su opinión, arbitrariamente un límite de 20 MW a las centrales de pasada, creando con esa restricción artificial un incentivo perverso que fomenta la construcción de centrales de hasta ese tamaño, con el fin de aprovechar los beneficios de la ley, lo que lleva a desaprovechar el valioso potencial hídrico real del país.




Precisó que, de acuerdo a un ejercicio teórico realizado por su compañía, con la actual Ley de Energías Renovables, el país perderá importantes recursos naturales y generación renovable, producto de un límite arbitrario establecido en ella. A vía ejemplar, acompañó el siguiente cuadro sobre los costos que tiene para el país:
 SHAPE  \* MERGEFORMAT 







Indicó que se debe eliminar el límite de 20 MW a las centrales hidroeléctricas de pasada para la acreditación como energía renovable. Añadió que la definición de una central hidroeléctrica de pasada como energía renovable debe darse en conformidad a estándares internacionales como el World Commission on Dams (WCD) y el Mecanismo de Desarrollo Limpio.




Asimismo, opinó que no se debe hacer distinciones entre las energías renovables y las energías renovables no convencionales, sin perjuicio de los beneficios que se quieran otorgar a pequeños medios de generación.




Concluyó que si Chile no cuenta con una efectiva medición de generación limpia, equivalente a la del resto del mundo, el país se verá afectado, ya que su modelo de desarrollo contempla participar activamente de mercados en donde nuestros productos van a ser evaluados permanentemente por este atributo.




Agregó que nuestro país hoy cuenta con un potencial de energía renovable apropiado si se utilizan los conceptos utilizados a nivel internacional. Añadió que las centrales de pasada, con independencia de su tamaño, deberían ser consideradas dentro de la ley como energía renovable, del mismo modo que se hace internacionalmente.




Por su parte, el Vicepresidente Ejecutivo de la Asociación Chilena de Energías Renovables A.G., ACERA, señor José Ignacio Escobar, manifestó que se debe modificar la Ley General de Servicios Eléctricos (LGSE), respecto de la generación de energía eléctrica mediante fuentes de energías renovables no convencionales, en particular, el artículo 150° bis, con el objetivo de mejorar los incentivos al desarrollo y materialización de este tipo de proyectos.




Observó que la recuperación económica de nuestro país hará que la demanda energética retome un ritmo acelerado de crecimiento, durante la presente década. Añadió que eso significa que hacia el año 2020 se requerirán más de 10.000 MW de nueva capacidad instalada entre el Sistema Interconectado Central (SIC) y el Sistema Interconectado del Norte Grande (SING).




Agregó que en el actual escenario, más del 80% de esa nueva capacidad provendrá de fuentes térmicas, ya sea a carbón, gas natural o diesel, con el consiguiente impacto ambiental en el agua, aire y tierra de sus emplazamientos. Advirtió que ello contribuirá a una escalada sin precedentes en nuestra huella de carbono y a una mayor dependencia de los combustibles importados, con precios cada vez más volátiles y crecientes, y con una disponibilidad que no está garantizada.





Explicó que frente a esto, y producto de los cuestionamientos en los procesos de aprobación respectivos sumado a una presión pública creciente, se ha visto como parte importante de los proyectos térmicos en el plan de obras de corto plazo han sufrido importantes retrasos, llegando incluso a ser detenidos parcial o indefinidamente. Añadió que ello trae un alivio desde el punto de vista medioambiental y dependencia energética, pero plantea incertidumbre respecto a cómo vamos a ser capaces de suplir la creciente demanda eléctrica para los próximos años, en forma competitiva, en armonía con el medioambiente y las comunidades.





Agregó que, considerando que las alternativas de la energía núcleo eléctrica y la construcción de grandes represas hidroeléctricas tomarían eventualmente de 15 a 20 años más en ser concretadas, la única real alternativa de abastecimiento eléctrico de corto plazo, factible técnica, social y políticamente son las energías renovables no convencionales.





Destacó que existe un potencial de recursos naturales casi ilimitados en nuestro país para suplir parte importante de las futuras necesidades energéticas. Añadió que las empresas están dispuestas a realizar las inversiones necesarias para aprovechar esos recursos, y que ya cuentan con proyectos en carpeta para proveer más de 3.000 MW de energías renovables no convencionales en el corto plazo. Precisó que sólo falta realizar introducir algunas modificaciones al marco regulatorio, para que esos proyectos puedan transformarse en realidad.





Puntualizó que se deben hacer ciertos cambios en la ley, a fin de aumentar la demanda por energías renovables no convencionales; aumentar la competitividad del mercado; crear activos transables que aumenten los ingresos durante la operación de dichos proyectos de generación de energías limpias, y así mejorar los parámetros económicos de dichas inversiones que permitan materializarlas.





Agregó que esas enmiendas se pueden complementar con instrumentos adicionales para el apoyo a este tipo de proyectos, con el fin de que aceleren su implementación. Precisó que dichos instrumentos deberían estar orientados a estabilizar los ingresos de los proyectos de energías renovables no convencionales, independizándolos de las fluctuaciones de los precios spot del mercado eléctrico. Añadió que esto permitiría mejorar el acceso al mercado de financiamiento de proyectos y generar mayor competencia en el sector, con el consiguiente beneficio para los consumidores finales.





Manifestó que tanto las propuestas de cambios a la ley como los instrumentos adicionales, son necesarios en su conjunto para cumplir las actuales metas del Gobierno, relativas a la penetración de energías renovables no convencionales en la matriz eléctrica, puesto que los cambios a la ley por sí solos no solucionan una serie de barreras adicionales que enfrentan este tipo de proyectos, haciendo compleja su materialización.





Finalmente, reiteró la necesidad de establecer un 20% de generación eléctrica con energías renovables no convencionales, en forma indefinida.




Seguidamente, realizó su exposición el Ministro de Energía, señor Rainieri, quien señaló, respecto al porcentaje que propone el proyecto, que el Gobierno ha manifestado como una meta para el año 2020 que el 20% de la matriz energética sea de energías renovables no convencionales. Sin embargo, precisó que es preciso buscar los instrumentos adecuados para lograr tal propósito.





A este respecto, indicó que es más conveniente otorgar incentivos que imponer obligaciones. Recordó que existen contratos vigentes que consideran las condiciones establecidas en la ley actual, y, por tanto, puede producirse un aumento en los costos de las inversiones.





Agregó que esta aspiración del 20% responde a la preocupación por el desarrollo de la matriz, luego de salir del uso de los combustibles fósiles en los que fue necesario refugiarse desde el año 2006, por la crisis del gas, a fin de evitar el aumento de emisiones.





Informó que el plan de obra preliminar, que entregó la Comisión Nacional de Energía en el mes de octubre, apunta a que el año 2020 haya un 11% de energías renovables no convencionales en la matriz, tomando en cuenta los precios actuales. Hizo presente que los combustibles fósiles han bajado producto de una menor actividad económica a nivel mundial, pero una vez que la crisis se normalice volverán a subir.





Explicó que, sobre esta base, la Comisión Nacional de Energía hizo una simulación considerando un 20% de energías renovables no convencionales en la matriz. Para ello apreciaron dos tecnologías: la eólica y luego una combinación de eólica con solar-fotovoltaico (en porcentajes aproximados de 70-30). La simulación mostró que la generación eólica supone $ 300 mensuales más de costo para el usuario, y la eólica con solar-fotovoltaico alcanza a $ 1.000 más.





En lo que respecta al segundo aspecto propuesto por el proyecto, sobre la posibilidad de comprar los atributos o certificados de ERNC respecto de proyectos ejecutados por clientes libres aún cuando no estén conectados al respectivo sistema eléctrico para los efectos de acreditar la obligación establecida, manifestó que lo compartía plenamente y recordó que así lo señaló ante esta Comisión cuando expuso sobre la matriz energética chilena.





En cuanto a las centrales de pasada, señaló que parece adecuado analizar las normas internacionales al respecto.





Reiteró que el Ministerio es partidario de fortalecer los incentivos positivos, considerar los medios de generación no conectados al sistema e incentivar los proyectos que puedan vender bonos de carbono.





El Honorable Senador señor Horvath se mostró muy partidario de los incentivos positivos, pero aclaró que los parlamentarios no tienen iniciativa para ello.





Agregó que es necesario transparentar los costos, de manera de considerar las externalidades.





Indicó que existen muchas trabas legales para sacar adelante los proyectos de energías renovables no convencionales. Al respecto, planteó que la aprobación de los proyectos debe ser más ágil, sin que por ello sean menos exhaustivas.





A su vez, la Honorable Senadora señora Allende señaló que debe incentivarse la asociación público – privada, de manera de poder desarrollar investigación con tecnologías de punta, a vía ejemplar, mencionó el caso escocés, donde el Gobierno invierte en conjunto con la empresa privada en proyectos de energía mareomotriz. Añadió que otro ejemplo es el caso español, que fomentó la energía solar y la eólica y hoy es una potencia en esas áreas.





Agregó que hay que tener una mirada de largo plazo, con una mayor coordinación entre el sector público y privado, porque las necesidades energéticas deben ser satisfechas en forma racional. Indicó que le preocupa el caso de Atacama, porque sólo cuenta con centrales a diesel y carbón, existiendo varias zonas que están saturadas, a lo que se añade la crisis hídrica que hace imperiosa la necesidad de contar con plantas desalinizadoras.





Por su parte, el Honorable Senador señor Orpis indicó que el propósito inicial de este proyecto es propiciar una matriz más equilibrada. Añadió que hizo un estudio en el Norte Grande, el cual concluye que la matriz de carbón alcanza al 80%. Advirtió que ello se encuentra en abierta contradicción con las políticas de un Estado exportador, por la importancia que se está dando en el mundo a la huella de carbono.





Agregó que en el Sistema Interconectado Central (SIC) la situación no es muy distinta, hasta el año 2000 la matriz estaba compuesta por un 73% de energía hidroeléctrica, que hoy sólo alcanza al 30%, en cambio el carbón se ha duplicado en cinco años. Añadió que el plan de construcción hasta el año 2013 muestra un 40% a carbón, el cual pasará a constituir el 35% del SIC.





Indicó que ese tipo de matriz no resiste en el mediano plazo. Por ello, planteó esta moción, suscrita por todos los miembros de la Comisión, a fin de dar una señal potente, que incentive al Ejecutivo y a los inversionistas, de manera de asegurar al menos un 20% de energías renovables no convencionales.





La Honorable Senadora señora Rincón, coincidió con lo señalado por los Honorables Senadores que la antecedieron en el uso de la palabra. Añadió que este un tema en el cual es importante tomar decisiones políticas, pues hasta ahora los incentivos no han funcionado correctamente, si se analiza la realidad chilena y la del resto del mundo.





Concordó con el señor Ministro en cuanto a que es preciso ser rigurosos con los proyectos en estudio, tanto los iniciados en el gobierno anterior como en este. Precisó que es necesario fijar las prioridades del país y ponerlas en práctica.





El Honorable Senador señor Gómez señaló que nuestro país por su diversidad geográfica cuenta con una enorme variedad de fuentes energéticas.





Indicó que un problema, común a todos los Gobiernos, es que no han tenido la decisión política de intervenir, porque es un asunto que no pertenece sólo a la iniciativa privada sino que también es un tema de política pública. Planteó que el Estado debe invertir  en este tipo de área, ya que trae beneficios para el país y de no hacerlo, puede perjudicar nuestras inversiones y exportaciones.





Añadió que el norte del país posee fuentes energéticas como la solar y la geotérmica, y tiene una demanda de energía proveniente de las mineras. Por tanto, sugirió que deben otorgarse incentivos tributarios que faciliten la inversión.





Advirtió que la zona, no obstante los grandes aportes económicos que hace al país, tiene muchas ciudades saturadas de partículas, tales como Tocopilla, Calama y María Elena.





El Ministro de Energía señor Rainieri indicó que ya se encuentra operando la asociación entre el sector público y el privado. A vía ejemplar, señaló que actualmente ENAP está asociada con ENEL en el proyecto geotérmico de Apacheta, que se espera esté en operaciones a fines del año 2013 o comienzos del 2014, que produciría un mínimo de 40 MW. Asimismo, CODELCO inicia un proyecto solar en Calama de 1 MW y se está estudiando un proyecto eólico.





Asimismo, señaló que el consumo de carbón se expandió producto del término de las importaciones de gas desde Argentina. Recordó que el gas desplazó otras opciones de inversión y al terminarse en forma intempestiva fue preciso tomar decisiones rápidas, porque la situación fue muy compleja.





Agregó que el año 2012 debería haber un cambio en los precios del gas, por la entrada en régimen de las centrales de Quintero y Mejillones. Planteó que ello significará un aumento del consumo de gas en desmedro del diesel.





Indicó también que se está avanzando en los estudios de la energía nuclear, al menos en la preparación de profesionales, en conjunto con la Comisión Chilena de Energía Nuclear, así como en la creación de un organismo fiscalizador especializado. Agregó que la tecnología ha avanzado mucho y es posible pensar en centrales más pequeñas que respondan a nuestras necesidades.





Luego, el Honorable Senador señor Orpis indicó que es comprensible que el gas fuera reemplazado por carbón a fin de paliar la crisis, pero su inquietud es que esto vaya a ser permanente. Añadió que lo que se hizo está bien, pero le preocupa lo que se comienza a hacer ahora. Agregó que el 40% de las plantas en construcción en el SIC son a carbón.





El señor Hurtado planteó que es necesario definir si el problema es el carbón en si mismo o las externalidades que produce, es decir se va a fijar la tecnología o se va a desincentivar la contaminación. En su opinión, lo lógico es que contaminar tenga un costo alto que lo desincentive. Añadió que es conveniente seguir los criterios del Protocolo de Kyoto, ya que al tener la emisión un costo se obliga a los productores a bajarla.





Señaló que no es bueno limitar las tecnologías, pues debe haber flexibilidad a ese respecto, para que el país sea competitivo a nivel internacionalmente y pueda crecer.





El Honorable Senador señor Gómez replicó que no es el carbón en si mismo, sino las tecnologías que se autorizan, porque hay centrales a carbón que no contaminan. Pero agregó que es necesario diversificar la matriz, de manera de fomentar la competencia y seguridad.





El Ministro señor Rainieri indicó que no obstante los datos entregados por el Honorable Senador señor Orpis, la matriz chilena es limpia si se compara con muchos otros países, el problema se generaría si sigue esta trayectoria. Señaló que países como Estados Unidos, Australia y Nueva Zelanda tienen un mayor porcentaje de carbón que Chile. Estimó que lo importante es poner un techo a las emisiones, porque el cambio tecnológico permite hacerlo.





Puesto en votación el proyecto, fue aprobado en general, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Gómez, Horvath y Orpis.


El Honorable Senador señor Horvath fundamentó su voto señalando que las crisis deben transformarse en oportunidades,  en especial, nuestro país que tiene envidiables posibilidades de desarrollo energético.


Estimó que es función del Estado asegurar que se desarrollen distintos tipos de energía dándoles el impulso inicial para ello, especialmente a las que requieren mayor inversión inicial, como la termosolar o mareomotriz. Agregó que si se mira a futuro los costos deberían ir bajando paulatinamente.


Indicó que es necesario destrabar el ingreso de las energías renovables no convencionales al sistema.


Señaló que no se pronunciaría sobre el tema nuclear, porque le parece que tenemos otras energías más ventajosas.


En lo que respecta a las centrales termoeléctricas, indicó que el carbón hay que mirarlo en toda su cadena, también la extractiva, como en isla Riesco, zona donde existe un gran problema ecológico. Asimismo, planteó que las centrales deben tener estudios de localización, especialmente en el borde costero, los humedales y los centros turísticos.


El Honorable Senador señor Orpis señaló que este proyecto persigue una matriz equilibrada, que compatibilice nuestro esfuerzo exportador con la huella de carbono. Agregó que pretende diversificar nuestra matriz y aprovechar de mejor forma las energías renovables con que cuenta el país. Acto seguido, entregó dos estudios, uno sobre el SIC y otro relativo el SING, sobre el tipo de combustible utilizado en la generación de cada uno de esos sistemas. (Dichos documentos se acompañan como Anexos del presente informe).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO





En concordancia con el acuerdo anteriormente expresado, vuestra Comisión de Minería y Energía, os recomienda aprobar en general el siguiente:
“PROYECTO DE LEY






Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 150° bis del decreto con fuerza de ley N°4/20.018, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos:






a) En el inciso primero sustitúyese el guarismo "10%" por “20%”.






b) Intercálanse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos, pasando sus incisos segundo a undécimo a ser incisos quinto a decimocuarto, respectivamente:






“Las empresas eléctricas tendrán la facultad de comprar los atributos o certificados de ERNC respecto de proyectos ejecutados por clientes libres aún cuando no estén conectados al respectivo sistema eléctrico, para los efectos de acreditar la obligación establecida en el inciso anterior.






Asimismo, los clientes libres o las localidades rurales que desarrollen proyectos de ERNC de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, ya sea para incorporarlos dentro de sus propios procesos productivos o para electrificación, podrán certificar este atributo o comercializarlo respecto de aquellos que deban acreditar la obligación establecida en el inciso primero.






Las empresas de distribución eléctricas tendrán la facultad de comprar a los clientes libres o las localidades rurales los atributos o certificados de ERNC, con el propósito de comercializarlos entre aquellos que deben acreditar la obligación establecida en el inciso primero.”.






Artículo 2.- Reemplázanse en el inciso cuarto del artículo 1° transitorio de la ley N° 20.257, los guarismos “0,5%” por “2,5%”; “5,5%” por “8%”; “6%” por “10,5%”; “2024” por “2020”, y “10%” por “20%”.”.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 29 de septiembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Orpis Bouchon (Presidente), señoras Isabel Allende Bussi y Ximena Rincón González, y señores José Antonio Gómez Urrutia y Antonio Horvath Kiss.





Sala de la Comisión, a 30 de septiembre de 2010.
Julio Cámara Oyarzo

Secretario

RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que propicia la ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales.

(Boletín Nº 7.201-08)

I.
PRINCIPAL OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: alcanzar una meta de generación del 20% para el año 2020, con energías renovables no convencionales.

II. 
ACUERDOS: aprobado en general por la unanimidad de los miembros de la Comisión (5x0).

III.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: artículo único.

IV.  
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: no tiene.
V.
URGENCIA: no tiene.
VI.
ORIGEN E INICIATIVA: el proyecto se originó en Moción de los Honorables Senadores señor Orpis, señoras Allende y Rincón y señores Gómez y Horvath.
VII.
TRÁMITE CONSTITUCIONAL: primero.

VIII.
APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: no tiene.
IX. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 8 de septiembre de 2010.
X.
TRÁMITE REGLAMENTARIO: Primer informe. Pasa a la Sala.
XI.
LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: decreto con fuerza de ley N° 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1982, del Ministerio de Minería, que contiene la Ley General de Servicios Eléctricos; ley N° 20. 257, que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos  respecto de la generación de energía eléctrica con fuentes de energía renovables no convencionales.

Valparaíso, 30 de septiembre de 2010.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario

ANEXO 1

SISTEMA INTERCONECTADO DEL SISTEMA INTERCONECTADO CENTRAL SEGÚN EL TIPO DE COMBUSTIBLE UTILIZADO EN LA GENERACION BRUTA.





Tal como se aprecia en los siguientes cuadros; el “SING” ha experimentado cambios importantes.




SECUENCIA





- En el año 2000 el 73,2 % de la matriz eléctrica estaba compuesta por hidro; un 14,7% por carbón y un 7,9% por gas.





- En el año 2005, la hidro-electricidad seguía siendo la base de la generación con un 68,9%. Pasa a segundo lugar el gas con un 17,2% y el carbón se reduce a un 10,3%.





-Sin embargo a partir de 2005 se produce un fuerte cambio de tendencia. La hidro-electricidad comienza perder importancia, situándose el 2008 en un 58,8%, llegando a agosto de 2010 a representar sólo el 38,8%.. El gas Argentino en el 2008 llegó a representar el 23%, pero a raíz del corte de suministro el 2009 cae al 4,9% volviéndose a recuperar a un 15,2% con la entrada del GNL de Quintero.




- Entre 2005 y el 2010 el carbón duplica su participación en la generación eléctrica desde un 10% a un 21% en agosto de 2010.





- El diesel tiene un fuerte aumento particularmente a partir de 2008 en que sólo representaba el 1,8%, llegando en agosto de 2010 a representar un 22% de la generación bruta del SIC.





COCLUSIONES Y TENDENCIAS: 2010-2013





1.- La hidro-electricidad viene cayendo fuertemente, debiendo situarse en el mediano plazo en torno a un 44% desde un 73% el año 2000.





2.- El GNL debiera situarse en torno al 20%.




3.- El carbón a lo menos en un al 35%.





TENDENCIAS 2010-2013





- Actualmente se encuentran en construcción 2326 MW de aquí al 2013




- De ellos un 26,4% corresponde a hidro-eléctricidad y un 40% carbón.





- Por lo tanto la tendencia de la matriz del SIC será tener un porcentaje cada vez mayor de carbón.
[image: image2.emf]GENERACION BRUTA "SIC" SEGÚN TIPO DE COMBUSTIBLE

2000 2005 2008 2009

8 mes -2010 ago-10

otras

1,94

1,2

2,06

2,5

2,6

2,9

carbon

14,7

10,3

15,1

17,5

19,9

21

pet y derivados

2,08

2,27

1,48

16,7

12,7

22

gas

7,93

17,27

23,02

4,6

15,9

15,2

hidro

73,2

68,93 58,3 58,7

48,8

38,9

Fuente: Cdec-Sic

Fuente: Cdec-Sic

GENERACION BRUTA "SIC" POR COMBUSTIBLE

0

10

20

30

40

50

60

70

80

2000 2005 2008 2009 8 mes -2010 ago-10

%

otras

carbon

pet y derivados

gas

hidro


JAIME ORPIS BOUCHON

	
	A
	B
	C
	D
	E

	1
2 3
	
	
	
	
	

	
	
	PROGRAMA DE OBRAS DEL SIC (CONSTRUCCIÓN)
	
	
	


	4
	fecha de entrada
	obras en construcción de generación
	potencia MW
	0,7 1,8
	

	5
	mar-10
	Central Termoeléctrica Punta Colorada 01 Fuel
	16,3
	
	

	6
	mar-10
	Turbina Diesel Campanario 04 CA
	42
	
	

	7
	mar-10
	Central Diesel EMELDA
	72
	3,1
	

	8
	mar-10
	Central Hidroeléctrica La Paloma
	4,5
	0,2
	

	9
	Abril 2010 Central Hidroeléctrica Licán
	Central Hidroeléctrica Licán
	17
	0,7
	

	10
	abr-10
	Central Diesel Calle-Calle
	20
	0,9
	

	11
	abr-10
	Central Hidroeléctrica La Higuera
	153
	6,6
	

	12
	abr-10
	Central Carbón Guacolda 04
	139
	6,0
	

	13
	abr-10
	Cementos Bio Bio
	13,6
	0,6
	

	14
	abr-10
	Coligues
	20
	0,9
	

	15
	abr-10
	Masisa
	11,1
	0,5
	

	16
	abr-10
	Central Hidroeléctrica Guayacan
	12
	0,5
	

	17
	may-10
	Central Hidroeléctrica San Clemente
	5,4
	0,2
	

	18
	may-10
	Central Hidroeléctrica Rio Trueno
	5,8
	
021
	

	19
	jul-10
	Central Hidroeléctrica Confluencia
	159
	7
	

	20
	sep-10
	Central Hidroeléctrica Mariposas
	6
	0,3
	

	21
	oct-10
	Turbina Diesel Campanario IV CC
	60
	2,6
	

	22
	dic-10
	Central Carbón Bocamina 02
	342
	14,7
	

	23
	ene-11
	Central Carbón Santa María
	343
	14,7
	

	24
	feb-11
	Central Eólica Punta Colorada
	20
	0,9
	

	25
	sep-11
	Biomasa Lautaro
	20
	0,9
	

	26
	oct-11
	Chacayes
	106
	4,6
	

	27
	abr-12
	Central Hidroeléctrica Laja 1
	36,8
	1,6
	

	28
	jul-12
	Central Carbón Campiche(*)
	242
	10,4
	

	29
	dic-12
	Central Hidroeléctrica San Pedro
	144
	6,2
	

	30
	mar-13
	Central Hidroeléctrica Angostura
	316
	13,6
	

	31
	
	
	2326,5
	100
	

	32
	(*) En consideración al retraso en el proceso de construcción de la Central Campiche, se ha supuesto que ésta comienza su
	

	33
	operación en Julio de 2012.
	
	1
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	E

	34
	
	
	
	
	

	35
	Datos obtenidos del ITP SIC ABR 2010.pdf
	
	
	
	

	36
	
	
	
	
	

	37
	
	
	
	
	

	38
	mar-13
	Central Hidroeléctrica Angostura Angostura
	316
	13,5
	

	39
	dic-12
	Central Hidroeléctrica San Pedro Pedro
	144
	6,1

6,8
	

	40
	jul-10
	Central Hidroeléctrica Confluencia
	159
	6,8


	

	41 42 43
	
	
	
	26,4
	

	42


	
	
	
	
	

	43


	
	
	
	
	

	44
	Jul-12-
	Central Carbón Campiche(*)
	242
	10,4
	

	45
	dic-10
	Central Carbón Bocamina 02
	342
	14,7
	

	46
	ene -11
	Central Carbón Santa María
	343
	14/7
	


	47
	
	
	927
	39,8
	


ANEXO 2
SISTEMA INTERCONECTADO DEL NORTE GRANDE SEGÚN EL TIPO DE COMBUSTIBLE UTILIZADO EN LA GENERACION.





Tal como se aprecia en los siguientes cuadros; el “SING” ha experimentado cambios importantes a partir de la crisis del gas con Argentina.





SECUENCIA





- En el año 2005 el 99,4% de la matriz eléctrica estaba compuesta por Gas (63,5%) y carbón un 35,9%.. Es decir mayoritariamente estaba concentrada en gas.





- Ya en el año 2006 cambia esta relación. Un 98,4% de la matriz seguía concentrada en estos dos combustibles, pero el carbón con un 50% de la matriz supera al gas que pasa a representar un 48,4%.





- En el año 2007 ante la falta de gas, el carbón continúa aumentando su participación llegando a un 57%; aparece el diesel con un 19,4% muy cerca del gas que cae al 22,6%.





- En el año 2008; el carbón mantiene el 58%; el diesel sube al 29,2% y el gas a su nivel mas bajo con un 11,8% de participación.





- En el año 2009; el carbón baja levemente a un 56%; el diesel baja a un 22,8% y el gas se recupera a 20,1% con la entrada del GN debido a una mayor disponibilidad de gas regional argentino.





- Finalmente; en lo que va corrido del año 2010; el carbón aumenta a un 59,4%; el diesel cae a un 16,7% y el gas aumenta a un 24,4%.. El aumento de gas obedece al inicio de la operación del Terminal de GNL en Mejillones.

	RESUMEN
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	

	 
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	abr-11
	

	carbon
	35,9
	50
	57
	58
	56
	59,4
	79
	

	diesel/fuel oil
	0,2
	1,1
	19,4
	29,2
	22,8
	16,7
	0
	

	gas nat/gnl
	63,5
	48,4
	22,6
	11,8
	20,1
	24,4
	20
	

	hidro
	0,5
	0,5
	0,5
	0,5
	0,4
	0,4
	1
	






COSTOS DE GENERACION SEGÚN COMBUSTIBLE:





De acuerdo al informe CDEC-SING de la semana del 6-12 de septiembre el costo marginal promedio al año 2010 122 US$ / MWh..





Adicionalmente; el jefe de división y mercados energéticos Ministerio de Energía; don Jose Antonio Ruiz con fecha 3 de Septiembre me envió los siguientes valores para los distintos combustibles:





a.- Carbón ( 90-100 US$/ton: El KWh generación tendría un costo de 39-54 US$ MWh





b.- Centrales con Gas Argentino: 2 US$/MBTU; tendría un costo de  16-30 US$ MWh





c.- Centrales de GNL: ( 8,75-9,95 US$ MBTU: Costo generación:  60-80 US$ MWh.





d.- Centrales diesel:  (605-615 US$ m3). Costo generación: 140-240 US$ MWh





e.- Centrales fuel oil ( 510-525 US$/ton). Costo generación. 150-175 US$ MWh.





GENERACION MAXIMA. SEMANA DEL 6-12 DE SEPTIEMBRE.





Alcanzó a 1923 MW. El máximo del año hasta la fecha.





TENDENCIAS:





PROYECTOS DE GENERACIÓN EN CONSTRUCCION.





En los próximos meses entrarán en operación cuatro proyectos térmicos:





- Andina; en Diciembre de 2010 con una potencia neta de 150 MW





- Hornitos; en Marzo de 2011 con una potencia neta de 150 MW





- Angamos I: en Abril de 2011 con una potencia neta  de 230 MW





- Angamos II: en Octubre de 2011 con una potencia neta  de 230 MW.





El porcentaje de cada uno de los combustibles se mantendrá relativamente estable hasta diciembre de este año. Sin embargo a partir de esa fecha; la matriz debería sufrir un cambio. Entran los 150 MW de la planta carbonera Andina. Esto se traducirá en que saldrán del sistema un porcentaje de diesel. Por lo tanto la nueva configuración será la siguiente: En el mes de Marzo entra la Central Hornitos (carbón con 150 MW) y en Abril  Angamos I de 230 MW; todas ellas en construcción. No he incorporado la central Angamos II en construcción (carbón 230 MW) que entra en Octubre de 2011 y la incidencia que tiene sobre la matriz por los contratos que se mantienen con el GNL (dos años). Cumplidos esos contratos; matriz de carbón en el SING debería superar el 90% al mes de Octubre.

	 
	sep-10
	dic--2010
	mar-11
	abr-11

	carbon
	57
	65,8
	73
	79

	diesel/fuel oil
	17,6
	9,2
	2
	0

	gas nat/gnl
	25
	24
	24
	20

	Hidro
	0,4
	1
	1
	1
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Este cambio en la matriz se traducirá en una rebaja substancial de los costos de la energía. Si en definitiva sobre el 90% del SING generará en base a carbón; los costos de la energía debería situarse en torno a los 50-60 US$ el KWh. La única observación para que estos costos no de produzcan el próximo año; son los actuales contratos que se tienen con el GNL que se prolongan hasta septiembre de 2012 y cuyo precio  fue pactado con el diesel como referencia de manera de viabilizar la construcción del Terminal de GNL en Mejillones.





CONCLUSION:





- Será una matriz cuya generación mayoritaria será en base a carbón en orden del 80%.




- El GNL tendrá una participación del orden de 20% de la generación total participación determinada por los actuales contratos take or pay, al menos hasta fines del 2019





- El diesel debería desaparecer.

JAIME ORPIS BOUCHON
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE EXCEPTÚA A LA EMPRESA NACIONAL DE PETRÓLEOS (ENAP), DE LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 15 DE LA LEY Nº 20.402, QUE CREA EL MINISTERIO DE ENERGÍA

(7022-08)

HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Minería y Energía, tiene el honor de informaros en general y en particular, acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. el señor Presidente de la República de fecha 4 de junio de 2010.




Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 10 de agosto de 2010, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía.





A alguna de de las sesiones donde se trató el proyecto concurrieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Pedro Muñoz y el Honorable Diputado señor Carlos Vilches.





Asimismo, a las sesiones en que se estudió el proyecto asistieron, especialmente invitados, el Ministro de Minería, señor Laurence Golborne; el Subsecretario, señor Pablo Wagner; la Jefa de Gabinete del Ministro, señora Luz Granier, y el Asesor, señor Juan Pablo Koljatic. De la Federación Nacional de Sindicatos de Trabajadores del Petróleo de Chile, FENATRAPECH, participaron: el Presidente, señor Jorge Matute; el Vicepresidente, señor Germán Contreras; el Secretario, señor Marcos Varas; el Director, señor Víctor Arancibia; el Director, señor Pedro Hernández; el Presidente del Sindicato Enap Refinerías Bío Bío, señor Jorge Fierro, y el Presidente del Sindicato Enap Refinerías Aconcagua, señor Nolberto Díaz.

- - -





La Comisión hace presente que discutió la iniciativa en general y en particular a la vez, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO





El objetivo del proyecto es generar certeza en torno a las atribuciones que tiene el Ministerio de Minería en relación a la ejecución de políticas energéticas relacionadas con hidrocarburos.
- - -

ANTECEDENTES





1.- Antecedentes legales.





a) Ley N° 20.402, que crea el Ministerio de Energía.





b) Ley N° 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo.





c) Ley N° 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado,





2.- Mensaje de S. E. el señor Presidente de la República.  El Mensaje señala que una de las claves de toda política pública eficientemente elaborada es la clara distinción entre los órganos que formulan las referidas políticas y los órganos que las ejecutan y evalúan. Añade que la ley N° 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado, esboza esta distinción institucional de funciones. Por un lado, asigna a los Ministerios el rol de “proponer y evaluar las políticas y planes correspondientes, estudiar y proponer las normas aplicables a los sectores a su cargo, velar por las normas dictadas, asignar recursos y fiscalizar las actividades del respectivo sector”, y, por otra parte, a los servicios públicos la función de “satisfacer necesidades colectivas, de manera regular y continua” aplicando las “políticas, planes y programas” definidos por los respectivos Ministerios. Por tanto, se puede afirmar que la legislación chilena recoge este principio de “separación de funciones”, desarrollado por la teoría de las políticas públicas.


Sin embargo, agrega el Ejecutivo que en la práctica dicha diferenciación entre órganos públicos no es siempre bien lograda en el marco de nuestra institucionalidad. Añade que existe consenso general entre los expertos que la mencionada situación es uno de los principales problemas que nuestro país enfrenta en materia de políticas públicas. En ese sentido, expone que Drago y Ross
 reconocen que uno de las problemáticas centrales en la organización del aparato administrativo del país son la confusión y ambigüedad que existe entre los órganos que ejercen funciones de formulación y funciones de ejecución de políticas públicas.

Indica que dicho problema existe particularmente en el área de los ministerios de Estado. De acuerdo a Marshall y Waissbluth
, la labor en dichas entidades no está limitada a la sola formulación de políticas públicas, sino que simultáneamente también se encuentran avocados a la implementación de las mismas. Añade que este inconveniente genera una serie de problemas en el funcionamiento del aparato público. Dichos problemas surgen de la concentración excesiva de poder en el regulador, de la duplicidad de funciones, y de la falta de imparcialidad del regulador en la planificación de la política pública. De hecho, cuando el regulador está directamente involucrado en la aplicación de la política pública, necesariamente opera como un interesado más, no como un ente independiente y absolutamente imparcial.

Por ello, expresa el Mensaje que es preocupación central del Gobierno, con el propósito de concretar los principios de eficiencia, eficacia, y coordinación en la Administración Pública del artículo 3°, inciso segundo, de la señalada ley N° 18.575, promover iniciativas legales que permitan hacer operativo en el ámbito público el principio de separación institucional entre funciones planificadoras, ejecutoras, y evaluadoras.


Seguidamente, el texto del Gobierno se refiere a la relación entre el Ministerio de Energía y la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP). Al respecto, indica que el proyecto busca, de acuerdo a los principios referidos en el acápite anterior, clarificar la relación jurídica existente al interior de la Administración entre dos órganos públicos: el Ministerio de Energía y la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP).

Recuerda el Mensaje que el Ministerio de Energía fue creado a través de la ley N° 20.402, publicada en el Diario Oficial con fecha 3 de diciembre de 2009. Dicha norma modificó diferentes cuerpos legales, entre ellos el decreto ley N° 2.224, de 1978, que regulaba la antigua Comisión Nacional de Energía.

Agrega que, de acuerdo al artículo 1° de la ley N° 20.402, el Ministerio de Energía es “el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en las funciones de gobierno y administración del sector de energía.” De allí que el artículo 2° del decreto ley N° 2.224, modificado por el artículo 2°, N° 3, letra a) de la ley N° 20.402, estableciera que “corresponderá, en general, al Ministerio de Energía, elaborar y coordinar los planes, políticas y normas para el buen funcionamiento y desarrollo del sector, velar por su cumplimiento y asesorar al Gobierno en todas aquellas materias relacionadas con la energía.”.

Indica el Ejecutivo que, como es posible apreciar, el Ministerio de Energía cumple un rol esencialmente planificador de políticas públicas en el ámbito de la energía. En conformidad al artículo 3° del decreto ley N° 2.224, dicho ámbito está delimitado por “todas las actividades de estudio, exploración, explotación, generación, transmisión, transporte, almacenamiento, distribución, consumo, uso eficiente, importación, y exportación, y cualquiera otra que concierna a la electricidad, carbón, gas, petróleo, y derivados, energía nuclear, geotérmica y solar, y demás fuentes energéticas.”.

Agrega que siendo coherentes con el principio de separación de funciones anteriormente señalado, el rol del Ministerio de Energía en el ámbito de los hidrocarburos es, esencialmente, planificar su uso y aplicación dentro del contexto genérico de la política enérgica nacional. Por tanto, y en estricto rigor, no correspondería al Ministerio de Energía asumir funciones ejecutoras o de implementación de dichas políticas, pues ello corresponde a otros órganos. Añade que, de esa forma, se resguarda la independencia del regulador y se evitan concentraciones innecesarias de poder. Ese es el principio básico que permite ilustrar la relación que debe existir entre el Ministerio de Energía y los órganos ejecutores de sus políticas, tales como la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP).

En relación a la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP), señala que ésta es una empresa dependiente de CORFO, creada a través de la ley N° 9.618, de 1950. Añade que, en esa calidad, ella forma parte de la Administración Pública, de acuerdo a lo señalado en el artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.575 sobre Bases Generales de la Administración del Estado. Por tanto, concluye que la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP) está naturalmente llamada a ejecutar las políticas energéticas diseñadas por el Ministerio de Energía en el área de los hidrocarburos. 

Indica el Mensaje que a pesar de lo anteriormente señalado, en el último tiempo han surgido algunas complicaciones derivadas del excesivo alcance que ciertas autoridades han dado al artículo 15, inciso primero, de la ley N° 20.402, que crea el Ministerio de Energía, en relación con la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP). Por ello, el proyecto en estudio viene en solucionar dicho problema, reconociendo las atribuciones que en Derecho corresponden al Ministerio de Minería en el área de la ejecución de las políticas públicas de energía vinculadas con los hidrocarburos.

Explica el Ejecutivo que el citado artículo 15 de la ley N° 20.402 otorgó al Ministerio de Energía “las atribuciones que confieren las leyes y decretos supremos al Ministerio de Minería, al Ministerio de Economía, Fomento, y Reconstrucción, o a la Comisión Nacional de Energía, o al respectivo Ministro, en todas aquellas materias que son de la competencia del Ministerio de Energía en virtud de la presente ley...”. Precisa el Mensaje que lo que el artículo 15 de la ley N° 20.402 hizo fue concentrar o centralizar la labor planificadora en materia energética en el Ministerio de Energía. De allí que lógicamente debía privar de atribuciones planificadoras en dicha área al Ministerio de Minería y al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

Agrega que lo anterior en caso alguno significó traspasar al Ministerio de Energía las atribuciones ejecutoras que el Ministerio de Minería y el Ministerio de Economía, Fomento, y Reconstrucción tienen respecto de materias de política energética. De allí que la ley N° 20.402 no pudo transferir al Ministerio de Energía las potestades públicas que el Ministerio de Minería tiene respecto de la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP), en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 9.618.

Sin embargo, el Mensaje señala que el Gobierno debe reconocer que han existido conflictos al interior de la Administración en la correcta interpretación y aplicación del artículo 15 de la ley N° 20.402. Uno de esos conflictos dicen relación, por ejemplo, con el dictamen N° 22.388 de la Contraloría General de la República, de 29 de abril de 2010, que estableció que, en conformidad a la norma legal referida, todas las atribuciones que la ley N° 9.618 confirió al Ministro de Minería en la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP) se entendían traspasadas de pleno derecho al Ministro de Energía.

El Mensaje indica que, a través de este proyecto de ley, el Gobierno desea definir legalmente, de forma explícita y concreta, las competencias que el Ministerio de Minería tiene respecto de la ejecución de las políticas nacionales de hidrocarburos. Como consecuencia de lo anterior, se busca reafirmar que las atribuciones que tiene el Ministro de Energía sobre la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP) son sólo en cuanto órgano planificador de políticas, pero no en cuanto órgano ejecutor de las mismas. Mientras el Ministerio de Energía planifica, la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP) ejecuta esas políticas a través de los mecanismos que la ley N° 9.618 expresamente establece, lo que implica necesariamente la participación del Ministerio de Minería.

Indica el Ejecutivo que de esta forma se salvaguarda el principio de separación de funciones en materia de políticas públicas y se conserva una adecuada independencia al interior de la Administración entre el ente regulador (Ministerio de Energía) y el regulado (Empresa Nacional del Petróleo-Ministerio de Minería).

Finalmente, el Mensaje señala que el proyecto busca generar mayores espacios de certeza en torno a las atribuciones que tiene el Ministerio de Minería en relación a la ejecución de políticas energéticas relacionadas con hidrocarburos, para ello se busca dotar de autonomía a la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP) en la fase de ejecución de dichas políticas. De allí que la modificación propuesta exceptúe a la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP) de la aplicación del artículo 15 de la ley N° 20.402. De esta forma, queda establecido de forma clara y expresa que el Ministerio de Energía, aunque sea el órgano rector en materia de políticas públicas de energía en el país, no es el llamado directamente a ejecutarlas a través de la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP), empresa pública en la cual el Ministerio de Minería conserva todas las atribuciones que la ley N° 9.618 le confiere expresamente.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR




El señor Presidente de la Comisión colocó en discusión en general y en particular el proyecto de ley en estudio.




El Ministro de Minería señor Golborne señaló que para entender el proyecto es preciso distinguir el rol de fijación de políticas del de administrador de la empresa, pues durante los últimos meses ha estado en discusión la dependencia de la Empresa Nacional de Petróleo ENAP, entre el Ministerio de Energía y el Ministerio de Minería.




Al respecto, precisó que es útil definir que los ámbitos de competencia de cada Ministerio son diferentes. En efecto, al Ministerio de Energía le corresponde elaborar y coordinar los planes, políticas y normas para el buen funcionamiento y desarrollo del sector, es decir, su función no es la de implementar, a través del órgano que sea, dichas políticas. Añadió que la ley N° 9.618 estableció que ENAP ejecuta políticas y reguló la participación que le compete al Ministerio de Minería.





Explicó que este proyecto se origina porque la ley N° 20.402, que creó el Ministerio de Energía, menciona muchos cuerpos legales, pero no hace referencia a la ley que creó la ENAP, y que establece que la Presidencia del Directorio de esa empresa debe ser ejercida por el Ministro de Minería.





Indicó que esta confusión de roles llevó al Ministro de Energía anterior, señor Marcelo Tockman, a pedir un pronunciamiento a la Contraloría General de la República, la que en abril pasado dictaminó que ENAP debía estar radicada en el Ministerio de Energía. Añadió que el Ejecutivo discrepó de esta interpretación y por ello presentó esta modificación legal, que solamente pretende clarificar que la Presidencia del Directorio de ENAP debe permanecer  en el Ministerio de Minería.





Manifestó que en una empresa comercializadora y explotadora de combustibles como ENAP podría suceder que esos dos roles: regulador y ejecutor entren en colisión, por ejemplo, la política de abastecimiento energético de un Gobierno podría obligar a una empresa a estoquearse de inventarios más allá de lo prudente, con lo cual podrían existir pérdidas en dicha compañía. Por tanto, un supuesto beneficio general puede derivar en un perjuicio particular. Agregó que, por otra parte, también se puede producir el caso que el Ministerio de Energía deba multar a la empresa, cuyo Presidente es el Ministro. Precisó que lo anterior es factible, toda vez que ambos roles pueden ser ejercidos al amparo de la legislación vigente, por ello es conveniente separar ambas funciones.





Indicó el señor Ministro que el negocio minero tiene características particulares muy relevantes como son la exploración y explotación de minerales con capacidad de comercialización. Asimismo, dicha industria enfrenta precios “commodities”, es decir, fijados internacionalmente y con escasa capacidad de influencia por el lado de la oferta. Agregó que al analizar la naturaleza del negocio y de los mercados de ENAP, se concluye que poseen las mismas características que los negocios mineros, pues la empresa puede explorar y explotar yacimientos y desarrollar una estrategia de comercialización en los mercados “commodities” del petróleo. Dado lo anterior, parece lógico que si el Estado de Chile tiene una empresa de petróleo, cuyo negocio es similar al minero, la dependencia de ésta, si debe existir alguna, se radique en el Ministerio de Minería.





En todo caso, hizo presente que en el futuro la dependencia de ENAP probablemente no estará radicada en un Ministerio específico, pues podría seguir la experiencia de CODELCO, es decir, una institucionalidad basada en un gobierno corporativo autónomo.




Indicó que es importante basarse en las políticas de la OCDE, en relación al rol del accionista en empresas del Estado, en que éste debe actuar como un propietario informado y activo, asegurando que se administren de la manera responsable y transparente, con altos niveles de profesionalismo y eficiencia y autonomía operacional. Así el ejercicio del derecho de propiedad debe estar claramente identificado dentro de la administración del Estado; el cual debe tener acceso a información fluida, definir los temas estratégicos de la compañía y mantener diálogos con los organismos de control internos y externos de la empresa.





En este sentido, afirmó que es necesario avanzar en la elaboración de una ley de gobierno corporativo de ENAP que le permita su desarrollo en el tiempo y que sea coherente con los principios antes anunciados.




Agregó que es evidente que ENAP tiene desafíos futuros muy importantes, para cuya concreción el Ministerio de Minería tiene un rol crucial, entre ellos: mejorar los resultados financieros de la compañía, especialmente para el bienio 2010-2011; diseñar, legislar e implementar un modelo de gobierno corporativo nuevo para ENAP, y favorecer las alianzas estratégicas, a nivel de exploración y explotación de petróleo, que le permitan desarrollar proyectos de negocios sustentables en el tiempo.





En cuanto a la situación económica de ENAP, señaló que la deuda es fruto de algunas malas decisiones de inversión, las cuales han tenido un alto costo. Al respecto, indicó que el año 2008 fue un año tremendamente crítico con ventas históricas muy altas del orden de US$ 12 billones, sin embargo tuvo una perdida antes de impuestos de US$ 1.186 millones. Destacó que dicha pérdida patrimonial significó una caída en el patrimonio y un aumento relevante del nivel de endeudamiento.




Agregó que el año 2009 hubo un cambio en la administración y debido a algunos elementos operacionales y otros extraordinarios, revirtió esa situación y logró tener utilidades antes de impuestos de US$ 123 millones. Sin embargo, añadió que, a marzo de 2010, la situación es poco promisoria, pues en el primer trimestre la empresa está perdiendo US$ 11 millones en el resultado operacional, y en utilidades la pérdida antes de impuestos pasa a ser de US$ 91 millones. Observó que las mencionadas cifras pueden mejorar en el segundo trimestre, pero que en general sigue en un escenario de pérdida.





Precisó que lo anterior se origina en varios hechos, entre ellos, que la empresa tienen una deuda financiera neta a marzo de 2010, de US$ 3.122 millones.





El Honorable Senador señor Prokurica consultó cómo se originó dicha situación financiera.





El Ministro, señor Golborne contestó que esta pérdida se ha generado en el tiempo, producto de inversiones en exploración en nuevos proyectos, y en el crecimiento que tiene en otros rubros. Añadió que existen áreas de negocios muy deficitarias, en particular, la zona de Magallanes, donde se aprecia un deterioro permanente de los resultados, lo cual proyecta una situación muy crítica de aquí a tres o cuatro años más.





Agregó que los pasivos ascienden a la suma de US$ 5.577 millones, en tanto que el patrimonio a marzo era de US$ 347 millones. Indicó que si la empresa no tuviera el soporte implícito del Estado, no tendría sustento para mantenerse con ese nivel de endeudamiento.





El Honorable Senador señor Prokurica preguntó si es efectivo que gobiernos anteriores hicieron comprar a ENAP combustible, con el fin de amortiguar alzas de precios en periodos eleccionarios.




El Ministro, señor Golborne, respondió que ENAP tiene un rol económico muy importante a nivel estatal. Añadió que algunas veces ha existido confusión en dicho rol, pues si el Estado quiere hacer subsidio debe hacerlo con los mecanismos más transparentes y las empresas del estado no son la mejor forma de hacerlo. Sin embargo, estimó que el problema va más allá, ya que han existido malas decisiones de inversión.




Añadió que la empresa tiene un alto costo en remuneraciones, por ejemplo, entre los años 2008 y 2009 se han gastado entre US$ 293 y 332 millones en sueldos, lo que da un promedio de 4 millones de pesos por trabajador a diciembre del año 2009. Indicó que ello es muy positivo para los trabajadores, pero para la compañía representa una carga difícil de soportar. Agregó que ENAP cuenta con 3.380 trabajadores, que podrían ser racionalizados, y que, además, tienen tasas de ausentismo muy altas, por encima del promedio de la industria.





Indicó que el problema de los costos no es posible soslayarlo porque, por ejemplo, ENAP gasta más que CODELCO en materia de beneficios por empleado. Agregó que esto obedece a razones históricas, que en algún momento será preciso abordar como país.





Manifestó que los trabajadores no deben ver las medidas que sea necesario tomar como un riesgo, porque el mayor riesgo para ellos es que no se tomen las medidas adecuadas a tiempo, cuando aún se pueda racionalizar la empresa, dado que tiene un carácter estratégico para el país y es de interés para el Gobierno sacarla adelante, desarrollando una compañía del siglo XXI, pero que debe ser repensada para reorientar su accionar.





Explicó que por eso se estimó necesario separar el rol de quien define las políticas energéticas del país, que sin lugar a dudas corresponde al Ministerio de Energía, con el rol de quien administra los bienes del Estado para una actividad productiva específica como es en este caso la exploración, explotación, refinación y comercialización de productos derivados del petróleo. Agregó que ambos temas no necesariamente tienen que estar en una misma dependencia, más aún, de acuerdo a los criterios de la OCDE, se recomienda que estos roles estén separados.




Añadió que el compromiso del Gobierno es trabajar en un gobierno corporativo independiente para ENAP, que aborde la problemática planteada anteriormente dentro del más breve plazo, a fin de proyectar la empresa hacia el futuro. Precisó que el cambio propuesto en este proyecto es transitorio, en tanto se apruebe el gobierno corporativo independiente, sin los Ministros en el directorio.





La Honorable Senadora señora Allende señaló que el señor Subsecretario le explicó las razones de este proyecto. Añadió que no le parece tan claro y que debe estudiarse con más tiempo y dedicación.




Estimó que antes debería recibirse información acerca de la propuesta energética que tiene el Gobierno, y cuál va a ser la matriz energética a futuro.





Explicó que tiene una discrepancia con el Subsecretario, señor Wagner, a quien le consultó expresamente cuál era la posición de los trabajadores de la ENAP. Al respecto, señaló que él le contestó que estaban de acuerdo, pero los trabajadores le manifestaron que tenían algunas observaciones.





Expresó que la empresa tiene una situación deficitaria y hay que ayudarla a salir adelante, pues cumple un rol estratégico. Agregó que hay que buscar todos los instrumentos que la potencien, atendida la importancia que tiene y considerando que los hidrocarburos representan el 47% de la matriz energética del país, en consecuencia, no hay que pensar en prescindir de ella o en privatizarla.




Solicitó escuchar al Ministerio de Energía y a los sindicatos de trabajadores de ENAP antes de pronunciarse acerca de este proyecto, pues es difícil determinar con precisión las competencias de cada Ministerio. Agregó que, por ejemplo, ENAP está asociado en la geotermia que es una de las grandes posibilidades energéticas para Chile.





Por su parte, la Honorable Senadora señora Rincón coincidió con lo expresado por la Senadora Allende, en el sentido que también se reunió con el señor Subsecretario y le preguntó acerca de la posición de los trabajadores y él le manifestó que estaban de acuerdo, en circunstancias que eso no es así.




Indicó que no le gusta el procedimiento, pues es una pérdida de tiempo discutir este proyecto, ya que ENAP en un futuro cercano no va a depender ni de Minería ni de Energía. Precisó que lo que debe discutirse es el tema del gobierno corporativo.





Acotó que tal vez el Presidente de la República debería nombrar al Ministro de Minería también en Energía para resolver este tema.





A su vez, el Honorable Senador señor Prokurica señaló que la decisión no puede dilatarse dada la apremiante situación económica de la empresa. Añadió que tampoco se puede eludir el tema de fondo, que es una reestructuración profunda de la empresa, pero que ello requiere de una ley de gobierno corporativo, la cual no puede salir antes de un año, tiempo que consideró excesivo para una compañía endeudada. En su opinión, ENAP no ha solucionado ninguno de los problemas que tiene el país, y sólo ha cooperado en algunos excepcionalmente. Recordó que existieron denuncias de altas indemnizaciones otorgadas en la empresa.




Agregó que hubo enormes abusos al interior de la empresa, pagados por todos los chilenos, y que por eso algunos no quieren que haya cambios. Indicó que deben afrontarse los fracasos, por ejemplo, en Colombia se perdieron US$ 75 millones; en Egipto otros tantos, mientras en Magallanes ha existido una seguidilla de fracasos. Precisó que la empresa necesita cirugía de fondo y que por ella misma y sus propios trabajadores no se puede demorar una solución, aunque sea intermedia.





El Honorable Senador señor Orpis observó que hay que centrar el tema en discusión, pues actualmente existe una incertidumbre respecto de quien toma el mando de esta empresa, lo cual para una compañía con problemas económicos, es lo peor que puede ocurrir. En ese sentido, expresó que existe esta opción de seguir bajo dependencia del Ministerio de Minería, mientras se dicta la ley de gobierno corporativo de ENAP. Luego se podrá hacer la discusión sobre el tema de fondo, por ahora está en definición, ya que nadie está al mando.





La Honorable Senadora señora Allende discrepó de esta afirmación y señaló que hay una institucionalidad que está operando, ya que hay un dictamen de la Contraloría General de la República que resolvió que depende del Ministerio de Energía.





Señaló que no se pueden hacer afirmaciones tan tajantes, porque pareciera que la empresa ha hecho sólo desastres y está en tierra de nadie, lo cual facilitaría que sea prescindible, para su posterior venta, situación con la que no está de acuerdo.





La Honorable Senadora señora Rincón puntualizó que no está dilatando la decisión para un año más, sino que se está legislando al revés, pues debería discutirse el tema de fondo, el gobierno corporativo, en el más breve plazo.





Enseguida, agregó que no existe una indefinición, porque la Contraloría General de la República fue muy clara en su dictamen de abril de este año -que motivó la presentación de este proyecto de ley-, cuando declara, a propósito de la ley 9.618, orgánica de ENAP, que “de la normativa reseñada, aparece que la actividad de la Empresa Nacional del Petróleo se inserta dentro de lo que el legislador ha definido como sector energía, ámbito que es el campo específico en que el Ministerio de Energía debe ejercer sus funciones de gobierno y administración, colaborando con el Presidente de la República, por lo que ese quehacer empresarial es de aquellas materias que son de la competencia de dicho Ministerio.”. Precisó que esta situación, dicho sea de paso, no se ve alterada por el presente proyecto de ley.





Agregó que lo importante es lo que se quiere hacer con la empresa y cómo se va a hacer.





Indicó que tampoco comparte la forma en que la gestión anterior administró la ENAP, y no se refiere a la del señor Azócar, sino a quien lo antecedió en el cargo. Añadió que eso no cambia que la empresa es estratégica, por ejemplo, el actual Gobierno está haciendo acuerdos con el Gobierno de Ecuador para explorar y explotar hidrocarburos, por ello, opinó que no se debe generalizar.





El Honorable Senador señor Orpis aclaró que al decir en “territorio de nadie”, no se refiere a que esté acéfala, sino a que existe incertidumbre, puesto que la Contraloría General de la República tiene su interpretación y el Ejecutivo manda un proyecto de ley en otro sentido, y eso, a su juicio, genera incertidumbre respecto de la conducción inmediata.




El Ministro señor Golborne indicó que las cosas deben hacerse en el tiempo que sea necesario, y que deben ser escuchadas todas las opiniones. Reparó en que, desafortunadamente, el proyecto se ha demorado más de lo previsto, porque la idea es que no hubiese un cambio, dado que ENAP históricamente siempre estuvo en Minería, pero dada la interpretación de Contraloría, va a Energía. Destacó que el proyecto solamente busca mantener a ENAP en la cartera de Minería hasta que salga el gobierno corporativo, por ello el Presidente lo nombró en el Directorio para mantener esta continuidad.





Manifestó que la discusión importante es la de gobierno corporativo. Si embargo, aclaró que no sería bueno mezclar los temas: por un lado, la presidencia de la ENAP, porque la política del Gobierno debiese ser la misma, independientemente de quien sea su presidente, y, por otro lado, lo que hay que hacer en ENAP.




Añadió que no se está perdiendo tiempo, porque ya se está trabajando en ENAP. Indicó que ojala el proyecto salga pronto, para eliminar el manto de incertidumbre que pueda existir, pero en el ínter tanto se sigue trabajando fuertemente en varios aspectos, por ejemplo, un plan de desarrollo estratégico para la compañía, que defina hacia dónde se quiere avanzar. Explicó que para ello se contrató la consultoría del Boston Consulting Group, entidad que ya entregó un informe, y que define una vía estratégica de hacia dónde puede dirigirse la empresa y eso va a estar reflejado en el plan de gobierno corporativo y en el plan futuro.





Manifestó que no existe ninguna intención de vender esta empresa. Resaltó que ella seguirá siendo una empresa estatal, tal como lo planteó S.E. el Presidente de la República en su programa de gobierno.




Sin perjuicio de lo anterior, expresó que un análisis financiero lleva a la conclusión de que es necesario disponer de un capital mayor, una vez que se haya establecido un plan de trabajo y de desarrollo a largo plazo. Añadió que entonces será necesario definir de dónde saldrá ese capital, materia que tendrá que ser discutida a su debido tiempo sobre una propuesta de la empresa y del Gobierno.





Señaló que es bueno escuchar a los trabajadores, pero que la preocupación de ellos no dice relación con la Presidencia de ENAP y cual será su dependencia. Afirmó que es natural que ellos estén preocupados por la situación que está viviendo la empresa, pero cualquiera sea el Ministerio que la presida, la posición del Gobierno no va a cambiar. Indicó que en las últimas sesiones de Directorio, donde hay un representante de los trabajadores, se han hecho algunos análisis sobre la situación laboral de la empresa, en particular, acerca del nivel de ausentismo; la edad promedio de los empleados, y el costo total que tienen los trabajadores para la ENAP, en comparación con estándares internacionales en costos de producción. Observó que a ellos eso los pone inquietos y les plantea un desafío de cómo se va a lograr situar a la empresa en estándares un poco más razonables, dada la situación compleja que tiene.





Indicó que el problema de fondo es hacia dónde se quiere ir con la empresa, más que el tema de la presidencia. Aclaró que espera que el proyecto de gobierno corporativo pueda estar listo dentro de este año o en el primer trimestre del próximo. Reiteró que no es conveniente mezclar los dos temas, a fin de que se resuelva qué Ministro se dedicará completamente a ENAP.





La Honorable Senadora señora Allende indicó que le alegra escuchar al Ministro que ha recogido el fondo del tema, pues lo importante no es si ENAP depende del Ministerio de Energía o de Minería. Puntualizó que su intención es conocer la mirada que se tendrá con respecto a ENAP, el rol que cumplirá, cómo se potenciará como empresa y cómo mejorará de la actual situación.





Asimismo, solicitó que se envíen a la Comisión los datos sobre los que se elaborará el proyecto de gobierno corporativo, por ejemplo, el informe del Boston Consulting Group que se acaba de mencionar, a fin de tener elementos de juicio acerca de lo que se está proyectando.





El Honorable Senador señor Orpis opinó que cuando existe incertidumbre en una actividad productiva se generan problemas, en particular, cuando hay una situación económica delicada. Precisó que el proyecto sólo trata de definir quién se hace cargo de la ENAP, mientras se hace el gran debate acerca de gobierno corporativo, por lo que hay que hay que resolverlo con rapidez.





El Subsecretario señor Wagner señaló que no ahondaría en el tema de los trabajadores, cuya situación explicó en detalle el señor Ministro. Agregó que sí los han escuchado y con bastante detalle, al igual como se ha hecho en otras empresas como ENAMI, que también dependen del Ministerio de Minería.





Indicó que el Ministerio de Minería ha tenido variaciones, porque Energía se ha separado varias veces, también ha pasado a Economía y ahora es un Ministerio independiente.





Indicó que ENAP, en su concepto básico, es una empresa minera, asociada a los hidrocarburos. Añadió que, desde el punto de vista práctico, del negocio de exploración, explotación y comercialización de un commodity, tiene la lógica de una empresa minera, y desde el punto de vista legal también, pues así está establecido en el inciso primero del artículo 1° del Código de Minería, y en el artículo 5°, letra g), del Reglamento de Seguridad Minera, y es por ello que en su génesis se sacó expresamente de la discusión del año anterior que creó el Ministerio de Energía.





Agregó que eso explica porqué esta empresa minera puede tener conflictos graves de colisión cuando la política energética se contrapone con el instrumento de la empresa que aplica esa misma política, por ejemplo, en el sobre stock o no del petróleo o en el establecimiento de multas que se puede autoimponer el Ministro. Añadió que por ello la historia la llevó a depender siempre del Ministerio de Minería.





Afirmó que, desde el punto de vista práctico, y eso es importante independientemente de las posiciones y de la matriz energética, del proceso de gestión que es preciso hacer, aquí hay que transitar hacia un modelo distinto, y esa transición hacia un modelo distinto requiere de un liderazgo claro y eso establece este proyecto en su artículo único. Agregó que pueden ser discutibles las consideraciones que llevaron a esta decisión, pero el deber hacia la empresa y el accionar que debe tener a futuro requieren que el proceso se haga de manera ordenada y, obviamente, el que exista una resolución de la Contraloría General de la República y un proyecto de ley no permiten que ese camino se establezca.





Agregó que el Ejecutivo no quiere imponer la urgencia para la decisión de este proyecto, pues el momento para tratar los temas de fondo será cuando se discuta el futuro de ENAP en el proceso de un gobierno corporativo, el cual no es sencillo por la realidad que tiene la empresa actualmente. Añadió que discutir el tema de fondo y despachar con prontitud este proyecto son compatibles y se pueden consensuar.





La Honorable Senadora señora Allende replicó que si todo el transfondo del proyecto es que se necesita un liderazgo claro para empezar el proceso de fondo que sería el gobierno corporativo, porqué no puede encabezar este proyecto el Ministerio de Energía. Al respecto, preguntó si dicho Ministerio no tiene capacidad de liderazgo o su capacidad es insuficiente. Indicó que el Ministro Golborne ha demostrado tener una gran capacidad de liderazgo, pero también la pueden tener otros Ministros.





El Ministro señor Golborne expresó que esta decisión se tomó hace mucho tiempo. Recordó que al asumir el actual Gobierno el dictamen de la Contraloría General de la República no existía, no sabían que estaba siendo cuestionada la dependencia de ENAP, y, por tanto, desde un comienzo se empezó a trabajar en el Ministerio de Minería en los planes de ENAP. Al surgir el dictamen, y dado que los grupos de trabajo ya estaban formados y radicados en Minería, se optó por mantener la situación hasta hacer el cambio de fondo, dando origen a este proyecto que trata de mantener la continuidad más que hacer un cambio.





La Honorable Senadora señora Rincón preguntó quién pidió ese dictamen a la Contraloría General de la República.





El Ministro señor Golborne respondió que el ex Ministro señor Tockman pidió a la Contraloría un pronunciamiento en el mes de enero de este año y la resolución salió en abril. Agregó que siempre se pensó que quedaría en Minería, ya que el Ministerio de Energía tiene una enorme carga de trabajo con el desarrollo energético del país. Añadió que el tema de ENAP requiere socializar los problemas que está enfrentando la compañía, para lo cual hay que conversar mucho con los trabajadores, todo lo cual será una tarea difícil, lenta y larga, que ya se ha iniciado, pues ya hubo una reunión con 28 dirigentes sindicales donde se les plantearon las conclusiones del estudio del grupo consultor ya mencionado.





La Honorable Senadora señora Rincón señaló estar complicada con la proposición del Ejecutivo, no por el proyecto en sí, sino por el trasfondo. Explicó que en el dictamen de la Contraloría se indica que el artículo 3° del decreto ley N° 2.224, de 1978, modificado por el artículo 2, N° 4, de la mencionada ley N° 20.402, dispone “para los efectos de la competencia que sobre la materia corresponde al Ministerio de Energía el sector de energía comprende a todas las actividades de estudio, exploración, explotación, generación, transmisión, transporte, almacenamiento, distribución, consumo, uso eficiente, importación y exportación, o cualquiera otra que concierna a la electricidad, carbón, gas, petróleo y derivados, energía nuclear, geotérmica y solar, y demás fuentes energéticas”. Agregó que ya que el Gobierno trajo este tema, debe ayudar a dilucidar un problema que va mucho más allá de la sola dependencia de ENAP, no es sólo política energética, y según se le informó decía relación con quien fijaba las políticas y quién las ejecutaba.





Agregó que no puede dejar pasar algo que señaló el señor Subsecretario, a lo que ella se refirió no es a que el Subsecretario no hablara con los trabajadores, sino a lo que el Subsecretario le transmitió a ella y a la Honorable Senadora señora Allende respecto de lo que opinaban los trabajadores acerca de este proyecto. Precisó que no era exactamente lo mismo que los que les señalaron los trabajadores.





Señaló el Ministro Golborne que el proyecto no modifica ninguno de los aspectos planteados por la Honorable Senadora, no hay ninguna duda acerca de la política energética ni quien debe hacerse cargo de esas materias. Aquí solamente se discute qué Ministerio ostenta la presidencia del Directorio, donde hay otros nueve directores, que se nominan en base a lo mismo que establece esa ley, representantes del Ministerio de Hacienda, de la CORFO, de Instituto de Ingenieros de Minas, de SONAMI, etc., y eso no cambia, la única diferencia es que en virtud de la interpretación de la Contraloría por la creación del Ministerio de Energía, es quién es el Ministro que preside ese Directorio.





El señor Subsecretario hizo presente, respecto a la política y relación con ENAP, que la historia del proyecto demuestra que se dejó expresamente fuera, y lo que hace este proyecto es definir la dependencia y aclarar el sentido de la ley.





Respecto a la coordinación, señaló que este tema se ha discutido ocho meses y, considerando que los conceptos ya están desarrollados en claridad, resulta conveniente zanjar este punto, porque el tiempo transcurrido ya es relevante.





Las Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y el Honorable Senador señor Gómez solicitaron escuchar la opinión de los trabajadores de ENAP, antes de resolver el proyecto.





En la siguiente sesión, el Presidente de la Federación Nacional de Sindicatos de Trabajadores del Petróleo de Chile (FENATRAPECH), señor Jorge Matute, agradeció la invitación de la Comisión.





Enseguida, señaló que en un principio no entendieron el debate, porque sólo sabían que el año pasado se creó el Ministerio de Energía al cual se le dieron determinadas funciones. Agregó que, antes del cambio de Gobierno, el 14 de febrero pasado, el ex Ministro Tokman hizo una presentación a la Contraloría General de la República respecto a la dependencia de ENAP, si era del Ministerio de Energía o de la Cartera de Minería. Precisó que, en todo caso, dicha discusión nunca fue conocida por los trabajadores, sino hasta cuando apareció la resolución de la Contraloría.





Destacó que les llamó la atención la mencionada resolución, porque la ley N° 9.618, que creó la ENAP, históricamente dejó la dependencia en Minería. En todo caso, indicó que ellos desde ya hace varios años ven a la ENAP, más que como una empresa petrolera, como una compañía energética. Añadió que dicha visión no solamente viene dada por la escasez que tienen de hidrocarburos y de gas, sino porque ENAP y el país requieren de una política energética más de fondo.





Observó que la Contraloría tampoco consultó a los trabajadores. Sin embargo, añadió que la espera de la resolución de la Contraloría ocasionó a ENAP bastantes complejidades, pues el Directorio no se podía constituir, porque estaba en entredicho si continuaba el Ministro de Minería como Presidente o lo asumía el Ministro de Energía, situación que se mantuvo hasta abril. Insistió que el gobierno de la compañía fue incomodo hasta esa fecha, porque la administración de ENAP tenía que hablar con todos los Ministros involucrados.





Reiteró que los trabajadores no estuvieron incorporados en el debate sino hasta cuando la Contraloría, a fines de abril, determina que ENAP dependerá del Ministerio de Energía, y se nombra al Ministro Raineri como Presidente del Directorio. Añadió que entonces el Gobierno decide que el Ministro de Minería debe volver a presidir la empresa.





Agregó que los trabajadores, a quienes representa, estiman que este debate al interior del Gobierno, más que un tema institucional, es un tema de personas, de estilos con respecto a dónde llevar a ENAP, porque el Gobierno tenía otras herramientas, previas a la Contraloría o post Contraloría, para solucionar este tema, de manera de no traerlo al Congreso y con un solo artículo.




Reconoció que no tenían una posición muy clara respecto a qué o porqué ENAP tenía que volver a Minería, razón por la cual nunca emitieron una opinión a favor de volver a Minería y tampoco de ir a Energía. Sin embargo, supieron que en el debate del proyecto se habría dicho una supuesta postura de su entidad, por ello se ven en la necesidad de manifestar su posición, a fin de evitar malos entendidos.





Afirmó que la posición de la Federación de Trabajadores del Petróleo, ante algunos análisis efectuados por el Ministerio de Minería, en el contexto de porqué la ENAP debería depender de esa Cartera de Estado, es la siguiente:




Estiman que el sector minero se encuentra perfectamente bien regulado mediante la legislación pertinente, esto es el Código de Minería y su reglamento homólogo, situación que no se da en el sector energía, el cual es abierto y totalmente desregulado. En ese sentido, afirmó que la ENAP es un agente que contribuye al perfeccionamiento del mercado en este sector.





Consideró que refuerza lo anterior el peso de los hidrocarburos en la actual matriz energética del país, y en la de los próximos 20 años, pues representan aproximadamente el 40% de ella. Además, hizo presente que nuestra economía es significativamente dependiente de las importaciones de crudo.





Sobre la base de lo anterior, indicó que ENAP debe jugar un rol estratégico, tanto en materia de suministro como de seguridad energética, pues la empresa es un instrumento importante en estas materias, situación que de ninguna forma queda garantizada cuando se deja el funcionamiento de este sector sólo al arbitrio de actores privados.





Afirmó que, de consiguiente, quien lidere la discusión respecto al futuro de ENAP, debe considerar como elemento esencial que ella deba ser una empresa energética para Chile. Añadió que esta discusión de país deberá ser realizada mediante un modelo que considere a todos los actores: Gobierno, administración y trabajadores. Añadió que posteriormente el debate será enriquecido en el Parlamento y solemnizado en una ley, que exprese el consenso mayoritario de los actores políticos del país.





En este sentido, enfatizó que es insoslayable que el dueño de ENAP, o sea el Estado de Chile, enfrente y tome definiciones sobre temas de fondo que deben marcar el rumbo estratégico de la Empresa. En primer lugar, indicó que se debe clarificar el rol de ENAP, su carácter estratégico, y las razones por las que el Estado es propietario y controlador de esta empresa. A continuación de esta definición vital, consideró que se debe abordar de manera integral y coherente la institucionalidad de la empresa, su ley orgánica y el gobierno corporativo. Agregó que posteriormente se deben tomar las definiciones propiamente empresariales, esto es, su plan estratégico de negocios y de desarrollo, incluyendo el plan de inversiones y su financiamiento, al igual que la estrategia competitiva de la empresa, que debe hacerse cargo de definir las iniciativas de mejoramiento efectivo de su gestión. Precisó que las definiciones deben ser armónicas y coherentes entre si, al igual que su cumplimiento debe ser cabal y oportuno en el tiempo.





Manifestó que ENAP se encuentra en una encrucijada histórica que el Estado de Chile debe resolver en su integridad y a fondo, debido a que mantener la actual situación no es una alternativa sustentable que proteja y maximice el valor potencial de los activos, que son propiedad de todos los chilenos.





Reiteró que actualmente la ENAP está pasando momentos bastante difíciles y complejos, de manera que si no se hace algo ahora, esta empresa se podría ir. Añadió que esa es la urgencia que tiene este tema.





En este marco, señaló que los trabajadores, representados por sus organizaciones sindicales, tienen el derecho y el deber de aportar a esta discusión con sentido de país, con su experiencia, conocimiento, reflexión y propuesta estratégica, con una visión de largo plazo para la empresa.





Por lo anterior, expresó que es muy importante obtener un compromiso concreto del Gobierno y de la administración de la empresa, para dialogar y buscar acuerdos sobre esta agenda, para que el Congreso se pronuncie y resuelva sobre la mejor institucionalidad que le sea aplicable a ENAP, con un horizonte de largo plazo. Destacó que en la última semana han recibido mejores señales, que esperan se ratifiquen y formalicen, ya que, por lo menos, el Ministro de Minería ha dicho que ENAP es una empresa más integrada y no solamente minera.





Finalmente, indicó que hablando con sentido político, en el Senado, instancia donde se discute la política al más alto nivel, la decisión de cuál Ministerio preside el Directorio de ENAP no es lo esencial, sobre todo teniendo presente que el tema del nuevo gobierno corporativo se definiría pronto. Afirmó que lo importante es la voluntad política del Gobierno sobre los temas de fondo, sobre las formas y los mecanismos de cómo se enfrentará esta agenda. Añadió que la decisión de qué Ministro lidera el tema es un asunto del Gobierno, que ellos respetan, siempre que se cumplan los compromisos anteriormente señalados. Agregó que si el escenario que se delinea es de confrontación, lo mejor entonces es respetar lo señalado por la Contraloría General de la República y el espíritu de la ley que creó el Ministerio de Energía.




Agregó que esa es la posición y el pensamiento de los trabajadores con respecto a lo que está viviendo la empresa actualmente. Insistió en que el problema de la compañía, más allá de quien la preside, que no es menor, es definir el rol de ENAP, el gobierno corporativo y su negocio estratégico. Señaló que respetarán la resolución que adopte el Senado sobre el proyecto.





A continuación, la Honorable Senadora señora Allende saludó a los trabajadores y señaló que insistieron en realizar esta sesión antes de entrar en el tema del proyecto, por dos razones: primero, porque el señor Subsecretario les explicó individualmente el proyecto de ley a ella y a la Honorable Senadora señora Rincón. Agregó que, en dicha oportunidad, preguntó cuál es la posición de los trabajadores frente al proyecto, ante lo cual el señor Subsecretario contestó que estaban de acuerdo. Añadió que lo mismo entiende que pasó con la Honorable Senadora Rincón.





Afirmó que tuvieron la oportunidad de conversar con algunos de los trabajadores, quienes les dijeron que no fueron consultados. Por ello, solicitaron su asistencia a la Comisión.





En segundo lugar, señaló que en un proyecto de estas características era evidente que era necesario escuchar a los trabajadores y a todos los actores que tengan interés sobre el tema.





En tercer lugar, indicó que la argumentación de los trabajadores deja en claro que tienen una convicción sobre el rol estratégico que debe jugar ENAP en los temas energéticos, más allá incluso de la dependencia. Afirmó que esa es la discusión de fondo.





Agregó que aquí se ha presentado a la ENAP como una empresa derrochadora y mal gestionada, temas en los cuales incluso los trabajadores tendrían un cierto grado de participación, por sus altas tasas de ausentismo. Añadió que es importante que los sindicatos sepan que así fue planteado por las autoridades.





En lo que respecta a la discusión del proyecto, señaló que le ha planteado tanto al Ministro de Minería como al Subsecretario, que produce una sensación de incomodidad discutir si la dependencia cambia en un sentido u otro, porque ese no es el tema de fondo. Añadió que el tema sustancial es qué se va a hacer con respecto a ENAP como empresa.





Agregó que el Ministro de Minería planteó que vendrá un proyecto que creará un gobierno corporativo para la empresa, que dilucide qué quiere hacerse con ella y cuál es la mirada que se tiene de ENAP.





Por otro lado, señaló que el Subsecretario de Minería planteó que se requería urgentemente de un liderazgo para encabezar este proyecto corporativo, y frente a esto surge la duda acerca de si el Ministerio de Energía tiene dicha capacidad.





En otro orden de materias, manifestó que nuestro país no tiene autonomía energética, y no advierte en el Ministerio de Energía una actitud proactiva respecto a los temas energéticos. Añadió que el Gobierno sólo administra el actual mercado, es decir, los empresarios deciden donde invierten y el Gobierno solamente regula. En su opinión, hace falta una definición estratégica de cuáles son los desafíos energéticos y cómo se van a abordar. Recordó que el gobierno escocés ha tomado una conducta proactiva, asociándose con los privados, de manera de fomentar las energías renovables.




El Honorable Senador señor Prokurica indicó que no podía evitar referirse a algunas expresiones de la Honorable Senadora Allende. Al respecto, señaló que la razón por la cual están donde están es porque el Gobierno anterior, al que la Comisión le preguntó acerca de la dependencia de la ENAP, decidió esto, y no les preguntó a los trabajadores. Agregó que pide un mínimo de rigurosidad, pues cuando se discutió el proyecto del Ministerio de Energía, la Comisión le planteó al ex Gobierno que estaban disponibles a apoyarlo, pero que no querían dobles trámites.





En segundo lugar, indicó que se pide una política de energía a un Gobierno que lleva cinco meses, sin embargo, los gobiernos anteriores tuvieron 20 años para hacerlo. Agregó que no se trata de hacer una discusión política, pero tampoco pueden cargar con responsabilidades anteriores, que no generaron una política.





Manifestó que la situación de la ENAP es dramática, por eso pidió que el proyecto se votara con urgencia. Añadió que tiene presente que no resuelve todo, pero la situación de la compañía, con un patrimonio de US$ 400 millones y deudas por US$ 4.000, lo requiere. Recordó que dicho problema no lo generó el gobierno actual.





Agregó que se dice que no se va al fondo, que se bordea el problema, pero eso es lo que se hizo durante todo el período pasado. Indicó que este proyecto busca dar solución a un problema relevante y que requiere de decisiones urgentes.





Manifestó que tiene su opinión con respecto a la ENAP. Agregó que la actual situación no es culpa de los trabajadores, ya que si ni siquiera fueron consultados en qué Ministerio iban a quedar, menos se les iba a informar acerca de las políticas de la empresa. Destacó que existieron administraciones en los gobiernos de la Concertación que deterioraron a ENAP, y a otras como ENAMI, que fueron endeudadas artificialmente.





Recordó que una empresa que tiene un patrimonio de US$ 400 millones y una deuda de US$ 4.000, no está en una situación confortable, y eso no ha sido generado por el actual gobierno.





Luego, consultó cuál es la propuesta de los representantes de los trabajadores para buscar una solución al tema del endeudamiento. Preguntó, para los efectos de la historia de la ley, cuáles son las causas del deterioro, y cómo pueden evitar que esto vuelva a ocurrir.





Asimismo preguntó de qué manera afecta este proyecto a la situación de la ENAP y qué quisieran los trabajadores como principales actores, desde el punto de vista laboral, de una empresa que está en una realidad dramática.




La Honorable Senadora señora Rincón señaló que no participó en la discusión de la dependencia de ENAP en el Ministerio de Energía, así que no puede referirse a lo señalado por el Senador Prokurica. Agregó que, en todo caso, cuando se creó el Ministerio de Minería, el año 1986, el Parlamento no pudo discutir el proyecto porque estaba clausurado. Añadió que no saben si en esa época se les preguntó a los trabajadores si querían pasar a depender del Ministerio de Minería.





Reiteró lo aseverado por la Honorable Senadora señora Allende, respecto a la supuesta consulta a los trabajadores. Refirió que le ocurrió exactamente lo mismo con el señor Subsecretario.




Indicó que recién, en esta sesión, se ha escuchado a los trabajadores, los que aclaran que el punto no es de quien dependan, y que respetan lo que decida la autoridad.




Respecto al tema de fondo, indicó que el Mensaje del proyecto señala que el principio que lo inspira es la separación de funciones, vale decir, la necesaria diferenciación que debe existir entre los organismos públicos que ejecutan políticas, de aquellos que las evalúan. Señala que el Ministerio de Energía es un órgano planificador de las políticas públicas en materias de hidrocarburos, que ese es su rol, y que es el órgano superior de colaboración del Presidente, ya que el artículo 1° señala: “en las funciones de Gobierno y administración del sector de energía, señalando que le corresponderá en general al Ministerio de Energía elaborar planes y políticas y normas para el buen funcionamiento del desarrollo del sector, velando por su cumplimiento y asesorar al Gobierno en todas aquellas materias relacionadas con la energía”.





Agregó que hace esta precisión porque la opinión de los trabajadores es interesante, ya que conocen la historia de la empresa. Indicó que la compañía fue creada por los años 50, cuando se crea la CORFO, y que cuando se revisa la historia de la creación de la empresa y el rol que se le asigna a la CORFO, y después se revisa la discusión respecto de la dependencia del Ministerio de Minería o de Energía, queda en evidencia que los fundamentos del proyecto no son tales, porque se dice expresamente en la discusión de la ley que el diagnóstico en que se basó el proyecto de ley que le entregó al Ministerio de Energía la ENAP, decía relación con que se evidenciaba “la existencia de varias autoridades, con diversas competencias y agendas diversificadas, entre los sectores mineros, comerciales, productivos y energéticos. Esta situación origina importantes costos de coordinación y conlleva el riesgo de elusión de las responsabilidades políticas e institucionales”. Añadió que cuando el Ministerio de Energía consultó a la Contraloría, ésta respondió que la ley fue clara, en el sentido de entregar al Ministerio de Energía las competencias de ENAP, porque les correspondía a ellos no solamente la fijación de políticas públicas, sino que además debían llevar todas las actividades de estudio, exploración, explotación, generación, transmisión, transporte, almacenamiento, etc., que eran actividades propias de la ENAP. Al respecto, preguntó a los trabajadores si creen que el Ministerio de Energía sólo ha fijado las políticas de este sector o también ha tenido relevancia en la conducción de la empresa, entendiendo a la compañía como clave en el sector energético.





El señor Presidente pidió centrar el debate de forma de escuchar a los dirigentes sindicales invitados, para después generar el debate y las decisiones que haya que tomar.





El Honorable Senador señor Gómez coincidió en la necesidad de centrar el debate de esta sesión, pues saber qué pasará con ENAP es un debate de fondo, independiente de si está en el Ministerio de Minería o en el de Energía.




Agregó que lo más importante es que quede en uno u otro Ministerio. Añadió que el Gobierno tratará de transformar ENAP en una institución distinta, desde el punto de vista de su estructura, y es ahí donde debe hacerse el debate político, pero no entiende por qué se está haciendo ese debate en este instante.




Destacó que lo que debe preocupar es que se dice que ENAP tiene US$ 400 millones en caja; US$ 4.000 millones en deudas; que cada trabajador cuesta 4 millones de pesos, mucho más que uno de Codelco. Añadió que todo eso es preocupante, porque deja la sensación que a ENAP hay que desarmarla, que hay que transformarla en otra cosa.




Señaló que, desde un punto de vista técnico, en un principio le resultaba indiferente donde quedaba ENAP, si en Minería o en Energía, pero estudiando cuáles son los objetivos de uno y otro Ministerio, da la impresión que el Ministerio de Minería tiene las funciones. Al respecto, consultó a los trabajadores en qué Ministerio debería quedar.





En segundo lugar, preguntó al Ministro de Minería, porqué se habla de la necesidad de un liderazgo para conducir la ENAP, cuando debería ser indiferente para el Gobierno el Ministro que presida la empresa.





Enseguida, el Honorable Senador señor Muñoz manifestó que la ENAP es importante para Chile, pero aún más para Magallanes, por su historia y porque ha contribuido al desarrollo de la Región. Precisó que por dicha razón ha presentado, en dos oportunidades, proyectos de acuerdo para transformar a la ENAP en una empresa de energía. Señaló que los mencionados acuerdos fueron rechazados en el Senado. Aclaró que no son de este período, sino del período anterior, siendo planteado entonces a las autoridades del Gobierno de la época, quienes no tuvieron la decisión y la voluntad de enfrentar este asunto.





Agregó que le hizo llegar al Ministro de Energía una propuesta, sin saber que iba a sufrir esta involución de volver al Ministerio de Minería. Añadió que tuvieron una conversación franca y sincera acerca de cuál es el futuro y el desarrollo que debería tener la ENAP, coincidiendo en algunos aspectos plenamente con el Ministro de Energía. Estimó que hay que dar un nuevo impulso a esta empresa, para lo cual hay que analizar y definir cuáles han sido las deficiencias que ha tenido a lo largo de su historia,  y cómo pueden revertirse algunas de estas carencias. Afirmó que, a su juicio, solamente puede hacerse transformando a ENAP en una empresa de energía, que no solamente esté preocupada de los hidrocarburos, sino de todas las energías renovables. 





Concluyó que por eso siempre ha sido partidario de que ENAP sea dependiente del Ministerio de Energía. Añadió que existen otros temas, como los planteados por el Honorable Senador señor Gómez, que son fundamentales y que habrá que tratarlos en su momento, para definir qué se quiere de la ENAP y cuál será su rol en la matriz energética de nuestro país. Le pareció pertinente que sean los dirigentes de ENAP quienes puedan absorber esta serie de interrogantes y consultas que aquí han surgido.




El Ministro de Minería señor Golborne señaló que el Honorable Senador señor Gómez ha planteado muy bien el tema, existe un tema de fondo y un tema de forma. Añadió que el problema de fondo de la ENAP es profundo y se ha conversado directamente con los representantes de los trabajadores. Agregó que ellos saben que existe una coincidencia bastante grande en cuanto al diagnóstico, situación que ellos pueden ratificar.




Manifestó que se ha establecido con los trabajadores una forma de trabajo, que espera puedan implementar adecuadamente, que consiste, primero, en dar a conocer la situación; después, en transmitir los planes estratégicos, o las alternativas de planes estratégicos, que estudios externos han propuesto a la administración, para luego avanzar también en un diálogo respecto al problema de fondo, que es el nuevo gobierno corporativo de la ENAP, donde probablemente no va haber ningún Ministro, ni de Minería ni de Energía, como es la tendencia y las recomendaciones internacionales en estas materias.





Agregó que el compromiso del Gobierno es que el proyecto de gobierno corporativo se elabore a la brevedad, de manera que en un plazo de aproximadamente seis meses más se pueda discutir en el Congreso.





Puntualizó que aquí se está discutiendo un proyecto de artículo único por un tema de interpretación. Recordó que  ENAP ha dependido del Ministerio de Minería desde el año 1946, y que recién ha pasado al Ministerio de Energía en los últimos dos meses. Añadió que, por tanto, es difícil ver un cambio de conducción importante en un período tan breve, además, la consulta a la Contraloría y, posteriormente, este proyecto de ley, mantienen la situación en suspenso.





Señaló que la situación debe ser dilucidada a la brevedad, pues lo que se discute es la Presidencia de ENAP, no su dependencia. Añadió que la incertidumbre no le hace bien a la empresa y posterga la discusión de fondo.




Reiteró que el compromiso del Gobierno seguirá siendo el mismo con la compañía, continuarán trabajando para presentar el cambio de gobierno corporativo al Parlamento, previa consulta y discusión con los trabajadores, de manera de enviarlo ojala previamente acordado. Agregó que, si no existe acuerdo, cada uno planteará sus puntos de vista y los trabajadores estarán informados, pues ese es el compromiso que ha tomado con ellos y que mantendrá, ya sea que esté en la presidencia o como director de la empresa.




A continuación, el Presidente del Sindicato ENAP, Refinería Aconcagua, y representante Nacional de la CUT, señor Nolberto Díaz, expresó que se debe tratar con respeto a quienes son ciudadanos, como ellos. Coincidió con el Honorable Senador Prokurica en que no tiene sentido entrar en una discusión política respecto a lo que pasó en ENAP; porque todos, Concertación y Alianza, tendrían que reconocer errores. Al respecto, recordó que, entre otros, Joaquín Lavín fue Presidente de la Refinería de Petróleo de Petrox; Julio Ponce Lerou, Gerente de Corfo, cuando se armó el Holding de ENAP; José Piñera Echenique, miembro del Directorio; Julio Dittborn, Presidente del Directorio en Petrox. Añadió que en el año 1981 se hizo un Holding, se finiquitó a los trabajadores y se pretendió venderla, pero que la oposición del entonces Almirante Merino lo impidió. Agregó que iniciar una discusión política reabre heridas del pasado, en las que los presentes no tienen cuentas, por eso la discusión tiene que ser en otro ámbito.




Expresó que no se pueden quitar beneficios, legítimamente conquistados durante 20 años, a los trabajadores. Añadió que tienen derecho a dar una educación de calidad a sus hijos y a poseer un acceso a la salud digno. Precisó que cuando se habla de ingresos promedios de cuatro millones de pesos o de tres millones ochocientos, no se dice que incluye las becas de salud y las becas escolares, la renta variable, el envejecimiento precoz del régimen de turno y, también, las muertes. Expresó que ha habido cinco muertes en los últimos dos años, dos de ellas en Concón, y se mantienen los mismos ejecutivos. Indicó que los sindicatos no han ido a los Tribunales de Justicia para no perjudicar a la ENAP, porque no quieren que la autocrítica sea utilizada como una herramienta para dañar a la ENAP.





Agregó que comparten algunos aspectos del diagnóstico del señor Ministro, pero que no pueden aceptar que el señor Subsecretario de Minería exprese que existía acuerdo con los trabajadores. Reclamó que eso no es efectivo y que es gravísimo que se haya señalado eso a los Senadores.





En segundo lugar, criticó que la semana pasada el señor Ministro se refiriera a las remuneraciones de los funcionarios de ENAP, sin que estuvieran presentes los trabajadores.




Agregó que confía en que el Ministro de Minería puede sacar adelante la empresa, aunque cree que permanecerá en Energía. Añadió que la presidencia no es lo importante, sino el rol de ENAP hacia el futuro.




Reiteró que si el Ministro expuso acá sobre las dotaciones y el costo de personal, lo democrático y justo es que hubiese estado presente un representante de los trabajadores. Añadió que no tienen ningún problema con él, con el cual han sostenido conversaciones fuertes y francas, incluso lo han felicitado por el tema de los mineros del norte. Sin embargo, aclaró que también les preocupan los eventuales despidos.





Manifestó que no quiere que ENAP siga el destino de lo que pasó con el agua, la electricidad, el transporte, y las comunicaciones, los cuales resultaron muy buenos negocios para algunos.




Indicó que ENAP puede liderar la apuesta verde del Gobierno, siendo una empresa del Estado eficiente, garantizando un acceso democrático e igualitario, y con un costo razonable de energía a todos los chilenos.





Por su parte, el Presidente del Sindicato ENAP Refinerías Bío Bio, señor Jorge Fierro, indicó que desde hace varios años la ENAP ha evolucionado hacia una empresa más energética que petrolera. Añadió que en el año 2003 la empresa estuvo dentro de las cien mejores, con resultados sumamente positivos.




Explicó que durante la crisis del gas con Argentina, ENAP asumió el rol de asegurar la energía chilena por mandato del gobierno anterior, específicamente del Ministro de Hacienda. Añadió que son los Ministros de Hacienda y no los gobiernos los que generan problemas a las empresas del Estado. Agregó que ENAP perdió US$ 1.000 millones, correspondiendo el 70 u 80% al rol que cumplió de soporte energético, el resto concierne a gestión interna.




Recordó que después del terremoto del 27 de febrero pasado, todas las empresas privadas: agua, gas, telefonía y electricidad cayeron. Sin embargo, la ENAP salió a cumplir su rol y cumplió. Agregó que durante esos días se encontraron con el Ministro y se comprometieron a hacer un esfuerzo para levantar la refinería de Concepción, labor que realizaron en tres meses. Explicó que lo anterior demuestra que si se les piden sacrificios, los van a hacer, lo relevante no es si depende del Ministerio de Minería o de Energía, sino hacer la discusión de fondo, hacia dónde va ENAP como empresa energética.




Entre los nuevos logros, destacó un acuerdo en materia petrolera y energética entre PETROECUADOR y ENAP. Añadió que vendrán momentos duros en los próximos años para el país si no es capaz de tener una política energética, por lo que es necesario que este Gobierno tenga una visión de Estado, oportunidad que perdieron los gobiernos de la Concertación, para no ser tan dependientes del mercado petrolero y de los intereses privados.




Por su parte, la Honorable Senadora señora Allende lamentó el giro que tomó la discusión. Agregó que cuando hizo sus planteamientos no estaba haciendo la distinción entre dictadura o democracia, Concertación o Alianza. Añadió que se refirió a lo expresado por el Subsecretario de Minería, dichos que le parecen irresponsables, pues afirmó una cosa que no había sido así, situación que constató después personalmente con los trabajadores.





A su vez, el Honorable Senador señor Orpis señaló que ha existido cierta unanimidad entre trabajadores y Senadores, en cuanto al sentido de urgencia de este proyecto, pues ENAP no puede seguir esperando por alguien que encabece el proceso. Por ello pidió tomar la decisión de votar definitivamente el proyecto. Agregó que la discusión de fondo se dará de todas maneras.





El Honorable Senador señor Prokurica, aclaró que nunca se puso en duda que vinieran o no los dirigentes, y que cuando lo solicitó la Honorable Senadora señora Allende toda la Comisión lo aprobó.





Agregó que el Subsecretario de Minería no dijo que habría conversado con los trabajadores.





La Honorable Senadora señora Allende replicó que esos dichos eran inaceptables. Recordó que le fue preguntado al Subsecretario en la Comisión.





El Ministro señor Golborne aclaró que él no ha asegurado que los trabajadores estuvieran de acuerdo. 





En cuanto a los costos laborales, expresó que hizo una presentación de los estados financieros generales, información general de la FECU, que son datos públicos, donde sólo hay una lámina que se refiere a dichos costos.





El Honorable Senador señor Gómez señaló que lo importante es la discusión de fondo. Agregó que como este proyecto demora dicho debate, pidió resolverlo de inmediato.




El señor Jorge Matute manifestó que la votación les parece lo más lógico. Agregó que tienen claro el sentido de la urgencia, pero que hay que tener cuidado con la premura, para evitar cometer errores.




En votación el proyecto, hay dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica, dos votos en contra, de la Honorable Senadora señora Allende y del Honorable Senador señor Gómez, y una abstención, de la Honorable Senadora señora Rincón. En conformidad al artículo 178 del Reglamento del Senado debe repetirse la votación, pues la abstención determina que quede sin resolverse la proposición que se vota.





Repetida la votación, el proyecto es rechazado, por tres votos en contra y dos a favor. Votaron en contra las Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y el Honorable Senador señor Gómez, a favor los Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.





La Honorable Senadora señora Rincón manifestó, durante la fundamentación de su voto, que no quiere entorpecer la tramitación del proyecto, pero tiene dudas respecto de dónde tiene que estar esta empresa. Añadió que dichas inquietudes nacen por lo que ha leído, por lo que se ha informado, por la historia de la empresa, y porque esta no es la discusión de fondo. Señaló que debería nombrarse al Ministro de Minería, Biministro, como se hizo en la época del Presidente Lagos.




A su vez, la Honorable Senadora señora Allende señaló que ya dejó constancia de su opinión en cuanto a que, lamentablemente, se están haciendo las cosas al revés, pero ya que debe pronunciarse coincide con la opinión de la Contraloría General de la República, en el sentido que debe depender del Ministerio de Energía, pues, en su opinión, ENAP cumple un rol clave, estratégico, en términos de energía.





El Honorable Senador señor Gómez indicó que hizo una pregunta directa a los trabajadores y al Ministro para poder tomar una decisión. Agregó que los trabajadores no le contestaron derechamente qué les interesaba y que el Ministro tampoco dijo que él fuera el líder capaz de realizar lo que el Ministerio de Energía no sería capaz de hacer, porque entiende que esa es la razón por la cual están trasladando el tema a Minería.





Agregó que está convencido que el país necesita que ENAP juegue un rol del Estado, que sea una empresa del Estado, materia en la cual él no tiene duda alguna. Añadió que el rol que tiene que jugar ENAP en el futuro es el energético, por ello tiene que quedar en el Ministerio de Energía.





Por su parte, el Honorable Senador señor Prokurica señaló que se puede argumentar cualquier cosa, pero cree que no es bueno decir que un Ministro no tiene liderazgo, pues se debe hacer un debate con altura y con respeto. Afirmó que el Ministro de Energía tiene una gran capacidad y le parece que cualquiera de las dos opciones que el Gobierno hubiera mandado era válida.





Añadió que la propuesta de crear un Biministro le parece un poco absurda, porque recién se acaba de crear el Ministerio de Energía. En cuanto al proyecto, señaló que en el origen también tuvo dudas, pero llegó a la convicción de que lo más importante en este minuto, no es la decisión entre el Ministerio de Energía o el del Minería, sino la urgencia de resolver, dada la situación que está viviendo la empresa. Añadió que respeta la decisión del Gobierno que ha pedido tomar una determinación respecto al Ministerio de Minería.





El Honorable Senador señor Orpis manifestó que existe un sentido de urgencia, en orden a despejar la incertidumbre respecto a quien va a conducir este proceso. En segundo lugar, señaló que el Gobierno tomó una decisión, en el sentido que fuera Minería quien encabezara este proceso, siendo así aprobado por la Honorable Cámara de Diputados. Indicó que, tomada esa decisión, entiende que el tema de fondo se discutirá en un proyecto de ley en que el Congreso tendrá que definir el gobierno corporativo que se dará a ENAP. En consecuencia, aquí no se está resolviendo un tema definitivo para los trabajadores.

- - -





En concordancia con el acuerdo anteriormente expresado, vuestra Comisión de Minería y Energía, os recomienda rechazar el proyecto despachado por la Cámara de Diputados, que proponía el siguiente texto:

PROYECTO DE LEY





“Artículo único.- Agrégase en el inciso primero del artículo 15 de la ley N° 20.402, que creó el Ministerio de Energía, la  siguiente frase después del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.):




“Lo anterior es sin perjuicio de las atribuciones que la ley N° 9.618, que creó la Empresa Nacional del Petróleo, confiere al Ministerio de Minería respecto de la Empresa Nacional del Petróleo, en la cual el referido Ministerio conservará todas las atribuciones señaladas por dicha ley.”.”.

- - -





Acordado en sesiones celebradas con fechas 1 y 8 de septiembre, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Orpis Bouchon (Presidente), señoras Isabel Allende Bussi y Ximena Rincón González, y señores José Antonio Gómez Urrutia y Baldo Prokurica Prokurica.





Sala de la Comisión, a 16 de septiembre de 2010.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario
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ACUERDO DE LA COMISIÓN BICAMERAL RELATIVO A DESIGNACIÓN DE INTEGRANTES DEL CONSEJO RESOLUTIVO DE ASIGNACIONES PARLAMENTARIAS

HONORABLE SENADO:

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:


La Comisión Bicameral a que se refiere el artículo 66 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional tiene el honor de formular su proposición de integración del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias.


A la sesión en que se consideró este asunto, el Honorable Senador señor Letelier fue reemplazado por la Honorable Senadora señora Isabel Allende y el Honorable Diputado señor Carmona fue reemplazado por el Honorable Diputado señor Marcos Espinosa.



Sobre el particular, es dable tener presente que la ley Nº 20.447, de 3 de julio de 2010, creó una entidad denominada Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, cuya finalidad es la determinación del monto, el destino, la reajustabilidad y los criterios de uso de los fondos públicos asignados por cada Cámara a financiar el ejercicio de la función parlamentaria.



El inciso tercero del mencionado artículo 66 establece que el Consejo estará integrado por:


a) Un ex consejero del Banco Central;


b) Un ex decano de una Facultad de Administración, de Economía o de Derecho de cualquier universidad reconocida oficialmente por el Estado;


c) Un ex Senador que se haya desempeñado como parlamentario durante un mínimo de ocho años;


d) Un ex Diputado que se haya desempeñado como parlamentario durante un mínimo de ocho años, y


e) Un ex Ministro de Hacienda, o un ex Ministro de Economía o un ex Director de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.



El inciso cuarto del mismo precepto agrega que dichos integrantes ocuparán tales cargos por cuatro años, pudiendo ser reelegidos.


Asimismo, el inciso séptimo de la misma disposición establece que los consejeros serán elegidos por los tres quintos de los Senadores y Diputados en ejercicio, a propuesta de esta Comisión Bicameral.


En relación a esta materia, cabe recordar que, en mérito de lo dispuesto en el artículo 2° transitorio de la misma ley, los miembros del primer Consejo deben ser designados dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la referida ley, plazo que vence el día 22 de octubre en curso.


En cumplimiento de estas disposiciones, el Senado designó para integrar esta Comisión Bicameral a los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia, Antonio Horvath Kiss, Juan Pablo Letelier Morel y Jovino Novoa Vásquez.


Por su parte, la Honorable Cámara de Diputados designó a los Honorables Diputados señores Pedro Araya Guerrero, Lautaro Carmona Soto, Ramón Farías Ponce, Patricio Melero Abaroa y Patricio Vallespín López. Dicha Corporación informó, además, que los Honorables Diputados señores Araya y Carmona participarían en la Comisión por un tiempo equivalente cada uno, iniciando el período el Diputado señor Araya.

- - -


En cumplimiento de lo dispuesto en las normas recién reseñadas, la Comisión Bicameral se constituyó, eligiendo como su Presidente al Honorable Senador señor Gómez.


Seguidamente, procedió a analizar los antecedentes relativos a este asunto y se abocó a la tarea de proponer a las personas que, cumpliendo los requisitos señalados precedentemente, podrían desempeñar estas funciones.


Concluido el estudio de los antecedentes, la Comisión Bicameral acordó someter a la consideración de ambas Cámaras la designación de las siguientes personas:


1.- Para ocupar el cargo correspondiente a un ex Consejero del Banco Central, al señor Vittorio Corbo Lioi, quien se desempeñó como consejero y presidente del Banco Central entre los años 2003 y 2007.


2.- Al señor Luis Alfredo Riveros Cornejo, para ocupar el cargo correspondiente a un ex decano de una Facultad de Administración, de Economía o de Derecho de una universidad reconocida oficialmente por el Estado. El señor Riveros se desempeñó como decano de la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile entre los años 1994 y 1998 y Rector de la misma Universidad entre los años 1998 y 2006.


3.- Al señor Sergio Páez Verdugo, para ocupar el cargo correspondiente a un ex Senador. El señor Páez se desempeñó como Senador de la República entre los años 1990 y 2006.


4.- Al señor Andrés Egaña Respaldiza, para ocupar el cargo correspondiente a un ex Diputado. El señor Egaña se desempeñó como Diputado de la República entre los años 2002 y 2010.


5.- Al señor Alberto Arenas de Mesa, para ocupar el cargo correspondiente a un ex Ministro de Hacienda o de Economía o ex Director de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. El señor Arenas se desempeñó en este último cargo entre los años 2006 y 2010.


Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Bicameral, Honorables Senadores señora Allende y señores Gómez y Horvath y Honorables Diputados señores Espinosa, don Marcos, Melero y Vallespín.


Se adjunta al presente acuerdo los antecedentes profesionales de cada una de las personas nominadas.





En la forma expuesta, se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional para alcanzar el precedente acuerdo, que se somete a la consideración de ambas Corporaciones.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 5 de octubre de 2010, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señor José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Isabel Allende Bussi y señor Antonio Horvath Kiss y Honorables Diputados señores Marcos Espinosa Monardes, Patricio Melero Abaroa y Patricio Vallespín López.


Sala de la Comisión, a 5 de octubre de 2010.
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, EN MATERIA DE FISCALIZACIÓN AMBIENTAL

(7213-12)


Certifico que el día de hoy, 5 de octubre de 2010, la Comisión Medio Ambiente y Bienes Nacionales del Senado, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadoras señoras Isabel Allende y Soledad Alvear y el Honorable Senador señor Andrés Allamand (Presidente Accidental), sesionó para tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, en materia de fiscalización ambiental, con urgencia calificada de “discusión inmediata”. (Boletín N° 7.213-12)

Asimismo, concurrieron los siguientes invitados: del Ministerio del Medio Ambiente, la Ministra, señora María Ignacia Benítez; el Subsecretario, señor Ricardo Irarrazabal y el asesor jurídico, señor Rodrigo Benítez.

- - -


De conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, el proyecto se discutió en general y particular a la vez.

CONSTANCIAS


Se deja constancia que de acuerdo a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, el  artículo único del proyecto debe ser aprobado  con quórum de ley orgánica constitucional, esto es  por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio.

Asimismo, se informa que en la sesión mencionada, la Comisión tomó conocimiento del Oficio N° 150, de 5 de octubre de 2010, de la Excma. Corte Suprema, mediante el cual emitió su parecer favorable respecto de la iniciativa en estudio. 

- - -


La Comisión aprobó la idea de legislar, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadoras señoras Allende y Alvear y el Honorable Senador señor Allamand (Presidente Accidental).


Enseguida, y con la misma votación, la Comisión acordó reemplazar en el inciso primero del artículo único del proyecto el vocablo “podrán” por “deberán”

- - -
En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales del Senado, tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en los siguientes términos:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo único. Durante el tiempo que medie entre la supresión de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y la entrada en vigencia de los títulos II, salvo el párrafo 3°, y III de la ley a que hace referencia el artículo 9° transitorio de la Ley N° 20.417, corresponderá a los órganos del Estado que, en uso de sus facultades legales, participan en el sistema de evaluación de impacto ambiental, fiscalizar el permanente cumplimiento de las normas y condiciones sobre la base de las cuales se aprobó el Estudio o se aceptó la Declaración de Impacto Ambiental. En caso de incumplimiento, dichas autoridades deberán solicitar a la Comisión a que se refiere el artículo 86 de la Ley N° 19.300 o al Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso, la amonestación, la imposición de multas de hasta quinientas unidades tributarias mensuales e, incluso, la revocación de la aprobación o aceptación respectiva, sin perjuicio de su derecho a ejercer las acciones civiles o penales que sean procedentes.


En contra de las resoluciones a que se refiere el inciso anterior, se podrá recurrir, dentro del plazo de diez días, ante el juez, sin que esto suspenda el cumplimiento de la resolución revocatoria, y sin perjuicio del derecho del afectado a solicitar orden de no innovar ante el mismo juez de la causa.


Será competente para conocer de estas causas el juez de letras en lo civil del lugar en que se origine el hecho que infringe las normas y condiciones sobre la base de las cuales se aprobó el Estudio o se aceptó la Declaración de Impacto Ambiental, o el del domicilio del afectado a elección de este último. En los casos en que el juez competente corresponda a lugares de asiento de Corte, en que ejerza jurisdicción civil más de un juez letrado, deberá cumplirse con lo dispuesto en el artículo 176 del Código Orgánico de Tribunales. 


La tramitación de estas causas se hará conforme al procedimiento sumario. La prueba pericial se regirá por las disposiciones contenidas en el Código de Procedimiento Civil, en todo lo que no sea contrario a lo siguiente:

a) A falta de acuerdo entre las partes para la designación del o de los peritos, corresponderá al juez nombrarlo de un registro que mantendrá la Corte de Apelaciones respectiva; 


b) Cada una de las partes podrá designar un perito adjunto, que podrá estar presente en todas las fases de estudio y análisis que sirvan de base a la pericia. De las observaciones del perito adjunto deberá darse cuenta en el informe definitivo, y 


c) El informe pericial definitivo deberá entregarse en tantas copias como partes litigantes existan en el juicio. Habrá un plazo de quince días para formular observaciones al informe.

Los informes emanados de los organismos públicos competentes serán considerados y  ponderados en los fundamentos del respectivo fallo. 

Sin perjuicio de lo previsto en este artículo, iniciado el procedimiento sumario podrá decretarse su continuación conforme a las reglas del juicio ordinario establecidas en el Libro II del Código de Procedimiento Civil, si existen motivos fundados para ello. Para tal efecto, la solicitud en que se pida la sustitución del procedimiento se tramitará como incidente.


El juez apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica y será admisible cualquier medio de prueba, además de los establecidos en el Código de Procedimiento Civil.


El recurso de apelación sólo se concederá en contra de las sentencias definitivas, de las interlocutorias que pongan término al juicio o hagan imposible su prosecución y de las resoluciones que se pronuncien sobre medidas cautelares.


Estas causas tendrán preferencia para su vista y fallo, en ellas no procederá la suspensión de la causa por ningún motivo, y si la Corte estima que falta algún trámite, antecedente o diligencia, decretará su práctica como medida para mejor resolver.”.
- - -
Sala de la Comisión, a 5 de octubre de 2010.
(Fdo.): Magdalena Palumbo Ossa, Secretario
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